
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 11 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental

Honorable Asamblea:

La comisión de la Función Pública de esta honorable Cá-
mara de Diputados, con base en las facultades que le con-
fieren los artículos 39, numerales 1 y 2, fracción XVIII, y
45, numeral 6, incisos e) y f), demás relativos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, y los artículos 87 y 88 del Reglamento Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a su consideración el siguiente dictamen sobre la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, presentada por el di-
putado Alejandro Enrique Delgado Oscoy.

Antecedentes

I. La iniciativa que se dictamina fue publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria número 2495-VIII, el martes 29 de
abril del 2008 y presentada el día 30 del mismo mes y
año por el diputado Alejandro Enrique Delgado Oscoy,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

II. En esta última fecha la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados la turnó para su es-
tudio y dictamen a la comisión de la Función Pública.

III. Recibida en la comisión, y una vez sometida a estu-
dio y análisis, se preparó un proyecto de dictamen en sen-
tido positivo, que fue sometido a la consideración y dis-
cusión del Pleno de la citada comisión, que lo aprobó en
la sesión celebrada el día 2 de septiembre del 2008, por
17 votos a favor, 0 votos en contra, y 1 abstención. 

Análisis de la iniciativa

Plantea el diputado proponente en la exposición de motivos
de la iniciativa que nos ocupa que la rendición de cuentas
se ha vuelto una exigencia ubicua en el mundo de la políti-
ca democrática, que la democracia implica rendición de
cuentas y que en México el establecimiento de institucio-
nes y prácticas efectivas de rendición de cuentas represen-
ta una de las primeras aspiraciones de la joven democracia. 

Que existe un consenso notable acerca de la relevancia de-
mocrática de la rendición de cuentas, pero que es necesario
preguntarse si se entiende su alcance, si se comprende a
plenitud sus límites y características como elemento legiti-
mador del ejercicio del poder político.

Que es de destacar la importancia del acceso a la informa-
ción y la transparencia como pilares fundamentales de los
procesos de rendición de cuentas; y más aún, después de
las recientes reformas constitucionales al artículo 6o. en las
que se establecen principios y mecanismos uniformes ob-
servables por los diversos ámbitos de gobierno.

Que un aspecto fundamental de la reforma al artículo 6o.
Constitucional fue delimitar a los sujetos obligados a trans-
parentar sus acciones y permitir el acceso a la información,
por lo que en ese sentido se observa con claridad que el
Constituyente Permanente fue muy claro respecto a los su-
jetos obligados a la transparencia y al acceso a la informa-
ción, cuyo listado se centra en los órganos públicos.

Que en la reforma electoral aprobada por la LX Legislatu-
ra se establecieron en el Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales ciertas obligaciones de los par-
tidos políticos en materia de transparencia, pues se consi-
deran sujetos acreedores indirectamente de dichas obliga-
ciones, en virtud de no ser propiamente órganos de Estado.

Que a través de las reglas de transparencia se tiene la posi-
bilidad de tener un voto mejor razonado por parte del elec-
torado, ya que al estar informada la ciudadanía se encuen-
tra en posibilidad de tener una visión más global de los
institutos políticos, en lugar de visualizar un partido gris
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que impide conocerlo más allá de las propuestas de sus
candidatos en tiempos de campaña.

Que la noción de la rendición de cuentas para estos entes
de interés público tiene dos dimensiones, por un lado la
obligación de los partidos políticos y sus funcionarios de
informar sobre sus decisiones y justificarlas en público y
por el otro se incluye la posibilidad de sancionarlos en ca-
so de que hayan violado sus deberes públicos.

Que por todos estos motivos los partidos políticos al tener
un carácter especial dentro del marco jurídico mexicano,
deben tener una regulación especial, por lo que únicamen-
te se pretende reformar la Ley de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental a fin de que se es-
tablezca en la misma, el carácter de sujetos obligados indi-
rectamente de los partidos políticos y que se regirán por las
disposiciones contenidas en el Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales y, en su caso, por el
Reglamento que en dicha materia apruebe el Consejo Ge-
neral del Instituto Federal Electoral.

Que esta propuesta toma en cuenta la autonomía delibera-
tiva y el derecho de autodeterminarse de los partidos, pero
a su vez reconoce que el acceso a la información pública es
una herramienta fundamental para las organizaciones so-
ciales y los ciudadanos en un sistema democrático, por lo
que propone reformar el artículo 11 de la Ley en comento. 

Esta comisión dictaminadora determina que es de apro-
barse la iniciativa materia del presente dictamen, en aten-
ción a las siguientes:

Consideraciones

Primera. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación el día 11 de junio del 2002.
La publicación de este ordenamiento significó un gran
avance para la vida democrática del país, ya que tiene por
objeto transparentar todas las acciones de gobierno, inclu-
yendo desde luego el manejo de los recursos públicos. El
principio que rige a dicha ley es el de la máxima publici-
dad, incluso la LX legislatura del honorable Congreso de la
Unión reformó el artículo 6º Constitucional para establecer
los principios y las bases sobre los que se debe ejercer la
transparencia y la rendición de cuentas. 

El artículo 1º de esa ley establece que toda la información
en posesión de los Poderes de la Unión, de los órganos

constitucionales autónomos o con autonomía legal y cual-
quier otra entidad federal debe estar al alcance de toda per-
sona, por lo que en relación con éste, el artículo 4º en su
fracción XVI establece los sujetos obligados.

Segunda. Este ordenamiento legal señala que los partidos
políticos deben entregar la información cuando les sea so-
licitada por particulares, por conducto del Instituto Federal
Electoral, sobre los recursos públicos que reciban, y tam-
bién prevé que los informes que presenten los partidos po-
líticos y las agrupaciones políticas nacionales al Instituto
Federal Electoral deben hacerse públicos conjuntamente
con las auditorias y verificaciones que en su caso ordene la
comisión de fiscalización de los recursos públicos del cita-
do instituto. 

Como se puede apreciar, actualmente la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental prevé como sujetos obligados a los partidos políti-
cos y a las agrupaciones políticas nacionales en los puntos
que se han mencionado, es decir, respecto a los recursos
públicos que reciben y a los actos de inspección que el Ins-
tituto Federal Electoral realiza.

Tercera. El Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales es el ordenamiento legal que establece
las obligaciones que los partidos políticos deben cumplir
en materia de transparencia y rendición de cuentas. Cabe
señalar que dicho Código es nuevo (DOF 14 de enero del
2008), toda vez que se expidió con motivo de la reforma
constitucional que en materia electoral fue aprobada por la
LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión. 

De manera específica, el Libro segundo “De los partidos
políticos”, Título primero, “Disposiciones Generales”, Ca-
pítulo Cuarto “De las obligaciones de los partidos políti-
cos”, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, en su artículo 38, inciso t), establece como
obligación de los partidos políticos nacionales cumplir con
las obligaciones que ese Código establece en materia de
transparencia y acceso a su información. 

Ya propiamente en materia de transparencia (capítulo quin-
to), el artículo 41 del código invocado establece las obliga-
ciones de los partidos políticos en esta materia, las cuales
son las siguientes: 

“1. Toda persona tiene derecho a acceder a la informa-
ción de los partidos políticos de conformidad con las re-
glas previstas en este Código y las que, en lo conducen-



te, resulten aplicables conforme al reglamento del Insti-
tuto Federal Electoral en la materia. 

2. Las personas accederán a la información de los parti-
dos a través del Instituto Federal Electoral, mediante la
presentación de solicitudes específicas. 

3. El reglamento establecerá los formatos, procedimien-
tos y plazos para desahogar las solicitudes que se pre-
senten sobre la información de los partidos políticos. 

4. Cuando la información solicitada tenga el carácter de
pública y no obre en poder del Instituto, debiendo estar-
lo, éste notificará al partido requerido para que la pro-
porcione en forma directa al solicitante, dentro del pla-
zo que señale el reglamento. El partido de que se trate
informará al Instituto del cumplimiento de esta obliga-
ción. 

5. Cuando la información solicitada se encuentre dispo-
nible en la página electrónica del Instituto, o en la del
partido de que se trate, se le notificará al solicitante pa-
ra que la obtenga en forma directa, salvo que el intere-
sado la requiera en forma impresa o en medio digital. 

6. Los partidos políticos están obligados a publicar en su
página electrónica, por lo menos, la información especi-
ficada en el presente capítulo. “(DR

Por su parte, el artículo 42 del ordenamiento en cita esta-
blece las siguientes consideraciones en materia de transpa-
rencia: 

“1. La información que los partidos políticos proporcio-
nen al Instituto o que éste genere respecto a los mismos,
que sea considerada pública conforme a este Código, es-
tará a disposición de toda persona a través de la página
electrónica del Instituto. 

2. Se considera información pública de los partidos po-
líticos: 

a) Sus documentos básicos; 

b) Las facultades de sus órganos de dirección; 

c) Los reglamentos, acuerdos y demás disposiciones de
carácter general, aprobados por sus órganos de direc-
ción, que regulen su vida interna, las obligaciones y de-

rechos de sus afiliados, la elección de sus dirigentes y la
postulación de sus candidatos a cargos de elección po-
pular; 

d) El directorio de sus órganos nacionales, estatales,
municipales, del Distrito Federal, y en su caso, regiona-
les, delegacionales y distritales; 

e) El tabulador de remuneraciones que perciben los in-
tegrantes de los órganos a que se refiere el inciso ante-
rior, y de los demás funcionarios partidistas; 

f) Las plataformas electorales y programas de gobierno
que registren ante el Instituto; 

g) Los convenios de frente, coalición o fusión que cele-
bren, o de participación electoral que realicen con agru-
paciones políticas nacionales; 

h) Las convocatorias que emitan para la elección de sus
dirigentes o la postulación de sus candidatos a cargos de
elección popular; 

i) Los montos de financiamiento público otorgados
mensualmente, en cualquier modalidad, a sus órganos
nacionales, estatales, municipales y del Distrito Federal,
durante los últimos cinco años y hasta el mes más re-
ciente, así como los descuentos correspondientes a san-
ciones; 

j) Los informes, anuales o parciales, de ingresos y gas-
tos, tanto ordinarios como de precampaña y campaña; el
estado de situación patrimonial; el inventario de los
bienes inmuebles de los que sean propietarios, así como
los anexos que formen parte integrante de los documen-
tos anteriores; la relación de donantes y los montos
aportados por cada uno. Todo lo anterior, una vez con-
cluidos los procedimientos de fiscalización establecidos
por este Código. Los partidos podrán hacer pública la
información a que se refiere este inciso antes de que
concluyan los procedimientos referidos, sin que ello
tenga efectos en los mismos. 

k) Las resoluciones que emitan sus órganos disciplina-
rios de cualquier nivel, una vez que hayan causado es-
tado; 

l) Los nombres de sus representantes ante los órganos
del Instituto; 
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m) El listado de las fundaciones, centros o institutos de
investigación o capacitación, o cualquier otro, que reci-
ban apoyo económico permanente del partido político; 

n) El dictamen y resolución que el Consejo General del
Instituto haya aprobado respecto de los informes a que
se refiere el inciso j) de este párrafo; y 

o) Las demás que señale este Código, o las leyes aplica-
bles.”

Cuarta. Asimismo, el artículo 43 del Código invocado
precisa que los partidos políticos deberán mantener actua-
lizada la información pública establecida en ese capítulo y
las demás que ese mismo ordenamiento considere de la
misma naturaleza, proporcionándola al Instituto con la pe-
riodicidad y en los formatos y medios electrónicos que
aquél determine en acuerdos de carácter general. 

Por último, el artículo 44 respecto a la reserva y a la confi-
dencialidad de la información que obra en poder de los par-
tidos políticos, establece lo siguiente: 

1. No será pública la información relativa a los procesos
deliberativos de los órganos internos de los partidos; la
correspondiente a sus estrategias políticas y de campa-
ñas electorales; la contenida en todo tipo de encuestas
por ellos ordenadas, así como la referida a las activida-
des de naturaleza privada, personal o familiar, de sus
afiliados, dirigentes, precandidatos y candidatos a car-
gos de elección popular. 

2. Será considerada confidencial la información que
contenga los datos personales de los afiliados, dirigen-
tes, precandidatos y candidatos a cargos de elección po-
pular, salvo los contenidos en los directorios estableci-
dos en este capítulo y en las listas de precandidatos o
candidatos a cargos de elección popular, que solamente
contendrán el nombre completo y otros datos personales
que autorice el interesado; 

3. Se considerará reservada la información relativa a los
juicios en curso, de cualquier naturaleza, en que los par-
tidos políticos sean parte, hasta que se encuentren en es-
tado de cosa juzgada.

Como se puede apreciar, el Código Federal de Instituciones
y Procedimientos Electorales, de reciente creación, esta-
blece más y nuevas obligaciones en materia de transparen-
cia y acceso a su información para los partidos políticos

que regulan su actividad y funcionamiento de acuerdo con
las disposiciones que establece ese ordenamiento comicial,
razón por la cual se considera atinada la propuesta del ini-
ciante toda vez que la actual redacción del artículo 11 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental sólo establece un par de obligacio-
nes que deben cumplir los partidos políticos sobre esta ma-
teria, las cuales por cierto se considera pertinente que sub-
sistan en la redacción del artículo en cita. 

Incluso, en el propio dictamen de creación del Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales se se-
ñala la existencia de un nuevo capítulo en el que se esta-
blecen las obligaciones que en materia de transparencia y
acceso a su información deberán cumplir los partidos polí-
ticos, con lo que se colma el vacío legal que existía en es-
ta materia. 

Quinta. Cabe destacar que la comisión de Fiscalización
(que prevé el artículo 11 de la Ley de Transparencia) ya no
es la autoridad encargada de vigilar la aplicación de los re-
cursos por parte de los partidos políticos, pues ahora es la
Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos
Políticos, que es el órgano técnico del Consejo General del
Instituto Federal Electoral que tiene a su cargo la recepción
y revisión integral de los informes que presenten los parti-
dos respecto del origen y monto de los recursos que reci-
ban por cualquier modalidad de financiamiento, así como
sobre su destino y aplicación, por lo cual, se sustituye a la
comisión de Fiscalización por la Unidad de Fiscalización
de los Recursos de los Partidos Políticos, sustitución que se
hace en el párrafo primero del artículo 11 de la Ley de
Transparencia. 

De esta manera, la propuesta de redacción que hace esta
dictaminadora consiste en establecer que los partidos polí-
ticos y las agrupaciones políticas nacionales tengan que
cumplir con las disposiciones que en materia de transpa-
rencia y acceso a su información establece el Código Fe-
deral de Institucionales y Procedimientos Electorales, sin
perjuicio de que sean públicas las auditorias y verificacio-
nes que ordene la Unidad de Fiscalización de los Recursos
de los Partidos Políticos al concluir el procedimiento de
fiscalización respectivo.

Lo anterior es así, toda vez que el iniciante establece en el
texto de su propuesta que los partidos políticos tengan que
hacer pública su información en términos de lo que esta-
blece el Código Electoral, pero esta dictaminadora consi-
dera que existen más obligaciones para éstos en materia de



transparencia y acceso a su información y no sólo la de ha-
cer pública su información, ello sin perjuicio de las obliga-
ciones que actualmente establece la Ley de Transparencia
en el artículo objeto de la presente reforma. 

Sexta. Respecto a la derogación del párrafo segundo del
artículo 11 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental que plantea el diputado
proponente, esta comisión dictaminadora estima que la
misma no es viable, pues en éste se establece que cualquier
ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral la
información relativa al uso de los recursos públicos que re-
ciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas na-
cionales, disposición que si bien es cierto que está prevista
en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, el cual a su vez establece que se realizará en
términos de lo que disponga el reglamento de la materia,
también lo es que la Ley de Transparencia faculta a todo in-
dividuo para solicitar la información que sea considerada
pública, motivo por el cual, al estar prevista dicha situación
en la ley marco, no se considera adecuado eliminar esta
disposición. 

En virtud de los motivos expuestos en las consideraciones
anteriores, esta comisión de la Función Pública, con base
en las atribuciones legales y reglamentarias con las que
cuenta, pone a su consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo
11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, para quedar como sigue: 

Artículo 11.- Los partidos políticos y las agrupaciones
políticas nacionales, sin perjuicio de que sean públicas
las auditorías y verificaciones que ordene la Unidad de
Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos al
concluir el procedimiento de fiscalización respectivo,
deberán cumplir con las disposiciones que en materia
de transparencia y acceso a su información establece el
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, así como las previstas sobre estos rubros en el
reglamento que expida el Instituto Federal Electoral. 

… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín González
Roaro (rúbrica), presidente; José Guillermo Velázquez Gutiérrez (rú-
brica), Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), Jesús Evodio Veláz-
quez Aguirre, René Lezama Aradillas (rúbrica), secretarios; Moisés Al-
calde Virgen (rúbrica), Jesús Sergio Alcántara Núñez, Alma Edwivges
Alcaraz Hernández (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo (rúbrica), Je-
sús Arredondo Velázquez (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres,
María Eugenia Campos Galván, Andrés Carballo Bustamante (rúbri-
ca), José de la Torre Sánchez, Joaquín Conrado de los Santos Molina
(rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica en contra), Adriana Díaz
Contreras, María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Arturo Flo-
res Grande (rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Carlos Or-
soe Morales Vázquez, Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Héctor Padilla
Gutiérrez, Rafael Plácido Ramos Becerril (rúbrica), Marcos Salas Con-
treras (rúbrica), Ramón Valdés Chávez (abstención).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que reforma la fracción III del artículo 112, las frac-
ciones II y VIII del artículo 115 y el artículo 307; y adicio-
na una fracción IX al artículo 115 de la Ley General de
Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud fueron turnadas para su estudio y
dictamen las siguientes iniciativas:

• Que reforma y adiciona los artículos 114, 115 y 216 de
la Ley General de Salud.

Presentada por el diputado Carlos Alberto Puente Salas,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México, con opinión de la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos.

• Que adiciona la fracción IX y un párrafo al artículo
115 de la Ley General de Salud.
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Presentada por los diputados Maricela Contreras Julián,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; y Ector Jaime Ramírez Barba, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La Comisión de Salud con fundamento en las atribuciones
que le otorgan los artículos 39, 44 Y 45 y relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, 56, 60, 65, 66, 87 Y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de es-
ta Honorable Asamblea, el presente dictamen de acuerdo
con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de las ini-
ciativas mencionadas anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo “Antecedentes” se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo en
turno para el dictamen de las referidas iniciativas y de
los trabajos previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo “Contenido”, se sintetiza el alcance de
la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo “Consideraciones”, la comisión dicta-
minadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar las iniciativas en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 30 de abril de 2008, fue pre-
sentada la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 114, 115 y 216 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Carlos Alberto Puente Salas,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

Con la misma fecha la mencionada iniciativa fue turnada a
la Comisión de Salud con opinión de la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos.

En sesión celebrada por la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión, fue presentada la iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona la fracción IX y un párrafo al ar-
tículo 115 de la Ley General de Salud, a nombre de los

diputados Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática; y Ector
Jaime Ramírez Barba, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Per-
manente, turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de
Salud de la honorable Cámara de Diputados para su estu-
dio y posterior dictamen.

II. Contenido

En su exposición de motivos los promoventes manifiestan
su preocupación por el incremento que han tenido en nues-
tro país el sobrepeso y la obesidad, así como los graves
problemas de salud a los que conduce.

Mencionan que para 2000 se estimaba que la población de
niños de entre 5 y 17 años con sobrepeso era cercana a 155
millones y que, de éstos, 45 millones eran obesos en el
mundo. En el caso de nuestro país, actualmente se calcula
que 7 de cada 10 mexicanos sufren este padecimiento, en
especial los niños y los adolescentes. 

Asimismo señalan que para la Organización Mundial de la
Salud (OMS), el control de obesidad y de sobrepeso, así
como del resto de las enfermedades crónicas no transmisi-
bles, representa una situación de alarma, y se recomienda
como la principal estrategia la prevención. 

Mencionan que durante la sexagésima Asamblea Mundial
de la Salud, realizada en 2007, los Estados miembros de la
Organización Mundial de la Salud llegaron a un acuerdo
para que este organismo redactara un conjunto de reco-
mendaciones sobre la comercialización de alimentos y be-
bidas no alcohólicas dirigida a niños y niñas, el cual for-
mará parte de la estrategia mundial contra la prevención y
el control de enfermedades no transmisibles como la obe-
sidad.

Afirman que el Instituto Nacional de Salud Pública, ha re-
velado que millones de mexicanos tienen problemas de so-
brepeso u obesidad, particularmente que más de 4 millones
de niños de entre 5 y 11 años sufren estos trastornos, y que
México ocupa el segundo lugar en el mundo en materia de
obesidad infantil, enfermedad que afecta al 9.8 por ciento
de este sector de la población.

Por estos, entre muchos otros motivos, proponen reformas
a la Ley General de Salud a fin de contribuir al combate del



sobrepeso y la obesidad, promoviendo hábitos de alimen-
tación saludables, actividad física y la coordinación entre
las dependencias de la Administración Pública Federal pa-
ra que, en el ámbito de sus competencias coadyuven a dis-
minuir la incidencia de ésta problemática.

III. Consideraciones

1. La comisión dictaminadora ha elaborado un solo dicta-
men para las dos iniciativas citadas con antelación, ya que
ambas coinciden, no sólo en los artículos que se pretende
reformar, sino en el espíritu de las mismas.

2. Los integrantes de la Comisión de Salud coinciden con
los promoventes en su preocupación por el evidente au-
mento de la obesidad en nuestro país, misma que se mani-
fiesta también en un gran numero de iniciativas que han si-
do presentadas durante la presente legislatura, que sin
embargo, no abordan el tema con la complejidad que im-
plica, ya que como sabemos, la obesidad es una enferme-
dad multifactorial.

A pesar de lo anterior, esta comisión ha sido sensible a la
necesidad de colaborar mediante reformas viables y que
promuevan cambios en los hábitos alimenticios de nuestra
población por lo que, en principio, se manifiesta de acuer-
do con las iniciativas en estudio, estableciendo algunas
modificaciones para que las reformas planteadas sean úti-
les para combatir una de las primeras causas de enferme-
dades crónico degenerativas en el país.

3. Según datos del Instituto Nacional de Salud Pública, mi-
llones de mexicanos tienen problemas de sobrepeso y obe-
sidad; y más de 4 millones de niños, entre 5 y 11 años, su-
fren de estos trastornos.

México ocupa el segundo lugar en el mundo en materia de
obesidad infantil. La obesidad mórbida en nuestro país es
causante del incremento de enfermedades de índole cardio-
vascular y diabética, principalmente en niños menores de
15 años, lo que nos da un panorama general de la gravedad
que implica esta epidemia en el desarrollo del país, ya que
estamos gestando una generación de obesos, con todas las
repercusiones que ello implica para el futuro, no sólo de es-
tos individuos, sino del país.

El sobrepeso y la obesidad se relacionan con la mala nutri-
ción, por tanto es necesario subrayar, que de una buena o
mala nutrición dependen una serie de situaciones que no

sólo afectan a los individuos como entes biológicos, sino
que, aún más, interfiere de manera definitiva en el desarro-
llo integral de cada ser humano; y que la desnutrición es un
obstáculo para las oportunidades de desarrollo para quien
la padece.

Todos estos motivos han conducido a esta comisión a con-
tribuir de alguna manera a disminuir la prevalencia del so-
brepeso y la obesidad, mediante la implementación de polí-
ticas públicas basadas no sólo en la información en materia
de nutrición, sino en la coordinación entre las diferentes
dependencias de la Administración Pública Federal, to-
mando como punto de partida las iniciativas en análisis.

4. La primera propuesta busca reformar el artículo 114 de
la Ley General de Salud, para que se establezca que “la Se-
cretaría de Salud evidencie en la disponibilidad de alimen-
tos que la región o regiones padece estrés hídrico, el pro-
grama privilegiará el consumo de agua, en las entidades
cuyo consumo del vital liquido sea limitado o bien despla-
zado por el consumo de bebidas altas en azúcares y cau-
santes de enfermedades”.

En primer lugar es importante señalar qué significa la acep-
ción “estrés hídrico”, utilizada por el promovente, y que se-
gún el Programa de las Naciones Unidas para el Medio
Ambiente se aplica Cuando la demanda de agua es más im-
portante que la cantidad disponible durante un periodo de-
terminado o cuando su uso se ve restringido por su baja ca-
lidad. El PNUMA refiere que el estrés hídrico provoca un
deterioro de los recursos de agua dulce en términos de can-
tidad (acuíferos sobreexplotados, ríos secos, etcétera) y de
calidad (eutrofización, contaminación de la materia orgáni-
ca, intrusión salina, etc.).

Creemos que a pesar de que el objetivo de la reforma es el
de privilegiar el consumo de agua, ante otro tipo de bebi-
das no alcohólicas, la propuesta de redacción particulariza
la norma, yendo en contra de uno de los principios funda-
mentales de la Ley, el cual radica precisamente en su ge-
neralidad.

Por otra parte, es necesario señalar que el texto vigente del
artículo 114 dice: 

Artículo 114. Para la atención y mejoramiento de la nutri-
ción de la población, la Secretaría de Salud participará, de
manera permanente, en los programas de alimentación del
gobierno federal.
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La Secretaría de Salud, las entidades del sector salud y los
gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos
ámbitos de competencia, formularán y desarrollarán pro-
gramas de nutrición, promoviendo la participación en los
mismos de los organismos nacionales e internacionales cu-
yas actividades se relacionen con la nutrición, alimentos, y
su disponibilidad, así como de los sectores sociales y pri-
vado.

Derivado de lo anterior se infiere que el agua está incluida
en dicho precepto, ya que como lo señala el Diccionario de
la Lengua Española de la Real Academia señala que la pa-
labra alimento significa:

“1. m. Conjunto de cosas que el hombre y los animales
comen o beben para subsistir.

2. m. Cada una de las sustancias que un ser vivo toma o
recibe para su nutrición.”1

Derivado de lo anterior, esta comisión dictaminadora con-
sidera innecesaria la adición propuesta para el artículo 114,
toda vez que por una parte sería redundante, y por otra li-
mitaría la aplicación de la Ley a su aplicación en algunas
regiones del país, violentando así el principio de generali-
dad de la Ley.

5. A pesar de lo anterior, consideramos prudente, en un
afán por mejorar el texto vigente, incorporar la actividad fí-
sica como un elemento esencial de la nutrición, abordando
así de una forma integral el problema del sobrepeso y la
obesidad ya que como hemos manifestado, el sobrepeso y
la obesidad son problemas multifactoriales y un aspecto de
suma importancia es precisamente, la actividad física, rela-
cionada, no únicamente con la recreación o en los progra-
mas de educación básica, como ocurre en la actualidad en
las leyes vigentes, sino, vinculándola directamente con la
salud, en la ley respectiva.

Según documentos de la Organización Panamericana de la
Salud los métodos de tratamiento para controlar la obesi-
dad sólo han obtenido resultados moderados y es poco pro-
bable que puedan atajar la epidemia; por consiguiente, las
estrategias preventivas y de promoción de la salud tienen
grandes probabilidades de dar buenos resultados a nivel de
la población. La función de la salud pública en las Améri-
cas debe consistir en hacer que las opciones saludables re-
sulten las más fáciles de tomar, y el objetivo para el próxi-
mo decenio es producir cambios fundamentales de
conducta en la población.

También señalan que la actividad física no necesita ser
agotadora para producir beneficios para la salud. Promover
al menos treinta minutos diarios de actividad física mode-
rada es una meta realista. Esto necesita ir acompañado de
una ampliación del acceso a los espacios recreativos y la
seguridad en las calles, de la promoción sostenida del acto
de caminar y montar en bicicleta en la ciudad y de la insti-
tucionalización de la actividad física en el lugar de trabajo
y las escuelas.2

Afirma dicho documento que los dos factores más impor-
tantes asociados con mayor riesgo de sobrepeso son el con-
sumo de alimentos altamente energéticos (ricos en grasa o
azúcares) y el modo de vida sedentario durante mucho
tiempo. Por otro lado, hay pruebas convincentes de que el
riesgo se reduce mediante una actividad física regular2 y
un elevado consumo de fibra alimentaria.

Afirma la PHAO que la actividad física, puede definirse
como “cualquier movimiento corporal producido por los
músculos esqueléticos que da lugar a un aumento sustan-
cial del gasto energético frente al reposo”, varía del des-
empeño del trabajo propio de la ocupación y las faenas do-
mésticas a la actividad física recreativa, como el deporte y
el ejercicio. La actividad física reducida o el aumento del
comportamiento sedentario desempeñan una función im-
portante en el aumento de peso y la aparición de la obesi-
dad. Por ejemplo, la cantidad de tiempo que los niños pe-
queños pasan ante el televisor ha resultado tener valor
predictivo del Índice de Masa Corporal en años posterio-
res, como también un bajo nivel de actividad física en pe-
ríodos de ocio de los adultos ha sido predictivo de aumen-
to de peso sustancial (5kg) al cabo de 5 años. Varios
estudios realizados en América Latina también llegan a la
conclusión de que la inactividad está muy asociada con la
obesidad.

Un estudio elaborado por la Fundación Mexicana para la
salud, señala que las actividades físicas dentro del entorno
familiar de niños obesos es casi nula, la mayor parte del
tiempo libre lo emplean en actividades pasivas como ver
televisión, jugar videojuegos, jugar con muñecas, estas ac-
tividades se llevan a cabo dentro del hogar o la casa de al-
gún familiar. Así mismo, se afirma que la escasa práctica
de actividades deportivas obedece a la dificultad física que
tienen estos infantes para desenvolverse como los demás
niños, señalan que su estudio de campo pudieron observar
que los niños obesos se cansan muy rápido, no pueden aga-
charse y se fatigan con mucha rapidez, lo cual ocasiona re-
chazo o impedimento del deporte, sin embargo, a pesar de



lo anterior, se percibió que los niños obesos gustan de los
deportes.

En contraste, en el estudio citado, se encontró que los ni-
ños de peso regular suelen tener más actividades físicas ya
sea por demanda de ellos o por decisión en conjunto con
sus padres, las actividades que practican estos niños son:
karate, fútbol, natación y gimnasia. En estos niños se ob-
servó el gusto por la práctica de estos deportes, principal-
mente fútbol y karate, en los cuales mencionan querer lo-
gros en el deporte y que por eso lo practican.3

Aunado a lo anterior, diversos estudios publicados por la
Organización Mundial de la Salud señalan que en compa-
ración con otras actividades sedentarias, tales como corte y
costura, juegos de mesa o la lectura, mirar televisión es la
que se acompaña del menor índice metabólico y se ha aso-
ciado a la obesidad en niños. Así mismo en un reciente es-
tudio prospectivo de cohorte realizado por investigadores
estadounidenses se exploró la posible relación entre varios
patrones de conducta sedentaria, en particular la de mirar
televisión por largo tiempo, y el riesgo de obesidad y de
diabetes tipo 2 en mujeres. Se encontró que las mujeres que
miraban televisión por largo tiempo eran más propensas a
fumar, a consumir bebidas alcohólicas y a realizar menos
ejercicio físico. También tenían un mayor consumo ener-
gético diario y peores hábitos alimentarios.

Durante los seis años de seguimiento, 3 757 mujeres pasa-
ron a la categoría de obesas. El tiempo pasado ante el tele-
visor estuvo significativamente asociado con el riesgo de
obesidad. Mantenerse sentadas en el trabajo o fuera del ho-
gar y usar un automóvil como medio de transporte también
fueron conductas asociadas a un mayor riesgo de obesidad,
no así mantenerse de pie o caminando por la casa. Según
los resultados del análisis de múltiples variables, solo mi-
rar televisión por mucho tiempo se asociaba a un elevado
riesgo de obesidad en estas mujeres.4

Es evidente que estos estudios sólo refuerzan la percep-
ción, tanto de profesionales de la nutrición y la salud como
de los Organismos Internacionales respecto a la importan-
cia de la actividad física regular como un factor decisivo
para combatir la obesidad y el sobrepeso.

Por lo anterior, esta comisión dictaminadora considera tras-
cendental incluir la actividad física dentro del texto de la
fracción III del artículo 112, ya que debe ser una prioridad
en la educación para la salud.

Es así que la comisión dictaminadora propone la siguiente
la redacción:

Artículo 112. La educación para la salud tiene por ob-
jeto:

I. a II. …

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición y actividad física, salud mental,
salud bucal, educación sexual, planificación familiar,
riesgos de automedicación, prevención de farmacode-
pendencia, salud ocupacional, salud visual, salud auditi-
va, uso adecuado de los servicios de salud, prevención
de accidentes, prevención y rehabilitación de la invali-
dez y detección oportuna de enfermedades.

6. En otro orden de ideas, ambas iniciativas proponen re-
formas al artículo 115, en el caso de la propuesta del Dipu-
tado Puente Salas, se propone la adición de una fracción IX
que establecería una responsabilidad más a la Secretaría:
“IX. Establecer junto con la Secretaría de Educación, las
necesidades mínimas de nutrimentos que deberán cumplir
las bebidas para su venta en las tiendas escolares de nivel
básico y medio superior, a fin de mantener las buenas con-
diciones de salud de la población”.

En el caso de la segunda iniciativa, signada por la Diputa-
da Maricela Contreras y el diputado Ramírez Barba, la pro-
puesta es también adicionar una fracción que dejaría a car-
go de la Secretaría de Salud la elaboración y coordinación
de un programa nacional de nutrición, control de peso y
obesidad, con especial atención en niños y en adolescentes;
estipulando así mismo que, para la ejecución del programa
a que se refiere la fracción IX del artículo 115, la Secreta-
ría de Salud se coordinará con la Secretaría de Educación
Pública, los gobiernos de las entidades federativas y el
Consejo de Salubridad General.

Resulta evidente que todos los legisladores coinciden en
establecer una coordinación entre las Secretarías de Educa-
ción y Salud respecto a la prevención de la obesidad y so-
bre todo, la necesaria intervención de la autoridad para fo-
mentar una alimentación inocua a los niños y niñas dentro
de los planteles escolares.

Esta preocupación no es privativa de las iniciativas señala-
das sino de un gran número de propuestas de reformas a la
Ley General de Educación, algunas de las cuales también
se encuentran en estudio por ésta dictaminadora.
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7. Es necesario señalar que consideramos ambas propues-
tas viables con algunas modificaciones que la harían con-
gruente con una aproximación más integral al problema de
la obesidad, incluyendo por supuesto la actividad física y
refiriéndonos explícitamente a los estilos de vida saluda-
bles.

Los estilos de vida han sido considerados como factores
determinantes y condicionantes del estado de salud de un
individuo. La Carta de Ottawa para la Promoción de la Sa-
lud, considera los estilos de vida saludables como compo-
nentes importantes de intervención para promover la salud,
señalando que “la salud se crea y se vive en el marco de
la vida cotidiana, en los centros de enseñanza, de traba-
jo y de recreo. La salud es el resultado de los cuidados
que uno se dispensa a sí mismo y a los demás, de la ca-
pacidad de tomar decisiones y controlar la vida propia
y de asegurar que la sociedad en que uno vive ofrezca a
todos sus miembros la posibilidad de gozar de un buen
estado de salud”.

Los estilos de vida que se adquieren, están condicionados
a través de experiencias de aprendizaje, las cuales se adap-
tan, se adquieren o modifican de acuerdo a los comporta-
mientos deseados. En este sentido a través de la enseñanza
se producen cambios favorables en el comportamiento del
que aprende. El saber se obtiene con el conocimiento, lo
que le da la opción de desarrollar su personalidad que es el
saber ser; siendo para esto necesario que la persona que
aprende, además comprenda, analice, reflexione y adquie-
ra competencias o habilidades practicas (saber hacer). De
ahí la necesidad de fomentar estilos de vida saludables, sin
restringir esta educación únicamente al entorno escolar, si-
no extenderlo a todo el sector salud.

8. En este orden de ideas, para complementar las propues-
tas de los promoventes, esta comisión propone reformar la
fracción II del citado artículo 115, lo anterior con la finali-
dad de incluir conceptos como el sobrepeso y los hábitos
de vida saludables que, como lo hemos señalado, constitu-
yen el común denominador de las recomendaciones para
combatir el complejo problema de la obesidad, por lo que
las fracciones referidas quedarían de la siguiente forma:

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

I. …

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, trata-

miento y control de la desnutrición, sobrepeso y obesi-
dad, encaminados a promover estilos de vida saluda-
bles, preferentemente en los grupos sociales más vulne-
rables.

III. …

Es importante señalar que el texto vigente hace mención de
la obesidad, pero no así del sobrepeso, y a pesar de que
suelen confundirse es necesario diferenciarlos, al respecto
el Instituto Nacional de Cáncer, que forma parte de los Ins-
titutos Nacionales de Salud de Estados Unidos, establece
que sobrepeso significa pesar demasiado con relación a la
estatura. Exceso de peso en el cuerpo que puede resultar de
la grasa, los músculos, los huesos o la retención de agua.
Tener sobrepeso no siempre significa ser obeso.5

Existen muchas formas para determinar si una persona tie-
ne sobrepeso, pero los expertos creen que el índice de ma-
sa corporal (IMC) es la medida más precisa de la grasa cor-
poral para niños y para adultos, el llamado IMC da un
estimativo de lo que debe pesar una persona, sobre la base
de su estatura.

• Los adultos con IMC entre 25 y 29.9 se consideran con
sobrepeso. Sin embargo hay excepciones; por ejemplo,
un atleta puede tener un IMC más alto, pero no tener so-
brepeso. 

• Los adultos con un índice de masa corporal superior a
30 se consideran obesos. 

• Cualquier persona con más de 45 kilogramos de so-
brepeso se considera que sufre de obesidad mórbida.6

9. Por otro lado, esta comisión considera de suma impor-
tancia establecer algunas responsabilidades a cargo de la
Secretaría de Salud, mismas que se busca se vean refleja-
das en la aplicación de políticas públicas más eficaces pa-
ra combatir el enorme reto que significa para el sector sa-
lud el sobrepeso y la obesidad de la población, sin interferir
con la vida privada de las personas ya que consideramos
que el problema de la obesidad se deriva de decisiones in-
dividuales y ningún Estado debe inmiscuirse en las liberta-
des inalienables de los gobernados.

10. Resulta evidente que cuando fue publicada la Ley, el
escenario de la salud pública de nuestro país era muy dife-
rente al de la actualidad, los problemas de sobrepeso y obe-
sidad se han incrementado alarmantemente en las últimas



dos décadas y esto sólo se ha reconocido en el plan nacio-
nal de desarrollo 2007-2012. Resulta obvio que la redac-
ción del artículo 115 tenía una percepción más enfocada a
la desnutrición y no así a la mala nutrición, el sobrepeso o
la obesidad.

Derivado de lo anterior, el texto vigente se ve rebasado an-
te una problemática sumamente compleja y que requiere de
atención inmediata, no sólo por parte de la autoridad, que
es en lo que como legisladores podemos incidir, sino de la
sociedad misma, ya que es un problema que requiere la de-
cisión de cada individuo. 

En el texto vigente del artículo 115, se establece que co-
rresponde a la Secretaría de Salud proporcionar a la Secre-
taría de Comercio y Fomento Industrial los elementos téc-
nicos en materia nutricional, para los efectos de la
expedición de las normas oficiales mexicanas.

Los promoventes de las dos iniciativas que se estudian en
el presente dictamen, persiguen un mismo objetivo, al bus-
car una mejor y mayor coordinación entre la Secretaría de
Salud y otras dependencias de la Administración Pública
Federal, en lo que a nutrición se refiere.

Es evidente que esta coordinación se debe dar con la actual
Secretaría de Economía, respecto, por ejemplo a las nor-
mas oficiales mexicanas sobre etiquetado o los procesos de
producción de alimentos y bebidas; sin embargo, con el
afán de otorgar una congruencia a la Ley Vigente conside-
ramos prudente reformar la fracción VIII para que se susti-
tuya el nombre de la Secretaría de Comercio y Fomento
Industrial, por el actual de Secretaría de Economía.

Con este fin proponemos la siguiente redacción en la frac-
ción VIII del artículo 115:

VIII. Proporcionar a la Secretaría de Economía, los ele-
mentos técnicos en materia nutricional, para los efectos
de la expedición de las normas oficiales mexicanas.

11. Como se señaló anteriormente, ambas propuestas bus-
can la adición de una fracción IX al artículo 115, dicha adi-
ción es viable y prudente, sin embargo consideramos que la
sintaxis de la propuesta de la Diputada Contreras Julián y
el Diputado Ramírez Barba, resulta más congruente con las
propuestas de la dictaminadora y que a su vez engloba los
objetivos de ambas iniciativas, siendo éste la necesaria co-
ordinación de la Secretaría de Salud con la Secretaría de
Educación a fin de promover una adecuada nutrición en los

niños y jóvenes. La aportación sería sumamente valiosa, ya
que daría mayores atribuciones a las autoridades escolares
para disminuir el problema.

Para comprobar la importancia de la reforma planteada,
basta señalar que según refiere el estudio elaborado por la
Fundación Mexicana para la Salud, que hemos citado con
antelación, los maestros de escuelas públicas y privadas
manifestaron como principales limitantes para abordar de
manera directa y exitosa el problema de obesidad son: 

• Falta de información clara y concreta sobre la obesi-
dad. No han tenido programas de capacitación que per-
mitan orientarlos sobre el tema y, en particular, no cuen-
tan con herramientas que les permitan implantar
acciones concretas.

• No cuentan con redes de apoyo. Se perciben sin el apo-
yo de instituciones públicas o privadas que les propor-
cionen información y los apoyen con acciones directas.

• No se perciben con autoridad moral para hablar de
obesidad, ya que algunos maestros reconocen que ellos
mismos padecen de obesidad, que tienen malos hábitos
y que incluso son malos ejemplos para sus alumnos.

• No se ubican como responsables del problema, algu-
nos maestros consideran que la obesidad es un proble-
ma que empieza en casa, por lo que no se sienten com-
prometidos en su solución, responsabilizan totalmente a
la familia y particularmente a la madre.

Por estas razones y siendo el entorno escolar el medio más
propicio para influir en la conducta alimentaría del indivi-
duo, sin que ello signifique una intromisión en su vida pri-
vada, creemos que una coordinación de la Secretaría de Sa-
lud y de Educación resulta indispensable para combatir la
epidemia de sobrepeso y obesidad infantil, razón por la
cual coincidimos con la percepción de los promoventes.

12. Por lo que respecta a la propuesta del Diputado Puente
Salas de adicionar un último párrafo al artículo 216, es ne-
cesario hacer algunas precisiones. El promovente pretende
incluir en etiquetas y envases de refrescos o bebidas carbo-
natadas con azúcar la siguiente leyenda: “El abuso en el
consumo de este producto puede causar obesidad”. 

A pesar de que compartimos la preocupación del promo-
vente por el elevado consumo de refrescos en nuestro país,
ya que, según el Instituto Nacional de Estadística Geogra-
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fía e Informática, la Encuesta de Ingreso y Gasto de los Ho-
gares 2002-2004, mostró que del gasto familiar se destina
poco más de 5 mil pesos por año al consumo de refrescos;
y que los porcentajes destinados para comprar tortilla y frí-
jol son menores que el gasto destinado a la compra de re-
frescos; y que el Banco de México, refiere que a la familia
mexicana le importa más tomarse un refresco que nutrirse;
es de suma importancia no adoptar políticas públicas basa-
das en percepciones falsas. Es decir, si bien el consumo de
refrescos en el país es de los más elevados del mundo, no
es la única causa del incremento de la obesidad, por lo que
no debemos responsabilizar a un solo alimento o bebida
por las decisiones de cada individuo.

Consideramos que es una prioridad informar al consumidor
de forma veraz sobre los productos que se expenden, res-
ponsabilidad que la autoridad debe imponer al fabricante.

Aunado a lo anterior, es importante señalar el factor que
juega la publicidad en el problema de la obesidad. Según el
estudio elaborado por la Fundación Mexicana para la Salud
la influencia publicitaria en productos de consumo tiene un
gran impacto sobre las decisiones, gustos, preferencias y
actitudes de los niños, ellos adoptan sus marcas, se identi-
fican con ellas, les gustan, son parte de sus vidas y lo más
importante, las madres toman el papel de compradoras de
lo que piden sus hijos, quienes son quienes en la mayoría
de los casos deciden la compra.

Afirman que es tal la fuerza del impacto publicitario en los
niños, que logra que un niño salga a escondidas de los pa-
pás a comprar lo que acaba de ver en televisión, es tan fuer-
te que ocasiona que un niño se motive a juntar dinero para
comprarse un antojo que vio en televisión, es tan fuerte que
ocasiona que se porten bien durante la semana para que se-
an premiados con la visita a algún restaurante de comida
rápida, es tan fuerte la influencia publicitaria que ocasiona
cambios de conducta, a consecuencia de la identificación
con el producto, con las expresiones verbales empleadas en
el comercial, con las personalidades de los actores o por ser
un producto de moda entre los niños.

La influencia publicitaria ocasiona actitudes de comporta-
miento e identificación en los infantes, que ocasionan el
consumo y lealtad hacia productos, que llegan a ser parte
de la vida cotidiana de los niños.

Por estas razones, consideramos que, en lugar de imponer
la obligación de incluir leyendas precautorias, como las
propuestas por el Diputado Puente salas las cuales además

incurrirían en una falsedad, sería de mayor utilidad impo-
ner una mayor obligación en lo que se refiere a campañas
publicitarias, mediante una reforma al artículo 307, que-
dando de la siguiente forma:

307. …

La publicidad deberá inducir a estilos de vida saluda-
bles y no atribuir a los alimentos y bebidas no alcohó-
licas un valor superior o distinto al que tengan en reali-
dad.

La publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas debe-
rá incluir en forma visual, auditiva o visual y auditiva, se-
gún sea para impresos, radio o cine y televisión, respecti-
vamente, mensajes precautorios de la condición del
producto o mensajes promotores de estilos de vida salu-
dables.

Consideramos que una reforma como la que plantea esta
dictaminadora, obligará a la industria a promover con ve-
racidad las características de sus productos y a difundir los
estilos de vida saludables, sin enfrentarnos a la disyuntiva
de contravenir el texto constitucional en su artículo 5º. 

13. En otro orden de ideas, es necesario incorporar en un
artículo transitorio la disponibilidad de recursos a fin de
garantizar la aplicación de la reforma realizada, en con-
gruencia con los objetivos que plantea la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que en el pá-
rrafo segundo de su artículo 1 establece que “Los sujetos
obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley debe-
rán observar que la administración de los recursos pú-
blicos federales se realice con base en criterios de lega-
lidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía,
racionalidad, austeridad, transparencia, control, rendi-
ción de cuentas y equidad de género.”

Asimismo, la Ley citada precisa en su artículo 18 la obli-
gación que las Comisiones del Congreso tienen para reali-
zar una valoración del impacto presupuestario de las ini-
ciativas de ley o decreto, con el apoyo del Centro de
Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputa-
dos, y pudiendo solicitar opinión a la Secretaría sobre el
proyecto de dictamen correspondiente.

Por estas razones consideramos pertinente la inclusión de
un artículo Segundo Transitorio al Proyecto de Decreto en
los siguientes términos:



Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin de
ejecutar el programa nacional, control de peso y obesi-
dad a que se refiere la fracción IX del artículo 115, se
sujetarán a la disponibilidad presupuestaria aprobada
por la Cámara de Diputados, las legislaturas de los es-
tados, así como la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, para tal efecto, en sus respectivos presupuestos. 

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de esta comi-
sión de Salud de la LX Legislatura, con las atribuciones
que otorgan los artículos 73 fracción XVI, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 45 numeral 6, inciso e) y f) de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, po-
nen a su consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción III del artícu-
lo 112, las fracciones II y VIII del artículo 115, el artí-
culo 307 y se adiciona una fracción IX al artículo 115 de
la Ley General de Salud.

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 112,
las fracciones II y VIII del artículo 115, el artículo 307 y se
adiciona una fracción IX al artículo 115 de la Ley General
de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 112. La educación para la salud tiene por objeto:

I. a II. …

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición y actividad física, salud mental,
salud bucal, educación sexual, planificación familiar,
riesgos de automedicación, prevención de farmacode-
pendencia, salud ocupacional, salud visual, salud auditi-
va, uso adecuado de los servicios de salud, prevención
de accidentes, prevención y rehabilitación de la invali-
dez y detección oportuna de enfermedades.

Artículo 115. …

I. …

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, trata-
miento y control de la desnutrición, sobrepeso y obesi-
dad, encaminados a promover estilos de vida saluda-

bles, preferentemente en los grupos sociales más vulne-
rables.

III. a VII. …

VIII. Proporcionar a la Secretaría de Economía, los
elementos técnicos en materia nutricional, para los efec-
tos de la expedición de las normas oficiales mexicanas.

IX. Elaborar y coordinar un programa nacional de
nutrición, control de peso y obesidad, con especial
atención en niños y en adolescentes.

Para la ejecución del programa a que se refiere la frac-
ción IX del presente artículo, la Secretaría de Salud se
coordinará con la Secretaría de Educación Pública, los
gobiernos de las entidades federativas y el Consejo de
Salubridad General.

Artículo 307. Tratándose de publicidad de alimentos y be-
bidas no alcohólicas, ésta no deberá asociarse directa o in-
directamente con el consumo de bebidas alcohólicas.

La publicidad deberá inducir a estilos de vida saludables
y no atribuir a los alimentos y bebidas no alcohólicas un
valor superior o distinto al que tengan en realidad.

La publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas debe-
rá incluir en forma visual, auditiva o visual y auditiva, se-
gún sea para impresos, radio o cine y televisión, respecti-
vamente, mensajes precautorios de la condición del
producto o mensajes promotores de estilos de vida salu-
dables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin de
ejecutar el programa nacional, control de peso y obesidad
a que se refiere la fracción IX del artículo 115, se sujetarán
a la disponibilidad presupuestaria aprobada por la Cámara
de Diputados, las legislaturas de los estados, así como la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para tal efecto,
en sus respectivos presupuestos.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008161



Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados162

Notas:

1 Diccionario de la lengua española. Vigésima segunda edición.

2 Obesidad, alimentación y actividad física, trigésima séptima sesión
del Subcomité de Planificación y Programación del Comité Ejecutivo.
Organización Panamericana de la Salud. http://www.paho.org/spa-
nish/gov/

3 Percepciones de escolares de 6 a 12 años y sus padres con relación
a los factores que provocan obesidad. Instituto de Investigaciones So-
ciales. Fundación Mexicana para la Salud. 2008.

4 Revista Panamericana de Salud Pública, volumen 13, número 5,
Washington, mayo de 2003.

5 Diccionario de cáncer. Instituto Nacional del Cáncer.
http://www.cancer.gov

6 http://www.nlm.nih.gov
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Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 222 Bis a la Ley General de
Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LX Legislatura fue turnada
para su estudio y dictamen la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, presentada por el diputado Ector
Jaime Ramírez Barba y suscrita por diversos legisladores
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

La Comisión de Salud con fundamento en las atribuciones
que le otorga los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44,
45 y de los demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56,
60, 87, 88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a la consideración de esta honorable asamblea,
el presente dictamen de acuerdo con la siguiente:

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la inicia-
tiva mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo con-
forme el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia del
trámite, del proceso legislativo, del recibo en turno para
el dictamen de la referida iniciativa y de los trabajos
previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo correspondiente a “Contenido”, se sin-
tetiza el alcance de la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo de “Consideraciones”, la comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de
la propuesta y de los motivos que sustentan la decisión
de respaldar o desechar la propuesta en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 2 de abril de 2008, fue pre-
sentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Salud.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de éste órgano le-
gislativo turnó la mencionada iniciativa a la Comisión de
Salud para su estudio y posterior dictamen.



II. Contenido

En su exposición de motivos, el promovente manifiesta
que la biotecnología moderna congrega diversas ramas
científicas y éste carácter multidisciplinario ha potenciali-
zado el desarrollo científico de diversos productos útiles
para consumo humano, creando una clara distinción entre
la biotecnología moderna y la biotecnología tradicional.

Señala que las aplicaciones de la biotecnología para la so-
lución de problemas relevantes del género humano y de su
entorno son una realidad cotidiana en México, al igual que
en la mayoría de los países del mundo, siendo nuestro país
un participante activo en capacidades científicas, técnicas y
productivas en el ámbito de la biotecnología y, en particu-
lar, en la biotecnología farmacéutica.

Afirma que es necesario establecer las bases que permitan
construir progresivamente una regulación que armonice
con el marco regulatorio de las comunidades de países con
mayor desarrollo en esta materia, ya que los medicamentos
biotecnológicos ofrecen a médicos y a pacientes nuevas al-
ternativas para tratar enfermedades y situaciones clínicas
que hasta hace algunos años no era posible considerar.

Menciona también que en la regulación sanitaria nacional
no existen disposiciones específicas aplicables a los medi-
camentos de origen biotecnológico, la Ley General de Sa-
lud contiene entre otras clasificaciones, dos tipos de medi-
camentos para efecto de su autorización; los que cumplen
con pruebas clínicas a partir de características individuales
propias de su novedad denominados innovadores y, aque-
llos medicamentos que cumplen con pruebas de intercam-
biabilidad a partir de una referencia preexistente, en este
caso los medicamentos innovadores ya autorizados. A es-
tos últimos se les denomina genéricos intercambiables, los
cuales demuestran seguridad y eficacia en términos de su
intercambiabilidad respecto de un medicamento innovador.
A estos últimos se les denomina genéricos intercambiables,
los cuales demuestran seguridad y eficacia en términos de su
intercambiabilidad respecto de un medicamento innovador.
Sin embargo estas disposiciones sólo aplican a los medica-
mentos cuyo principio activo es una molécula resultante de
síntesis química; diferencia esencial con los medicamentos
biotecnológicos.

Derivado de está necesidad, el promovente busca adicionar
una fracción al artículo 221 y un artículo 222 Bis para es-
tablecer una definición clara de medicamento biotecnoló-

gico y las bases que normen la autorización de éste tipo de
medicamentos.

III. Consideraciones

1. Se considera que la biotecnología moderna nace a me-
diados de la década de los 70, cuando se inicia un avance
en el conocimiento sobre la forma en que están organiza-
dos los genes en el genoma de un organismo vivo y se pre-
senta la posibilidad de aislar modificar y transplantar genes
de un organismo a otro, transmitiendo así nuevas caracte-
rísticas genéticas al organismo receptor, mismo que se de-
nomina transgénico y que debido al nuevo DNA es capaz
de producir proteínas novedosas, llamadas heterólogas. Es-
ta posibilidad origina una oportunidad para desarrollar or-
ganismos transgénicos que a su vez produzcan proteínas
con valor comercial y social, y al desarrollo de tecnología
biológica para producir proteínas recombinantes.1

La biotecnología moderna es una actividad multidiscipli-
naria cuya misión es usar el conocimiento derivado de di-
versos métodos y disciplinas para resolver problemas en
diferentes áreas, como en este caso la salud, mediante el
uso de sistemas vivos sus productos y sus partes. Las téc-
nicas de DNA recombinante han conseguido el desarrollo
de una biotecnología en la que es posible diseñar organis-
mos con diversas fuentes, consiguiendo de esta forma la
producción de nuevas proteínas y metabolitos, que eviden-
temente tienen un interés comercial: por lo cual se ha des-
arrollado toda una industria alrededor de la biotecnología,
que se dedica a la producción de nuevas moléculas y pro-
teínas recombinantes, muchas de ellas humanas y que an-
teriormente no se podían conseguir en forma masiva, di-
chas moléculas han tenido un enorme impacto, no sólo en
la investigación para la salud, sino en el sector agrícola-pe-
cuario y en el industrial.

Por citar algunos ejemplos, los productos recombinantes
que actualmente se utilizan son: la insulina humana, el in-
terferón-a, utilizado para el tratamiento de la leucemia; el
interferón-b, para infecciones bacterianas y cáncer; la in-
terleucina-2, usada para el cáncer; la hormona del creci-
miento humana, para el enanismo; activador de plasminó-
geno celular, para el infarto agudo al miocardio; factor de
necrosis tumoral, para el cáncer; factor VIII C, para la he-
mofilia; entropoyetina, para la anemia y la falla renal cró-
nica; factor estimulante de crecimiento de colonia, para los
efectos de la quimioterapia y el SIDA, super óxido dismu-
tasa, para el trasplante de riñón; la vacuna de la hepatitis B
y la vacuna para la polio.
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Es evidente por lo referido con antelación la importancia
que ha tenido la biotecnología en la erradicación de enfer-
medades como la polio y el tratamiento, del cáncer, la he-
patitis, la diabetes, entre otras, aunado a lo cual están las
aún incalculables posibilidades de su aprovechamiento en
otros padecimientos; por lo que es imperativo otorgar un
estímulo a ésta nueva biotecnología mediante un marco
normativo adecuado.

2. Actualmente, la Ley General de Salud establece en su ar-
tículo 17 Bis que la Secretaría de Salud ejercerá las atribu-
ciones de regulación, control y fomento sanitarios a través
de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos
Sanitarios, que según la fracción II del citado artículo tiene
bajo su competencia proponer al secretario de Salud la po-
lítica nacional de protección contra riesgos sanitarios así
como su aplicación en materia de: establecimientos de sa-
lud; medicamentos y otros insumos para la salud; disposi-
ción de órganos, tejidos, células de seres humanos y sus
componentes; alimentos y bebidas, productos de perfume-
ría, belleza y aseo; tabaco, plaguicidas, nutrientes vegeta-
les, sustancias tóxicas o peligrosas para la salud; productos
biotecnológicos, suplementos alimenticios, materias pri-
mas y aditivos que intervengan en la elaboración de los
productos anteriores; así como de prevención y control de
los efectos nocivos de los factores ambientales en la salud
del hombre, salud ocupacional y saneamiento básico.

Asimismo, la ley vigente establece una definición en su ar-
tículo 282 Bis del Titulo Décimo Segundo, Control Sanita-
rio de Productos y Servicios de su Importación y Exporta-
ción, cuyo capítulo XII Bis se refiere a los productos
biotecnológicos; que a la letra dice:

Artículo 282 Bis. Para los efectos de esta ley, se consi-
deran productos biotecnológicos, aquellos alimentos,
ingredientes, aditivos, materias primas, insumos para la
salud, plaguicidas, sustancias tóxicas o peligrosas, y sus
desechos, en cuyo proceso intervengan organismos vi-
vos o parte de ellos, modificados por técnica tradicional
o ingeniería genética.

En este orden de ideas, el artículo 282 Bis 1, señala la obli-
gación de notificar a la Secretaría de Salud, de todos aque-
llos productos biotecnológicos o de los derivados de éstos,
que se destinen al uso o consumo humano, sin establecer
disposiciones específicas para cada tipo de producto. En
consecuencia, dentro del marco normativo vigente no exis-
te una definición de lo que se debe entender por medica-
mento biotecnológico, tampoco se establece un procedi-

miento para su autorización en virtud de que no le son apli-
cables los requerimientos previstos en la Ley para medica-
mentos de base química. 

3. La necesidad de proveer el mejor marco jurídico posible
para el desarrollo de la biotecnología, propició que la Co-
misión de Salud de la LX Legislatura de la Cámara a de
Diputados convocara a 2 foros con la participación de con-
notados especialistas en las ramas relacionadas con la bio-
tecnología farmacéutica y las autoridades encargadas de vi-
gilar la seguridad y eficacia de los medicamentos.

Esta necesidad ha comprometido también a los legislado-
res de las diversas fracciones parlamentarias representadas
en esta legislatura, de manera destacada los senadores
miembros de la Comisión de Salud de la colegisladora
aprobaron en septiembre de 2007, un punto de acuerdo ex-
hortando a la Cofepris para tomar las medidas necesarias
para evitar los riesgos derivados de la ausencia de regula-
ción específica para la autorización de medicamentos bio-
tecnológicos. En este sentido, las observaciones y reco-
mendaciones de los senadores María Elena Orantes y
Ernesto Saro han sido de particular importancia para la dis-
cusión de este tema en esta comisión.

Con estos antecedentes, la iniciativa en estudio, pretende
adicionar un artículo 222 Bis, que establezca las caracte-
rísticas básicas de los medicamentos de origen biotecnoló-
gico y especifique los criterios generales para su autoriza-
ción en la Ley General de Salud. 

4. La definición propuesta en la iniciativa nos parece ade-
cuada, ya que se ha considerado que las proteínas, a dife-
rencia de las moléculas obtenidas por procesos químicos,
son 100 a mil veces mayores y poseen estructuras molecu-
lares complejas que no pueden ser totalmente caracteriza-
das por los métodos analíticos actualmente disponibles.

A diferencia de los medicamentos tradicionales, los biotec-
nológicos son obtenidos de células vivas, las cuales, son
muy sensibles a las condiciones de cultivo. Incluso peque-
ñas modificaciones en el proceso de producción (tales co-
mo variaciones en la temperatura o ph, contenido solutos
entre otras) pueden dañar significativamente la estructura
terciaria de la proteína, lo cual puede neutralizar o modifi-
car de forma importante la función terapéutica de ésta. Lo
anterior es especialmente importante para los dos principa-
les grupos de medicamentos biotecnológicos actualmente
disponibles: las proteínas obtenidas por tecnología recom-
binante y los anticuerpos monoclonales. En ambos casos la



estabilidad de la estructura proteínica es fundamental para
que logren realizar sus funciones a través de los receptores
específicos o el reconocimiento de las moléculas a las que
están dirigidas.2

Los medicamentos biotecnológicos se distinguen de los
medicamentos tradicionales por ser productos heterogéne-
os que tienen un complejo mecanismo de acción, ser alta-
mente específicos, poseer mayor riesgo inmunogénico, re-
querir de un complejo proceso de producción y
purificación, y ser relativamente inestables. Es evidente,
que este tipo de medicamentos demandan la introducción
de nuevas regulaciones, así como prácticas para su produc-
ción y distribución que garanticen la seguridad de los pa-
cientes.

Al expirar las patentes de algunos de los medicamentos
biotecnológicos disponibles, es esperado que comiencen a
introducirse medicamentos biotecnológicos no innovado-
res que deberán asegurar su comparabilidad con los pro-
ductos innovadores originales como sucede con las molé-
culas químicas de los medicamentos tradicionales. Sin
embargo, como se describió anteriormente, dado la com-
plejidad de la producción y fabricación de este tipo de pro-
ductos, no es posible copiar de manera idéntica la estructu-
ra y el proceso de producción de los medicamentos
biotecnológicos innovadores.

Así, los productos biotecnológicos de segunda generación
no pueden considerarse como los genéricos tradicionales, y
el término biogenérico resulta inadecuado debido a que las
pruebas requeridas para demostrar que estos productos son
comparables al producto de referencia, dependen del nivel
de complejidad de la molécula y por tanto no serían sufi-
cientes las pruebas que se aplican actualmente a los gené-
ricos de síntesis química.

Resulta indispensable establecer una definición de lo que
para términos de la Ley se entenderá por medicamento bio-
tecnológico y medicamento biotecnológico no innovador,
la definición propuesta en la iniciativa recoge las inquietu-
des manifestadas por los integrantes de los dos foros orga-
nizados por la Comisión de Salud y provee de una certeza
jurídica para la industria, los profesionales de la salud y
primordialmente los usuarios de los servicios de salud que
se verán beneficiados con el desarrollo de ésta tecnología.

De este modo, la Ley General de Salud, establecerá de for-
ma clara lo que se entenderá por medicamento biotecnoló-
gico innovador y biotecnológico no innovador, siendo

ejemplo a nivel mundial, ya que según lo refirió el doctor
Jacques C. Mascaro, experto en regulación sanitaria euro-
pea, el marco regulatorio de los biosimilares no está armo-
nizado, a pesar de que la Unión Europea es la más avanza-
da en este tema, existen muchas otras regiones cuyos
planes nacionales se encuentran limitados o ni siquiera
cuentan con procesos regulatorios, lo cual origina un ries-
go para los pacientes respecto a la seguridad, calidad y efi-
cacia de estos productos.3

Las autoridades de la Unión Europea han establecido las
primeras bases legales para este marco regulatorio las cua-
les se concretaron más claramente después de una reunión
de las autoridades de la Emea/DIA (European Medicines
Agency y Drug Information Association por sus siglas en
inglés, respectivamente) en Paris a finales de 2005. En di-
cha reunión se estableció que los productos biotecnológi-
cos no innovadores (o biosimilares como se les conoce en
Europa) no son productos genéricos por lo que requieren
de una aproximación en su desarrollo, evaluación y regis-
tro de acuerdo a su naturaleza específica y complejidad.
Por lo anterior la Emea realizó las guías correspondientes
y mantiene una apertura a futuros diálogos con relación a
estos medicamentos. De este modo la comunidad europea,
las compañías que desarrollan medicamentos biotecnológi-
cos tienen la responsabilidad de seguir estas recomenda-
ciones para asegurar que los productos cumplen con los es-
tándares de calidad, seguridad y eficacia esperada por los
pacientes y la comunidad médica. Por su parte, las autori-
dades regulatorias deberán garantizar que la evaluación clí-
nica de estos productos no ponga en riesgo a los pacientes.

La definición propuesta en la iniciativa establece lo si-
guiente:

“Artículo 221. …

I. a V. … 

VI. Medicamentos biotecnológicos. Aquellos cuyo prin-
cipio activo es de origen biológico de tipo proteico, con
una estructura molecular extensa y compleja, desarro-
llados por técnicas de ingeniería genética. Los medica-
mentos biotecnológicos innovadores serán referencia
para los medicamentos biotecnológicos no innovadores,
a los cuales se les denominará biosimilares.”

A pesar de coincidir en lo general con la definición pro-
puesta en la iniciativa, esta comisión dictaminadora consi-
dera más viable que la definición de los medicamentos bio-
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tecnológicos y biosimilares se establezca en el artículo 222
Bis que se pretende adicionar.

La iniciativa en estudio propone adicionar una fracción al
artículo 221 de la Ley General de Salud, sin embargo, ésta
comisión ha considerado que en virtud de las característi-
cas propias de los medicamentos de origen biotecnológico,
incorporar la definición legal al artículo 222 Bis propuesto
para las condiciones de autorización, aportaría mayor cla-
ridad en la aplicación de estas disposiciones.

La definición propuesta establece claramente la diferencia
entre los medicamentos biosimilares y los biotecnológicos
innovadores, lo anterior debido a que, como lo hemos ex-
plicado, es imposible por su naturaleza que un medica-
mento con un principio biológico sea considerado como
genérico ya que no puede ser replicado de manera idéntica
sin embargo no creemos que la denominación más adecua-
da sea la de biosimilares, ya que según el Diccionario de la
Real Academia Española, la palabra “similar” significa:
“similar. (De símil).

1. Adjetivo, que tiene semejanza o analogía con algo.”4

Dicha connotación sería incorrecta, toda vez que un gran
número de las proteínas recombinantes pueden ser quími-
camente iguales entre sí, lo cual será aún  más frecuente
con el avance de las técnicas analíticas, es decir que en un
futuro la mayor parte de las moléculas utilizadas serán des-
de un punto de vista químico característicamente iguales, a
pesar de que provengan de fuentes distintas.

Para establecer la diferencia, basta con referirnos a biotec-
nológicos no innovadores, designado así a macromoléculas
complejas que se obtengan por síntesis intracelular de or-
ganismos genéticamente modificados y que tendrán un
control de calidad específico, para garantizar su seguridad
y eficacia.

Lo más trascendente de la propuesta de la comisión, radica
en que será más sencillo para el consumidor final, es decir,
médicos y pacientes, contar con la certeza de que el pro-
ducto que están consumiendo es seguro para su consumo,
ya que la palabra “similar” añade un aspecto negativo a un
producto que ha demostrado su calidad, eficacia y seguri-
dad ante la autoridad sanitaria para su uso.

Aunado a lo anterior, esta comisión ha considerado susti-
tuir el término “deberán” por el de “podrán” cuando en la

adición propuesta se refiere a que “Los medicamentos bio-
tecnológicos innovadores podrán ser referencia para los
medicamentos biotecnológicos no innovadores”, en virtud
de que si bien es cierto que en principio deben ser los me-
dicamentos biotecnológicos innovadores la referencia más
adecuada para el desarrollo de otros medicamentos, por ex-
cepción y previa evaluación del caso por la autoridades
competentes, se podría considerar como medicamento de
referencia para efecto de autorización sanitaria a algún me-
dicamento biotecnológico no innovador. De modo tal que
la propuesta de la comisión quedaría en los siguientes tér-
minos:

Artículo 222 Bis. Para efectos de esta ley, se conside-
ra medicamento biotecnológico toda sustancia que
haya sido producida por biotecnología molecular,
que tenga efecto terapéutico, preventivo o rehabilita-
torio, que se presente en forma farmacéutica, que se
identifique como tal por su actividad farmacológica
y propiedades físicas, químicas y biológicas. Los me-
dicamentos biotecnológicos innovadores podrán ser
referencia para los medicamentos biotecnológicos no
innovadores.

5. La iniciativa plantea como objeto de la adición del artí-
culo 222 Bis las autorizaciones de la Secretaría de Salud
para aquellos medicamentos biotecnológicos que culpan
con los requisitos, pruebas y requerimientos de calidad,
eficacia y seguridad. Es evidente que esta Comisión dicta-
minadora coincide plenamente con la intención del promo-
vente, pero derivado de la modificación referida con ante-
lación, este tema sería tratado en un párrafo segundo del
artículo 222 bis, proponiendo para tal efecto el siguiente
texto:

“Las disposiciones reglamentarias establecerán la
clasificación de los mismos, conforme a lo dispuesto
en esta Ley y de acuerdo a los avances de la ciencia
en la materia y se mantendrán permanentemente ac-
tualizadas.”

Esta disposición permitirá actualizar de manera permanen-
te y conforme a los avances de la biotecnología farmacéu-
tica, el tipo de productos que deberán estar sujetos a esta
regulación específica. La remisión a las disposiciones re-
glamentarias de la Ley permite también mayor flexibilidad
para la actualización de dicha clasificación de medicamen-
tos biotecnológicos para responder a los avances científi-
cos reconocidos en la comunidad internacional.



Asimismo, y respetando plenamente el espíritu de la ini-
ciativa, esta comisión propone que, para efecto de la auto-
rización de estos medicamentos, se establezca que: “Para
la obtención del registro sanitario de medicamentos
biotecnológicos, el solicitante deberá cumplir con los re-
quisitos y pruebas que demuestren la calidad, seguri-
dad y eficacia del producto, de conformidad con las dis-
posiciones de esta Ley, sus reglamentos y demás
disposiciones jurídicas aplicables.”

Esta disposición resulta igualmente relevante en el sentido
manifestado por diversos miembros de esta Comisión, y
particularmente en coincidencia con las observaciones en-
viadas por la Dip. Lorena Martínez para que en la medida
de lo posible, la iniciativa permita establecer criterios cla-
ros de reglamentación que complementen de manera ade-
cuada lo dispuesto por la Ley General de Salud.

Por lo que se refiere a los párrafos segundo y tercero de la
iniciativa en estudio, ésta Comisión considera trascenden-
tal dotar de certeza al consumidor respecto al medicamen-
to, por lo que consideramos que con la siguiente propuesta
se enriquece la intención del promovente para asegurar la
seguridad, calidad y eficacia de los medicamentos no inno-
vadores:

“Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior,
conforme a lo establecido en esta ley, sus reglamen-
tos y demás disposiciones generales aplicables, se de-
terminarán los medicamentos biotecnológicos de re-
ferencia. El solicitante de registro sanitario de
biotecnológicos no innovadores que sustente su soli-
citud en un medicamento biotecnológico de referen-
cia, deberá presentar los estudios clínicos y, en su ca-
so in-vitro que de conformidad con las disposiciones
que para tal efecto emita la Secretaría, sean necesa-
rios para demostrar la seguridad, eficacia y calidad
del producto.”

Lo anterior resulta indispensable ya que para poder esta-
blecer la comparabilidad no es suficiente basarse en la eva-
luación de los cambios específicos que realiza la compañía
de biotecnológicos no innovadores sobre un producto y su
proceso de fabricación en el que se emplee una nueva es-
tirpe celular o en el que se hayan introducido múltiples mo-
dificaciones, sin contar con los datos previos del proceso,
los controles de calidad, ni la información preclínica y clí-
nica. La capacidad para entender el impacto de estas modi-
ficaciones sobre la calidad, seguridad y eficacia de un me-
dicamento biotecnológico, exclusivamente a partir de los

datos analíticos, disminuye considerablemente si no se tie-
ne acceso a los antecedentes de dicho producto.

Si el fabricante de medicamentos biotecnológicos no inno-
vadores carece de  la descripción de las etapas del proceso
de fabricación (incluyendo materiales de partida y banco de
células), con sus datos cualitativos y cuantitativos, así como
los antecedentes; no puede poseer información detallada de
los datos preclínicos, clínicos y de fármaco vigilancia. Di-
chos requisitos, además de estar íntimamente relacionados,
requieren una gran experiencia y conocimientos técnicos y
científicos en materia de biotecnología.

La ausencia de elementos esenciales, como los estándares
de referencia o el historial de lotes del principio activo, y la
falta de acceso a los datos del control de calidad durante el
proceso hace imposible comparar los procesos de forma
precisa.

Aunado a lo anterior, existen pocos datos publicados sobre
métodos analíticos validados y éstos tienen una capacidad
limitada para evaluar la actividad al momento de caracteri-
zar el medicamento biotecnológico. Por lo anterior es ne-
cesario disponer de datos resultantes de las pruebas clínicas
y en algunos casos in-vitro para demostrar la comparabilidad
en cuanto a calidad, seguridad y eficacia con respecto al
producto de referencia.

Existe pues, un riesgo considerable para la salud pública en
relación con la posibilidad de respuestas inmunológicas
atribuibles a múltiples factores, tales como: la propia sus-
tancia farmacéutica, su tamaño molecular, sus otras pro-
piedades intrínsecas (ej. solubilidad), los excipientes y ve-
hículos utilizados en la formulación del medicamento, u
otros factores relacionados con el propio paciente. Estas
respuestas pueden alterar las propiedades del medicamento
afectando su eficacia o su seguridad para la población tra-
tada y desafortunadamente no serían detectables por méto-
dos analíticos convencionales.

La inmunogenicidad es la habilidad que tiene el cuerpo hu-
mano de generar una respuesta ante la introducción de una
proteína extraña. Básicamente existen dos formas en que
puede ocurrir la inmunogenicidad: a través de impurezas o
mediante la formación de agregados que regularmente son
considerados como extraños por el organismo.

El uso de medicamentos cuya calidad se desconoce puede
inducir a una respuesta inmune, en la que probablemente
algunos casos no tienen clínicamente consecuencias rele-
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vantes. Sin embargo, otros pueden tener consecuencias
graves y potencialmente letales, es decir, por un lado pue-
de producirse la pérdida de eficacia del medicamento, o pe-
or aún, favorecer el desarrollo de eventos de autoinmuni-
dad a las propias moléculas del organismo. Existen
evidencias con relación al uso de eritropoyetinas donde se
han observado consecuencias clínicas de inmunogenicidad,
como fue el caso de la aplasia pura de células rojas (PRCA,
por sus siglas en inglés) descritas para la eritropoyetina al-
fa a principios de siglo.5

Puesto que no es posible prever la inmunogenicidad que
puede ocasionar el medicamento biotecnológico no inno-
vador mediante modelos preclínicos, ésta deberá evaluarse
siempre, antes de la aprobación del producto. Las autorida-
des reguladoras y los expertos coinciden en que es indis-
pensable contar con datos suficientes para realizar una eva-
luación del riesgo de inmunogenicidad para demostrar la
seguridad y la eficacia de un medicamento biotecnológico
no innovador. Este riesgo debe evaluarse al través de estu-
dios clínicos apropiados, con un número suficiente de pa-
cientes, así como con un adecuado programa de fármaco
vigilancia y datos epidemiológicos pertinentes.6

6. Como señala el promovente en su exposición de moti-
vos, es necesario que un órgano colegiado de consulta y
apoyo sea quien se encargue de proponer a la Secretaría de
Salud las pruebas clínicas aplicables a cada medicamento
no innovador, con la finalidad de garantizar caso por caso
(es decir, de manera individual) y en condiciones óptimas,
la seguridad y eficacia de los mismos, su consumo seguro
y, por ende, su aceptación por médicos y pacientes.

Para cumplir con lo anterior y ante la inquietud de legisla-
dores como el diputado Fernando Enrique Mayans Cana-
bal, ésta comisión propone una redacción distinta a la de la
iniciativa, pero que es evidentemente concordante con el
espíritu de la misma, señalando que, “En caso de que no se
hubieren emitido las disposiciones sobre los estudios nece-
sarios y sus características a que hace referencia este artí-
culo, éstos se definirán caso por caso, conforme lo deter-
mine el Comité de Moléculas Nuevas.”

La adición citada nos parece adecuada, toda vez que el Co-
mité de Moléculas Nuevas ya es parte de la Comisión Fe-
deral para la Protección Contra Riesgos Sanitarios. Según
lo señala el segundo párrafo de la fracción III del artículo
166 del decreto que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones del Reglamento de Insumos para la Salud,

publicado el 2 de enero de 2008, dicho comité estará in-
tegrado por el comisionado de Autorización Sanitaria, el
director ejecutivo de Autorización de Productos y Esta-
blecimientos, el director del Centro Nacional de Farma-
covigilancia y representantes de las asociaciones acadé-
micas; lo que lo convierte en la instancia apropiada para
la elaboración de las normas y lineamientos necesarios
para asegurar la seguridad, calidad y eficacia de los me-
dicamentos no innovadores.

A sugerencia de la diputada Lorena Martínez, se propone
una redacción que garantizando la seguridad y eficacia de
los medicamentos no innovadores, también dé una alterna-
tiva a que estos sean más económicos, facilitando su pro-
ceso de registro estableciendo lo siguiente: “Al producto
que se pretende registrar se le harán estudios clínicos o
in vitro dependiendo del uso médico en que se utilizará.”

Esta disposición resulta adecuada pues resulta indispensa-
ble evaluar cada uno de los productos sujetos a autoriza-
ción sanitaria para garantizar la seguridad, calidad y efica-
cia necesarias en este tipo de medicamentos, sin por esto
desaprovechar la experiencia que ya se tiene con los bio-
tecnológicos innovadores.

Es importante hacer mención que actualmente el sistema
de fármacovigilancia aplica a todos los medicamentos, au-
nado a lo anterior, se realizan programas específicos en los
casos determinados por el Comité de Moléculas Nuevas,
conforme al estudio de cada caso concreto.

Asimismo, es prudente mencionar que el referido comité,
debido a su naturaleza científica y técnica, es integrado por
expertos provenientes de instituciones profesionales, insti-
tuciones de investigación y reconocidas universidades,
acreditando su conocimiento y dominio de cada tema, con-
tando la documentación que avala dicho conocimiento.

7. Otra inquietud que se ve resuelta con el texto propuesto
en la iniciativa que se estudia es la identificación que se de-
be hacer en etiquetas y empaques de los medicamentos no
innovadores y los medicamentos biotecnológicos innova-
dores, para tal efecto se propone que el decreto quede de la
siguiente manera:

“Los medicamentos biotecnológicos innovadores y
los no innovadores deberán identificarse y diferen-
ciarse como tales en sus etiquetas y empaques de
conformidad con las disposiciones aplicables.”



Para implantar una farmacovigilancia eficaz resulta indis-
pensable identificar claramente el medicamento biotecno-
lógico no innovador por medio de un nombre comercial
específico. En caso de que aparezcan reacciones adversas,
especialmente por inmunogenicidad, ese nombre específi-
co permitirá identificar y asegurar el seguimiento del pro-
ducto empleado, tal y como se exige actualmente a los me-
dicamentos innovadores. De este modo, se entiende que la
utilización de un medicamento biotecnológico no implica
que sea aceptable la práctica de sustitución, ya que se trata
de un medicamento alternativo con otro nombre comercial
y sus propios datos de eficacia y seguridad clínica, descri-
tos detalladamente en el documento de Información para
Prescribir (IPP) correspondiente. Lo anterior es con la úni-
ca finalidad de que el usuario y el profesional de la salud
tengan la certeza de que están utilizando un producto que
ha cumplido con todos los requisitos y pruebas que la au-
toridad ha impuesto, demostrando su seguridad, eficacia y
calidad, pero no que son innovadores, permitiendo así una
decisión informada.

La iniciativa en estudio proponía originalmente la diferen-
ciación “en los cuadros básicos y catálogos de medicamen-
tos y en la prescripción de los medicamentos a que se re-
fiere este artículo.” Esta comisión ha considerado
redundante esta precisión, pues es claro que al identificar
en empaques y etiquetas este tipo de productos, tal obliga-
ción repercute en todos los procesos de carácter público y
privado, ligados al acceso de la población a estos produc-
tos.

8. En relación con los artículos transitorios, está comisión
Dictaminadora, particularmente la diputada María Oralia
Vega Ortiz, consideró prudente otorgar un plazo más am-
plio, a fin de que la Secretaría de Salud pueda emitir las
disposiciones necesarias para el cumplimiento del decreto,
proponiendo que dicho plazo sea de 180 días.

9. Del mismo modo, la Comisión de Salud considera nece-
saria la inclusión de un artículo tercero transitorio, con la
finalidad de que en congruencia con lo dispuesto por la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización se haga la ade-
cuación a las normas oficiales mexicanas relacionadas con
estos productos.

10. Es importante señalar que durante los trabajos del foro
celebrado el 15 de Agosto de 2007, el doctor Gustavo Olaiz
Fernández, comisionado de Autorización Sanitaria de la
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios señaló que:

“La regulación de los biocomparables debe considerar
la complejidad del proceso. No solo se considerará el
proceso de registro sino también el proceso de libera-
ción posterior para la comercialización”.

“Desde luego no se considera necesario repetir todos los
estudios cuando así se considera suficiente para la segu-
ridad”.

“El producto de referencia debe haber sido registrado en
México además de que el innovador no debe tener pa-
tente”.

“El innovador va a definir para el biocomparable la for-
ma farmacéutica, potencia y la vía de administración”.

“Debe tener perfil similar de seguridad y cumplir con
todos los estándares igual que cualquier innovador”.

“Implícitamente se acepta el revisar caso por caso”.

“Debemos alentar un mercado nacional competitivo y
de desarrollo, hay un enorme potencial de crecimiento
en este campo por perdidas de patente”.

“Se requiere implementar es identificar estrategias de
competitividad confinadas a los limites de seguridad, lo
que más nos interesa es la seguridad de los pacientes”.

“Urge tener una norma de regulación.”

11. Cumpliendo con el objetivo señalado por los dos foros
de consulta donde diversas autoridades y especialistas
coincidieron en la urgente necesidad de contar con una re-
gulación específica que permita aprovechar en beneficio de
los mexicanos el desarrollo de la biotecnología farmacéuti-
ca en condiciones óptimas de calidad, seguridad y eficacia,
la Comisión de Salud ha realizado un trabajo incluyente de
todos los puntos de vista respecto a un tema extremada-
mente complejo, pero sumamente necesario, por lo que los
integrantes de la Comisión de Salud, coincidimos con las
intenciones de la iniciativa presentada y haciendo uso de
las facultades que nos otorgan tanto la Constitución como
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, he-
mos realizado algunas modificaciones con la intención de
enriquecer la iniciativa presentada a fin de que la norma ju-
rídica sea más eficaz y clara para su aplicación.
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Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud, con las atribuciones que le otorga el artícu-
lo 73 fracción XVI, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos así como los artículos 45 numeral
6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, ponemos a consideración el si-
guiente:

Decreto por el que se adiciona un artículo 222 Bis a la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona un artículo 222 Bis a la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 222 Bis. Para efectos de esta ley, se considera
medicamento biotecnológico toda sustancia que haya
sido producida por biotecnología molecular, que tenga
efecto terapéutico, preventivo o rehabilitatorio, que se
presente en forma farmacéutica, que se identifique co-
mo tal por su actividad farmacológica y propiedades fí-
sicas, químicas y biológicas. Los medicamentos biotec-
nológicos innovadores podrán ser referencia para los
medicamentos biotecnológicos no innovadores.

Las disposiciones reglamentarias establecerán la clasi-
ficación de los mismos, conforme a lo dispuesto en esta
Ley y de acuerdo a los avances de la ciencia en la mate-
ria y se mantendrán permanentemente actualizadas.

Para la obtención del registro sanitario de medicamen-
tos biotecnológicos, el solicitante deberá cumplir con los
requisitos y pruebas que demuestren la calidad, seguri-
dad y eficacia del producto, de conformidad con las dis-
posiciones de esta ley, sus reglamentos y demás disposi-
ciones jurídicas aplicables.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, con-
forme a lo establecido en esta Ley, sus Reglamentos y
demás disposiciones generales aplicables, se determina-
rán los medicamentos biotecnológicos de referencia. El
solicitante de registro sanitario de no innovadores que
sustente su solicitud en un medicamento biotecnológico
de referencia, deberá presentar los estudios clínicos y,
en su caso in vitro que de conformidad con las disposi-
ciones que para tal efecto emita la Secretaría, sean ne-
cesarios para demostrar la seguridad, eficacia y calidad
del producto.

En caso de que no se hubieren emitido las disposiciones
sobre los estudios necesarios y sus características a que
hace referencia este artículo, éstos se definirán caso por
caso, conforme lo determine el Comité de Moléculas
Nuevas.

Al producto que se pretende registrar se le harán estu-
dios clínicos o in Vitro dependiendo del uso médico en
que se utilizará.

Los medicamentos biotecnológicos innovadores y los no
innovadores deberán identificarse y diferenciarse como
tales en sus etiquetas y empaques de conformidad con
las disposiciones aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 90 días
posteriores a su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con 180 días pos-
teriores a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción para emitir las disposiciones jurídicas necesarias para
la aplicación del presente Decreto.

Tercero. La Secretaría de Salud en términos de lo que es-
tablece la Ley Federal sobre Metrología y Normalización,
deberá adecuar a lo establecido por este Decreto, las nor-
mas oficiales mexicanas relacionadas.

Notas:

1 Bolívar Z. Francisco G. Compilador. “Fundamentos y Casos Exito-
sos de la Biotecnología Moderna” México 2004. 

2 LX Legislatura Comisión de Salud, Cámara de Diputados. “Foro de
Medicamentos Biotecnológicos”. México 15 Agosto 2007.

3 Op. cit. Idem.

4 Diccionario de la Real Academia Española. http://www.rae.es/RAE

5 Op. Cit. LX Legislatura Comisión de Salud, Cámara de Diputados.

6 Op. Cit. Idem.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz



(rúbrica), Antonio Xavier López Adame, Juan Abad de Jesús (rúbrica),
Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Con-
treras Julián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conra-
do de los Santos Molina, Daniel Dehesa Mora, Nemesio Domínguez
Domínguez, Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz Eugenia
García Reyes (rúbrica), Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rú-
brica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica),
Holly Matus Toledo, Fernando Enrique Mayans Canabal, Roberto
Mendoza Flores, Elizabeth Morales García, Gilberto Ojeda Camacho
(rúbrica), Jorge Quintero Bello (rúbrica), José Ignacio Alberto Rubio
Chávez (rúbrica), María Gloria Guadalupe Valenzuela García.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE POBLACION

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Po-
blación

Honorable Asamblea:

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios de la LX Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, y 45,
fracción 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, emite y so-
mete a consideración del Pleno de esta honorable Cámara
de Diputados, el siguiente dictamen a diversas iniciativas
en materia de Ley General de Población, bajo los siguien-
tes antecedentes y consideraciones:

Antecedentes

Que el 20 de marzo de 2007 se presentó la iniciativa que
reforma el artículo 71 de la Ley General de Población, a
cargo del diputado Alfonso Izquierdo Bustamante.

Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Que el 17 de abril de 2007 se presentó la iniciativa que re-
forma diversas disposiciones de la Ley General de Pobla-
ción, a cargo del diputado Tomás Gloria Requena.

Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Que el 24 de abril de 2007 se presentó la iniciativa que re-
forma los artículos 6, 10, 124 y 145 de la Ley General de
Población, a cargo del diputado Gerardo Vargas Landeros.

Que el 26 de abril de 2007 la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Que el 4 septiembre de 2007 se presentó la iniciativa que
reforma el artículo 138 de la Ley General de Población, a
cargo de la diputada Yary del Carmen Gebhardt Garduza.

Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Que el 29 de noviembre de 2007 se presentó la iniciativa
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada Maricela
Contreras Julián.

Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Que el 30 de abril 2008 se presentó la iniciativa que refor-
ma y adiciona los artículos 16, 71, 113 y 152 de la Ley Ge-
neral de Población, a cargo de la diputada Bertha Yolanda
Rodríguez Ramírez.

Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Contenido de las iniciativas

La iniciativa del diputado Izquierdo Bustamante, propone la
incorporación de un segundo párrafo al artículo 71 de la Ley
de referencia, para asegurar el respeto y protección de los de-
rechos humanos de los extranjeros en el aseguramiento, tras-
lado y alojamiento en las estaciones migratorias.
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El diputado Tomás Gloria, expone en su iniciativa, que el
migrante ilegal que entra por la frontera sur de nuestro pa-
ís enfrenta enfrentan entre otras cosas de parte de las auto-
ridades migratorias mexicanas, casos de extorsión, abusos,
vejaciones y humillaciones así como de la Policía Federal,
la Estatal, Municipal, y de las guardias de seguridad priva-
da que trabajan en los trenes de carga, que estos abordan
con un enorme riesgo, incluso se enfrentan a las redes or-
ganizadas de trafico de personas a quienes se les conoce
como “polleros” o “coyotes”.

Ante los diversos acuerdos internacionales, y tratado fir-
mados por México, no se ha establecido en la Ley General
de Población, la protección de sus derechos humanos y res-
peto de sus garantías.

Es por eso que el diputado Tomás Gloria, propone la refor-
ma al artículo 123 y 128 de la Ley, para incorporar en los
mismos que en todo momento desde su detención se respe-
ten los derechos humanos y las garantías individuales a los
migrantes de conformidad con lo establecido por los trata-
dos internacionales firmados, así como aquellos estableci-
dos por la Constitución Política.

La propuesta de reforma del diputado Vargas Landeros,
contempla actualizar los nombres de las Secretarías que
forman parte del Consejo Nacional de Población, así como
los nombres de dos leyes federales para que estén acordes
a los textos vigentes de las mismas.

La diputada Yary del Carmen Gebhardt Garduza, en su ini-
ciativa de reforma al artículo 138 de la Ley General de Po-
blación, manifiesta en su exposición de motivos que se re-
quiere que las leyes en materia de población, cumplan con
su objetivo el cual es el estricto control y registro de los
movimientos migratorios, adaptándose a las circunstancias
que imperan en la realidad social tanto nacional como in-
ternacional, en razón de que recientemente las conductas
delictivas en materia de tráfico de personas se ha incre-
mento de forma alarmante, llegando a representar una acti-
vidad ilícita a cargo de la delincuencia organizada, con
múltiples recursos humanos, financieros y materiales.

Es por eso que el artículo 138 de la Ley General de Pobla-
ción, en su párrafo segundo se hace referencia al termino
“ocultamiento”, palabra que no deja en claro la connota-
ción del mismo dentro del contexto del referido precepto
dejando amplio margen a las confusiones jurídicas, que en
ocasiones se refleja en más autos de libertad que en autos

de formal prisión en contra de los presuntos responsables
del delito de tráfico de indocumentados.

Es por ello que la diputada Yary del Carmen, propone la
modificación al párrafo segundo del artículo 138 de la Ley,
para hacer más explícita la definición de qué se entendería
por ocultamiento.

Consideraciones de la comisión

La propuesta de reforma al artículo 71 de la Ley, se consi-
dera congruente y viable, toda vez que debemos buscar la
manera de asegurar que en todo momento se respeten los
derechos humanos de los migrantes que son detenidos por
las autoridades migratorias, y no sean propensos a las fal-
tas o malos tratos de parte de los servidores públicos, así
como de asegurarles el goce de las garantías que otorga
nuestra Carta Magna, y de cuidar que las estaciones migra-
torias cuenten con las instalaciones adecuadas.

Asimismo, se considera pertinente la reforma, al artículo
128, para prohibir que se utilicen los centros de detención
o reclusión federal, estatal y municipal, como estaciones
migratorias. Y así evitar el tratar a los indocumentados co-
mo delincuentes, cuando no han cometido algún delito. Y
poder cumplir de esta manera con los Tratado o Acuerdos
Internacionales firmados por nuestro país, en materia del
trato que se debe otorgar a los migrantes.

Asimismo se considera pertinente la protección de sus de-
rechos humanos y garantías individuales, que le otorgan la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
conforme a los convenios internacionales que haya firma-
do nuestro país.

Esto se deriva de que nuestro país, ha firmado diversos tra-
tados y/o convenios internacionales, para la protección de
los derechos humanos y garantías para los inmigrantes en
nuestro país, y en ocasiones nos olvidamos de velar para
que nuestras leyes se adecuen a los compromisos interna-
cionales contraídos, en defensa de los derechos de las per-
sonas; en concordancia y sin contravenir lo que nuestra
carta magna nos señala. 

Asimismo manifestamos que no procede la propuesta de
reforma presentada por el diputado Tomás Gloria, de re-
formar el artículo 123 de la ley, toda vez que ha quedado
derogada en el proyecto de decreto que despenaliza la
migración y que fue aprobado por ambas cámaras los úl-



timos días del mes de abril, y que ha sido promulgado en el
DOF.

De la propuesta de reforma del diputado Vargas Landeros,
ésta Comisión considera pertinente las reformas como una
manera de actualizar el nombre de las Dependencias de la
Administración Pública Federal, que forman parte en el
Consejo Nacional de Población, así como también es per-
tinente la actualización del nombre de las leyes federales
en las que se basa para su aplicación en sanciones de la Ley
General de Población.

Por las consideraciones expuestas anteriormente, los inte-
grantes de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios, exponemos al pleno de la Cámara de Diputa-
dos el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Población

Artículo Único. Se reforman los artículos 1o.; 3o., frac-
ción II; 6o., primer párrafo; 10; 16; 46; 128; 138, segundo
párrafo; 145; 152 y 154, se adicionan los artículos artículo
3o., con una fracción XIV, pasando la actual XIV a ser XV;
39; con un tercer párrafo; 71, con un segundo y tercer pá-
rrafos; 113, con una fracción VI y 138, con un cuarto pá-
rrafo, pasando el actual cuarto a ser quinto de la Ley Ge-
neral de Población, para quedar como sigue: 

Artículo 1o. Las disposiciones de esta Ley son de orden
público y de observancia general en la República. Su obje-
to es regular los fenómenos que afectan a la población en
cuanto a su volumen, estructura, dinámica y distribución en
el territorio nacional, con el fin de lograr que participe jus-
ta y equitativamente de los beneficios del desarrollo eco-
nómico y social; además de establecer los lineamientos
de la política migratoria bajo los principios de legali-
dad, seguridad y respeto a los derechos humanos de to-
do individuo que se encuentre en territorio nacional, in-
dependientemente de su condición migratoria. 

Artículo 3o. ……

I. …

II. Realizar programas de planeación familiar a través
de los servicios educativos y de salud pública de que
disponga el sector público y vigilar que dichos progra-
mas y los que realicen organismos privados, se lleven a
cabo con absoluto respeto a los derechos fundamentales

del hombre, preserven la dignidad de las familias y ga-
ranticen el ejercicio de los derechos sexuales y repro-
ductivos, con el objeto de regular racionalmente y esta-
bilizar el crecimiento de la población, así como lograr el
mejor aprovechamiento de los recursos humanos y na-
turales del país;

III. a XII. ……

XIII. Coordinar las actividades de las dependencias del
sector público federal estatal y municipal, así como las
de los organismos, privados para el auxilio de la pobla-
ción en las áreas en que se prevea u ocurra algún desas-
tre;

XIV. Promover la capacitación de los funcionarios de
las dependencias encargadas de la política migrato-
ria en el país, con la finalidad de garantizar el pleno
respeto a los derechos humanos de todas las perso-
nas, con independencia de su condición migratoria, y

XV. Las demás finalidades que esta Ley u otras disposi-
ciones legales determinen.

Artículo 6o. El Consejo Nacional de Población estará in-
tegrado por un representante de la Secretaría de Goberna-
ción, que será el titular del ramo y que fungirá como Presi-
dente del mismo, y un representante de cada una de las
Secretarías de Relaciones Exteriores; Hacienda y Crédito
Público; Desarrollo Social; Medio Ambiente y Recursos
Naturales; Educación Pública; Salud; Trabajo y Previsión
Social; Reforma Agraria; Economía; Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; y, Co-
municaciones y Transportes; así como de los Institutos
Mexicano del Seguro Social y de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado. Por cada repre-
sentante propietario se designará un suplente que deberá te-
ner el mismo nivel administrativo que aquél, o el inmedia-
to inferior.

…

…

Artículo 10. Es facultad exclusiva de la Secretaría de Go-
bernación fijar los lugares destinados al tránsito de perso-
nas y regular el mismo, por puertos marítimos, aéreos y
fronteras, previa opinión de las Secretarías de Hacienda y
Crédito Público, Comunicaciones y Transportes, Salud,
Relaciones Exteriores, Agricultura, Ganadería, Desarro-
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llo Rural, Pesca y Alimentación y en su caso la de Mari-
na; asimismo consultará a las demás dependencias y orga-
nismos que juzgue conveniente.

…

Artículo 16. El personal de los servicios de migración de-
pendientes de la Secretaría de Gobernación y la Policía Fe-
deral Preventiva tienen prioridad, con excepción del servi-
cio de sanidad, para inspeccionar la entrada o salida de
personas en cualquier forma que lo hagan, ya sea en trans-
portes nacionales o extranjeros, marítimos, aéreos o terres-
tres, en las costas, puertos, fronteras y aeropuertos de la
República.  Para tales efectos, la autoridad procurará
brindar la atención necesaria a las mujeres que se en-
cuentren en estado de gestación o que lleven consigo
menores de doce años de edad, a indígenas, personas
con discapacidad, adultos mayores, o a quienes requie-
ran de apoyos especiales para su movilidad en dicho
proceso.

Artículo 39. …

…

Para los efectos del párrafo anterior, se respetará la ga-
rantía de debido proceso legal establecida en el artículo
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, cuyo ejercicio se deberá realizar conforme a
la Ley Federal del Procedimiento Administrativo.

Artículo 46. En caso de que durante la temporalidad con-
cedida dejare de satisfacerse la condición a que está supe-
ditada la estancia en el país de un Inmigrante, éste deberá
comunicarlo a la Secretaría de Gobernación dentro de los
quince días siguientes, a fin de que se proceda a la cance-
lación de su documentación migratoria y se le señale plazo
para abandonar el país o se le conceda término para su re-
gularización, a juicio de la propia Secretaría.  Lo anterior
se realizará respetando la garantía de debido proceso
legal establecida en el artículo 14 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo ejercicio
se deberá realizar conforme a la Ley Federal del Proce-
dimiento Administrativo.

Artículo 71. …

En el aseguramiento, traslado y alojamiento de los ex-
tranjeros en las estaciones migratorias, se respetarán y
protegerán sus derechos humanos, con arreglo a las ga-

rantías individuales y sociales que consigna la Consti-
tución.

Las estaciones migratorias deberán contar con instala-
ciones adecuadas que eviten el hacinamiento de los mi-
grantes, proveyéndoles lo necesario para su estancia
temporal.

Artículo 113. …

I. a III. …

IV. No expidan la Cédula de Identidad a la persona que
se presente con los documentos requeridos o retengan
indebidamente dicha Cédula una vez expedida;

V. Dolosamente hagan uso indebido o proporcionen a
terceras personas documentación migratoria, sin autori-
zación de la Secretaría de Gobernación, y

VI. Lleven a cabo prácticas discriminatorias o aten-
ten contra los derechos humanos de los nacionales o
extranjeros que entren o salgan del país y de estos úl-
timos sin importar su condición migratoria.

Artículo 128. Son de orden público, para todos los efectos
legales, la expulsión de los extranjeros y las medidas que
dicte la Secretaría de Gobernación para su aseguramiento
en estaciones migratorias o en lugares habitacionales para
ello, quedando prohibida la utilización de los centros de
detención o reclusión federales, estatales o municipales,
con ese fin, cuando no se ha cometido delito alguno.

Lo anterior se realizará garantizando el pleno goce y
ejercicio de las garantías individuales y derechos hu-
manos de los extranjeros, y conforme a los tratados in-
ternacionales suscritos y ratificados en la materia. 

Artículo 138. …

Igual pena se impondrá a quien por si o por medio de otro
u otros introduzca, sin la documentación correspondiente
expedida por autoridad competente, a uno o varios extran-
jeros a territorio mexicano o, con propósito de trafico, los
albergue o transporte por el territorio nacional con el fin de
ocultarlos para evadir la revisión migratoria, así como a
quienes faciliten o promuevan la entrada indocumenta-
da de personas con el fin de obtener, directa o indirec-
tamente, un beneficio financiero u otro beneficio de or-
den material. Para efectos de este artículo se entenderá



por ocultar: disfrazar, tapar, encubrir a la vista, escon-
der, callar advertidamente lo que se pudiera o debiera
decir, disfrazar la verdad, omitir registrar o ubicar en
áreas especiales a extranjeros sin haber realizado el
trámite correspondiente, así como todas aquellas con-
ductas o actos tendientes a engañar, inducir al error o
mantener en él a la autoridad, con relación a la situa-
ción migratoria de una o varias personas dentro del te-
rritorio nacional.

…

Aquellas organizaciones de la sociedad civil y toda per-
sona que se dedique a labores altruistas, humanitarias,
de auxilio, de defensa y promoción de derechos huma-
nos y atención a la población migrante, tendrán plena
libertad para ejercer sus funciones y actividades, siem-
pre y cuando cumplan con las disposiciones contenidas
en esta Ley y las demás aplicables, y cuenten con la do-
cumentación correspondiente o requerida para ello.

…

Artículo 145. Los trámites de internación, estancia y sali-
da de los extranjeros, así como de los permisos que se so-
liciten al Servicio de Migración, se regirán por las disposi-
ciones que a continuación se mencionan y, en forma
supletoria, por la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo y las disposiciones y criterios que al
efecto emita la Secretaría de Gobernación.

Artículo 152. Si con motivo de la verificación se despren-
de alguna infracción a lo dispuesto en la Ley, su Regla-
mento o demás disposiciones aplicables que amerite la ex-
pulsión del extranjero, el personal autorizado podrá llevar
a cabo su aseguramiento, cuidando en todo momento el
respeto a los derechos humanos.

Artículo 154. La Secretaría de Gobernación, al requerir la
comparecencia del extranjero a que se refiere la fracción II
del artículo 151 de esta ley, observará la garantía de de-
bido proceso legal prevista en el artículo 14 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo
ejercicio se deberá realizar conforme a la Ley Federal
del Procedimiento Administrativo, y deberá cumplir
con las siguientes formalidades:

I. y II. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: José Nicolás Morales Ramos (rúbrica), presidente; Andrés
Bermúdez Viramontes (rúbrica), José Jacques y Medina (rúbrica), Jo-
sé Edmundo Ramírez Martínez (rúbrica), secretarios; Carlos Augusto
Bracho González (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica), Rosaura
Virgina Denegre Vaught Ramírez (rúbrica), Elia Hernández Núñez (rú-
brica), Omeheira López Reyna (rúbrica), María Dolores González Sán-
chez, Francisco Javier Gudiño Ortiz (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar (rú-
brica), Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Silvestre Álvarez
Ramón, Alberto Amaro Corona (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Puli-
do, Joaquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Érick López Ba-
rriga, Camerino Eleazar Márquez Madrid, Cuauhtémoc Sandoval Ra-
mírez, Antonio de Jesús Díaz Athié, Lilia Guadalupe Merodio Reza,
Guillermina López Balbuena (rúbrica), Isael Villa Villa, José Luis
Aguilera Rico, Irma Piñeyro Arias, Bellizza Rosique Pascual.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE POBLACION

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con proyecto de decreto que reforma el se-
gundo párrafo del artículo 150 de la Ley General de Pobla-
ción

Honorable Asamblea:

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios
de la LX Legislatura, con fundamento en las atribuciones
conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, y 45, frac-
ción 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, emite y somete a
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados el dicta-
men relativo a la iniciativa que reforma el artículo 150 de la
Ley General de Población, conforme a lo siguiente:
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Antecedentes

Que el 24 de mayo de 2006 se presentó la iniciativa que re-
forma el artículo 150 de la Ley General de Población, a
cargo de la diputada Marisol Vargas Bárcena.

Que en la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados turnó la iniciativa a la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, para estudio y dictamen.

Contenido de las iniciativas

La diputada Marisol Vargas expone en la iniciativa que, de-
rivado de un incremento del número de extranjeros que
pretenden establecer su domicilio en el país o que desean
realizar negocios o actividades lícitos, y ante las diversas
acciones que se han emprendido en la administración pú-
blica, así como las instituciones de migración, a fin de re-
ducir los tiempos de respuesta a las solicitudes hechas por
los nacionales o extranjeros, se han allegado de la tecnolo-
gía necesaria y de mecanismos de control que permiten y
ayudan a reducirlos, sumándose a estas actividades los ob-
jetivos que se han fijado de facilitar los flujos de personas
que favorezcan el desarrollo económico y social del país.

De lo anterior se desprende la propuesta de reducir el tiem-
po de respuesta de las autoridades migratorias de 90 a 45
días naturales, modificando el artículo 150 de la Ley Ge-
neral de Población.

Consideraciones de la comisión

La comisión, después de un estudio y análisis realizado a la
iniciativa mencionada, considera que en la propuesta de la
diputada Marisol Vargas no es pertinente reducir los tiem-
pos de respuesta de las autoridades migratorias ante las so-
licitudes que les han sido presentadas.

Si actualmente el tiempo de respuesta está considerado en
90 días, y aun así en muchos casos no es suficiente para dar
una respuesta a las personas que han presentado algún tra-
mite ante la autoridad migratoria, y el hecho de proponer
que se reduzcan a la mitad, es decir 45 días, podría crear
presión en las instituciones para dar respuesta a las solici-
tudes o simplemente lo que se lograría es que en un mo-
mento dado dejaran de resolverlas, por la carga de trabajo
y la falta de personal para dar respuesta en los nuevos tiem-
pos establecidos, pero lo más importante ante una falta de
eficiencia en los tiempos de respuesta de éstos.

La comisión considera pertinente que en lugar de proponer
que se reduzcan los tiempos de respuesta a las solicitudes
presentadas ante las autoridades migratorias, se conserve el
mismo periodo, pero con la observación de que la autori-
dad migratoria esté obligada a notificar al interesado sobre
la resolución a que haya llegado.

La propuesta de esta comisión es el resultado de las modi-
ficaciones en los procesos de atención al público que ha
empezado el gobierno a desarrollar y de la implantación de
procesos y modelos de mejora en la gestión pública, a fin
de hacer más eficiente el aparato administrativo o burocrá-
tico en los tiempos de respuesta, utilizando modelos de
control y detección de fallas en funcionamiento de la es-
tructura organizativa que detienen o dificultan que el pro-
ceso tenga una dinámica eficiente.

Por eso, esta comisión legislativa propone que se manten-
ga el mismo tiempo de respuesta del artículo 150 de la ley,
modificándolo para obligar a la autoridad migratoria a que
informe por escrito al interesado de la resolución a su peti-
ción en el mismo plazo que se señala.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios sometemos a consi-
deración del Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente
dictamen con proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del
artículo 150 de la Ley General de Población

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del artícu-
lo 150 de la Ley General de Población, para quedar como
sigue:

Artículo 150. …

La autoridad migratoria contará con un plazo de hasta no-
venta días naturales para dictar la resolución correspon-
diente, contados a partir de la fecha en que el solicitante
cumpla todos los requisitos formales exigidos por esta ley,
su reglamento y demás disposiciones administrativas apli-
cables; transcurrido dicho plazo sin que la resolución se
dicte, se entenderá que es en sentido negativo. Para tales
efectos, la autoridad deberá en todo momento y sin di-
lación alguna, al término del plazo establecido, notifi-
car al interesado, por cualquier medio que estime perti-
nente, sobre la resolución a su solicitud.



Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: José Nicolás Morales Ramos (rúbrica), presidente; Andrés
Bermúdez Viramontes (rúbrica), José Jacques y Medina (rúbrica), Jo-
sé Edmundo Ramírez Martínez (rúbrica), secretarios; Carlos Augusto
Bracho González (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica), Rosaura
Virginia Denegre Vaught Ramírez (rúbrica), Elia Hernández Núñez,
Omeheira López Reyna (rúbrica), María Dolores González Sánchez,
Francisco Javier Gudiño Ortiz (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica),
Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Silvestre Álvarez Ramón, Al-
berto Amaro Corona (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Joaquín
Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Érick López Barriga, Cameri-
no Eleazar Márquez Madrid, Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, Antonio
de Jesús Díaz Athié, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Guillermina Ló-
pez Balbuena (rúbrica), Isael Villa Villa, José Luis Aguilera Rico, Irma
Piñeyro Arias, Pascual Bellizza Rosique.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, y de Equidad y Género, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Educación

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Equidad y Género, con opinión de la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, fue turnada para es-
tudio y dictamen la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma las fracciones IV y VIII del artículo 33 de la Ley
General de Educación, en materia de equidad de género.

Las Comisiones Unidas de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Equidad y Género, con fundamento en los
artículos 71 y 72 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos y de conformidad con los artículos 39,
43, 44 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 56, 60, 88, 93 y 94 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a la consideración de esta ho-
norable asamblea el presente dictamen.

I. Antecedentes

1. En sesión celebrada con fecha 28 de noviembre de
2006 por la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, el Diputado Jorge Quintero Bello del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó la Iniciativa que reforma las fracciones IV y VIII
del artículo 33 de la Ley General de Educación.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la H. Cámara de Diputados, turnó la Iniciativa en
comento a las Comisiones Unidas de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos y de Equidad y Género, con
opinión de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y dictamen correspondiente.

II. Contenido de la iniciativa

El iniciador menciona que en nuestro país cada año se re-
gistran más de 400 mil embarazos en mujeres adolescentes;
es decir, de 100 partos diarios, 60 corresponden a adoles-
centes en edades de 13 a 19 años, siendo 320 mil de ellos
no deseados. Así, a nivel nacional se calcula que entre el 17
y 20 por ciento de las mujeres que tienen un nacimiento
son menores de 20 años, llegando hasta 25 por ciento en al-
gunos estados.

Señala que el Centro de Equidad de Género y Salud Re-
productiva de la Secretaría de Salud y el Fondo de Pobla-
ción de las Naciones Unidas, sostienen que el bajo nivel
socioeconómico en poblaciones marginadas, indígenas o
rurales, se relaciona con el hecho de que las mujeres sue-
lan embarazarse a muy temprana edad por la desinforma-
ción respecto a los anticonceptivos o métodos de preven-
ción, además que no todas tienen la oportunidad de asistir
a la escuela. Además, la relación directa entre poca o baja
escolaridad y escasos recursos con frecuencia da como re-
sultado embarazo en las adolescentes y, al mismo tiempo,
quienes tienen más educación se embarazan menos, o quie-
nes tienen menor nivel adquisitivo tienen menor acceso a
métodos anticonceptivos.
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Cita el diputado promovente a la Encuesta Nacional de Ju-
ventud 2005, la cual revela que para ambos sexos la edad
entre los 15 y 17 años es crucial para la deserción educati-
va, pero resulta preocupante el comportamiento femenino,
ya que en este mismo rango de edad, superan a los hombres
en más de 10 por ciento, y se observa una disminución con-
siderable hacia los 18 y 20 años.

Refiere también que el embarazo conlleva en muchas oca-
siones la deserción escolar de la joven, lo cual limita sus
posibilidades de desarrollo personal, sus oportunidades de
un empleo mejor remunerado y, en consecuencia, la dismi-
nución de su calidad de vida y la de su hijo, sobre todo si
se considera que muchas de ellas se convierten en madres
solteras. Por tanto, la reincorporación de estas jóvenes al
sistema educativo constituye, también en este caso, un fac-
tor fundamental para apoyar y brindar mayores oportuni-
dades a las madres adolescentes y un mejor futuro para sus
hijos.

Asimismo, el promovente argumenta que, a pesar de que
existen políticas públicas como las becas de Oportunida-
des, el Programa de Becas para Madres Jóvenes y Jóvenes
Embarazadas de la Secretaría de Educación Pública y el
Programa de Prevención y Atención Integral del Embarazo
en Adolescentes (Paidea) del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia (DIF), es preciso redoblar
los esfuerzos y asegurar el apoyo a las mujeres adolescen-
tes para su ingreso, permanencia o reinserción en el siste-
ma educativo, ya que, por ejemplo, el Paidea carece de re-
cursos suficientes para su operación.

Reconoce el autor de la iniciativa que además del embara-
zo adolescente existen otros factores importantes que deri-
van en el abandono o interrupción de los estudios, entre
ellos problemas económicos, familiares, de salud, etcétera.
Por lo que si bien deben realizarse acciones particulares pa-
ra prevenir el embarazo adolescente y que es principal mo-
tivo de presentar esta iniciativa, la legislación por su carác-
ter general deber atender la problemática expuesta de
manera integral, a fin de que el Estado brinde oportunidades
a todas las mujeres para continuar y culminar su educación.

Finalmente, la iniciativa contiene el siguiente proyecto de
decreto:

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona las
fracciones IV y VIII del artículo 33 de la Ley Gene-
ral de Educación

Artículo Único. Se adicionan las fracciones IV y VIII
del artículo 33 de la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 33. Para cumplir lo dispuesto en el artículo an-
terior, las autoridades educativas en el ámbito de sus
respectivas competencias llevarán a cabo las actividades
siguientes:

I. a III. …

IV. Prestarán servicios educativos para atender a quienes
abandonaron el sistema regular, que faciliten la termina-
ción de la educación preescolar, primaria y la secundaria,
otorgando facilidades de acceso, permanencia y egre-
so a las mujeres;

V. a VII. …

VIII. Desarrollarán programas con enfoque de género
para otorgar becas y demás apoyos económicos a edu-
candos;

IX. a XIII. …

…

Transitorios

Artículo Primero. Este decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación. 

Artículo Segundo. Las autoridades educativas realiza-
ran las acciones necesarias que permitan dar cumpli-
miento a lo que establece la fracción IV y VIII del artí-
culo 33 de la presente ley a los 90 días de la entrada en
vigor del presente decreto y presentaran un informe al
respecto a las Comisiones de Educación y de Equidad y
Género de ambas Cámaras del Congreso de la Unión.

III. Consideraciones generales

Las comisiones dictaminadoras exponemos la siguiente va-
loración de la iniciativa:

Los miembros de estas comisiones dictaminadoras, cons-
cientes de la problemática de inequidad de género que pa-
dece nuestro país, compartimos la inquietud del iniciante y
nos sumamos a quienes opinan que nunca se puede insistir



lo suficiente en la importancia de la igualdad entre los gé-
neros.1

Las dictaminadoras coinciden con el diputado promovente
en que el embarazo es una causa grave de deserción esco-
lar, pero que existen otros factores económicos, políticos,
sociales y culturales que inciden en el abandono de los es-
tudios por parte de mujeres que cursan algún nivel de edu-
cación en nuestro país.

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, consagra el derecho de todo individuo
a recibir educación. El artículo 4o. de la misma Constitu-
ción dispone por su parte que el varón y la mujer son igua-
les ante la ley. Además, distintas leyes de nuestro ordena-
miento jurídico establecen mecanismos y acciones para
hacer efectivos estos preceptos constitucionales.

En particular, la Ley General de Educación establece algu-
nas disposiciones para que la autoridad educativa establez-
ca condiciones para el pleno ejercicio del derecho a la edu-
cación de cada individuo y de asegurar una mayor equidad
y el logro de la efectiva igualdad de oportunidades de ac-
ceso y permanencia en los servicios educativos.

No obstante lo anterior, se estima que la Ley General de
Educación no responde a la problemática que vivimos en
materia de discriminación en todas sus formas, en particu-
lar la que se vive contra las mujeres y las niñas. Por tanto,
es necesario impulsar acciones legislativas positivas o
compensatorias no sólo para promover la igualdad de opor-
tunidades educativas, sino que coadyuvan a eliminar obs-
táculos que impidan su real inclusión a la educación.

En el informe del Unicef Estado mundial de la infancia,
publicado en el 2004, se afirma que la primera medida pa-
ra alcanzar las metas mundiales de desarrollo es aumentar
el número de niñas que van a la escuela. De acuerdo con
este Informe “…las tasas de analfabetismo son todavía más
elevadas entre las mujeres que los hombres, y todos los
años hay por lo menos 9 millones de niñas más que de ni-
ños son escolarizar, una estadística que tiene una repercu-
sión duradera no solamente sobre las niñas y las mujeres,
sino también sobre sus hijos y sus familias”. Asimismo, el
informe demuestra que las niñas sin escolarizar son más
vulnerables a la pobreza, el hambre, la violencia, el mal-
trato, la explotación y la trata de seres humanos, además de
correr un mayor peligro de morir durante el alumbramien-
to y de contraer enfermedades, entre ellas el VIH/sida.

Además, no debe perderse de vista que existe una des-
igualdad entre los géneros, reflejada en que en el país, de
los 60 millones de pobres el 60 por ciento son mujeres,
producto de falta de oportunidades para su desarrollo y a la
carencia de un patrimonio propio. Por otra parte, de la Po-
blación Económicamente Activa (PEA), poco más de 15
millones son mujeres, de las cuales, 10 millones sólo per-
ciben de uno a tres salarios mínimos; también la remunera-
ción económica que perciben las mujeres que trabajan, en
promedio es de 35 por ciento inferior al salario que perci-
ben los hombres por el mismo trabajo.

Esa desigualdad entre mujeres y hombres –en los aspectos
de la vida económica, política, social y cultural–, impide
que el ejercicio del derecho a la educación sea pleno por
parte de las mujeres, ya que se enfrentan a una desventaja
para acceder a los servicios educativos.

Asimismo, las dictaminadoras destacan que la Convención
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación
contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés) estable-
ce en su artículo 10, inciso f) lo siguiente:

Artículo 10. Los Estados parte adoptarán todas las me-
didas apropiadas para eliminar la discriminación contra
la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con
el hombre en la esfera de la educación y en particular
para asegurar, en condiciones de igualdad entre hom-
bres y mujeres:

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los
estudios y la organización de programas para aquellas
jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios pre-
maturamente…

Por otra parte, en el XXIII periodo de sesiones de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas realizada en el año
2000, conocida como Beijing+5 –de la cual México es par-
te–, en sus numerales 67.b) y 95.g) se recomienda a los Es-
tados que se comprometieron a instaurar la Plataforma de
Acción de Beijing, lo siguiente: 

67.b) Apoyar la ejecución de planes y programas de ac-
ción que garanticen una enseñanza de calidad y meno-
res tasas de deserción escolar de los niños y las niñas…

95.g) Seguir examinando la disminución de las tasas de
matriculación y el aumento de las tasas de deserción es-
colar de las niñas y niños en los ciclos primario y se-
cundario en algunos países y, con cooperación interna-
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cional, preparar programas nacionales apropiados para
eliminar las causas básicas de esos fenómenos y apoyar
procesos de aprendizaje permanente para las mujeres y
las niñas…

Los preceptos citados de los instrumentos internacionales
referidos, establecen la obligación del Estado Mexicano de
instrumentar acciones que garanticen el derecho de las mu-
jeres a la educación, a través de la aplicación de programas
que abatan la deserción y estimulen su participación y
reingreso en el proceso de aprendizaje.

IV. Consideraciones particulares

Estas comisiones dictaminadoras, con el afán de enriquecer
el proyecto de decreto de la Iniciativa en comento -y en
concordancia con algunas de las mejores prácticas interna-
cionales y nacionales en materia de acción afirmativa-, es-
timan necesario promover algunos ajustes, tomando en
cuenta las inquietudes y propuestas que diversos legislado-
res han planteado en materia de equidad de género.

En tal sentido, estas comisiones promueven los siguientes
cambios de la propuesta del original:

a) Se propone reformar el artículo 2o. de la Ley Gene-
ral de Educación, el cual establece el derecho de todo
individuo al acceso al sistema educativo nacional; lo an-
terior, ya que dicho precepto no hace un reconocimien-
to a las desigualdades existentes entre mujeres y hom-
bres.

Con ello, el artículo 2o. quedaría como sigue:

Artículo 2o. Todo individuo tiene derecho a recibir edu-
cación y, por lo tanto, todos los habitantes del país tie-
nen las mismas oportunidades de acceso al sistema edu-
cativo nacional, con sólo satisfacer los requisitos que
establezcan las disposiciones generales aplicables.

La educación es medio fundamental para adquirir, trans-
mitir y acrecentar la cultura; es proceso permanente que
contribuye al desarrollo del individuo y a la transforma-
ción de la sociedad, y es factor determinante para la ad-
quisición de conocimientos y para formar a mujeres y
a hombres, de manera que tengan sentido de solidari-
dad social.

…

b) En el mismo sentido, y para estar en concordancia
con la modificación propuesta al artículo 2o., se propo-
ne adicionar la fracción XV al artículo 7 de la Ley Ge-
neral de Educación; para ello las dictaminadoras reto-
mamos lo expuesto por el promovente en la exposición
de motivos, donde señala que “… además del embarazo
adolescente existen otros factores importantes que deri-
van en el abandono o interrupción de los estudios, entre
ellos problemas económicos, familiares, de salud, etcé-
tera. Por lo que si bien deben realizarse acciones parti-
culares para prevenir el embarazo adolescente y que es
principal motivo de presentar esta iniciativa, la legisla-
ción por su carácter general deber atender la proble-
mática expuesta de manera integral, a fin de que el
Estado brinde oportunidades a todas las mujeres pa-
ra continuar y culminar su educación”.

En ese sentido y toda vez que se propone reformar la Ley
General de Educación, con la finalidad de que sus disposi-
ciones contengan elementos que garanticen el acceso a la
educación en términos de igualdad, como se establece en el
texto constitucional; destacan las Dictaminadoras la im-
portancia de introducir elementos que fomenten una cultu-
ra de respeto de los derechos humanos de las personas, es-
pecialmente de las mujeres y generen a la vez una cultura
para la erradicación de la violencia de género.

Sobre el particular es necesario señalar que actualmente
hay 53 millones 522 mil 389 de mujeres, que representan
50.28 por ciento de la población total, con una esperanza
de vida de 78 años de edad; 27 por ciento tienen 40 años o
más; 62.8 por ciento son jóvenes adultas, y 8.4 por ciento
se encuentran en la tercera edad; 28.8 son niñas y adoles-
centes, menores de 15 años de edad.

Datos del Instituto Nacional de las Mujeres, reportan que
durante 2006 se recibieron 34 mil 356 llamadas denun-
ciando violencia de género, lo que significó un incremento
del 67 por ciento respecto al año anterior. De igual forma,
el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informáti-
ca señala que casi el 8 por ciento de las mujeres de nuestro
país sufren violencia sexual, mientras el 9 por ciento son
objeto de violencia física, el 27 por ciento de violencia eco-
nómica y el 34 por ciento violencia psicológica.

Dicha violencia no sólo se genera en las aulas de clase,
pues ha ido creciendo en los planteles educativos. Cifras de
la Secretaría de Educación Pública, hablan de un incre-
mento de la violencia en los salones de clase y que son evi-
dentes; así, dicha dependencia señala que el incremento del



maltrato físico y emocional y del abuso sexual pasó de 12
casos tan sólo en el Distrito Federal en el ciclo escolar
1999-2000 a 482 denuncias en el ciclo escolar 2003-2004;
es decir, aumentó 3,917 por ciento en cuatro años, cifra
alarmante que muestra el grado de ambiente violento en el
ámbito escolar y para 2007 la cifra va en gradual aumento.

De ahí la importancia de que las políticas públicas tengan
como eje rector el tranversalizar la perspectiva de género,
lo cual se logrará mediante disposiciones legislativas que
permitan a las autoridades el diseño de mecanismos para
cumplir tal objetivo.

c) Estas dictaminadoras coinciden con el espíritu de la
propuesta del iniciador de reforma a las fracciones IV y
VIII del artículo 33 de la Ley en comento, a fin de ar-
monizar la legislación con una perspectiva de género y
con la finalidad de prevenir y erradicar la discrimina-
ción en contra de las mujeres, de tal manera que se pue-
da avanzar en la sensibilización que se le debe inculcar
a los educandos en todo su proceso de formación edu-
cativa, a fin de que se respeten los derechos humanos,
en específico de las mujeres y se pueda garantizar el ac-
ceso al derecho a la educación.

d) En concordancia con ello, se estima necesario añadir
una fracción XV del artículo 7 de la Ley General de
Educación, de tal forma que la educación que imparta el
Estado, sus organismos descentralizados y los particula-
res con autorización o con reconocimiento de validez
oficial de estudios tenga como fin, además de lo señala-
do en el segundo párrafo del artículo 3o. de la Constitu-
ción y del mismo artículo 7 de la Ley General de Edu-
cación, difundir los derechos y deberes de niños,
niñas y adolescentes y las formas de protección con
que cuentan para ejercitarlos.

Cabe señalar que establecer deberes para los niños, niñas y
adolescentes no pretende ser punitivo, sino estar en con-
cordancia con lo establecido por la Ley para la Protección
de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual señala:

Artículo 9. Niñas, niños y adolescentes tienen los debe-
res que exige el respeto de todas las personas, el cuida-
do de los bienes propios, de la familia y de la comuni-
dad, y el aprovechamiento de los recursos que se
dispongan para su desarrollo.

Asimismo, se busca coincidir con la Convención sobre los
derechos del Niño (CND), aprobada por la Asamblea Ge-

neral de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989
y ratificada por 192 países, incluido México. Dicha con-
vención habla de derechos y responsabilidades de los ni-
ños:2

Artículo 29. La educación debe desarrollar al máximo
la personalidad y talentos de cada uno de los niños y ni-
ñas. Debe promover que los niños respeten a sus padres,
su cultura, así como la cultura de los demás.

e) Por otra parte, las dictaminadoras estiman oportuno
reformar el primer párrafo del artículo 8 del ordena-
miento en cuestión, toda vez que en este precepto se es-
tablecen los criterios que orientará la educación que im-
parta el Estado y los particulares; además de que iría en
relación con las propuestas de modificaciones.

De tal suerte, el artículo 8 quedaría de la siguiente manera:

Artículo 8. El criterio que orientará a la educación que
el Estado y sus organismos descentralizados impartan -
así como toda la educación preescolar, la primaria, la se-
cundaria, la normal y demás para la formación de maes-
tros de educación básica que los particulares impartan-
se basará en los resultados del progreso científico; lu-
chará contra la ignorancia y sus causas y efectos, las ser-
vidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación
de estereotipos, la discriminación y la violencia, espe-
cialmente la que se ejerce contra mujeres, niñas y ni-
ños, debiendo implantar políticas públicas de Estado
orientadas a la transversalidad de criterios en los
tres órdenes de gobierno.

f) Las dictaminadoras estiman necesario modificar la
propuesta original de la Iniciativa, en el sentido de que
no sólo se deben dar facilidades de acceso, permanencia
o egreso a las mujeres al sistema educativo nacional, si-
no que debe contemplarse también su reingreso, toda
vez que no incluir esta fase implicaría no tomar en cuen-
ta a las mujeres que se ven obligadas a dejar el proceso
de aprendizaje por los motivos que se han expresado.
De tal suerte, la Fracción IV del artículo 33 quedaría co-
mo sigue:

Artículo 33. Para cumplir lo dispuesto en el artículo an-
terior, las autoridades educativas en el ámbito de sus
respectivas competencias llevarán a cabo las actividades
siguientes:

I. a III. …
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IV. Prestarán servicios educativos para atender a quie-
nes abandonaron el sistema regular, que faciliten la ter-
minación de la educación preescolar, primaria y la se-
cundaria, otorgando facilidades de acceso, reingreso,
permanencia, y egreso a las mujeres;

g) De igual forma, se propone modificar la redacción de
la propuesta del iniciador en la fracción VIII del artícu-
lo 33 de la ley en estudio, en el sentido de cambia la fra-
se “enfoque de género” por “perspectiva de género” con
la finalidad de armonizar el lenguaje jurídico utilizado
en el ordenamiento en cuestión y atendiendo a que es el
término empleado en otros ordenamientos como la Ley
del Instituto Nacional de las Mujeres y la Ley General
de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
en sus respectivos artículos quintos.

h) Con la finalidad de conocer y contar con herramien-
tas que permitan evaluar a las instituciones educativas
sobre las acciones que tomen para cumplir con los pro-
gramas para prevenir y eliminar cualquier forma de dis-
criminación y de violencia, es que se plantea la modifi-
cación del artículo 30 para quedar como sigue:

Artículo 30. Las instituciones educativas establecidas
por el Estado, por sus organismos descentralizados y
por los particulares con autorización o con reconoci-
miento de validez oficial de estudios, otorgarán a las au-
toridades educativas todas las facilidades y colabora-
ción para la evaluación a que esta sección se refiere.

…

Sin menoscabo de lo señalado en los párrafos ante-
riores, las instituciones a que se refiere este artículo
están obligadas a generar indicadores sobre su avan-
ce en la aplicación de métodos para prevenir y elimi-
nar cualquier forma de discriminación y de violen-
cia, con la finalidad de que sean sujetas a evaluación
sobre la materia. Tales indicadores serán de dominio
público y se difundirán por los medios disponibles.

i) De igual forma, para estar en concordancia con las
modificaciones propuestas, se propone la modificación
del artículo 32 de la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 32. Las autoridades educativas tomarán medi-
das tendientes a establecer condiciones que permitan el
ejercicio pleno del derecho a la educación de cada indi-

viduo, una mayor equidad educativa, así como el logro
de la efectiva igualdad en oportunidades de acceso y
permanencia en los servicios educativos.

Dichas medidas estarán dirigidas, de manera preferente,
a los grupos y regiones con mayor rezago educativo o
que enfrentan condiciones económicas y sociales de
desventaja en términos de lo dispuesto en los artícu-
los 7 y 8.

j) Asimismo, se estima oportuno modificar la iniciativa
a efecto de que las autoridades educativas implementen
programas destinados a los padres de familia y/o tuto-
res, para sensibilizarlos sobre la importancia de la edu-
cación de sus hijos, en especial la de sus hijas. Lo ante-
rior, en razón de que desafortunadamente persiste la
absurda idea de que las mujeres no deberían estudiar, si
se van a dedicar a las labores del hogar.

Según datos de la Social Watch, publicados en su informe
de 2006 Arquitectura imposible, “por cada 100 niños que
no van a la escuela primaria, hay 117 niñas que no lo ha-
cen. Las mujeres representan 67 por ciento de los analfa-
betos del mundo y sólo 16.6 por ciento de los parlamenta-
rios. Además, no reciben igual remuneración que los
varones por igual trabajo. Asumir que las relaciones de gé-
nero relegan a las mujeres es el primer paso para llevar
adelante políticas contra estas iniquidades”.

La propuesta en comento quedaría como sigue:

Artículo 33. Para cumplir lo dispuesto en el artículo an-
terior, las autoridades educativas en el ámbito de sus
respectivas competencias llevarán a cabo las actividades
siguientes:

I. a XII. …

XIII. Apoyarán y desarrollarán programas destina-
dos a que los padres o tutores apoyen en circunstan-
cias de igualdad los estudios de sus hijas e hijos,
prestando especial atención a la necesidad de que
aquellos tomen conciencia de la importancia de que
las niñas deben recibir un trato igualitario y que de-
ben recibir las mismas oportunidades educativas que
los varones.

k) Por otra parte, se considera necesario profesionalizar
a las autoridades educativas y al personal docente para
cumplir con los fines y objetivos que orientan a la edu-



cación que se imparta, tal como se ha expresado en las
modificaciones propuestas a la Iniciativa original, por lo
que las dictaminadoras proponen modificar el artículo 49
para establecer que en el proceso educativo se estará a lo
dispuesto a lo señalado en los fines y criterios que esta-
blece la propia ley, además de que será necesario la capa-
citación del personal docente para cumplir con ello; de
esa forma, el precepto quedaría de la siguiente manera:

Artículo 49. El proceso educativo se basará en los prin-
cipios de libertad, responsabilidad que asegure la armonía
de relaciones entre educandos y educadores y promoverá
el trabajo en grupo para asegurar la comunicación y el
diálogo entre educandos, educadores, padres de familia e
instituciones públicas y privadas.

Además, estará sujeto a los fines y criterios dispues-
tos en los artículos 7 y 8 del presente ordenamiento,
para lo cual se brindará capacitación al personal do-
cente para que éste, a su vez, transmita esa informa-
ción a los educandos, así como a los padres de fami-
lia.

Por lo expuesto, los integrantes de las Comisiones Unidas
de Educación Pública y Servicios Educativos, y de Equi-
dad y Género, con las atribuciones que otorgan los artícu-
los 71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y de conformidad con los artículos 45,
numeral 6, inciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, y 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, ponemos a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o., segundo pá-
rrafo; 8o., primer párrafo; 32, segundo párrafo; 33, fraccio-
nes IV y VIII y 41; e adicionan los artículos 7o., con una
fracción XV; 30, con un tercer párrafo; 33, con una frac-
ción XIV y 49, con un segundo párrafo a la Ley General de
Educación, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

La educación es medio fundamental para adquirir, transmi-
tir y acrecentar la cultura; es proceso permanente que con-
tribuye al desarrollo del individuo y a la transformación de
la sociedad, y es factor determinante para la adquisición de

conocimientos y para formar a mujeres y a hombres, de
manera que tengan sentido de solidaridad social.

…

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a XIV. …

XV. Difundir los derechos y deberes de niños, niñas y
adolescentes y las formas de protección con que
cuentan para ejercitarlos.

Artículo 8o. El criterio que orientará a la educación que el
Estado y sus organismos descentralizados impartan -así co-
mo toda la educación preescolar, la primaria, la secundaria,
la normal y demás para la formación de maestros de edu-
cación básica que los particulares impartan- se basará en
los resultados del progreso científico; luchará contra la ig-
norancia y sus causas y efectos, las servidumbres, los fana-
tismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la dis-
criminación y la violencia especialmente la que se ejerce
contra las mujeres, niñas y niños, debiendo implemen-
tar políticas públicas de Estado orientadas a la trans-
versalidad de criterios en los tres órdenes de gobierno.

I. a III. …

Artículo 30. …

…

Sin menoscabo de lo señalado en los párrafos anterio-
res, las instituciones a que se refiere este artículo están
obligadas a generar indicadores sobre su avance en la
aplicación de métodos para prevenir y eliminar cual-
quier forma de discriminación y de violencia, con la fi-
nalidad de que sean sujetas a evaluación sobre la mate-
ria. Tales indicadores serán de dominio público y se
difundirán por los medios disponibles.

Artículo 32. …

Dichas medidas estarán dirigidas, de manera preferente, a
los grupos y regiones con mayor rezago educativo o que
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enfrentan condiciones económicas y sociales de desventa-
ja en términos de lo dispuesto en los artículos 7o. y 8o.
de esta ley.

Artículo 33. Para cumplir lo dispuesto en el artículo ante-
rior, las autoridades educativas en el ámbito de sus respec-
tivas competencias llevarán a cabo las actividades siguien-
tes:

I. a III. …

IV. Prestarán servicios educativos para atender a quie-
nes abandonaron el sistema regular, que faciliten la ter-
minación de la educación preescolar, primaria y la se-
cundaria, otorgando facilidades de acceso, reingreso,
permanencia, y egreso a las mujeres;

V. a VII. …

VIII. Desarrollarán programas con perspectiva de gé-
nero para otorgar becas y demás apoyos económicos a
educandos;

IX. a XIII. …

XIV. Apoyarán y desarrollarán programas destina-
dos a que los padres o tutores apoyen en circunstan-
cias de igualdad los estudios de sus hijas e hijos,
prestando especial atención a la necesidad de que
aquellos tomen conciencia de la importancia de que
las niñas deben recibir un trato igualitario y que de-
ben recibir las mismas oportunidades educativas que
los varones.

…

Artículo 41. La educación especial está destinada a indivi-
duos con discapacidades transitorias o definitivas, así co-
mo a aquellos con aptitudes sobresalientes. Atenderá a los
educandos de manera adecuada a sus propias condicio-
nes, con equidad social incluyente y con perspectiva de
género.

Artículo 49. …

Además, estará sujeto a los fines y criterios dispuestos
en los artículos 7o. y 8o. del presente ordenamiento, pa-
ra lo cual se brindará capacitación al personal docente
para que éste, a su vez, transmita esa información a los
educandos, así como a los padres de familia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Informe del secretario general del Panel de Alto Nivel, Naciones
Unidas, Nueva York, 9 de noviembre de 2006.

2 Documento disponible en http://www.unicef.org.uk/tz/resources/as-
sets/pdf/rights_leaflet.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de marzo de 2008.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), presidente; Constantino
Acosta Dávila (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Leobardo Cu-
riel Preciado (rúbrica), Delber Medina Rodríguez (rúbrica), Víctor Ma-
nuel Lizárraga Peraza (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica),
Abundio Peregrino García (rúbrica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbri-
ca), Odilón Romero Gutiérrez (rúbrica), Sergio Sandoval Paredes, se-
cretarios; María del Carmen Pinete Vargas, José Rosas Aispuro Torres,
Daniel Amador Gaxiola (rúbrica), Raymundo Cárdenas Hernández (rú-
brica), Juan de Dios Castro Muñoz, Faustino Javier Estrada González,
Jesús Vicente Flores Morfín, María Gabriela González Martínez, Ben-
jamín Ernesto González Roaro, Sergio Hernández Hernández (rúbri-
ca), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo, Adolfo Mota Hernández,
Francisco Javier Murillo Flores, Concepción Ojeda Hernández (rúbri-
ca), Ignacio Alberto Rubio Chávez (rúbrica), José de Jesús Solano Mu-
ñoz, Miguel Ángel Solares Chávez, Gerardo Sosa Castelán, José Luis
Varela Lagunas (rúbrica).

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Maricela Contreras
Julián (rúbrica), presidenta; Nelly Asunción Hurtado Pérez (rúbrica),
Mirna Cecilia Rincón Vargas (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Sa-
lazar (rúbrica), Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez (rúbrica), Olga Pa-
tricia Chozas y Chozas (rúbrica), Martha Angélica Tagle Martínez (rú-
brica), secretarias; Alma Edwviges Alcaraz Hernández, María
Mercedes Corral Aguilar, Beatriz Eugenia García Reyes, Martha Mar-
garita García Müller, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez, María Espe-
ranza Morelos Borja (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan Franco (rú-
brica), María Soledad Limas Frescas (rúbrica), Gerardo Priego Tapia,
Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), Maribel Luisa Alva Olvera
(rúbrica), Irene Aragón Castillo, Aurora Cervantes Rodríguez, Claudia
Lilia Cruz Santiago (rúbrica), Holly Matus Toledo, David Sánchez Ca-
macho (rúbrica), Aracely Escalante Jasso, Elda Gómez Lugo (rúbrica),
Juan Leticia Herrera Ale, María Beatriz Pagés Llergo Rebollar, Mayra
Gisela Peñuelas Acuña, María Oralia Vega Ortiz (rúbrica), Blanca Lu-
na Becerril (rúbrica).



La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: María
Esperanza Morelos Borja (rúbrica), Marcela Cuen Garibi (rúbrica),
Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), David Sánchez Camacho,
Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui (rúbrica), Irene Aragón Castillo,
Carlos Augusto Bracho González (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Al-
fonzo (rúbrica), Silvia Emilia Degante Romero (rúbrica), María Victo-
ria Gutiérrez Lagunes (rúbrica), Juana Leticia Herrera Ale (rúbrica),
María Esther Jiménez Ramos (rúbrica), Rubí Laura López Silvia (rú-
brica), Marisol Mora Cuevas (rúbrica), María del Carmen Pinete Var-
gas, Jorge Quintero Bello (rúbrica), Mirna Cecilia Rincón Vargas (rú-
brica), Adriana Rodríguez Vizcarra (rúbrica), José Antonio Saavedra
Coronel, Martha Angélica Tagle Martínez, Mario Vallejo Estévez,
Martín Zepeda Hernández.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, con proyecto de decreto que adiciona las
fracciones XIV Bis al artículo 7 y X al artículo 14 de la Ley
General de Educación

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión le fue turnada, para su estudio y análisis, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma diversos artí-
culos de la Ley General de Educación, a efecto fomentar la
lectura y el libro.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
con fundamento en los artículos 71 y 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de conformi-
dad con los artículos 39, 44 y 45 numeral 6, incisos e), f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en los artículo 56, 60, 88,
93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
la consideración de esta honorable asamblea el presente
dictamen.

I. Antecedentes

1. En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del
día 2 de febrero de 2006, la Presidencia de la Mesa Di-

rectiva de la Cámara de Diputados dio cuenta de la Ini-
ciativa por la que se reforman los artículos 7, 12 y 14 de
la Ley General de Educación, a cargo de la diputada
María Guadalupe García Velasco, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LIX
Legislatura. 

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva determinó que se turnara a la Comisión de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos, para su estudio y
dictamen. 

II. Contenido de la iniciativa

La iniciativa materia del Presente Dictamen es relativa a la
reforma de los artículos 7, 12 y 14 de la Ley General de
Educación para incluir entre los fines educativos la promo-
ción y el fomento a la lectura y el libro. Incluye como atri-
bución de la Secretaría de Educación Pública la diversifi-
cación y fortalecimiento de los acervos bibliográficos de
las bibliotecas escolares y de aula de las escuelas de edu-
cación básica; y por otro lado establece conjuntamente pa-
ra las autoridades educativas federal y estatales la promo-
ción e impulso de actividades y programas relacionados
con el fomento de la lectura y el libro.

III. Considerandos de la comisión

1. Que a lo largo del siglo pasado, la educación pública
cumplió un papel fundamental en la consolidación del Es-
tado Nacional. 

2. Que la adquisición y consolidación del hábito lector de-
be ser un objetivo prioritario de la política educativa que
impulse el Estado con el objeto de formar ciudadanos con
pensamientos reflexivos y críticos que permitan un verda-
dero avance social-educativo en el país.

3. Que los libros son elementos enriquecedores, desarro-
llan la conciencia personal y la cultura nacional, conservan
el saber, difunden y le abren nuevos horizontes, favorecen
la imaginación, la creación, la investigación, la innovación,
estimulan el debate y la democracia, y por lo mismo debe
ser incorporado el hábito de la lectura en las políticas edu-
cativas desde temprana edad.

4. Que el Estado debe preocuparse por formar lectores y
fortalecer la cadena de libro para ponerlo al alcance de to-
da la población. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008185



Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados186

5. Que en el último medio siglo se han impulsado políticas
públicas de alto impacto social como la ampliación de la
cobertura del servicio educativo, y de la educación obliga-
toria, la distribución de libros de texto gratuitos, la dota-
ción de acervos para bibliotecas de aulas y escolares o la
instalación de salas de lectura.

6. Que en otros países, como España, Colombia y Argenti-
na se ha comprendido la importancia que el libro y la lec-
tura tienen para el desarrollo de sus habitantes y le han da-
do un papel primordial al facilitar su presencia en la
sociedad a través de muy variados apoyos en todos los te-
rrenos.

7. Que para continuar y consolidar estos logros, es indis-
pensable una mayor eficiencia y articulación de las políti-
cas de educación y cultura y un énfasis especial en la pro-
moción de la lectura. En este terreno, es urgente que la
población incremente sus índices de lectura y mejore otras
habilidades como la comprensión, asimilación y aprove-
chamiento de los textos que se leen.

8. Que México a la fecha sigue siendo un país con bajísi-
mos índices de lectura y nuestra red de librerías no es una
de las más importantes del continente, además que existen
algunas poblaciones en el país que actualmente no tienen
acceso a los libros.

9. Que nuestro país requiere de población con capacidad
para reflexionar, articular, comprender, interpretar y comu-
nicar ideas. De ahí la urgencia de formar lectores y fortale-
cer la cadena del libro para ponerlo al alcance de la pobla-
ción.

10. Que la Secretaría de Educación Pública, ha venido im-
plementando el Programa Nacional de Lectura para la Edu-
cación Básica y Normal en el territorio nacional el cual tie-
ne como objetivo fortalecer los hábitos y capacidades
lectoras de los alumnos y maestros, así como desarrollar me-
canismos que permitan la identificación, producción y cir-
culación de los acervos bibliográficos necesarios para satis-
facer las necesidades culturales e individuales de todos los
miembros de las comunidades educativas; por tanto la ini-
ciativa materia del presente dictamen es un instrumento que
no sólo permite consolidar el papel social del libro, sino el
fomento inequívoco al fomento de la lectura y el libro.

11. Que en el contexto en el que fue presentada la iniciati-
va de reformas al artículo 7, 12 y 14 de la Ley General de
Educación, se había presentado y aprobado por parte de la

Cámara de Diputados la Ley de Fomento para la Lectura y
el Libro, por lo que esta Comisión Dictaminadora conside-
ra que esta iniciativa busca complementar aquella ley para
que las autoridades educativas fomenten y promueven la
cultura de aprecio del libro y de la lectura. 

12. Que aún y cuando en el artículo 4 de la ley de Fomen-
to a la Lectura y el libro, se establece que corresponde a la
autoridad educativa federal (SEP) en coordinación con el
Consejo Nacional de Fomento a la Lectura y el Libro la
instrumentación de programas relativos a la promoción de
la lectura y divulgación de libros así como el manteni-
miento de bibliotecas de aula y escolares, es necesario que
esta medida se incorpore en la Ley General de Educación,
con lo que se complementará la instrumentación y aplica-
ción de la norma.

13. Que toda vez que México posee el mayor número de
hispanohablantes del planeta la industria del libro debería
ser una de las más importantes, por lo tanto esta iniciativa
se concibe como un paso importante, dentro de un proceso
gradual que deberá conducir a una situación de mayor éxi-
to en cuanto a la cultura del libro y lectura en nuestro país.

14. Dado que en el transcurso de dictaminación de la Ini-
ciativa en comento se adicionaron las fracciones XIII, en
materia fomento a los valores y principios del cooperati-
vismo, y XIV, que incorpora el fomento de la cultura de la
transparencia y la rendición de cuentas, así como el cono-
cimiento en los educandos de su derecho al acceso a la in-
formación pública gubernamental, ambas del artículo 7 de
la Ley General de Educación, la materia concerniente a es-
ta propuesta legislativa se traslada a fracción XIV Bis.

15. Con respecto a la propuesta de reforma de la fracción
XIII del artículo 12 de la Ley General de Educación, que
estipula que “corresponde de manera exclusiva de la auto-
ridad educativa federal el diversificar y fortalecer los acer-
vos bibliográficos de las bibliotecas escolares y de aula de
las escuelas de educación básica, mediante la selección,
producción y distribución de materiales de diversos forma-
tos, géneros, temas y autores”, la comisión dictaminadora
considera que no es conveniente, en virtud de que dichas
atribuciones deben ser concurrentes con los tres niveles de
gobierno. Así, se considera que de aprobar la exclusividad
de la autoridad educativa federal en materia de fortaleci-
miento de las bibliotecas de aula, se privaría de participar
en dicho proceso a diversos actores de la comunidad edu-
cativa.



En este sentido, y como ejemplo de la participación de los
tres niveles de gobierno, el artículo 5° de la Ley de Fo-
mento para la Lectura y el Libro establece que

“Corresponde al sistema educativo nacional, mediante
el programa nacional de fomento a la lectura y al libro:

I. …

II. Promover la lectura de los libros publicados en Mé-
xico y la existencia de ellos en todas las bibliotecas del
país, y…”

16. Finalmente, cabe señalar que con fecha 27 de septiem-
bre de 2007, los diputados integrantes del Consejo de Polí-
ticas Educativas del Partido Acción Nacional, y miembros
de esta Comisión Dictaminadora, expresaron su opinión fa-
vorable al presente dictamen, enviando diversas considera-
ciones las cuales fueron incluidas en el presente documento. 

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Educación
y Servicios de Educativos de la LX Legislatura de la Ho-
norable Cámara de Diputados, somete a la consideración
de la honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona la fracción XIV Bis al artículo 7o.
y la fracción X al artículo 14 de la Ley General de Edu-
cación.

Artículo Único. Se adicionan la fracción XIV Bis al artí-
culo 7o.; y la fracción X al artículo 14, recorriéndose en su
orden las demás fracciones a la Ley General de Educación,
para quedar como sigue: 

Artículo 7o. La educación que imparta el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos los siguientes:

I. a XIII. ….

XIV Bis. Promover y fomentar la lectura y el libro.

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusivas
a las que se refieren los artículos 12 y 13, corresponde a las
autoridades educativas federal y locales de manera concu-
rrente, las atribuciones siguientes:

I. a IX. ...

X. Promover e impulsar en el ámbito de su competencia
las actividades y programas relacionados con el fomen-
to de la lectura y el libro, de acuerdo a lo establecido en
la ley de la materia;

XI. Vigilar el cumplimiento de esta Ley y de sus dispo-
siciones reglamentarias;

XII. Promover prácticas cooperativas de ahorro, pro-
ducción y consumo, de acuerdo a lo establecido en la ley
de la materia y el Reglamento de Cooperativas Escola-
res, y

XIII. Las demás que con tal carácter establezcan esta
Ley y otras disposiciones aplicables.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de marzo de 2008.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), presidente; Constantino
Acosta Dávila (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Leobardo Cu-
riel Preciado (rúbrica), Delber Medina Rodríguez (rúbrica), Víctor Ma-
nuel Lizárraga Peraza (rúbrica), Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica),
Abundio Peregrino García (rúbrica), Enrique Rodríguez Uresti (rúbri-
ca), Odilón Romero Gutiérrez (rúbrica), Sergio Sandoval Paredes, se-
cretarios; María del Carmen Pinete Vargas, José Rosas Aispuro Torres,
Daniel Amador Gaxiola (rúbrica), Raymundo Cárdenas Hernández (rú-
brica), Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, Jesús Vicente Flores Morfín, María Gabriela González Mar-
tínez, Benjamín Ernesto González Roaro, Sergio Hernández Hernán-
dez (rúbrica), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica), Adolfo
Mota Hernández, Francisco Javier Murillo Flores (rúbrica), Concep-
ción Ojeda Hernández (rúbrica), Ignacio Alberto Rubio Chávez (rúbri-
ca), José de Jesús Solano Muñoz (rúbrica), Miguel Ángel Solares Chá-
vez (rúbrica), Gerardo Sosa Castelán, José Luis Varela Lagunas
(rúbrica).»

Es de primera lectura.
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CUENTA DE LA HACIENDA
PUBLICA FEDERAL 2002

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con proyecto de decreto relativo a la revisión de la
Cuenta de la Hacienda Pública Federal de 2002.1

Es de primera lectura.

CUENTA DE LA HACIENDA
PUBLICA FEDERAL 2003

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con proyecto de decreto relativo a la revisión de la
Cuenta de la Hacienda Pública Federal de 2003.2

Es de primera lectura.

CUENTA DE LA HACIENDA
PUBLICA FEDERAL 2004

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, con proyecto de decreto relativo a la revisión de la
Cuenta de la Hacienda Pública Federal de 2004.3

Es de primera lectura.

CONDECORACIONES

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación que suscribe le fue turnado,
para su estudio y dictamen el expediente con la solicitud de
permiso del ingeniero José Antonio Fernández Carbajal pa-
ra aceptar y usar la condecoración de la Orden de Isabel la
Católica, en grado de Encomienda, que le confiere el Go-
bierno del Reino de España.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y, en tal vir-
tud, de acuerdo con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, se permite so-
meter a la aprobación de la honorable asamblea el si-
guiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ingeniero José An-
tonio Fernández Carbajal para aceptar y usar la condecora-
ción de la Orden de Isabel la Católica, en grado de Enco-
mienda, que le confiere el Gobierno del Reino de España.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 12 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto
Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbri-
ca), Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos
Armando Biebrich Torres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz
(rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús
de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica),
Javier Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel
Ángel Monraz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adol-
fo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbri-
ca), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo
Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador
Ruiz Sánchez, Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva
Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villa-
nueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

Es de primera lectura.
1  El dictamen citado aquí se transcribe completo en el Anexo I 

de esta sesión.
2  El dictamen mencionado se transcribe completo en el Anexo II 

de esta sesión.
3  El dictamen correspondiente se transcribe completo en el 

Anexo III de esta sesión.



CONSUL HONORARIO

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio de fecha 8 de septiembre de 2008, la Secretaría
de Gobernación solicita el permiso constitucional necesa-
rio para que el ciudadano Antonio Rullán Dichter pueda
aceptar y desempeñar el cargo de cónsul honorario de la
Federación de Rusia en la ciudad de Acapulco, con cir-
cunscripción consular en el estado de Guerrero.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 17 de septiembre del año en
curso, se turnó a la suscrita comisión, para su estudio y dic-
tamen, el expediente relativo.

Considerando

a) Que el peticionario acredita su nacionalidad mexica-
na con la copia certificada de su acta de nacimiento;

b) Que los servicios que el propio interesado prestará a
la Federación de Rusia en la ciudad de Acapulco, con
circunscripción consular en el estado de Guerrero, serán
de carácter estrictamente consular, y

c) Que la solicitud se ajusta a lo establecido en la frac-
ción IV del apartado C) del artículo 37 constitucional.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a consi-
deración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Antonio
Rullán Dichter para aceptar y desempeñar el cargo de cón-
sul honorario de la Federación de Rusia en la ciudad de
Acapulco, con circunscripción consular en el estado de
Guerrero.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 18 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto

Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbri-
ca), Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos
Armando Biebrich Torres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz
(rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús
de León Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica),
Javier Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel
Ángel Monraz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adol-
fo Mota Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbri-
ca), Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo
Priego Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador
Ruiz Sánchez, Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva
Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villa-
nueva Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

Es de primera lectura.

PRESTAR SERVICIOS EN
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficios de fechas 4 y 8 de septiembre de 2008, la Se-
cretaría de Gobernación solicita el permiso constitucional
necesario para que los ciudadanos José Manuel Cacho
Aguilar, José Alejandro Delgado Ruiz y Jorge Enrique Ser-
vín Fuentes puedan prestar servicios de carácter adminis-
trativo en la delegación de la Comisión Europea en Méxi-
co.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 17 de septiembre del año en
curso se turnó a la suscrita comisión, para estudio y dicta-
men, el expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan la nacionalidad mexi-
cana con la copia certificada del acta de nacimiento;

b) Que los servicios que los interesados prestarán en la
delegación de la Comisión Europea en México serán de
carácter administrativo; y
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c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del apartado C del artículo 37 constitucional
y al artículo 60, segundo párrafo, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano José
Manuel Cacho Aguilar para prestar servicios como chofer
en la delegación de la Comisión Europea en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano José
Alejandro Delgado Ruiz para prestar servicios como con-
tador en la delegación de la Comisión Europea en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Jorge
Enrique Servín Fuentes para prestar servicios como asis-
tente contable administrativo en la delegación de la Comi-
sión Europea en México.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 18 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodrí-
guez (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto
Amador Leal (rúbrica), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante, Lay-
da Elena Sansores San Román (rúbrica), secretarios; Carlos Armando
Biebrich Torres (rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica),
Ricardo Cantú Garza, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León
Tello (rúbrica), María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier
Hernández Manzanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel
Monraz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mo-
ta Hernández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis
Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego
Tapia (rúbrica), José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sán-
chez, Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), Rosa Elva Soriano
Sánchez, Alberto Vázquez Martínez (rúbrica), Gerardo Villanueva Al-
barrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

Es de primera lectura.

MEDALLA AL MERITO CIVICO 
“EDUARDO NERI, LEGISLADORES DE 1913”

El diputado Carlos Chaurand Arzate (desde la curul):
Señor presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Sonido a la curul del diputado Carlos Chaurand. ¿Con qué
objeto, diputado?

El diputado Carlos Chaurand Arzate (desde la curul):
Señor presidente, para solicitarle muy atentamente que
consulte a la asamblea si se dispensa la segunda lectura del
dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias con proyecto de decreto por el
que la Cámara de Diputados otorga la Medalla al Mérito
Cívico “Eduardo Neri, Legisladores de 1913”, al doctor
Miguel Luis León y Portilla. Esta solicitud, atendiendo a
que, de acuerdo con el decreto de creación de esta presea,
la sesión solemne se deberá efectuar el día 9 del mes de oc-
tubre y se tienen que hacer las publicaciones, tanto en el
Diario Oficial como en los periódicos de mayor circula-
ción. Por eso le ruego, señor presidente, obsequie mi soli-
citud. Es cuanto.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Con gusto, señor diputado. En virtud de que se encuentra
publicado en la Gaceta Parlamentaria el dictamen de la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias con proyecto de decreto en el que la Cámara de Dipu-
tados otorga la Medalla al Mérito Cívico “Eduardo Neri,
Legisladores de 1913”, al doctor Miguel Luis León y Por-
tilla,* consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensa
la segunda lectura y se pone a discusión y votación de in-
mediato.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, y con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se consulta a la asamblea si se dispensa la segun-
da lectura del dictamen y se pone a discusión y votación de
inmediato. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

* El dictamen se encuentra en el Volumen I, página 80 de esta se-
sión.



El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se dispensa la segunda lectura.

Tiene el uso de la palabra la diputada María de los Ánge-
les Jiménez del Castillo, para fundamentar el dictamen. Si
no se encuentra la diputada y no hay oradores en este caso,
continúa el procedimiento al no haber discusión.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Señor presidente.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Sonido a la curul del diputado Cuauhtémoc Sandoval.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Nada más para manifestar que la fracción parla-
mentaria del PRD ve con mucha satisfacción que se entre-
gue esta medalla al doctor León y Portilla y, por tanto, se
sumará con su voto aprobatorio a favor de este proyecto de
decreto. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Consulte la Secretaría a la asamblea si el proyecto de de-
creto se encuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si el proyecto de de-
creto se encuentra suficientemente discutido en lo general.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta a la
asamblea si se va a reservar algún artículo para discutirlo
en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría que abra
el sistema electrónico por 10 minutos para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161

del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por 10 minutos para proceder a la votación,
en lo general y en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. Diputados que
registran votación de viva voz:

El diputado Enrique Cárdenas del Avellano (desde la
curul): Cárdenas del Avellano, por la afirmativa.

El diputado Gerardo Priego Tapia (desde la curul): A fa-
vor.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Señor presidente, se emitieron 326 votos en pro y 0
en contra.

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Aprobado por unanimidad, en lo general y en lo parti-
cular, el proyecto de decreto en el que la Cámara de Di-
putados otorga la Medalla al Mérito Cívico “Eduardo
Neri, Legisladores de 1913”, al doctor Miguel Luis León
y Portilla. Publíquese en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

CONSUL HONORARIO

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
El siguiente punto del orden del día es la discusión de los
dictámenes relativos a las solicitudes de permiso de ciuda-
danos.

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se les dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura de los dic-
támenes. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.
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El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Se les dispensa la lectura. En consecuencia, se pide a la Se-
cretaría poner a discusión los proyectos de decreto.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio fechado el 2 de septiembre del año en curso, la
Secretaría de Gobernación solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que el ciudadano Enrique Mier y Terán
Suárez, pueda aceptar y desempeñar el cargo de cónsul ho-
norario de la República de Corea en la ciudad de Tijuana,
con circunscripción consular en el estado de Baja Califor-
nia.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, el 9 de septiembre del año en
curso se turnó a la suscrita comisión para su estudio y dic-
tamen, el expediente relativo.

Considerando

a) Que el peticionario acredita su nacionalidad mexicana
con la copia certificada de su acta de nacimiento;

b) Que los servicios que el propio interesado prestará como
consul honorario de la República de Corea en la ciudad de
Tijuana, con circunscripción consular en el estado de Baja
California, serán de carácter estrictamente consular, y

c) Que la solicitud se ajusta a lo establecido en la fracción
IV del apartado C) del artículo 37 constitucional. 

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la asamblea, el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Enrique
Mier y Terán Suárez, para aceptar y desempeñar el cargo
de cónsul honorario de la República de Corea en la ciudad
de Tijuana, con circunscripción consular en el estado de
Baja California.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.- México, DF, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez, Valentina
Valia Batres Guadarrama, Narcizo Alberto Amador Leal, Alfonso Ro-
lando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Layda Elena Sansores San Ro-
mán (rúbrica), secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres (rúbrica),
César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Ricardo Cantú Garza (rúbri-
ca), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello, María del Car-
men Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Manzanares (rúbri-
ca), Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra
(rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández
(rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Pa-
rra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbri-
ca), José Jesús Reyna García, Salvador Ruiz Sánchez, Francisco Javier
Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez
(rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rúbrica), Javier Martín Zam-
brano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen, en lo general y en lo particu-
lar. No habiendo quien haga uso de la palabra, se reserva
para su votación nominal en conjunto.

PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficio de fecha 2 de septiembre de 2008, la Secretaría de
Gobernación solicita el permiso constitucional necesario
para que los ciudadanos María de la Luz Tovar Martínez,
Gustavo Hernández Galván y Ramiro Rodríguez Hernán-
dez, puedan prestar servicios de carácter administrativo, en
la Embajada de la República Argentina, en México, respec-
tivamente.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, el 9 de septiembre del año en
curso se turnó a la suscrita comisión para su estudio y dic-
tamen, el expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan su nacionalidad me-
xicana con la copia certificada del acta de nacimiento; 



b) Que los servicios que los propios interesados presta-
rán en la Embajada de la República Argentina, en Mé-
xico, serán de carácter administrativo, y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del apartado C) del artículo 37 constitucional
y en el segundo párrafo del artículo 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la honorable asamblea, el siguiente:

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso a la ciudadana Ma-
ría de la Luz Tovar Martínez para prestar servicios como
empleada administrativa en la Embajada de la República
Argentina en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Gus-
tavo Hernández Galván para prestar servicios como em-
pleado administrativo en la Embajada de la República Ar-
gentina en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Ra-
miro Rodríguez Hernández para prestar servicios como
contador en la Embajada de la República Argentina en
México.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez, Valentina
Valia Batres Guadarrama (rúbrica), Narcizo Alberto Amador Leal, Al-
fonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Layda Elena Sansores
San Román (rúbrica), secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres
(rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Ricardo Cantú
Garza (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello,
María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Man-
zanares (rúbrica), Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Mon-
raz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández
(rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Pa-
rra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbri-
ca), José Jesús Reyna García, Salvador Ruiz Sánchez, Francisco Javier
Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez
(rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rúbrica), Javier Martín Zam-
brano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen, en lo general. No habiendo
quien haga uso de la palabra, para los efectos del artículo
134 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General, se pregunta a la asamblea si se va a reservar al-
gún artículo para discutirlo en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno, se re-
serva para su votación nominal en conjunto.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea:

En oficios de fecha 2 de septiembre del año en curso, la Se-
cretaría de Gobernación solicita el permiso constitucional
necesario para que los ciudadanos Claudia Virginia Fer-
nández Uribe, Jessica Ingrid Sotomayor Cavazzani, Susan
Consuelo Libbey Aguilera, Efraín Salazar Hernández y
Rosa Guadalupe Olguín Sánchez puedan prestar servicios
de carácter administrativo, en la Embajada de Estados Uni-
dos de América en México.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el día 9 de septiembre, se tur-
nó a la suscrita comisión, para su estudio y dictamen, el ex-
pediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan su nacionalidad me-
xicana con las copias certificadas de sus actas de naci-
miento.

b) Que los servicios que los propios interesados presta-
rán en la Embajada de los Estados Unidos de América
en México serán de carácter administrativo, y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del apartado C) del artículo 37 constitucional
y en el segundo párrafo del artículo 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la honorable asamblea, el siguiente
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Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso a la ciudadana
Claudia Virginia Fernández Uribe para prestar servicios
como ayudante en visas, con grado FSN-6/1, en la Emba-
jada de Estados Unidos de América en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso a la ciudadana Jes-
sica Ingrid Sotomayor Cavazzani para prestar servicios co-
mo voucher examiner en la Embajada de Estados Unidos
de América en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso a la ciudadana Su-
san Consuelo Libbey Aguilera para prestar servicios como
voucher examiner en la Embajada de Estados Unidos de
América en México.

Artículo Cuarto. Se concede permiso al ciudadano Efraín
Salazar Hernández para prestar servicios como escolta de
mantenimiento en la Embajada de Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Artículo Quinto. Se concede permiso a la ciudadana Rosa
Guadalupe Olguín Sánchez para prestar servicios como vi-
sa clerk en la Embajada de Estados Unidos de América en
México.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión. México, DF, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altami-
rano (rúbrica), presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez, Valentina
Valia Batres Guadarrama (rúbrica), Narcizo Alberto Amador Leal, Al-
fonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Layda Elena Sansores
San Román (rúbrica), secretarios; Carlos Armando Biebrich Torres
(rúbrica), César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Ricardo Cantú
Garza (rúbrica), Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Jesús de León Tello,
María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Javier Hernández Man-
zanares (rúbrica), Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Mon-
raz Ibarra, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Adolfo Mota Hernández
(rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Luis Gustavo Pa-
rra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbri-
ca), José Jesús Reyna García, Salvador Ruiz Sánchez, Francisco Javier
Santos Arreola, Rosa Elva Soriano Sánchez, Alberto Vázquez Martínez
(rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rúbrica), Javier Martín Zam-
brano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Horacio Duarte Jáquez:
Está a discusión el dictamen, en lo general. No habiendo

quien haga uso de la palabra, para los efectos del artículo
134 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General, se pregunta a la asamblea si se va a reservar al-
gún artículo para discutirlo en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno, pro-
ceda la Secretaría a recoger la votación nominal de este
proyecto de decreto y los anteriormente reservados en un
solo acto.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Se
va a proceder a recoger la votación nominal de los proyec-
tos de decreto en un solo acto. Háganse los avisos a que se
refiere el artículo 161 del Reglamento para el Gobierno In-
terior. Ábrase el sistema electrónico de votación por cinco
minutos para tomar la votación nominal de los proyectos
de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o alguna diputada por emitir su vo-
to? Está abierto el sistema.

Ciérrese el sistema electrónico. De viva voz:

La diputada María Elena Álvarez Bernal (desde la cu-
rul): Álvarez Bernal, a favor. Gracias.

El diputado Patricio Flores Sandoval (desde la curul):
Presidenta.

El diputado Patricio Flores Sandoval (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Se-
ñora presidenta, se emitieron 313 votos a favor, 0 en con-
tra y 3 abstenciones.

Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobados los proyectos de decreto, por 313 votos.
Pasen al Senado para sus efectos constitucionales.



LEY GENERAL DE LAS PERSONAS
CON DISCAPACIDAD

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Continuando con el orden del día, el siguiente punto
es la discusión de dictámenes negativos relativos a iniciati-
vas. En virtud de que se encuentran publicados en la Gace-
ta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en
votación económica, si se autoriza que sólo se lean los pun-
tos de acuerdo.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se autoriza que sólo se lean los
puntos de acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se autoriza. Continúe la Secretaría.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con punto de acuerdo por el que se desecha la inicia-
tiva que adiciona una fracción XVIII al artículo 30 de la
Ley General de las Personas con Discapacidad

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la Cá-
mara de Diputados de la LIX Legislatura fue turnada para
estudio, análisis y dictamen la iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona la fracción XVIII al artículo 30,
recorriéndose la subsiguiente, de la Ley General de las
Personas con Discapacidad, presentada el dos de octubre
de dos mil siete por el diputado Jorge Quintero Bello, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Esta comisión elabora el presente dictamen con fundamen-
to en el artículo 39, numerales 1, 2 fracción III y numeral
3; los artículos 44, 45 numeral 1, 4, 6 incisos d) y f) de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; así como los artículos 55, 56, 60, 87, 88 93 y
94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y lo somete a la
consideración de esta honorable asamblea, de acuerdo con
los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha dos de octubre de 2007, el diputado
Jorge Quintero Bello, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, presentó Iniciativa que adiciona la frac-
ción XVIII al artículo 30, recorriéndose la subsiguiente de
la Ley General de las Personas con Discapacidad.

Segundo. Con la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 23, fracción f), de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, acordó turnar la iniciativa que nos ocupa para
su estudio y dictamen a esta comisión.

Con base en lo anterior, la comisión hace de su conoci-
miento el siguiente

Contenido de la iniciativa

1. La iniciativa pretende la adición de una fracción XVIII
al artículo 30 de la Ley General de las Personas con Disca-
pacidad, que permita que el Consejo Nacional para las Per-
sonas con Discapacidad, en pleno uso de sus facultades,
pueda celebrar convenios con las empresas encargadas de
la producción y comercialización de ayudas y dispositivos
dirigidos a las personas con discapacidad, para quedar co-
mo sigue:

Texto vigente

Artículo 30. …

I. a XVI. …

XVII. Promover a través del secretario ejecutivo la sus-
cripción de convenios para que las organizaciones y em-
presas otorguen descuentos a personas con discapacidad
en centros comerciales, transporte de pasajeros, farma-
cias y otros establecimientos.

XVIII. Ser el organismo de consulta y asesoría obliga-
toria para las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal y, en su caso, voluntaria para las
instituciones de los sectores social y privado, que reali-
cen acciones o programas relacionados con las personas
con discapacidad.
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Texto propuesto

Artículo 30. …

I. a XVI. …

XVII. Promover a través del secretario ejecutivo la sus-
cripción de convenios para que las organizaciones y em-
presas otorguen descuentos a personas con discapacidad
en centros comerciales, trasporte de pasajeros, farma-
cias y otros establecimientos.

XVIII. Promover la suscripción de convenios o
acuerdos para que las organizaciones y empresas
que producen dispositivos o ayudas técnicas para
personas con discapacidad, consideren las disposi-
ciones vigentes en materia de desplazamiento y acce-
sibilidad para dichas personas.

XIX. Ser el organismo de consulta y asesoría obligato-
ria para las dependencias y entidades de la administra-
ción pública federal y, en su caso voluntaria para las ins-
tituciones de los sectores social y privado, que realicen
acciones o programas relacionados con las personas con
discapacidad.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Consideraciones

I. La propuesta de incorporar atribuciones al Consejo Nacio-
nal para las Personas con Discapacidad a fin de concertar
acuerdos con empresas encargadas de producir y comercia-
lizar dispositivos para las personas con discapacidad, no es
necesaria al ya está contemplada dentro de las atribuciones
del Consejo, al establecer en su artículo 30, fracción XV, lo
siguiente:

Artículo 30. El Consejo tendrá las siguientes atribu-
ciones:

I. a XIV. …

XV. Concertar acuerdos de colaboración con orga-
nismos públicos y privados, nacionales e internacio-

nales para el desarrollo de proyectos que beneficien
a las personas con discapacidad.

XVI. a XIX. …

II. Además, el artículo 20 de la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, que establece:

Artículo 20. Las autoridades competentes de los go-
biernos Federal, de las Entidades Federativas y los
municipios podrán celebrar convenios con los secto-
res privado y social, a fin de

I. Promover los servicios de asistencia social para las
personas con discapacidad en todo el país;

II. Promover la aportación de recursos materiales,
humanos y financieros;

III. Procurar la integración y el fortalecimiento de la
asistencia pública y privada;

IV. Establecer mecanismos para la demanda de servicios
de asistencia social; y

V. Los demás que tengan por objeto garantizar la
prestación de servicios de asistencia social para las
personas con discapacidad.

Por ello, este artículo ya considera la propuesta de promo-
ver, fomentar, vigilar y evaluar las acciones y programas
para contribuir al establecimiento de una política de Esta-
do en materia de personas con discapacidad, por lo cual ya
se encuentra reglamentado el tema.

Por lo expuesto, la comisión emite el siguiente

Resolutivo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto decreto que
adiciona una fracción XVIII al artículo 30 de la Ley Gene-
ral de las Personas con Discapacidad.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Conste.

Dado en la sala de juntas de la comisión, a 21 de mayo de 2008.



La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: María
Esperanza Morelos Borja (rúbrica), Marcela Cuen Garibi (rúbrica),
Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), David Sánchez Camacho
(rúbrica), Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui, Irene Aragón Castillo,
Carlos Augusto Bracho González (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Al-
fonzo (rúbrica), Silvia Emilia Degante Romero (rúbrica), María Victo-
ria Gutiérrez Lagunes (rúbrica), Juana Leticia Herrera Ale, María Es-
ther Jiménez Ramos (rúbrica), Rubí Laura López Silvia, Marisol Mora
Cuevas, María del Carmen Pinete Vargas, Jorge Quintero Bello (rúbri-
ca en contra), Mirna Cecilia Rincón Vargas (rúbrica), Adriana Rodrí-
guez Vizcarra Velázquez (rúbrica), José Antonio Saavedra Coronel (rú-
brica), Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica), Mario Vallejo
Estévez (rúbrica), Martín Zepeda Hernández (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY ORGANICA DEL EJERCITO 
Y FUERZA AEREA MEXICANOS

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pun-
to de acuerdo por el que se desecha la iniciativa que refor-
ma el artículo 16 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, LX Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en los párrafos 1, 2, frac-
ción VII, y 3 del artículo 39; párrafo 6, incisos e), f) y g),
y 7 del artículo 45 y demás relativos y aplicables de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como por los artículos 56, 60, 65, 66, 87, 88, y
demás relativos y aplicables del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
el presente dictamen, bajo los siguientes:

Antecedentes

En sesión celebrada el 28 de febrero de 2008 por la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, el di-
putado Armando Barreiro Pérez, del Grupo Parlamentario

del Partido de la Revolución Democrática, presentó inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 16 de
la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

La Presidencia de la Mesa Directiva dictó el siguiente trá-
mite: “Túrnese a la Comisión de Defensa Nacional”. 

Valoración de la iniciativa

En su exposición de motivos, el texto de la iniciativa esta-
blece:

• Que uno de los principales objetivos de la reforma del
Estado debería ser el anteponer el concepto de “ciuda-
danía” por encima del concepto “militar”.

• Que la conformación de un cuerpo armado profesio-
nal, moderno, homogéneo y, sobre todo, bajo el control
del poder civil, permitiría la consolidación de dos obje-
tivos primordiales: la consolidación del Estado y la
construcción de una identidad nacional.

• Que según Samuel Huntington, los indicadores para
determinar el grado de desarrollo de los mecanismos de
profesionalización del Ejército son: a) la maestría en la
administración de la violencia, b) la responsabilidad res-
pecto al orden social prevaleciente, c) el carácter corpo-
rativo de la profesión militar al conformar un cuerpo bu-
rocrático organizativo y especializado.

• Que en un régimen democrático, los civiles están a
cargo de los asuntos de la nación y, entre ellos, de con-
trolar el uso de la fuerza por parte del Estado y sus ins-
trumentos.

Consideraciones

A continuación se emitirán elementos de juicio con rigor
analítico que sustenten el punto resolutivo sobre la iniciati-
va con proyecto de decreto que se analiza, apegándose es-
trictamente a la reforma propuesta en la iniciativa en estu-
dio.

Somos conscientes de que pueden existir opiniones diver-
sas en torno al asunto que abordamos, pero la finalidad del
dictamen que se expone es precisamente unificar criterios
sustentados en razonamientos estrictamente jurídicos.

Existen obligaciones por parte del instituto armado que de-
mandan interés en asuntos de defensa y especializada pre-
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paración militar, como es el caso de la estrategia, táctica,
preparación, educación, entrenamiento, doctrina, objetivos
nacionales de la defensa, prioridades, amenazas y presu-
puestos de defensa. Todo lo anterior, son asuntos de índole
castrense que no pueden ser abordados de manera superfi-
cial, y que es necesario conocer a fondo para dirigir un ins-
tituto armado.

La variedad de responsabilidades y tareas que incumben a
la Secretaría de la Defensa Nacional, exige vastos y espe-
cializados conocimientos castrenses por parte del alto man-
do del Ejército y Fuerza Aérea.

El alto mando del Ejército y Fuerza Aérea tiene una fun-
ción claramente definida en el orden jerárquico, subordina-
do en todo momento al presidente de la república, lo que le
permite desempeñar capazmente sus funciones de direc-
ción, administración y supervisión, respondiendo en todo
momento a un orden jerárquico, lo cual es fundamental pa-
ra la eficacia política y operativa.

Para dirigir al instituto armado, se requiere de liderazgo, ya
que el ejercicio del mando debe recaer en una persona que
tenga el conocimiento, identificación, formación y ante to-
do el reconocimiento por sus méritos dentro de la institu-
ción, situación que sustenta la necesidad de un militar de
basta experiencia al frente de la dependencia.

Lo anterior se contempla en la Ley de Ascensos y Recom-
pensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, al estable-
cer en su artículo 32:

Artículo 32. Los ascensos a los grados de coronel, general
brigadier o de grupo, de brigada o de ala y de división, se-
rán conferidos por el presidente de la república atendiendo
preferentemente al mérito, aptitud y competencia profesio-
nales, calificados a juicio de dicho alto funcionario.

En otro orden de ideas, las responsabilidades políticas son
propias de la gestión de gobierno, pero las Fuerzas Arma-
das son una entidad sin militancia política, que es organi-
zada por el Estado con el fin de garantizar la independen-
cia y soberanía de la nación. Por lo que el Ejército realiza
sus operaciones de acuerdo a sus necesidades estratégicas
y tácticas.

Así entones, los valores de la profesión militar, sobre los
cuales se sustenta su organización son entre otros: la voca-
ción, el mérito profesional, la disciplina, el espíritu de
cuerpo, la verticalidad de mando, la lealtad al instituto ar-

mado y el respeto al marco legal de la república, siendo es-
tos, los principios que guían el comportamiento de todo
militar.

Por ello, cuando un militar se encuentra al frente del insti-
tuto armado, éste asegura una política general de defensa,
una estrategia concreta de seguridad y un plan estratégico
de operaciones militares, en resumen, asegura mando y
control dentro del instituto armado.

Consideramos que el alto mando del Ejército y Fuerza Aé-
rea, debe poseer los conocimientos castrenses necesarios
para en un momento dado tener la capacidad de organizar,
coordinar y desplegar de forma rápida y efectiva al Ejérci-
to y Fuerza Aérea.

El alto mando del Ejército y Fuerza Aérea necesita tener
una completa comprensión de las necesidades especiales
del instituto armado, y esta capacidad se adquiere solo des-
pués de décadas de estudio y práctica de los temas castren-
ses.

En otro orden de ideas, los artículos 30, en su literal A,
fracciones I y II, 32, tercer párrafo, 34 y 35, fracción II, de
la Carta Magna establecen claramente:

Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por
nacimiento o por naturalización.

A. Son mexicanos por nacimiento:

I. Los que nazcan en territorio de la república, sea cual
fuere la nacionalidad de sus padres.

II. Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres me-
xicanos nacidos en territorio nacional, de padre mexica-
no nacido en territorio nacional, o de madre mexicana
nacida en territorio nacional;

III. y IV. …

B. 

I. y II. …

Artículo 32. 

…

…
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Para pertenecer al activo del Ejército en tiempo de paz
y al de la Armada o al de la Fuerza Aérea en todo mo-
mento, o desempeñar cualquier cargo o comisión en
ellos, se requiere ser mexicano por nacimiento.

…

…

Artículo 34. Son ciudadanos de la república los varones
y mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reú-
nan, además, los siguientes requisitos:

I. Haber cumplido 18 años, y

II. Tener un modo honesto de vivir.

Artículo 35. Son prerrogativas del ciudadano:

I. …

II. Poder ser votado para todos los cargos de elección
popular, y nombrado para cualquier otro empleo o co-
misión, teniendo las calidades que establezca la ley;

III. a V. …

Por su parte, los artículos 4o. y 16 de la Ley Orgánica del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos disponen:

Artículo 4o. El Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos es-
tán integrados por:

I. Los mexicanos por nacimiento que no adquieran otra
nacionalidad y que prestan sus servicios en las Institu-
ciones Armadas de tierra y aire, sujetos a las Leyes y
Reglamentos Militares;

Artículo 16. El alto mando del Ejército y Fuerza Aérea
lo ejercerá el secretario de la Defensa Nacional, el cual
será un General de División del Ejército, hijo de padres
mexicanos; y que, con objeto de establecer distinción
respecto del resto de militares del mismo grado, se le
denominará solamente general.

Así entonces, y enfocándonos en la propuesta de refor-
ma, entendemos por civil, a aquella persona que no es
militar ni eclesiástico, y en el asunto que nos ocupa, el
alto mando del Ejército y Fuerza Aérea obviamente no

es un civil, pero sí tiene la calidad, tanto de mexicano
como de ciudadano de la república.

Por otro lado, el alto mando del Ejército y Fuerza Aérea,
requiere cubrir una condición sine qua non para ocupar di-
cho cargo, siendo esta el ser general de división.

En este sentido, el obtener el ascenso a este grado, implica
no solo tiempo dentro de las Fuerzas Armadas, sino méri-
tos, aptitudes y competencia profesionales.

Lo anterior, se determina en los artículos 126 y 127 de la
Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, los
cuales establecen:

Artículo 126. Los grados en la escala jerárquica del
Ejército y Fuerza Aérea, tienen por objeto el ejercicio de
la autoridad: de mando militar, de actividad técnica o de
actividad administrativa, en los diferentes niveles orgá-
nicos de las unidades, dependencias e instalaciones.

Las planillas orgánicas señalarán para cada función, el
grado que corresponda. 

Artículo 127. Los mexicanos que prestan sus servicios
en las Fuerzas Armadas, atendiendo a sus capacidades,
preparación, responsabilidad y antigüedad, se harán me-
recedores a un grado en la escala jerárquica, de acuerdo
con la ley respectiva. 

Consideramos que el instituto armado exige de todos sus
miembros, e independientemente de su grado en la escala
jerárquica, es decir, desde el alto mando del Ejército y has-
ta el soldado, ser competente en su actividad, es decir, con-
tar con los conocimientos teóricos y técnicos que se nece-
sitan para enfrentar las misiones generales encomendadas a
la dependencia. 

En otro orden de ideas, la autoridad política sobre las Fuer-
zas Armadas no sólo se ejerce en los hechos a través del
mando supremo, sino también por medio del Congreso de la
Unión, así entonces, las misiones ejecutadas por las Fuerzas
Armadas se realizan por orden de la autoridad civil legal-
mente facultada para ello, y no por discrecionalidad del ins-
tituto armado. Los civiles subordinan en los hechos al insti-
tuto armado, mediante la dirección política civil.

No debemos omitir que las misiones generales de las Fuer-
zas Armadas son aprobadas y asignadas por los líderes ci-
viles, y sólo acatadas por los militares, por lo que la subor-
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dinación militar a la dirección política civil es un hecho
hoy día en nuestro país.

Este hecho, se establece en la fracción XIV del artículo 73,
y en las fracciones I y VI del artículo 89, ambos de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cua-
les disponen:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XIII. …

XIV. Para levantar y sostener a las instituciones armadas
de la Unión, a saber: Ejército, Marina de Guerra y Fuer-
za Aérea Nacionales, y para reglamentar su organiza-
ción y servicio.

XV. a XXX. …

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presiden-
te, son las siguientes:

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congre-
so de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a
su exacta observancia.

II. a V. …

VI. Preservar la seguridad nacional, en los términos de
la ley respectiva, y disponer de la totalidad de la Fuerza
Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y
de la Fuerza Aérea para la seguridad interior y defensa
exterior de la federación.

VII. a XX. …

Asimismo, el artículo 17 de la Ley Orgánica del Ejército y
Fuerza Aérea Mexicanos dispone:

Artículo 17. El secretario de la Defensa Nacional, de
conformidad con las instrucciones que reciba del Presi-
dente de la República, es el responsable de organizar,
equipar, educar, adiestrar, capacitar, administrar y des-
arrollar a las Fuerzas Armadas de tierra y aire.

Por lo que es innegable, que el alto mando del Ejército y
Fuerza Aérea, se encuentra subordinado de manera inme-
diata y directa a un civil, electo democráticamente.

El poder político civil ha invertido tiempo, talento y recur-
sos, al dirigir su atención a los desafíos políticos, económi-
cos y sociales, que son necesarios resolver en el corto pla-
zo, y cuyos resultados han sido positivos, pero en el caso
de la defensa, sería prudente dejar estos asuntos a quienes
los conocen a fondo.

Aunado a lo anterior, de las 19 secretarías de orden federal,
únicamente 2 de ellas tienen como titular de la misma a un
militar, por lo que se deduce que el Estado esta dirigido por
el poder político civil, en donde la delimitación y organi-
zación, de las responsabilidades militares y civiles en la or-
ganización del gobierno federal es clara. 

En otro orden de ideas, y para concluir, consideramos que
la propuesta de la iniciativa en estudio es vana en su re-
dacción, ya que por un lado el alto mando del Ejercito y
Fuerza Aérea requiere hoy día para ocupar dicho cargo de
acuerdo con la norma castrense, ser ciudadano o ciudadana
de la república, así como también y atendiendo estricta-
mente a lo contemplado en la propuesta de la iniciativa y
en confrontación con la Carta Magna, siempre ha sido pru-
dente que el alto mando del Ejército y Fuerza Aérea cum-
pla con las fracciones I y II del artículo 34 constitucional
para ocupar este importante nombramiento.

Más allá de la exposición de motivos que la sustenta, esti-
mamos que la reforma que se propone no es clara, por los
conceptos utilizados en la misma, por lo que se aparta del
fin que se persigue. 

Determinamos que la redacción vigente del artículo 16 de
la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos,
implícitamente contempla la propuesta de la iniciativa, por
lo que la reforma propuesta resulta innecesaria. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado en las considera-
ciones del presente dictamen, las cuales estimamos sólidas
la Comisión de Defensa Nacional

Acuerda

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 16 de la Ley Orgánica del Ejército
y Fuerza Aérea Mexicanos.

Segundo. Túrnese al archivo como un asunto totalmente
concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 20 de junio del 2008.
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La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Jorge Justiniano Gon-
zález Betancourt (rúbrica), presidente; Jesús Arredondo Velázquez (rú-
brica), Marco Heriberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica), Alma Lilia Lu-
na Munguía (rúbrica en contra), Roberto Badillo Martínez (rúbrica),
secretarios; Gerardo Aranda Orozco (rúbrica), Diódoro Humberto Ca-
rrasco Altamirano (rúbrica), Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo, Jo-
sé Guillermo Fuentes Ortiz (rúbrica), Nelly Asunción Hurtado Pérez
(rúbrica), Violeta del Pilar Lagunes Viveros (rúbrica), Alejandro Lan-
dero Gutiérrez (rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez
(rúbrica en contra), Marco Antonio Peyrot Solís, Javier González Gar-
za, César Flores Maldonado, Celso David Pulido Santiago, Raúl Ríos
Gamboa, David Sánchez Camacho (rúbrica en contra), José Alfonso
Suárez del Real y Aguilera (rúbrica en contra), Cuauhtémoc Sandoval
Ramírez, Israel Beltrán Montes, Carlos Rojas Gutiérrez (rúbrica), An-
drés Carballo Bustamante (rúbrica), Pedro Montalvo Gómez (rúbrica),
Carlos Ernesto Zatarain González (rúbrica), Manuel Portilla Diéguez,
Aída Marina Arvizu Rivas.»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE VIVIENDA

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Vivienda, con punto de
acuerdo por el que se desecha la iniciativa que reforma los
artículos 71, 78 y 83 de la Ley de Vivienda

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Vivienda fue turnada, para estudio, aná-
lisis y dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 71, 78 y 83 de la Ley de Vivienda,
presentada por el diputado Sergio Augusto López Ramírez,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México (PVEM), perteneciente a la LX Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

La Comisión de Vivienda, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39, fracción XL, y 45, numeral 6, incisos e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 56, 60, 87, 88, 93 y demás rela-
tivos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta
a la honorable asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. Con fecha a 30 de abril de 2008, el diputado Sergio Au-
gusto López Ramírez, del Grupo Parlamentario del PVEM
en la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, presentó al Pleno la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 71, 78 y 83 de la
Ley de Vivienda.

2. En sesión celebrada con fecha 30 de abril de 2008, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la H. Cámara de Di-
putados dictó el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión
de Vivienda, con opinión de la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos”, lo cual se hizo del conocimiento mediante el
oficio número DGPL.60-II-4-1396.

3. La iniciativa propone reformas de los artículos 71, 78 y
83 de la Ley de Vivienda:

Artículo 71. Con el propósito de ofrecer calidad de vi-
da a los ocupantes de las viviendas, la comisión promo-
verá, en coordinación con las autoridades competentes
tanto federales como locales, que en el desarrollo de las
acciones habitacionales en sus distintas modalidades y
en la utilización de recursos y servicios asociados, se
considere que las viviendas cuenten con los espacios ha-
bitables y de higiene suficientes en función al número
de usuarios, provea de los servicios de agua potable;
tratamiento, reúso y, en su caso, desalojo de aguas re-
siduales; y energía eléctrica que contribuyan a disminuir
los vectores de enfermedad, así como garantizar el aho-
rro de agua; la seguridad estructural y la adecuación al
clima con criterios de sustentabilidad, eficiencia energé-
tica y prevención de desastres, utilizando preferente-
mente bienes y servicios normalizados.

…

Artículo 78. El modelo normativo, las normas mexica-
nas aplicables al diseño arquitectónico de la vivienda y
los prototipos constructivos deberán considerar los es-
pacios interiores y exteriores; la eficiencia de los siste-
mas funcionales, constructivos y de servicio; la tipifica-
ción y modulación de sus elementos y componentes,
respetando las distintas zonas del país, los recursos na-
turales, el ahorro de energía, el ahorro de agua y las
modalidades habitacionales.

…
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Artículo 83. La comisión promoverá el uso de materia-
les y productos que contribuyan a evitar efluentes y
emisiones que deterioren el medio ambiente, así como
los que propicien ahorro de energía, uso eficiente de
agua, tratamiento y reúso de aguas residuales, un am-
biente más confortable y saludable dentro de la vivien-
da de acuerdo con las características climáticas de la re-
gión.

De acuerdo con los antecedentes mencionados, los inte-
grantes de la Comisión de Vivienda de la LX Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión ex-
ponemos las siguientes

Consideraciones

Primera. Los integrantes de la comisión dictaminadora
comparten con el promovente de la iniciativa, la importan-
cia que tiene el agua como un elemento vital para todas las
formas de vida conocidas; es decir, es necesaria para la vi-
da del hombre, los animales y las plantas, después del aire,
el agua es el elemento más indispensable para la existencia
del hombre, debido a que 70 por ciento de nuestro cuerpo
está constituido por agua; encontramos agua en la sangre,
en la saliva, en el interior de nuestras células, entre cada
uno de nuestros órganos, en nuestros tejidos e incluso, en
los huesos.

El agua cubre tres cuartas partes de la superficie de la Tie-
rra; sin embargo, 3 por ciento de su volumen es dulce, de
ese 3 por ciento, 1 por ciento está en estado líquido en ríos
y lagos y el 2 por ciento restante se encuentra formando
casquetes o banquisas en las latitudes próximas a los polos.

El agua dulce aparte de ser una bebida esencial para la su-
pervivencia de todas las formas de vida conocidas, en la vi-
da cotidiana de los seres humanos tiene múltiples usos, uti-
lizándose para preparar alimentos, lavar ropa o trastes, aseo
personal, riego de cultivos, cría de animales, fabricación de
productos, producción de energía, el riego de parques, bos-
ques y jardines, para fines industriales, etcétera; es decir, el
agua está presente en todas las actividades humanas.

Segunda. Entre los problemas más delicados que actual-
mente enfrenta el mundo está la escasez de los recursos na-
turales. En el caso del agua potable, escasea en la medida
que la población aumenta y por que lamentablemente es
desperdiciada por las personas carentes del sentido de res-
ponsabilidad y solidaridad humana.

En México, como en el resto del mundo, el agua es un ele-
mento importante para mantener el equilibrio de los eco-
sistemas, especialmente cuando se destina al consumo hu-
mano y a las actividades productivas agrícolas e industriales.
Sin embargo, mientras esas actividades crecen acelerada-
mente se requiere un uso racional del recurso, pues debido
a las prácticas inadecuadas de consumo, varias regiones
hidrológicas en que se divide el país sufren serios proble-
mas de disponibilidad y contaminación.

Un estudio realizado por la Comisión Nacional del Agua
centrado en desarrollar un mapa de la calidad del vital lí-
quido a nivel nacional, revela que la mayoría de los ríos,
arroyos, lagos, lagunas y acuíferos reciben descargas de
agua residuales sin tratamiento –ya sea de tipo doméstico,
agrícola, industrial o pecuario– y que 15 de las 320 cuen-
cas existentes padecen grados variables de contaminación,
por lo que requieren atención prioritaria. Entre esas cuen-
cas figuran Pánuco, Lerma, Coatzacoalcos, la del calle de
México y bajo río Bravo.

La Comisión Nacional del Agua refiere que a partir de la
información estudiada en 478 cuerpos receptores monito-
reados, las aguas superficiales presentan calidad satisfacto-
ria en 27 por ciento de los casos, lo que posibilita su uso en
prácticamente cualquier actividad. A su vez, 54 por ciento
está restringido a determinadas actividades porque se en-
cuentra poco contaminado, y 19 por ciento de las aguas su-
perficiales no puede ser usado, ya que tiene alta contami-
nación.

En particular, el informe indica que 7 por ciento de los
cuerpos de agua muestra excelente calidad y es apto para
cualquier uso; advierte que para consumo humano siempre
se requerirá su potabilización a fin de asegurar que esté li-
bre de bacterias. Aunado a ello, es preocupante el rezago
que se tiene en el país en materia de tratamiento de aguas
residuales, pues de 200 metros cúbicos por segundo que
descargan los municipios, sólo se tratan 48.5 metros cúbi-
cos por segundo (25 por ciento), a pesar de contar con una
capacidad instalada para 78 metros cúbicos.

Tercera. Que conforme al artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los estados y
municipios tienen a su cargo las funciones y la prestación
de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado,
tratamiento, saneamiento y disposición de sus aguas re-
siduales a través de los organismos operadores.
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Es decir, que los estados y municipios para el cumplimien-
to del mandato constitucional para el tratamiento de sus
descargas de aguas residuales implementan estrategias de
saneamiento buscando abatir costos e internalizar colecti-
vamente los beneficios, así como alcanzar mejores resulta-
dos en términos del saneamiento de una determinada cuen-
ca o subcuenca hidrológica, presentando un programa de
acciones para el tratamiento de aguas residuales señalán-
dose plazos y los recursos destinados al cumplimiento de
sus metas.

El gobierno federal, como responsable de formular, apoyar
y promover programas integrales de protección de los re-
cursos hidráulicos en cuencas hidrológicas y acuíferos, tal
como lo establece la Ley de Aguas Nacionales, en corres-
ponsabilidad con los estados y municipios, financia el Pro-
grama para la Modernización de los Organismos Operado-
res, con el propósito de contribuir a la viabilidad de los
programas de acciones de los municipios, Distrito Federal
u organismos operadores para el tratamiento y saneamien-
to de los diferentes cuerpos y corrientes de aguas del país.

Cuarta. Los artículos 4o. y 5o. de la Ley de Aguas Nacio-
nales establecen que la autoridad encargada de la adminis-
tración en materia de aguas nacionales y de sus bienes pú-
blicos inherentes que corresponden al Ejecutivo federal la
ejercerá directamente o a través de “la Comisión Nacional
del Agua”, así como para el cumplimiento y aplicación de
esa ley.

El Ejecutivo federal, como responsable de formular, apo-
yar y promover programas integrales de protección de los
recursos hidráulicos en cuencas hidrológicas y acuíferos lo
realiza a través de la Comisión Nacional del Agua; órgano
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, con funciones de Derecho
Público en materia de gestión de las aguas nacionales y sus
bienes públicos inherentes, con autonomía técnica, ejecuti-
va, administrativa, presupuestal y de gestión.

La Ley de Aguas Nacionales, en las fracciones XIII y XIV
del artículo 9o., establece entre las atribuciones de la co-
misión la de fomentar y apoyar los servicios públicos ur-
banos y rurales de agua potable, alcantarillado, sanea-
miento, recirculación y reúso en el territorio nacional,
para lo cual se coordinará en lo conducente con los gobier-
nos de los estados, y a través de éstos, con los municipios.
Sin afectar las disposiciones, facultades y responsabilida-
des municipales y estatales, en la coordinación y prestación
de los servicios referidos. Asimismo, la de promover y

apoyar el desarrollo de los sistemas de agua potable y
alcantarillado; los de saneamiento, tratamiento y reúso
de aguas; los de riego o drenaje y los de control de aveni-
das y protección contra inundaciones; contratar, concesio-
nar o descentralizar la prestación de los servicios que sean
de su competencia o que así convenga con los gobiernos
estatales y, por conducto de éstos, con los municipales, o
con terceros.

Actualmente, la Comisión Nacional del Agua tiene la mi-
sión de administrar y preservar las aguas nacionales, con la
participación de los distintos ámbitos de gobierno, para lo-
grar el uso eficiente y sustentable del recurso vital para ser
humano.

Quinta. Conforme al artículo 6o. de la Ley de Vivienda, la
política nacional de vivienda tiene por objeto en otros, la
de fomentar la calidad de la vivienda para propiciar que las
acciones y mecanismos de vivienda que constituyan un
factor de sustentabilidad ambiental, ordenación territorial y
desarrollo urbano.

La Comisión Nacional de Vivienda (Conavi) desarrolló el
Código de Edificación de Vivienda como modelo normati-
vo que promueve que las autoridades competentes expidan,
apliquen y mantengan en vigor y permanentemente actua-
lizadas disposiciones legales, normas oficiales mexicanas,
códigos de procesos de edificación y reglamentos de cons-
trucción que contengan los requisitos técnicos que garanti-
cen la seguridad estructural, habitabilidad y sustentabilidad
de toda vivienda y que definan responsabilidades genera-
les, por cada etapa del proceso de producción de vivienda.

Para instaurar lo anterior, la Ley de Vivienda instituyó el
sistema nacional de vivienda, como un mecanismo perma-
nente de coordinación y concertación entre los sectores pú-
blico (gobiernos federal y de las entidades federativas y de
los municipios), social y privado.

Sexta. Con base en el artículo 83 de la Ley de Vivienda, la
Conavi promoverá el uso de materiales y productos que
contribuyan a evitar efluentes y emisiones que deterioren el
medio ambiente, así como aquellos que propicien ahorro
de energía y el uso eficiente del agua.

El concepto de “uso eficiente del agua” incluye cualquier
medida que reduzca la cantidad de agua que se utiliza por
unidad de cualquier actividad y que favorezca el manteni-
miento, mejoramiento, reciclamiento y reúso del agua.
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El uso eficiente del agua es de suma importancia para la
conservación y eficiencia de recursos ambientales. Es de-
cir, es básico para el desarrollo sostenible, lo que significa
el uso eficiente de los recursos por los habitantes de hoy,
para asegurar que haya suficientes recursos para genera-
ciones futuras.

Por lo anterior, la Comisión Nacional de Vivienda, en co-
laboración con la Semarnat, la Sener, la Conagua, ANE-
ASS, CEMCAS, IMTA, Instituto de Ingeniería de la
UNAM, INE, Conae, Fide, CFE, Lyfc, IIE, AEAEE, Sede-
sol y SMA-GDF, elaboró la Guía de criterios e indicado-
res para desarrollo habitacionales sustentables, que tiene
como objetivo general desarrollar una política de vivienda
sustentable que permita contar con una mejor calidad de la
vivienda y de la familia, ofreciendo mayor confort y salud,
garantizando la protección al medio ambiente y de los re-
cursos naturales, entre los que se encuentra el uso eficien-
te de agua.

Además, la Conavi, en colaboración con la Semarnat, los
organismos nacionales de vivienda, la Comisión Nacional
del Agua, el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua y
el Centro Mexicano de Capacitación en Agua y Sanea-
miento. AC, elaboró la Guía de uso eficiente del agua en
desarrollo habitacional, cuyo propósito es contribuir a que
los desarrolladores y constructores de vivienda aprovechen
al máximo los beneficios que les brinda la tecnología apli-
cable al agua, para ser utilizada al mismo tiempo en la vi-
vienda y en los conjuntos habitacionales, asimismo, contri-
buir al uso eficiente y racional del vital liquido.

Séptima. La propuesta de reformar la Ley de Vivienda a
efecto de establecer que la Comisión Nacional de Vivienda
promueva en coordinación con las autoridades tanto fede-
rales como locales que en el desarrollo de las acciones ha-
bitacionales en sus distintas modalidades y en utilización
recursos y servicios asociados, provean además de los ser-
vicios de agua potable, desalojo, tratamiento y rehúso de
aguas residuales, no es procedente, toda vez que se preten-
de incorporar a la ley, atribuciones a la Conavi que ya son
considerados en otro ordenamiento jurídico para otro orga-
nismo dependiente de la Semarnat. Por ello se pretende re-
solver la problemática del agua que vive el país duplican-
do atribuciones determinadas por la Ley de Aguas
Nacionales a un organismo público federal especialista en
la materia (Conagua).

El tema el uso eficiente del agua es abordado en diversas
disposiciones e instrumentos reglamentarios derivados de

la Ley de Vivienda, como la política nacional de vivienda,
el Programa Nacional de Vivienda, el código de edificación
elaborado por la Conavi, las guías de criterios e indicado-
res para el desarrollo habitacional sustentable y del uso efi-
ciente del agua en desarrollos habitacionales.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Vivien-
da de LX Legislatura someten a la consideración de esta
honorable asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 71, 78 y 83 de la Ley de Vivien-
da, presentada por el diputado Sergio Augusto López Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, perteneciente a la LX Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Distrito Federal, a los
nueve días del mes de septiembre del año dos mil ocho.

La Comisión de Vivienda, diputados: Diego Aguilar (rúbrica), Ara-
cely Escalante Jasso, Daniel Chávez García (rúbrica), Raúl García Vi-
vián, Eduardo Ortiz Hernández, María Elena Torres Baltazar (rúbrica
en contra), Claudia Sánchez Juárez (rúbrica), Martín Zepeda Hernán-
dez, Joel Arellano Arellano, Martha Margarita García Müller (rúbrica),
Óscar González Morán (rúbrica), José Luis Murillo Torres (rúbrica),
Alejandro Sánchez Domínguez (rúbrica), Luis Gerardo Serrato Castell
(rúbrica), Marisol Mora Cuevas (rúbrica), Alberto López Rojas (rúbri-
ca), Mario Vallejo Estévez (rúbrica en contra), María Soledad López
Torres, David Mendoza Arellano (rúbrica), Juan Manuel San Martín
Hernández (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rúbrica), Tomás
Gloria Requena (rúbrica), Elmar Darinel Díaz Solórzano, Alfredo Bar-
ba Hernández, Lourdes Eulalia Quiñones Canales (rúbrica), Jesús Ri-
cardo Canavati Tafich, Beatriz Manrique Guevara (rúbrica), Robinson
Uscanga Cruz (rúbrica), Jaime Cervantes Rivera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - 
LEY DE LOS IMPUESTOS GENERALES 

DE IMPORTACION Y EXPORTACION

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Economía, y de
Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el
que se desecha la iniciativa que reforma las Leyes del Im-
puesto sobre la Renta, y de los Impuestos Generales de Im-
portación y Exportación

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y
de Economía de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, correspondiente a la LX Legislatu-
ra, les fue turnada para su estudio y dictaminación la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
Ley del Impuesto sobre la Renta y la Ley de los Impuestos
Generales de Importación y Exportación.

Estas comisiones con fundamento en los artículos 39, frac-
ción XII, y 45, numeral 6, incisos d), e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 56, 60, 87, 88 y 94 del
Reglamento Interior para el Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someten a la consideración de la ho-
norable asamblea, el presente dictamen basándose en los si-
guientes:

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputa-
dos, el día 21 de noviembre de 2006, los secretarios de la
misma, dieron cuenta al Pleno de la Iniciativa con Proyec-
to de Decreto por el que se reforma la Ley del Impuesto so-
bre la Renta y la Ley de los Impuestos Generales de Im-
portación y Exportación, presentada por el C. Senador
Alfonso Elías Serrano del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, el 16 de noviembre de 2006;
que en ejercicio de la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, some-
tió a la consideración del honorable Congreso de la Unión.

Segundo. El Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a las Comisiones de Hacienda
y Crédito Público, y de Economía”. 

Tercero. Mediante oficio CE/0023/06, de fecha 21 de no-
viembre de 2006, se dio cuenta a los integrantes de la Co-
misión de Economía del contenido de esta Iniciativa. 

Cuarto. El legislador propone lo siguiente:

• Reformar el artículo 1o., sección XXI, capitulo 98, có-
digo o fracción arancelaria 9806.00.03 de la Ley de los
Impuestos Generales de Importación y Exportación (LI-
GIE) con la finalidad de incentivar la inversión en el
desarrollo de la ciencia y tecnología con la participación
del sector privado de los institutos de investigación
científica y tecnológica del país incluyendo a las insti-
tuciones y centros públicos de investigación de las enti-
dades federativas y las instituciones privadas registradas
ante el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Co-
nacyt) o ante los centros y organismos rectores de las
materias en los estados, y

• Adicionar la fracción XV modificando la actual  del ar-
tículo 41 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta para
otorgar un estímulo fiscal a las personas morales que
aporten material para el desarrollo de la ciencia y tecno-
logía, consistente en  la deducción del 100% de las in-
versiones hechas por la compra de ese material y sean
donadas a  instituciones dedicadas a la investigación y
desarrollo de tecnología.

Consideraciones de las comisiones unidas

Primera. Que con base en los antecedentes indicados, las
Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Economía,
con las atribuciones antes señaladas se abocaron a dictami-
nar la Iniciativa de referencia.

Segunda. Que atendiendo a la facultad consagrada en la
Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos en
el artículo 131 se expidió el Decreto por el que se modifi-
can diversos aranceles de la Tarifa de la Ley de los Im-
puestos Generales de Importación y Exportación, del De-
creto por el que se establecen diversos Programas de
Promoción Sectorial, de los diversos por los que se esta-
blece el Esquema de Importación a la Franja Fronteriza
Norte y Región Fronteriza y se reforman y adicionan los
diversos que establecen la Tasa aplicable para el 2006 del
Impuesto General de Importación para las mercancías ori-
ginarias de algunos países con los que México ha celebra-
do tratados y acuerdos comerciales, publicado en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) de fecha 27 de noviembre
de 2006, que modifica la fracción arancelaria o código
9806.00.03, de manera que el universo de aplicación es
más amplio incluyendo a las Universidades públicas o pri-
vadas, a las personas físicas o morales y a las instituciones
de investigación científica y tecnológica no condicionando
la inversión;
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Tercera. Que el Decreto mencionado contempla como re-
quisito la “inscripción en el Registro Nacional de Institu-
ciones y Empresas Científicas y Tecnológicas” lo que re-
sulta ser un trámite simple.

Cuarta. Que los artículos 16 y 17 de la Ley de Ciencia y
Tecnología, establecen que la información del Registro Na-
cional de Instituciones y Empresas Científicas y Tecnoló-
gicas estará a cargo del Conacyt. 

Quinta. Que así mismo los anteriores artículos señalan
quienes deberán inscribirse en dicho registro, incluyendo a
las instituciones, centros, organismos, empresas públicas
que sistemáticamente realicen actividades de investigación
científica y tecnológica, desarrollo tecnológico y produc-
ción de ingeniería básica, las personas físicas de los secto-
res social o privado.  

Sexta. Que el artículo 2 de la Ley Orgánica del Conacyt se-
ñala, que le corresponde a dicho organismo en colabora-
ción con las Entidades Federativas la operación y control
del Registro Nacional de Instituciones y Empresas Cientí-
ficas y Tecnológicas, por lo que se entenderá que la ins-
cripción es reconocida a nivel federal.

Séptima. Que el artículo 95 fracciones X y XI y 102 de la
LISR, establece a quienes se consideran personas morales
con fines no lucrativos. 

Octava. Que el artículo 31 de la LISR ya contempla la de-
ducción de las donaciones que se otorguen a las institucio-
nes de enseñanza y a las sociedades o asociaciones de ca-
rácter civil dedicadas a la investigación científica o
tecnológica inscritas en el Registro Nacional de Institucio-
nes Científicas y Tecnológicas; permitiendo ver que con-
templa la deducibilidad de donativos no onerosos ni remu-
nerativos, por lo que establecer la deducción propuesta
generaría duplicidad de deducciones en perjuicio de la fe-
deración causando un impacto recaudatorio.

Novena. Que el artículo 219 de la LISR ya contempla un
estímulo fiscal por proyectos en investigación y desarrollo
tecnológico, por lo que fomenta la investigación y desarro-
llo tecnológico.

Décima. Que la iniciativa en estudio cita incorrectamente
el Artículo 1, Sección XXI, Capítulo 98, Código
9806.00.03, Operaciones Especiales de la Ley de los Im-
puestos Generales de Importación y de Exportación y, de-

bió decir “Artículo 1, Sección XXII, Capitulo 98, Código
9806.00.03, Operaciones Especiales de la Ley…

Décima Primera. Que los diputados que integran las Co-
misiones de Hacienda y Crédito Público y de Economía
que dictaminan, reconocen y concluyen que resulta indis-
pensable apoyar e incentivar la inversión en el desarrollo
de la ciencia y tecnología pero en la actualidad el marco ju-
rídico vigente contempla claramente las figuras señaladas
en el proyecto de decreto, así mismo los estímulos fiscales
y deducciones contempladas, por lo que las reformas y adi-
ciones no crean beneficio tangible en la materia provocan-
do contrariamente un costo a la nación por deducciones du-
plicadas y pérdida en los montos de la recaudación
arancelaria y permitiendo posibilidades de oportunismo en
materia de deducciones. 

En virtud de lo expuesto en las consideraciones de este
Dictamen, las Comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Economía someten a la consideración de esta Honora-
ble Asamblea, el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma la Ley del Impuesto Sobre la Renta y
la Ley de los Impuestos Generales de Importación y Ex-
portación presentada por el Senador Alfonso Elías Serrano
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Segundo. Archívese el presente asunto, como total y defi-
nitivamente concluido. 

Sala de comisiones de la honorable Cámara de Diputados a 23 de Abril
de 2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega
(rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo
Rodríguez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rú-
brica), José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sán-
chez, Ismael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín
Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída
Marina Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rú-
brica), Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Itz-
cóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Váz-
quez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate
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(rúbrica), José de la Torre Sánchez (rúbrica), Carlos Alberto García
González (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero Gar-
cía (rúbrica), José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel
Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), María
de Jesús Martínez Díaz (rúbrica), José Murat, Miguel Ángel Navarro
Quintero, Raúl Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), Dolores María del
Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Jorge Alejandro Salum del Palacio,
Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).

La Comisión de Economía, diputados: Adriana Rodríguez Vizcarra
Velázquez (rúbrica), presidenta; Carlos Armando Reyes López (rúbri-
ca), Jorge Alejandro Salum del Palacio(rúbrica), Fausto Fluvio Men-
doza Maldonado (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica en
abstención), Enrique Serrano Escobar (rúbrica en contra), Jorge Godoy
Cárdenas (rúbrica), secretarios; Jericó Abramo Masso, Narciso Alber-
to Amador Leal (rúbrica), Antonio Berber Martínez, Carlos Alberto
García González (rúbrica), Miguel Ángel González Salum (rúbrica en
contra), Sergio Augusto López Ramírez (rúbrica), Luis Xavier Maa-
wad Robert (rúbrica), Martín Malagón Ríos (rúbrica), Dora Alicia
Martínez Valero (rúbrica), Octavio Martínez Vargas, Susana Monreal
Ávila, José Amado Orihuela Trejo (rúbrica en abstención), Marco He-
riberto Orozco Ruiz Velazco (rúbrica), Mauricio Ortiz Proal, Eduardo
Ortiz Hernández (rúbrica), Miguel Ángel Peña Sánchez, Raúl Ríos
Gamboa, Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Salvador Ruiz Sán-
chez (rúbrica), Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Alejandro Sán-
chez Camacho (rúbrica), Víctor Gabriel Varela López, Joaquín Hum-
berto Vela González, Javier Martín Zambrano Elizondo.»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE COORDINACION HACENDARIA

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Cré-
dito Público, y de Fortalecimiento al Federalismo, con pun-
to de acuerdo por el que se desecha la iniciativa que expi-
de la Ley de Coordinación Hacendaria

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y
de Fortalecimiento al Federalismo de la LIX Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la

Unión fue turnada, para estudio y dictamen, la iniciativa
que expide la Ley de Coordinación Hacendaria, la cual fue
recibida por este órgano legislativo de la LX Legislatura
como asunto pendiente de estudio y dictamen.

Los integrantes de las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público, y de Fortalecimiento al Federalismo de la
LX Legislatura, con fundamento en los artículos 39, 45 nu-
meral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de los integrantes de esta honorable asamblea el
presente dictamen:

Antecedentes

I. En sesión celebrada el 11 de diciembre de 2003, la di-
putada Minerva Hernández Ramos, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentó la iniciativa citada en el proemio del
presente dictamen.

II. Que la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados dispuso en la misma sesión que dicha
iniciativa se turnara a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para estudio y dictamen.

III. Con fecha 12 de diciembre de 2003 y por acuerdo
de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados y con fundamento en lo dispuesto en el artí-
culo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se amplió el
trámite dictado a la iniciativa referida, para quedar co-
mo sigue: “Túrnese a las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público, y de Fortalecimiento al Fede-
ralismo”.

IV. Mediante oficio número D.G.P.L. 59-II-2-275, de fe-
cha 12 de diciembre de 2003, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión remitió
la ampliación del turno de la iniciativa para la Comisión
de Fortalecimiento al Federalismo de la LIX Legislatu-
ra para estudio y dictamen.

V. Al inicio de la presente legislatura se dio cuenta a los
integrantes de la Comisión de Fortalecimiento al Fede-
ralismo del contenido de ésta y otras iniciativas presen-
tadas en la LIX Legislatura pendientes de estudio y dic-
tamen.
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Consideraciones de las comisiones unidas

1. Que la Ley de Coordinación Fiscal ha sido modifica-
da en numerosas ocasiones. Como ejemplo tenemos que
de 1990 a 1996 se presentaron algunos cambios en la es-
tructura y fórmula del Fondo General de Participacio-
nes, que resulta ser de hecho el fondo más importante.
Igualmente, de 1997 en adelante se introdujeron los fon-
dos de aportaciones federales a manera de transferen-
cias fiscales condicionadas. Asimismo, se debe tener
presente la reforma de diciembre de 2006, donde se in-
cluye el PAFEF como un nuevo fondo de las aportacio-
nes federales del Ramo 33.

2. Que la presente iniciativa tiene por objeto transformar
el modelo de coordinación fiscal en un sistema nacional
de coordinación hacendaria, a fin de apoyar las necesi-
dades de los estados y de los municipios, incorporando
aspectos de ingresos, gasto y deuda pública, y en el que
se establezca un esquema de coordinación hacendario
que apoye a las entidades federativas con mayor rezago
de infraestructura y desarrollo social, para que alcancen
o se acerquen al nivel de las de mayor desarrollo; por lo
que se abrogaría la Ley de Coordinación Fiscal vigente
a partir del 1 de enero de 1980.

El proyecto de Ley de Coordinación Hacendaria que se
dictamina busca fortalecer el federalismo municipal, es-
tablece tres nuevos Capítulos: VI, “De la Asignación y
Calendarización de los Recursos de Origen Federal que
conforman los Fondos”; VII, “De la Afectación de los
Fondos”; y IX, “De Otras Aportaciones Federales”. Pre-
vé destinar 24 por ciento de la recaudación federal par-
ticipable que obtenga la federación en un ejercicio, así
como los productos y aprovechamientos obtenidos por
Petróleos Mexicanos y sus filiales, al Fondo General de
Participaciones; crea el Fondo de Fomento Municipal,
cuyo monto será de 1 por ciento de la recaudación fede-
ral participable, abarcando los conceptos de impuesto
predial y pago de derechos; y establece un fondo de 25
por ciento de los ingresos obtenidos por explotación de
carreteras, el cual se distribuirá entre las entidades fede-
rativas.

3. Que del análisis realizado se observan cambios im-
portantes en algunos aspectos, mientras que en otros, re-
toma aspectos textuales de la ley actual, en tanto que en
los casos que propone la creación de fondos de aporta-
ciones que corresponden al Ramo 33, la iniciativa no es
explícita en los criterios de distribución hacia las enti-

dades federativas, así como el destino específico de los
recursos.

4. Las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Públi-
co, y de Fortalecimiento al Federalismo estamos de
acuerdo con la promovente en que es necesario llevar a
cabo una reforma fiscal equitativa y armónica en el sis-
tema tributario mexicano, que mejore la recaudación, la
distribución de la riqueza y que satisfaga las necesida-
des básicas de la sociedad; sin embargo, consideramos
que la propuesta de ley no resuelve el problema de raíz,
es decir, esta iniciativa sólo replantea la actual Ley de
Coordinación Fiscal sin dar mucho agregado en la ma-
teria. Si bien realiza una serie de sugerencias que anali-
zaremos más adelante, se observa que en cuanto a ad-
ministración, coordinación y distribución de los
recursos federales a los estados y municipios no presen-
ta cambios realmente importantes.

5. Durante el régimen del licenciado José López Porti-
llo se realizó un esfuerzo por implantar un sistema na-
cional de coordinación fiscal que se puso en marcha en
1980 y ha apoyado al fortalecimiento, en cierta manera,
de las economías estatales y municipales; sin embargo,
resulta necesario llevar a cabo otras medidas en áreas
como planificación, control y fiscalización del gasto pú-
blico. Es un hecho de que la principal función de la co-
ordinación tributaria permite la homogeneización nece-
saria para lograr diversos objetivos de política fiscal
básicos para el país: tales como lograr una mayor equi-
dad distributiva en el ingreso y combatir el desempleo y
la inflación.

6. Las que dictaminan consideran que la aprobación de
la presente iniciativa llevaría a un retroceso tanto en ma-
teria de federalismo mexicano, como en la transparencia
y rendición de cuentas, en razón de que

a) Elimina los incentivos para la celebración de con-
venios de coordinación en materia de vigilancia y
control sobre la introducción ilegal en territorio na-
cional de mercancías de procedencia extranjera y en
materia de derechos que se encuentran establecidos
en el artículo 2o.-A, fracciones I y III, de la ley vi-
gente; además, excluye la posibilidad de que las en-
tidades federativas obtengan más recursos al partici-
par en programas como el reordenamiento urbano,
omisiones que probablemente traerían como conse-
cuencia la debilidad en la coordinación fiscal y el
combate del contrabando.
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b) Plantea que el ejercicio y aplicación de los recur-
sos de los Fondos para Aportaciones para Educación
Básica y Normal, Servicios de Salud y Educación
Tecnológica y de Adultos estarán a cargo única-
mente de las entidades federativas (artículos 33,
35 y 38) propuesta que, además de debilitar el fede-
ralismo fiscal, se estima improcedente, en virtud de
que los municipios tienen responsabilidades defini-
das en la Ley General de Educación. Asimismo, se
indica que para estos tres fondos los gastos de ope-
ración serán actualizados con la inflación del año
anterior medida por el índice nacional de precios al
consumidor, con lo que sobreestimaría la necesidad
de recursos en periodos en que la inflación sigue una
trayectoria descendente como el actual.

c) Se pretende disminuir o eliminar las responsabili-
dades compartidas entre el gobierno federal, las en-
tidades federativas y los municipios; específicamen-
te, se determina que el gobierno federal deberá
entregar recursos suficientes a las entidades federa-
tivas para ejercer las funciones en materia de educa-
ción básica y normal, servicios de salud y educación
tecnológica y de adultos de las que por ley o des-
centralización son responsables.

d) Respecto al capítulo de otras aportaciones federa-
les, se establece que la concurrencia de las entidades
federativas estará sujeta a su disponibilidad finan-
ciera y a sus propias prioridades, eximiendo de fac-
to de cualquier exigencia que pudiera hacerse a ese
orden de gobierno.

e) Con la redacción del artículo 27, en el que se es-
tablece la creación de una reserva de compensación
con recursos aportados por la federación, para ase-
gurarle a todas las entidades federativas los ingresos
que en términos reales les correspondan por concep-
to de participaciones, generaría que en el supuesto
de una disminución de ingreso, todo ajuste en el gas-
to público que deba realizarse recaerá completamen-
te en el gobierno federal.

f) Se elimina la supervisión por parte de la Contadu-
ría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados,
actualmente Auditoría Superior de la Federación de
la Cámara de Diputados, sobre la ejecución de los
fondos de aportaciones, así como la notificación a la
Secretaría de la Función Pública cuando los órganos
locales de supervisión y control detecten que los re-

cursos de estos fondos no han sido aplicados para los
fines que señala la ley.

g) Incluye sin fundamento que para determinar el
monto del Fondo de Aportaciones para los Servicios
de Salud, se debe tomar en cuenta el costo de plan-
tillas de personal y de gastos de operación de las
nuevas unidades médicas construidas por la Secreta-
ría de Salud, el gobierno federal o las entidades fe-
derativas.

7. Las principales modificaciones específicas que se
plantean en la propuesta de Ley de Coordinación Ha-
cendaría y que han sido señaladas se analizan más a fon-
do a continuación:

A. Las entidades federativas que opten por la coor-
dinación en materia de derechos no pueden estable-
cer derechos estatales, a excepción de

• Licencias, permisos o autorizaciones en materia
ecológica y medio ambiente, seguridad y protec-
ción civil.

• Licencias, permisos y autorizaciones para la pres-
tación de servicio de transporte público o particular.

• Autorizaciones o certificaciones de calidad u ori-
gen de productos

• Registro por servicio de notarías.

• Registro de prestadores de servicios en materia
ecológica y ambiente, seguridad y protección civil.

La modificación relativa a la materia ecológica y
ambiente se estima procedente debido a que es ne-
cesario fortalecer las acciones orientadas al cuidado
de las áreas ecológicas por parte del propio estado y
sus municipios. Incluso, esto actualmente se lleva a
cabo, ya que algunas entidades federativas realizan
el respectivo cobro por permisos en esta materia.

B. Cuando alguna entidad que se hubiera adherido al
sistema nacional de coordinación hacendaria falte al
cumplimiento de los convenios, se le podrá deman-
dar la separación del mismo, actualmente la Ley de
Coordinación Fiscal establece que la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público podrá disminuir las par-
ticipaciones de la entidad en una cantidad equiva-
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lente al monto estimado de la recaudación que la
misma obtenga o del estímulo fiscal que otorgue;
como se puede observar, esta modificación no pena-
liza directamente al incumplido, inclusive le da la
opción de romper la coordinación establecida, por
tal cuestión, las que dictaminan consideran improce-
dente dicho cambio.

C. Se establece en el artículo 10 del proyecto de ley
referido que el Fondo General de Participaciones sea
constituido con 24 por ciento de la recaudación fe-
deral participable, mientras que en la ley actual es 20
por ciento, lo que resulta improcedente, dado que se
generan presiones presupuestarias, para lo cual se
tiene que prever la fuente de ingreso correspondien-
te, a efecto de guardar el principio de equilibrio pre-
supuestario, en términos de los artículos 17 y 18 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria.

Adicionalmente al gasto federalizado, el gobierno
federal aplica recursos en la entidades federativas
por medio de los programas de impacto social, los
programas de desarrollo regional y los programas
sectoriales y especiales que tienen como población y
objetivo a los habitantes de los estados y municipios.

D. Se considera un artículo que establece que se re-
sarcirán los ingresos que dejen de percibir las enti-
dades federativas por reformas, adiciones, deroga-
ciones o abrogaciones a las leyes federales respecto
a las cuales se haya convenido sean administrados
por las mismas y se haya establecido como incenti-
vo un porcentaje de su recaudación; de lo que se
considera improcedente debido a que si el gobierno
federal termina un servicio, no se encuentra el razo-
namiento del por qué debe resarcir a los estados y
municipios, además de que es necesario tomar en
cuenta el impacto en las finanzas públicas federales
y locales.

E. Se propone que con la entrada en vigor del pro-
yecto de ley, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público cubra a las entidades federativas los antici-
pos a cuenta de participaciones mensuales aplicando
a cada entidad un coeficiente de 1.1 por ciento sobre
los montos de participaciones que les correspondie-
ron en el mes inmediato anterior y se pagará en dos
partes iguales a más tardar los días 10 y 18 de cada
mes, y a más tardar el 25 de cada mes se efectuará la

compensación entre las participaciones del fondo
general, Fondo de Fomento Municipal y de las par-
ticipaciones del mes y el anticipo con la finalidad de
determinar los saldos correspondientes; por lo que
consideramos que se debe realizar un análisis a fon-
do de la viabilidad de su aplicación.

Asimismo, se establece que la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público publicará el calendario, los
montos y los porcentajes en cada uno de los meses
de ejercicio estimados de fondo general, Fondo de
Fomento Municipal y de las participaciones del im-
puesto especial sobre productos y servicios a más
tardar el último día del mes de octubre del año ante-
rior, y 15 días siguientes a la aprobación de la Ley
de Ingresos, se publicarán los montos estimados; lo
que consideramos que es innecesario, en virtud de
que la forma periódica de un año, en la que actual-
mente la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
realiza las estimaciones para el cálculo de las parti-
cipaciones federales, ha funcionado correctamente.

F. se propone facultar a las entidades federativas pa-
ra que participen de la recaudación que se obtenga
por el impuesto al valor agregado en 13.3 por cien-
to, mas las comisiones dictaminadoras consideran
que la recaudación de este impuesto corresponde a la
federación. Estos recursos forman parte importante
del ingreso federal que financia el gasto público, por
lo que quitarle parte de estos ingresos crearía pro-
blemas presupuestarios para la aplicación de las po-
líticas públicas de impacto en todo el país.

G. Se crea una reserva de compensación para las en-
tidades federativas que sean afectadas por alguna
disminución en sus ingresos en términos reales en un
ejercicio, en comparación con el inmediato anterior.
La presente Ley de Coordinación Fiscal establece
que esta reserva es para los casos en que las entida-
des federativas perjudicadas por cambios en las fór-
mulas de distribución.

En la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria existe ya un fondo para cubrir a las enti-
dades federativas en caso de que disminuyan los in-
gresos participables.

H. Actualmente, la Ley de Coordinación Fiscal, en
el artículo 2o.-A, establece que el 1 por ciento de la
recaudación federal participable se distribuirá
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a) El 16.8 por ciento se destinará a formar el Fondo
de Fomento Municipal;

b) El 83.2 por ciento a incrementar dicho fondo y
sólo corresponderá a las entidades que se coordinen
en materia de derechos.

El proyecto de ley pretende que el 100 por ciento del
1 por ciento de la recaudación federal participable se
dirija directamente al Fondo de Fomento Municipal,
de tal forma que elimina la distribución prescrita en
el ordenamiento de concurrencia fiscal actual.

Consideramos que el objetivo fundamental de este
artículo es promover que los estados se coordinen
mediante los convenios con la federación, por lo que
eliminar dichos porcentajes provocaría que los esta-
dos dejen de coordinarse para obtener dichos recur-
sos. Por oro lado, la lógica política de esta modifi-
cación consiste en quitar margen de maniobra a la
federación para regular la distribución de recursos a
los municipios.

I. Se pretende crear un fondo compensatorio del gas-
to realizado por las funciones federales descentrali-
zadas a entidades federativas a fin de garantizar la
suficiencia de recursos para cumplir las funciones
delegadas en materia de educación y salud; de lo que
no se establece un monto y no se menciona la fuen-
te de financiamiento correspondiente, a efecto de
guardar el principio de equilibrio presupuestario, en
términos de los artículos 17 y 18 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

J. Se integra el Programa de Apoyos para el Fortale-
cimiento de las Entidades Federativas (PAFEF) co-
mo fondo de aportación federal por un monto equi-
valente a 2.5 por ciento de la recaudación federal
participable. Esto es un caso especial, debido que el
Congreso de la Unión formalizó, con modificacio-
nes de la propia Ley de Coordinación Fiscal, la cre-
ación de un octavo fondo en el Ramo 33, el cual con-
vierte el PAFEF en el Fondo de Aportaciones para el
Fortalecimiento de las Entidades Federativas (FA-
FEF) con un monto equivalente a 1.40 por ciento de
la recaudación federal participable.

Esta modificación fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 27 de diciembre de 2006, donde

se incorpora el PAFEF, como un fondo más de las
aportaciones federales de acuerdo con las reformas
realizadas a la Ley de Coordinación Fiscal en los ar-
tículos 25, fracciones VI y VII, párrafos tercero y
cuarto, 45, párrafos primero y segundo, y 46, y la
adición del artículo 25, con una fracción VIII, y los
artículos 44, párrafo sexto, 47, 48, 49 y 50.

K. Se establece que de los ingresos que obtenga la
federación por la explotación de las carreteras, se
constituya un fondo por el equivalente a 25 por cien-
to para distribuirlo entre las entidades federativas
conforme al coeficiente con el que se distribuye el
gasto público y deberán ser destinados al fortaleci-
miento de la infraestructura carretera estatal.

Como bien dice la propuesta, la explotación de las
carreteras forma parte de los ingresos que obtiene la
federación para sus respectivas obligaciones, por lo
que resulta improcedente quitarle parte de estos in-
gresos ya que se crearían problemas para financiar el
gasto público. No es viable que se le otorguen re-
cursos para el fortalecimiento de la infraestructura
de las carreteras estatales directamente a los estados
por esta vía, ya que la creación de carreteras federa-
les es atribución propia del gobierno federal.

L. En materia de fiscalización de los recursos fede-
rales a estados y municipios que establece el artícu-
lo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal vigente, en el
proyecto de ley se elimina la participación de la Au-
ditoría Superior de la Federación para fiscalizar la
Cuenta Pública federal que corresponda y verificar
que las dependencias del Ejecutivo federal cumplie-
ron las disposiciones legales. Dicha propuesta se
considera inconveniente, en razón de que en la ac-
tualidad resulta fundamental el apoyo a la Auditoría
Superior de la Federación para que se logre el obje-
tivo fundamental de fiscalizar los recursos federales.
Por el contrario, se debe establecer en las respectivas
leyes que la auditoría tiene la capacidad de llevar a
cabo la fiscalización de los recursos, actividad que
definirá un gradual fortalecimiento del federalismo.

M. Se establecen cambios en los organismos en ma-
teria de coordinación hacendaria, de la cual se po-
dría retomar alguna en especial como la parte de la
creación de grupos de trabajo que se estimen conve-
nientes.
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8. Que con el actual sistema nacional de coordinación
fiscal se estableció en 1980 la creación de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, la cual ha apoyado, mediante la cele-
bración de convenios de adhesión, el fortalecimiento del
federalismo, permitiendo una interconexión entre la fe-
deración y las entidades federativas.

9. Que la propuesta de ley en análisis no muestra real-
mente un cambio, ya sea meramente gradual o drástico,
que pudiera ofrecernos una distribución de recursos re-
almente eficientes, ni en materia de control de resulta-
dos de la aplicación de estos recursos federales, en vir-
tud de que solo introduce algunos cambios dentro del
reacomodo que hace al articulado de la actual Ley de
Coordinación Fiscal, resultando innecesaria la introduc-
ción de un nuevo ordenamiento legal; por lo que los
cambios en el reparto de los recursos federales se podrí-
an hacer mediante una iniciativa que modifique la Ley
de Coordinación Fiscal.

10. Realmente se requiere plantear una ley en la que se
que focalicen los objetivos de una coordinación fiscal o
hacendaria eficiente, la cual surge de la aplicación que
se le dé. El éxito de ello consistirá en conseguir una me-
jor asignación de recursos, pero sobre todo lograr que
los tres órdenes de gobierno coadyuven a implementar
un óptimo grado de descentralización que estimule el
desarrollo regional.

Por las consideraciones expuestas respecto a la presente
iniciativa, los integrantes de las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público, y de Fortalecimiento al Federa-
lismo emitimos el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que expide la Ley de Co-
ordinación Hacendaria, presentada por la diputada Miner-
va Hernández Ramos el 11 de diciembre de 2003.

Segundo. En consecuencia, archívese el expediente como
asunto total y definitivamente concluido.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 23 de abril de 2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega
(rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo
Rodríguez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rú-
brica), José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sán-

chez, Ismael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín
Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída
Marina Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rú-
brica), Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Itz-
cóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Váz-
quez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate
(rúbrica), Carlos Alberto García González (rúbrica), Juan Nicasio Gue-
rra Ochoa, Javier Guerrero García (rúbrica), José Martín López Cisne-
ros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maa-
wad Robert (rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz (rúbrica), José
Murat, Miguel Ángel Navarro Quintero, Raúl Alejandro Padilla Oroz-
co (rúbrica), Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Jorge
Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez
(rúbrica).

La Comisión de Fortalecimiento al Federalismo, diputados: Ar-
mando Enríquez Flores (rúbrica), José Rosas Aispuro Torres, Gustavo
Macías Zambrano (rúbrica), Carlos Madrazo Limón (rúbrica), Francis-
co Márquez Tinoco, Gustavo Ramírez Villarreal (rúbrica), José Luis
Contreras Coeto (rúbrica), Nelly Asunción Hurtado Pérez (rúbrica),
Ramón Landeros González (rúbrica), Andrés Carballo Bustamante (rú-
brica), René Lezama Aradillas (rúbrica), Rocío del Carmen Morgan
Franco (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres (rúbrica), José Guiller-
mo Velázquez Gutiérrez (rúbrica), Silbestre Álvarez Ramón (rúbrica
en abstención), Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica), Ro-
berto Mendoza Flores (rúbrica), Martha Angélica Tagle Martínez, San-
tiago López Becerra, Juan Darío Arreola Calderón, Rubén Aguilar Ji-
ménez (rúbrica), Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui (rúbrica), Mónica
Fernández Balboa (rúbrica en abstención), Víctor Leopoldo Valencia
de los Santos, Manuel Salgado Amador (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES - CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que adiciona un inci-
so 35) a la fracción I del artículo 194 del Código Federal
de Procedimientos Penales, y reforma el artículo 223 del
Código Penal Federal

Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados212



Honorable Asamblea:

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, inci-
sos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de los
integrantes de esta honorable asamblea el presente dicta-
men de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un inciso 35) a la fracción I del artículo 194 del
Código Federal de Procedimientos Penales y se reforma y
adiciona el artículo 223 del Código Penal Federal.

Antecedentes

I. Con fecha 11 de febrero de 2004, el diputado Sergio
Vázquez García, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional presentó la iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona un inciso 35) a la fracción I del ar-
tículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales y
reforma y adicional el artículo 223 del Código Penal Fede-
ral.

II. En la misma fecha la Presidencia de la Mesa Directiva,
mediante oficio número D.G.P.L. 59-II-4-345, turnó a la
Comisión de Justicia y Derechos Humanos la iniciativa an-
tes señalada.

III. En fecha 5 de diciembre de 2006 se publicó en el Dia-
rio Oficial reforma al artículo 39 fracción XX de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos en la que se separan la Comisión de Justicia y la
Comisión de Derechos Humanos.

Contenido

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 dedica un capí-
tulo al combate a la corrupción, transparencia y desarrollo
administrativo; el combate a la corrupción es una de las
preocupaciones centrales de la ciudadanía, se propicia por
la excelencia de un marco normativo excesivamente regu-
latorio que, paradójicamente permite e incluso fomenta la
discrecionalidad en la toma de decisiones del servidor pú-
blico, y por la falta de honestidad en la prestación de ser-
vicios públicos.

La percepción de la ciudadanía es negativa y adversa del
quehacer gubernamental que repercute de manera sustanti-

va en la imagen y el desempeño de las instituciones públi-
cas en su conjunto.

El mismo marco normativo e institucional abrió espacios a
la impunidad y a la proliferación de vicios que minaron la
vigencia del Estado de derecho y socavaron la credibilidad
del gobierno y la confianza ciudadana por la incapacidad
de respuesta de las instituciones.

El objetivo que se persigue es muy claro, se trata de lograr
que el gobierno y la sociedad colaboren para erradicar, de
una vez por todas, el mal que tanto daño ha hecho a nues-
tro país: la corrupción.

El proponente señala que la legislación actual es obsoleta y
existe un rezago legal para castigar a los servidores públi-
cos; que en el uso de sus facultades distraen valores, obje-
tos, dinero, fincas o cualquier otra cosa perteneciente al Es-
tado, utilizan indebidamente fondos públicos para su
promoción personal o la de otros o bien les da un uso dis-
tinto para el cual se les designó.

El diputado iniciante propone adicionar una fracción 35 al
artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales
para incluir en el catálogo de delitos graves al delito de pe-
culado, así como modificar y adicionar el artículo 223 del
Código Penal Federal para aumentar las penas al delito de
peculado.

Actualmente el Código Penal Federal prevé una pena de
seis meses a tres años y multa de treinta a trescientas veces
el salario mínimo vigente en el Distrito Federal cuando el
monto de lo distraído o de los fondos utilizados indebida-
mente no exceda del equivalente a quinientas veces el sa-
lario mínimo diario vigente en el Distrito Federal. Cuando
el monto exceda a quinientas veces el salario mínimo la
sanción será de dos a catorce años de prisión y multa de
trescientas a quinientas veces el salario mínimo.

En la propuesta del diputado iniciante sugiere cambiar los
montos, es decir, cuando el monto de lo distraído o de los
fondos utilizados indebidamente no exceda del equivalen-
te a mil veces el salario mínimo se impondría la sanción vi-
gente, sin embargo cuando exceda los mil salarios mínimos
se aumentaría la pena de prisión de cinco a quince años.

Consideraciones

Primera. Históricamente la prisión cautelar del imputado
en espera de juicio está estrechamente vinculada a la de
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presunción de inocencia, en el sentido de que los límites
dentro de los que la primera ha sido admitida y practicada
en cada ocasión siguen de cerca los avatares teóricos y nor-
mativos de la segunda.

En Roma se llegó tras diversas alternativas a la total prohi-
bición de la prisión preventiva, en la Edad Media, con el
desarrollo del proceso inquisitivo se convirtió en el presu-
puesto ordinario de la instrucción, basada esencialmente
sobre la disponibilidad del cuerpo del acusado como medio
para obtener la confesión por tormento y volvió a ser es-
tigmatizada en la época de la Ilustración en forma simultá-
nea con la reafirmación del principio nulla poena, nulla
culpa sine indicio y el redescubrimiento del proceso acusa-
torio.

Para Hobbes, la prisión provisional no es una pena sino un
acto hostil contra el ciudadano, como cualquier daño que
se le obligue a padecer a un hombre al encadenarlo o al en-
cerrarlo antes de que su causa haya sido oída, y que vaya
mas allá de lo que es necesario para asegurar su custodia,
va contra la ley de la naturaleza. 

Para Beccaria, siendo una especie de pena, la privación de
la libertad no puede proceder a la sentencia sino en cuanto
la necesidad obliga precisamente, la simple custodia de un
ciudadano hasta en tanto sea declarado reo, debe durar el
menor tiempo posible y debe ser lo menos dura que se pue-
da, y no puede ser más que la necesaria para impedir la fu-
ga o para que no se oculten las pruebas de los delitos.

Voltaire sostiene que la manera cómo se arresta cautelar-
mente a un hombre en muchos Estados se parece demasia-
do a un asalto de bandidos.

Segunda. El combate al crimen no puede darse sobre la ba-
se del aumento indiscriminado de la represión, es decir, a
través de la inflación en el catálogo de delitos e incremen-
to de sanciones penales y sobre todo de las privativas de li-
bertad, la cada vez mayor proliferación de los delitos gra-
ves sin derecho a la libertad provisional y la ampliación de
delitos que son investigados mediante el régimen especial
de delincuencia organizada.

El proponente fundamenta su propuesta haciendo un pa-
rangón entre el robo y el peculado, pues el primero de ellos
es un delito grave y el segundo no lo es, y si bien es cierto
en ambos hay distracción o sustracción de objetos, en el se-
gundo se vulnera además del patrimonio del Estado, la con-
fianza que éste ha depositado en los servidores públicos. 

Efectivamente si tomamos como referencia este compara-
tivo del por qué uno es grave y otro que lesiona más bien-
es jurídicos no lo es, parece que por lógica elemental ten-
dríamos que elevar –al menos– a delito grave el peculado,
cuando el monto distraído sea mayor a mil salarios. Sin
embargo, consideramos que la reflexión no se deba hacer
partiendo de un paralelismo, que bien puede tener un pro-
blema de origen, pues valdría la pena preguntarse si el de-
lito de robo debe ser considerado como grave, pues si to-
mamos como referencia la reforma constitucional al
sistema de justicia penal, recientemente aprobada por el
Congreso de la Unión en su artículo 19 no se considera el
robo simple como un delito que amerite prisión preventiva
oficiosa.

Ello pone de manifiesto la voluntad del Constituyente Per-
manente de definir un nuevo rumbo por el cual debe mar-
char nuestro sistema penal, por lo que los legisladores te-
nemos que dictaminar en congruencia legislativa al sistema
acusatorio que se propone implementar y no de manera dis-
gregada o contradictoria.

Lo anterior es así porque un principio fundamental de di-
cho sistema es el de presunción de inocencia, el cual se en-
cuentra regulado por diversos instrumentos internaciona-
les, como la Convención Americana de Derechos Humanos
y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y
que ahora se propone que se incluya dentro de las garantí-
as del imputado en el artículo 20.

La reforma judicial aprobada por el Congreso de la Unión
establece en el artículo 19 constitucional un catálogo de de-
litos que oficiosamente ameritaran prisión preventiva por
tratarse de aquéllos que afectan de manera más sensible a
la sociedad, no siendo el caso del peculado.

Luigi Ferrajoli señala que, si no se quiere reducir la pre-
sunción de inocencia a puro oropel inútil, debe aceptarse
que el abuso de la prisión preventiva es radicalmente ilegí-
timo y además idóneo para provocar el desvanecimiento de
todas las demás garantías penales y procesales (nulla poe-
na sine indicio).

Tercera. La naturaleza jurídica de la prisión preventiva es
la de una medida cautelar que encuentra su justificación en
la posibilidad de fuga que impida la comparecencia del
probable responsable ante los tribunales, además de la pe-
ligrosidad social del imputado por afectar de manera im-
portante valores fundamentales de la sociedad.
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Ahora bien, con la reforma constitucional aludida se pre-
tende que se aplique prisión preventiva para cualquier de-
lito, aunque no sea de los señalados como graves por la
misma Constitución, siempre y cuando otras medidas cau-
telares no sean suficientes para garantizar la comparecen-
cia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investiga-
ción, la protección de la víctima, de los testigos o de la
comunidad, así como cuando el imputado esté siendo pro-
cesado o haya sido sentenciado previamente por la comi-
sión de un delito doloso. 

Cuarta. Esta Comisión considera que la propuesta de au-
mentar la pena y de calificar como delito grave el delito de
peculado, conducta prevista en el artículo 223, no se en-
cuentra legalmente justificada, pues recordemos lo señala-
do por Luigi Ferrajoli en su obra Derecho y razón, en la
que afirma que “el peligro de fuga, de hecho, está provo-
cado predominantemente, mas que por el temor a la pena,
por el miedo a la prisión preventiva. Si el imputado no es-
tuviera ante esta perspectiva, tendría, por el contrario, al
menos hasta la víspera de la condena, el máximo interés en
no escapar y defenderse”.

Quinta. Por otro lado, tal como lo refieren los autores ci-
tados, se correría el riesgo de transgredir algunos princi-
pios universales del derecho penal, como la presunción de
inocencia, el principio de culpabilidad, proporcionalidad,
mínima intervención o “ultima ratio” así como la garantía
de defensa.

Sexta. Por último, únicamente como argumento de forma,
esta comisión hace la precisión que el artículo 194 del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales no tiene XXXIV
fracciones, y lo que se pretendía incluir no era una fracción
XXXV, sino un inciso 35) a la fracción I del artículo 194.

Por lo anteriormente expuesto esta Comisión de Justicia

Acordó

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
para adicionar un inciso 35) a la fracción I del artículo 194
del Código Federal de Procedimientos Penales y reforma y
adicional el artículo 223 del Código Penal Federal, presen-
tada por el diputado Sergio Vázquez García, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 11 de febre-
ro de 2004.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Maria-
na Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Car-
bajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes An-
drade, Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica),
Antonio de Jesús Díaz Athié, Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbri-
ca), Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pi-
lar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano
Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oli-
va Fragoso, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Nor-
iega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvet-
te Tamayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que reforma el párra-
fo cuarto del artículo 343 Bis del Código Penal Federal

Honorable Asamblea:

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, incisos f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 55, 56, 60 y 88 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a la consideración de los integrantes
de esta honorable asamblea el presente dictamen de la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el pá-
rrafo cuarto al artículo 343 Bis del Código Penal Federal.

Antecedentes

I. Con fecha 27 de abril de 2006, el diputado Alfredo
Fernández Moreno, integrante del Grupo Parlamentario
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del Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 343
Bis del Código Penal Federal.

II. En la misma fecha la Presidencia de la Mesa Directi-
va turnó a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos
dicha iniciativa.

III. El 5 de diciembre de 2006 se publicó en el Diario
Oficial la reforma al artículo 39, fracción XX, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos en la que se separan la Comisión de Justicia
y la Comisión de Derechos Humanos.

Contenido

La violencia en la familia es un asunto que debe abordarse
desde distintos frentes. Las previsiones legislativas son la
base o el eje para poder aplicar eficazmente las medidas
contra la violencia, pues ahí se sustentarán o derivarán po-
líticas públicas de mayor relevancia práctica para enfrentar
el problema.

La Convención para la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Contra la Mujer, firmada en 1980 y ratifi-
cada por nuestro país en 1981, asumió el compromiso de
modificar o derogar los instrumentos normativos que cons-
tituyen cualquier clase de discriminación hacia la mujer y
atentaran contra su pleno desarrollo.

Durante la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, reali-
zada por la comunidad mundial agrupada en la Organiza-
ción de las Naciones Unidas en Pekín, República Popular
China en septiembre de 1995, el tema de la violencia con-
tra las mujeres abarcó las formas en que se produce y con-
templó tanto la reflexión sobre estrategias como la adop-
ción de recomendaciones para los gobiernos de los países
participantes.

Como país miembro de la Organización de los Estados
Americanos, México suscribió la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra la Mujer (Convención de Belém Do Pará), donde de
manera contundente se exhorta a los países a crear o, en su
caso, a modificar todos los instrumentos legales y meca-
nismos necesarios para erradicar y detener la violencia
contra las mujeres, incluyéndose, por supuesto, la violen-
cia que en su perjuicio pudiera ejercerse dentro del hogar.
Cabe destacar que, en el mes de noviembre de 1996 el Se-
nado de la República aprobó esta convención en los térmi-

nos del artículo 133 de la Ley Fundamental de la Repúbli-
ca.

La presente iniciativa persigue tres objetivos fundamenta-
les: disuadir y castigar las conductas que generen violencia
familiar, establecer medidas de protección a favor de las
víctimas de este fenómeno y concienciar a la población del
problema, al tiempo de propiciar que las autoridades des-
arrollen políticas públicas para prevenir, combatir y erradi-
car esas conductas. 

La iniciativa propone reformar el párrafo cuarto del artícu-
lo 343 Bis del Código Penal Federal adicionando a las pe-
nas previstas para el inculpado la pérdida de los derechos
de patria potestad; asimismo, a juicio del juez, se impon-
dría al inculpado, como medida precautoria la prohibición
de ir a lugar determinado.

Consideraciones

En México, la violencia familiar ha llegado a niveles alar-
mantes. De acuerdo con datos del Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia (UNICEF), sólo cuatro de cada 10
mujeres que la sufren en nuestro país recurren a la denun-
cia penal y de éstas sólo tres logran iniciar un procedi-
miento formal debido al otorgamiento del perdón.

Según información difundida por el Banco Interamericano
de Desarrollo, la violencia intrafamiliar afecta al 50 por
ciento de la población femenina y está enraizada profunda-
mente en siete de cada 10 hogares en el país.

En el caso de la violación entre cónyuges, el marco jurídi-
co de nuestro país ha avanzado notablemente. En el pasa-
do, debido a un equivocado criterio de la Suprema Corte de
Justicia de 1994 se consideraba que no existía tal delito si-
no que era, apenas, “el ejercicio de un derecho”. Afortuna-
damente, la Corte corrigió su criterio y recientemente de-
terminó que la violación entre cónyuges, sin duda, debe
catalogarse como delito, pues tener relaciones sexuales por
medios violentos, sean físicos o morales, dentro del matri-
monio, debe catalogarse como una violación sexual, toda
vez que se base en el criterio de que, ante todo se debe pro-
teger la libertad sexual y la libre determinación de las per-
sonas a ejercer su sexualidad.

Es innegable la necesidad de crear leyes a favor de los más
desprotegidos, en este caso de las mujeres, que son vícti-
mas de abusos sexuales y de violencia familiar entre cón-
yuges. Sin duda producirá resultados de gran magnitud pa-
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ra todas las mujeres en términos de bienestar comunitario,
cohesión social y productividad económica.

Los argumentos expresados por el diputado Alfredo Fer-
nández Moreno, desgraciadamente son una triste realidad,
por lo que los legisladores tenemos un compromiso no só-
lo de carácter legal sino moral con nuestras mujeres y con
todos aquellos sectores vulnerables que se encuentran más
desprotegidos.

El Poder Legislativo cuenta con una tarea laboriosa, crear
leyes en pro de estos sectores, como la iniciativa en estudio
que propone la pérdida de los derechos de patria potestad
en caso de violencia familiar, pérdida que ya se encuentra
contemplada en el artículo 444 del Código Civil Federal, al
señalar que la patria potestad se pierde por resolución judi-
cial, entre otras causales, por los malos tratos por parte del
que la ejerce o cuando éste comete un delito doloso y la
víctima sea el menor.

Además el artículo 444 Bis del Código Civil Federal esta-
blece que la patria potestad se limitará en casos de violen-
cia familiar, es decir que el Juez Familiar podrá regularla
con los límites que considere convenientes sin necesidad
de resolver oficiosamente la pérdida total del derecho.

Esta comisión considera que la pérdida de la patria potes-
tad no debe ser absoluta como lo establece la propuesta en
estudio, sino que se debe regular o limitar dependiendo el
caso concreto, y que debe ser el juez especializado en lo
familiar quien debe resolver sobre ese derecho y no el juez
penal, en términos de especialización en la materia y del
principio de mínima intervención del derecho penal.

Por otro lado, la iniciativa propone: “a juicio del juez, se
impondrá al inculpado como medida precautoria la prohi-
bición de ir a lugar determinado”. Al respecto el numeral 5
del artículo 24 del Código Penal Federal establece como
pena o medida de seguridad “la prohibición de ir a lugar
determinado”, pena o medida que deriva de la emisión de
una sentencia y no como una medida precautoria, por lo
que esta Comisión considera improcedente la propuesta en
comento.

Por otro lado, no cabe duda que uno de los objetivos de to-
da ley es su eficaz cumplimiento. Esta comisión considera
que, a pesar de las buenas intenciones que trae consigo, re-
sultaría letra muerta, pues difícilmente podríamos construir
algún caso en materia federal, en el que pudiese ser aplica-

ble esta norma; sin duda, este tipo de conductas serían re-
currentes en las agencias del Ministerio Público y de los
juzgados de paz penales del fuero común, pero de ninguna
manera sería competencia de la Procuraduría General de la
República y de los Juzgados de Distrito, en términos de lo
señalado en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Justicia

Acordó

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el párrafo cuarto al artículo 343 Bis
del Código Penal Federal, presentada por el diputado Al-
fredo Fernández Moreno, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, el 27 de abril de 2006.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Maria-
na Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Car-
bajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes An-
drade, Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica),
Antonio de Jesús Díaz Athié, Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbri-
ca), Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pi-
lar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano
Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oli-
va Fragoso, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Nor-
iega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvet-
te Tamayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.
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LEY DE AMPARO

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que reforma la frac-
ción II del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LX Legislatura le fue tur-
nada para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción II del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que no
opere la suplencia de la deficiencia de la queja, cuando se
trate del delito de delincuencia organizada.

Esta comisión, de conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, incisos f) y g),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración de los inte-
grantes de esta honorable asamblea el presente dictamen,
basándose en los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 9 de octubre de 2007, el diputado Enrique
Cárdenas del Avellano, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma la fracción II del artículo
76 Bis de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artícu-
los 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

II. La Mesa Directiva, en esa misma fecha, mediante oficio
número DGLP/60-II-4-811, acordó se turnara a la Comi-
sión de Justicia. 

Contenido

Expone el autor que la inseguridad pública ha alcanzado
niveles inimaginables, en especial la delincuencia organi-
zada. Como sabemos, en nuestro país se expidió la Ley Fe-

deral contra la Delincuencia Organizada, publicándose en
el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1996,
como medio para contrarrestar y bajar el índice y efectos
de la delincuencia organizada; norma cuyo artículo 2o., es-
tablece lo siguiente: 

Artículo 2o. Cuando tres o más personas acuerden organi-
zarse o se organicen para realizar, en forma permanente o
reiterada, conductas que por sí, o unidas a otras, tienen co-
mo finalidad o resultado cometer alguno o algunos de los
delitos siguientes, serán sancionadas, por ese solo hecho,
como miembros de la delincuencia organizada. 

Siendo las conductas, que el numeral anterior señala como
delitos para ser consideradas como delincuencia organiza-
da, las siguientes: 

Terrorismo, terrorismo internacional; delitos contra la sa-
lud; falsificación o alteración de moneda, operaciones con
recursos de procedencia ilícita; acopio y tráfico de armas;
tráfico de indocumentados; tráfico de órganos; corrupción
de personas; pornografía; turismo sexual; lenocinio; trata
de personas; asalto; secuestro; tráfico de menores o perso-
nas que no tienen capacidad para comprender el significa-
do del hecho; y robo de vehículos. 

Los poderes federales (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) y
los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal)
deben, en su ámbito de competencia, realizar todo lo que
esté a su alcance para detener el crecimiento de la insegu-
ridad que se expande de manera vertiginosa. 

Por otra parte, aun cuando tenemos en nuestro país una ins-
titución tan noble como es el juicio de amparo, que nació
precisamente para que todas las autoridades respetaran las
garantías individuales de los gobernados, otorgándole cer-
teza jurídica dentro de cualquier procedimiento, lamenta-
blemente se ha abusado de este medio de defensa, que vie-
ne a sumarse a los desmanes que propicia la corrupción. 

El juicio de amparo se ha desvirtuado a tal grado, que en
esta área, la del crimen organizado, sea inaceptable que ha-
ya quien propugne por suprimir etapas en la tramitación del
juicio de amparo, pues en delitos de esta naturaleza no de-
be ser el proceso sencillo, sin mucho formulismo y al al-
cance de todos, porque hasta allá no debe llegar su finali-
dad protectora, pues otro fue el motivo por el cual se
introdujo la figura de la suplencia de la deficiencia de la
queja, desde que apareció en el artículo 42 de la Ley de
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1882 y se reitero en los Códigos Federales de Procedi-
mientos Civiles de 1897 y 1908, así como en las leyes pos-
teriores a la vigencia de la Constitución de 1917, hasta en-
contrarlo en el artículo 79 de la Ley de 1936, cuyo texto
reformado quedo redactado en la Ley de 1950, hasta llegar
a la reforma del 20 de abril de 1986, actualmente vigente. 

La suplencia de la queja ha sido definida por el distinguido
jurista Juventino V. Castro, en su obra Lecciones de garan-
tías y amparo como “un acto jurisdiccional dentro del pro-
ceso de amparo, de eminente carácter proteccionista y an-
tiformalista, cuyo objeto es integrar dentro de la litis las
omisiones cometidas en la demanda de amparo, para ser to-
madas en cuenta al momento de sentenciar, siempre en fa-
vor del quejoso y nunca en su perjuicio, con las limitacio-
nes y los requisitos constitucionales conducentes”. 

Así tenemos que, el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo
establece que las autoridades que conozcan del juicio de
amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de
violación de la demanda, y la de los agravios formulados
en los recursos que esta ley establece.

En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia
de conceptos de violación o de agravios del reo. Refiere
además que se deben de actualizar las leyes a la realidad
que vivimos, por ello el objetivo de la presente iniciativa
de agregar a la fracción II del artículo 76 Bis la expresión
“excepto en los delitos de delincuencia organizada”. Con
ello, se pretende que las autoridades, jueces, magistrados,
entre otros, a quienes corresponda conocer un juicio de am-
paro en materia penal y concretamente en materia de de-
lincuencia organizada, no suplan la deficiencia de los con-
ceptos de violación de la demanda, y la de los agravios
formulados, pues, con ello, se evitará que toda persona que
se vea inmiscuida en cualquiera de los delitos señalados en
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, abuse
del juicio de amparo y siga aumentando el número de deli-
tos en esta materia, aumentando, con ello, la incredulidad
de la sociedad en las instituciones. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos las
siguientes 

Consideraciones

Esta comisión estima pertinente realizar las siguientes con-
sideraciones jurídicas:

Sabido es por todos que nuestra Constitución contempla un
conjunto de derechos subjetivos para el ciudadano que, en
la práctica, son mejor conocidos como garantías individua-
les. 

Es así que, a palabras del jurista Ignacio Burgoa, el artícu-
lo 14 constitucional reviste una trascendental importancia
dentro de nuestro orden constitucional, a tal punto que, a
través de las garantías de seguridad jurídica que contiene,
el gobernado encuentra una amplísima protección a los di-
versos bienes que integran su esfera de derecho.

Dentro de un régimen jurídico donde impere el derecho,
bajo un carácter normativo legal o bajo un aspecto consue-
tudinario que opera en el estatus de cada gobernado, se de-
be obedecer a determinados principios previos, tales como
nulla poena sine crimen, nullum crimen sine lege, nulla ne-
cessitas sine iniura, nulla iniura sine actione, nulla actio
sine culpa, nulla culpa sine indicio, nulla accusatio sine
probatione, entre otros.  

Dentro de esos trascendentales derechos, existen unos que
se conocen como garantías en materia penal que, a grandes
rasgos, tanto en el aspecto material como formal, tienen
que ver con lo siguiente:

• Solamente a través de una disposición que, de acuerdo
a la misma Constitución, formalmente sea ley, una con-
creta y determinada conducta puede ser calificada de
delito.

• La pena asociada al delito debe estar señalada en la ley
y por ningún acto posterior a la comisión de éste se pue-
de agravar.

• Las penas solamente pueden ser aplicadas por la auto-
ridad judicial a la que la ley le otorgue facultades, a tra-
vés del correspondiente proceso penal.

• En el proceso penal, el acusado tiene derecho a cono-
cer la acusación y los elementos que la apoyan, a contar
con la asistencia jurídica de un abogado, a ofrecer prue-
bas, a que su proceso concluya en un tiempo determina-
do, a carearse con sus acusadores, y otros más.

• El ciudadano no puede ser privado de la libertad si no
es mediante la orden de aprehensión expedida por un
juez penal competente.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008219



• Tanto el proceso penal como el libramiento de una or-
den de aprehensión, deben estar apoyados en resolucio-
nes en las que esté acreditado el cuerpo del delito y la
probable responsabilidad del acusado.

• Los juicios criminales no pueden tener más de tres ins-
tancias y nadie puede ser sometido a proceso más de una
vez por los mismos hechos delictivos.

A últimos años se ha venido perfeccionando el sistema
constitucional y legal en materia penal, para ascender, día
con día, a un nivel superior de desarrollo, realizando refor-
mas de acuerdo a la realidad del país y donde el contenido
de los artículos constitucionales encuentra razón en la cir-
cunstancia de que, ante un acto de autoridad que destruya
las garantías individuales, debe promoverse el juicio de
amparo, para el efecto de que las cosas vuelvan al estado
que tenían antes de su violación.

Sobre el particular, es importante resaltar la reforma cons-
titucional al sistema de justicia penal, recientemente apro-
bada por el Congreso de la Unión –actualmente en espera
de la aprobación de la mayoría de las legislaturas locales,
de conformidad con el artículo 133 constitucional–, me-
diante la cual se consolidará un cambio estructural con la
adopción de un sistema garantista de tipo acusatorio y oral.

Ahora bien, el amparo penal, debe decirse, es aquel que
versa sobre la constitucionalidad de los actos que afecten la
vida, la libertad personal y que impliquen un destierro o
una deportación; también, cuando se trata de una tortura,
sea que se tramite en primera, en única o en segunda ins-
tancia. Es amparo penal el que promueve la víctima o el
ofendido por la comisión de un delito. Todo proceso segui-
do ante órgano jurisdiccional debe substanciarse con las
formalidades esenciales del procedimiento y que sólo, me-
diante sentencia dictada conforme a las leyes aplicables a
cada caso concreto, se pone fin al juicio; y es, hasta ese
momento, en que una persona debe ser considerada culpa-
ble, pues uno de los principios rectores de nuestra Carta
Magna es que nadie puede ser declarado culpable por el he-
cho que se le imputa si no es oído y vencido previamente
en juicio seguido ante los tribunales competentes.

Debe tomarse en consideración que, por falta de asesora-
miento, es frecuente que los argumentos de las partes no se
expongan en forma adecuada y sistemática; sin embargo,
de acuerdo con los conocimientos que poseen los jueces fe-
derales, les permiten, al analizar en su conjunto dichos ar-
gumentos, interpretarlos en forma correcta y pronunciar

una sentencia que debe aspirar a una solución justa de la
controversia y no a una decisión puramente convencional,
que se escude en la falta de claridad de los propios agravios
o de los conceptos de violación.

Es por ello que en nuestro sistema se encuentre contempla-
da –dentro de los artículos 107, fracción II, párrafo segun-
do, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 76 Bis de la Ley de Amparo– la suplencia de la
deficiencia de la queja, la cual se puede definir como la fi-
gura jurídica que consiste, en esencia, en examinar cues-
tiones no propuestas por el quejoso, o recurrente, en sus
conceptos de violación o en sus agravios, respectivamente,
que podrían resultar favorables para arribar al conocimien-
to de la verdad jurídica, lo que implica un examen, incluso
oficioso, para investigar acerca de la constitucionalidad o
inconstitucionalidad del acto reclamado, pero que no llega
al grado de poder cambiar la naturaleza del acto reclamado
o apreciar pruebas que no conoció la autoridad responsable
a través de la jurisdicción ordinaria, ya que en las senten-
cias de amparo, el acto reclamado debe apreciarse tal y co-
mo aparezca probado ante la autoridad responsable. 

La denominación de esta figura surgió de su realidad, es
decir, de su razón de ser: suplir las deficiencias que contie-
ne la demanda de garantías, ya que esas deficiencias deben
encontrarse dentro del capítulo de conceptos de violación y
no en otro lugar. Actualmente, la suplencia opera no sólo
por lo que hace a las deficiencias de la demanda sino tam-
bién en relación con las deficiencias que contengan los es-
critos de los recursos, específicamente, en el capítulo de
agravios que se esbocen, con la finalidad de que el juez
otorgue el amparo que se haya demandado, con base en ra-
zonamientos que no hayan sido expuestos por el quejoso en
su escrito inicial o en sus recursos.

La suplencia de la queja opera en cinco casos, a saber: en
las materias penal, laboral, agraria, en todas las materias
cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas in-
constitucionales por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, y tratándose de menores e incapaces, esto de confor-
midad con el artículo 107 fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con
el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo.Sin embargo, la su-
plencia en materia penal tiene límites, pues si bien, el ór-
gano jurisdiccional tiene la facultad de suplir la deficiencia
de la queja en términos del artículo 76 Bis, fracción II, de
la Ley de Amparo, tal facultad se constriñe a la mera su-
plencia de argumentos no expresados en la demanda de ga-
rantías, o, en su caso, en el escrito de revisión, es decir, se
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reduce al perfeccionamiento de conceptos de violación o
de agravios, llegando al grado de esgrimirlos, a pesar de
que en la demanda o en el escrito de revisión hubiera au-
sencia de unos u otros.

Pero tal suplencia no llega al extremo de recabar pruebas
de oficio y, mucho menos, a declarar la inconstitucionali-
dad de un auto de formal prisión sin prueba alguna.

De conformidad con lo establecido en el artículo 76 Bis,
fracción II, de la Ley de Amparo, la suplencia de la queja
deficiente en materia penal opera aún ante la ausencia de
conceptos de violación o de agravios del reo. Esto es, la
suplencia de la queja constituye una excepción al rigoris-
mo jurídico y al formalismo legal, cuyo fin es proteger los
intereses del procesado, además de que se trata de una fa-
cultad concedida al juzgador para subsanar, en la sentencia,
el error u omisión en que haya incurrido el reo o su defen-
sor, sin que esta suplencia se realice con la finalidad de
buscar algún elemento jurídico para poder declarar libre a
una persona sino que únicamente se realiza una análisis de
las constancias que obran en el expediente para poder otor-
gar una sentencia justa.

Es decir, en términos de la fracción referida, si al interpo-
nerse la demanda de amparo en materia penal, el quejoso
no expresa los conceptos de violación correspondientes o,
al atacar una resolución dentro de un juicio de amparo en
dicha materia a través del recurso, no se expresan agravios,
el juzgador competente suplirá la deficiencia, dándose el
beneficio por el tipo de juicio de que se trata. La situación
referente a que no se expresen conceptos de violación en la
demanda de amparo es confirmada por el artículo 117 de la
Ley de Amparo, al establecer que, cuando se trate de actos
que importen peligro de privación de la vida, ataques a la
libertad personal fuera de procedimiento judicial, deporta-
ción o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el ar-
tículo 22 de la Constitución federal, y el agraviado se en-
cuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá
hacerlo cualquier otra persona en su nombre, aunque sea
menor de edad.

En este caso, el juez dictará todas las medidas necesarias
para lograr la comparecencia del agraviado y, habido que
sea, ordenará que se le requiera para que, dentro del térmi-
no de tres días, ratifique la demanda de amparo.

Si el interesado la ratifica, se tramitará el juicio; si no la ra-
tifica, se tendrá por no presentada la demanda, quedando
sin efecto las providencias que se hubiesen dictado.

Por otra parte, hacer la modificación que se propone, no
garantizaría una procuración de justicia más eficaz, al con-
trario, traería como consecuencia dejar en estado de inde-
fensión a los particulares que se encontraran procesados
por el delito de delincuencia organizada. Por otro lado, en
ocasiones existen deficiencias en la integración de la de-
manda por parte de los agentes del Ministerio Público, que
traen como consecuencia que se detenga a personas inocen-
tes y se les siga un proceso que, además de ser injusto, al ha-
cer la modificación referida a la fracción II del artículo 76
Bis, se les estaría dejando en perfecto estado de indefensión,
pues toda persona tiene derecho a obtener una resolución
fundada en derecho que ponga fin al proceso, ya que de na-
da serviría que se le haya permitido al sujeto comparecer al
proceso, en sus instancias legalmente previstas, si no se
prevé también un derecho para el que órgano jurisdiccional
no pueda eludir dar la respuesta jurídica cuya búsqueda dio
origen al proceso, o de una que resulte siendo ambigua.

Sin embargo, no es cualquier respuesta la que satisface el
derecho a la tutela judicial efectiva, sino que es necesario
que ésta, además de ser clara, deba encontrarse debida-
mente motivada, tanto desde una perspectiva fáctica como
jurídica.

Siendo así que sea dable aplicar la garantía de presunción
de inocencia, que es aquella donde se reconoce el derecho
de la persona que viene siendo sujeto de una persecución
criminal de ser considerado y tratado como inocente por el
ordenamiento jurídico en su conjunto hasta que no exista
pronunciamiento judicial firme en el sentido de que el su-
jeto ha realizado un comportamiento delictivo.

Ya de inicio se debe advertir que el derecho a la presunción
de inocencia no sólo es una garantía que impone la consi-
deración al imputado como inocente sino que su efecto más
importante lo produce en cuanto exige que la persona que
viene afrontando un procedimiento criminal sea tratada, en
los diversos sectores del ordenamiento jurídico y la vida
social, como una persona de la que aún no se ha compro-
bado responsabilidad penal alguna.

Finalmente, sabemos que, a últimas fechas, existe un in-
cremento en delitos de delincuencia organizada, y que lo
que pretende el proponente es evitar que se siga dando ese
fenómeno. Sin embargo, debemos recordar que el juicio de
amparo obedece a un técnica establecida para su tramita-
ción, sin dejar de observar el contenido de las garantías in-
dividuales y conocer el sentido de qué es lo que se trata de
proteger con ellas en el juicio de amparo. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
la Comisión de Justicia sometemos a consideración del
Pleno de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma la fracción II del artículo 76 Bis de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
presentada por el diputado Enrique Cárdenas del Avellano,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, el 9 de octubre de 2007.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Maria-
na Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda  (rúbrica), Liliana Car-
bajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes An-
drade, Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica),
Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas
(rúbrica), Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María
del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés
Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica),
Mario Eduardo Moreno Álvarez, Silvia Oliva Fragoso, Luis Gustavo
Parra Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yad-
hira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE AMPARO

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que adiciona el artí-

culo 197-C y reforma la fracción IV del 211 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LX Legislatura le fue tur-
nada, para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artí-
culo 197-C y reforma el artículo 211 de la Ley de Amparo.

Esta Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6 in-
cisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de los integrantes de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, con base en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en fecha 26 de abril de
2007, el diputado Humberto López Lena Cruz, del Grupo
Parlamentario de Convergencia presentó la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 197-C y refor-
ma, en el sentido de adicionar la fracción IV, el artículo 211
de la Ley de Amparo.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa misma fecha, me-
diante oficio número DGLP/60-II-3-683, acordó que se
turnara a la Comisión de Justicia.

Contenido de la iniciativa

El diputado establece, que el juicio de amparo es el medio
de control constitucional que establece nuestra Carta Mag-
na para la protección de los derechos públicos subjetivos
de los gobernados, y el respeto inherente de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Ahora bien, para comprender mejor el juicio de amparo co-
mo medio de control constitucional se deben conocer los
principios filosóficos del mismo, y uno de ellos radica en
proporcionar al quejoso un medio efectivo para alcanzar la
justicia y el respeto de los derechos consagrados a su favor
en la Constitución federal. 
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Otro aspecto, indica el proponente de la iniciativa, para
cumplir el principio señalado, radica en que los tribunales
federales que conozcan de este proceso constitucional de-
ben de aplicar el criterio jurisprudencial que sea favorable
al quejoso cuando no exista tercero perjudicado, tomando
en consideración que el objetivo principal de los tribunales
federales es buscar una real y efectiva impartición de justi-
cia. 

Es así que la aplicación del criterio favorable solamente
traería como consecuencia que se lograra una verdadera
impartición de justicia, y con esto se conseguirían cabal-
mente los fines para los cuales fue creada la institución ju-
rídica mexicana más noble que ha existido en beneficio del
gobernado. 

Por otro lado, y tomando en consideración lo señalado, los
tribunales de amparo tienen la finalidad de otorgar una ade-
cuada impartición de justicia, y el único modo de realizar-
lo, es la aplicación de los criterios jurisprudenciales que
beneficien al quejoso, lo cual no acarrea un perjuicio a la
impartición de justicia, puesto que con esto se estaría ha-
ciendo cumplir con los mandatos de la Constitución. 

Se advierte que con la reforma planteada, mediante la adi-
ción del artículo 197-C a la Ley de Amparo, el Estado pue-
de ver en el amparo un medio de proporcionar seguridad
jurídica hacia sus gobernados, cumpliendo de esta forma
uno de los mandatos esenciales que le fueron encomenda-
dos, es decir, buscar el beneficio y el desarrollo de la so-
ciedad, hecho que se genera al existir seguridad jurídica. 

Por tal motivo y con la finalidad de otorgar al gobernado
una certidumbre jurídica, es sumamente necesario la unifi-
cación de los criterios jurisprudenciales que emiten los tri-
bunales federales, buscando por sobre cualquier cosa en di-
cha unificación, el beneficio de toda la sociedad. 

Por otra parte en la reforma planteada se establece una li-
mitación al ejercicio indebido del juicio de amparo, me-
diante la tramitación de los llamados “amparos frívolos”,
los cuales son tramitados por abogados postulantes caren-
tes de ética, generando una carga laboral innecesaria para
los tribunales federales, y a la vez, evitando una correcta
impartición de justicia. 

Además, es sumamente necesario establecer sanciones a
los promoventes del juicio de amparo o a sus abogados que
interpongan este medio de control cuando sólo intenten re-
tardar el cumplimiento de la ley o los mandatos judiciales,

a fin de proporcionar una seguridad jurídica a los goberna-
dos que puedan verse afectados en sus derechos. 

Finalmente, para evitar que se sigan presentando “amparos
frívolos” es necesaria la adición de la fracción IV al artícu-
lo 211 de la Ley de Amparo, logrando de esta manera que
los litigantes utilicen este medio de defensa constitucional
en busca de un beneficio totalmente apartado de los princi-
pios constitucionales. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos las
siguientes

Consideraciones

Primera. Esta comisión estima pertinente realizar las si-
guientes consideraciones jurídicas:

Se entiende por jurisprudencia las reiteradas interpretacio-
nes que de las normas jurídicas hacen los tribunales de jus-
ticia en sus resoluciones, y constituye una de las fuentes
del derecho; también puede decirse que es el conjunto de
fallos firmes y uniformes dictadas por los órganos jurisdic-
cionales del Estado.

Las autoridades autorizadas, constitucional y legalmente,
que pueden crear criterios jurisprudenciales son: la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación en sus dos modalidades
(en pleno y por salas) y los tribunales colegiados de circui-
to, obligando a todos los demás órganos jurisdiccionales
del país a acatar esas disposiciones, con fundamento en el
artículo 192 de la Ley de Amparo, siendo que la Suprema
Corte es el Tribunal más importante y de mayor grado en
el país cuando se constituye en Pleno, es lógico que la in-
terpretación que haga de las leyes, deba ser considerada co-
mo obligatoria para las demás autoridades.

Es decir, cuando los ministros resuelven los casos que se
someten a su consideración, ya sea en el Pleno o en las sa-
las, establecen criterios sobre la forma en que debe inter-
pretarse la ley, cuando existen cinco de estos criterios igua-
les y consecutivos se crea la jurisprudencia, misma que
obliga a todos los órganos jurisdiccionales del país a apli-
car la ley con ese criterio.

Sin embargo, no sólo la Suprema Corte, sino también los
tribunales colegiados y el Tribunal Electoral pueden esta-
blecer criterios de interpretación que son igualmente obli-
gatorios para los tribunales unitarios, los juzgados de dis-
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trito, los tribunales militares y judiciales del fuero común
de los Estados y del Distrito Federal, y los tribunales ad-
ministrativos y del trabajo, locales o federales. 

Las resoluciones de los tribunales colegiados de circuito
constituyen jurisprudencia siempre que lo resuelto en ellas
se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra
en contrario, y que hayan sido aprobadas por unanimidad
de votos de los magistrados que integran cada tribunal co-
legiado, de conformidad con el artículo 193 de la Ley de
Amparo. 

La ley es un marco de posibilidades, donde el Juez puede
elegir alguna por haber un cambio de valoraciones vigen-
tes de las posibilidades que la ley permite sin salir del mar-
co legal, es sustentado por varios juristas, quienes sostie-
nen, que toda norma jurídica es una de la posibilidades,
cuya interpretación permite dos o más soluciones, todas
igualmente correctas desde el punto de vista racional–de-
ductivo; y es esta tesis la que permite explicar el fenómeno
tan común en la experiencia jurídica, que es el cambio de
jurisprudencia. 

Ahora bien, otra manera que existe para crear jurispruden-
cia es a través de la resolución de una contradicción de te-
sis. Ésta puede producirse entre dos tribunales colegiados
de circuito o entre las salas de la Suprema Corte de Justi-
cia, que deberá ser resuelta por la misma corte, y al resol-
verse el problema de la contradicción de tesis jurispruden-
ciales, dejará de tener vigencia la que sea considerada
infundada, es decir, si se presenta una contradicción de te-
sis entre tribunales colegiados, podrá resolver una de las
salas de la corte, con un voto mínimo de cuatro ministros;
por otro lado si la contradicción se presenta entre salas de
la corte o por contradicción sustentada por el propio Pleno,
ésta se resolverá en el Pleno de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, y deberá ser aprobada con el voto de
cuando menos ocho ministros.

Lo anterior, de conformidad con lo que establecen los artí-
culos 107, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución
Federal y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los tribuna-
les colegiados de circuito sustenten tesis contradictorias en
los juicios de amparo de su competencia, el Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación o la sala que corres-
ponda deben decidir cuál tesis ha de prevalecer. Ahora
bien, se entiende que existen tesis contradictorias cuando
concurren los siguientes supuestos:

a) Que al resolver los negocios jurídicos se examinen
cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten
posiciones o criterios jurídicos discrepantes; 

b) Que la diferencia de criterios se presente en las con-
sideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas
de las sentencias respectivas; y, 

c) Que los distintos criterios provengan del examen de
los mismos elementos.

Debe mencionarse, que la jurisprudencia que sea sostenida
por algún tribunal colegiado, tiene que respetar los criterios
jurisprudenciales de la Suprema Corte, sin que sea posible
que los tribunales colegiados contraríen las tesis sustenta-
das por el más alto tribunal del país.

Por otro lado, cuando un juzgador inferior jerárquico de un
tribunal colegiado, al solucionar un juicio determinado se
encuentra en la disyuntiva de aplicar el criterio establecido
por la Suprema Corte o el de un tribunal colegiado, éste de-
berá acatar la tesis emitida por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, sea que la haya sustentado por medio de
alguna de sus salas o a través del Pleno.

Asimismo, cuando se crea jurisprudencia, debemos atender
al numeral 195 de la Ley Reglamentaria de los Artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que estatuye:

“Artículo 195. En los casos previstos por los artículos
192 y 193, el Pleno, la sala o el tribunal colegiado res-
pectivo deberán:

I. Aprobar el texto y rubro de la tesis jurisprudencial y
numerarla de manera progresiva, por cada uno de los ci-
tados órganos jurisdiccionales;

II. Remitir la tesis jurisprudencial, dentro del término de
quince días hábiles siguientes a la fecha de su integra-
ción, al Semanario Judicial de la Federación, para su pu-
blicación inmediata;

III. Remitir la tesis jurisprudencial, dentro del mismo
término a que se refiere la fracción inmediata anterior,
al Pleno y salas de la Suprema Corte de Justicia y a los
tribunales colegiados de circuito, que no hubiesen inter-
venido en su integración; y
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IV. Conservar un archivo, para consulta pública, que
contenga todas las tesis jurisprudenciales integradas por
cada uno de los citados órganos jurisdiccionales y las
que hubiesen recibido de los demás. 

El Semanario Judicial de la Federación deberá publicar
mensualmente, en una gaceta especial, las tesis jurispru-
denciales que reciba del Pleno y salas de la Suprema Cor-
te de Justicia y de los tribunales colegiados de circuito, pu-
blicación que será editada y distribuida en forma eficiente
para facilitar el conocimiento de su contenido.

Las publicaciones a que este artículo se refiere, se harán sin
perjuicio de que se realicen las publicaciones mencionadas
en el artículo 197-B.”

De lo anteriormente expuesto, se advierte que con la apari-
ción de la publicación de tesis jurisprudenciales, se permi-
te a los juzgadores, conocer en un término breve, las nue-
vas tendencias sobre cierta materia que integran tanto la
Suprema Corte, como los tribunales colegiados, lo que va
a servir para resolver en forma análoga aquellos juicios de
amparo que se presenten con posterioridad a la formación
de tales tesis, y que versen sobre la misma materia, sin ser
necesario que los jueces de referencia tengan que esperar la
publicación anual del informe de actividades del presiden-
te de la Suprema Corte.

Debemos observar de igual manera lo establecido en el ar-
tículo 197, el cual establece:

“Artículo 197. (…) Si cualquiera de las partes invoca an-
te un tribunal colegiado de circuito la jurisprudencia esta-
blecida por otro, el tribunal del conocimiento deberá:

I. Verificar la existencia de la tesis jurisprudencial in-
vocada;

II. Cerciorarse de la aplicabilidad de la tesis jurispru-
dencial invocada, al caso concreto en estudio; y

III. Adoptar dicha tesis jurisprudencial en su resolu-
ción, o resolver expresando las razones por las cuales
considera que no debe confirmarse el criterio sostenido
en la referida tesis jurisprudencial.

En la última hipótesis de la fracción III del presente
artículo, el tribunal de conocimiento remitirá los au-
tos a la Suprema Corte de Justicia para que resuelva
sobre la contradicción.”

La disposición legal transcrita, tiene como finalidad unifi-
car los criterios de los distintos tribunales federales encar-
gados de desentrañar el sentido de las leyes, a través de sus
jurisprudencias. Con ello se logrará imponer un solo crite-
rio, que es aplicable a todos los casos que se presentan en
el futuro sobre el mismo tópico jurídico.

Es decir, es en este artículo donde se han sentado las bases
para que las partes en un juicio de amparo tengan seguri-
dad jurídica sobre las normas que serán aplicadas, así co-
mo el criterio impetrante en el Poder Judicial de la Federa-
ción sobre determinada ley.

Por tal razón, se autoriza proponer a un tribunal colegiado
la aplicación del criterio jurídico de otro tribunal, cuando la
cuestión controvertida en los dos juicios de amparo es
idéntica o cuando un tribunal colegiado ha sentado juris-
prudencia al respecto; para el caso de que el tribunal que
esté conociendo del amparo y al cual se le solicite la adop-
ción del criterio de otro tribunal colegiado, se niegue a to-
mar dicho criterio, entonces deberá razonar el motivo por
el cual considera que no debe aplicarse el mismo, y remiti-
rá a la Suprema Corte el expediente para que ésta resuelva
la contradicción de criterios jurídicos planteada.

Por todo lo anteriormente expuesto, se considera que la
propuesta de iniciativa en cuanto a la adición del artículo
197-C no es válida, ya que la autoridad no puede sustentar
sus resoluciones en la tesis o jurisprudencia que más con-
venga al quejoso, ya que existe un procedimiento a seguir
en cuanto a su aplicación; además no se puede dejar de ob-
servar que hay principios aplicados dentro de todas las ma-
terias, algunos de ellos son: que se debe aplicar lo más fa-
vorable al reo, en materia penal; lo que más beneficie a los
trabajadores en materia laboral; se debe aplicar la ley siem-
pre en favor de los menores en materia familiar, entre otros.

Finalmente, se sostiene que existen delitos que, si bien es
cierto contienen el mismo tipo legal, la jurisprudencia no
puede aplicarse de la misma manera a todos ellos, pues por
las variaciones de interpretación, cuestiones de validez o
de criterio, se observan de manera diferente por los juzga-
dores en cada territorio del país, es por ello, que cuando se
observen diferencias entre las jurisprudencias que pueden
ser aplicadas, se debe seguir el procedimiento señalado en
párrafos precedentes.

Segunda. El amparo es un medio jurídico otorgado a favor
del quejoso, a través del cual se pretende controlar el res-
peto a la Constitución mediante la observancia de las ga-
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rantías individuales, y su reglamentación legal se ha hecho
con la finalidad de tutelar el régimen constitucional cuan-
do alguna autoridad lo contraviene.

Sin embargo, el amparo no fue creado para que se abusara
en la búsqueda de la defensa de intereses individuales con
la finalidad de burlar su cumplimiento; es por ello que si el
juzgador federal, aprecia que una demanda se interpone pa-
ra retardar la actuación de las autoridades, será sancionado
el quejoso en términos del artículo 81 de la Ley de Ampa-
ro, el cual establece:

“Artículo 81. Cuando en un juicio de amparo se dicte
sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o
desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el
propósito de retrasar la solución del asunto del que ema-
na el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las
resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal ac-
tuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus
representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una
multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando
en cuenta las circunstancias del caso.”

La disposición transcrita, busca la reducción de los juicios
de amparo que no tienen razón de ser, y que vengan a en-
torpecer la solución de los que verdaderamente contienen
una trascendencia importante por la litis que en ellos se
plantea.

Este artículo debe ser relacionado con el numeral 3 de la
misma ley, ya que ambos sostienen las bases para imponer
una sanción pecuniaria y en los dos se sustenta un criterio
idéntico, en el sentido de que para que proceda tal sanción,
es menester la existencia de una actuación de mala fe, lo
cual deberá ser comprobado para poder hacer tal imposi-
ción.

Con los preceptos referidos, lo que se persigue no es otra
cosa más que evitar la acumulación de juicios de amparo y,
con ello, el rezago judicial que se presenta por causa de la
tramitación de varios juicios de garantías que son notoria-
mente improcedentes, pero que se promueven con el fin de
retrasar el cumplimiento de un acto de autoridad que lesio-
na los intereses jurídicos del quejoso; en esas condiciones,
son de trascendencia estos preceptos, debiendo relacionar-
se con el artículo 211, fracción I, de la ley en cita, ya que
dicho artículo dispone que se sancionará al quejoso que
manifieste algún hecho falso o que omita la narración de
alguno cierto, al momento de entablar la demanda de am-
paro respectiva, exceptuándose, la materia penal.

Además, se pretende que el juicio de amparo sea un proce-
so regulador del contenido de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y por ese motivo se san-
cione a quien dañe la importancia que merece y que debe
tener como medio de control constitucional, pues si bien
existen una gran variedad de procesos que se llevan a cabo
entre los diversos tribunales de nuestro país, aún cuando
una persona susceptible de someterse a la acción de la jus-
ticia, tenga una idea de sus derechos, es posible que no co-
nozca la forma en que puede hacerlos valer, o bien, que an-
te la complejidad de los juicios, así como de la estructura y
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, prefiera no
ejercerlos, o los ejerza de una manera errónea.

Es así, que no es necesario adicionar una cuarta fracción al
artículo 211, pues ya se encuentra regulada la sanción
cuando se interponga una demanda o se promueva cuando
se sabe que es totalmente improcedente la acción, además
el artículo 73 de la Ley de Amparo, contiene XVIII frac-
ciones, las cuales mencionan todos los casos en que es im-
procedente el amparo, dejando en su última fracción esta-
blecido que en todos los demás casos en que la
improcedencia resulte de la disposición de una ley, así co-
mo que la improcedencia se tendrá que estudiar de oficio
por parte de la autoridad.

Finalmente, si el juzgador impone o no las sanciones, que-
da a su arbitrio la imposición, es decir no es cuestión de
que se contemple en la legalidad, pues se encuentra regu-
lado, más bien es una cuestión de criterio que tiene el juz-
gador para dirimir cuando debe o no imponerse la sanción.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
la Comisión de Justicia sometemos a consideración del
Pleno de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 197-C y reforma, en el sentido de
adicionar la fracción IV al artículo 211 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presen-
tada por el diputado Humberto López Lena Cruz, del
Grupo Parlamentario de Convergencia, el 26 de abril de
2007.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Maria-
na Bautista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Car-
bajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes An-
drade, Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica),
Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cade-
nas, Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del
Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lo-
zano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas, Silvia Oliva
Fragoso, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Noriega
(rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette Ta-
mayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que adiciona en el Li-
bro Segundo el Título Vigésimo Séptimo, “De los Delitos
contra el Deporte”, del Código Penal Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LX Legislatura fue turna-
da, para estudio, análisis y dictamen correspondiente, la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona en
el Libro Segundo el Título Vigésimo Séptimo, “De los De-
litos contra el Deporte”, del Código Penal Federal.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, in-
cisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración

de los integrantes de esta honorable asamblea el presente
dictamen, con base en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en fecha 20 de marzo
de 2007, la diputada Elizabeth Morales García, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona en el Libro Segundo el Título Vigésimo Séptimo,
“De los Delitos contra el Deporte”, del Código Penal Fe-
deral.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa fecha, mediante el ofi-
cio número D.G.P.L. 60-II-4-486, acordó que se turnara a la
Comisión de Justicia.

Contenido de la iniciativa

Expone la autora que el futbol llegó a consagrarse como un
deporte profesional, masivo, normalizado, institucionaliza-
do en forma de clubes-empresas, disfrutado por simpati-
zantes reales y virtuales. Los clubes han sumado a su pri-
migenia condición de juego y deporte otras cualidades que
lo han convertido en un negocio, un espectáculo, un pro-
ducto de la mercadotecnia, un trabajo y uno de los espacios
preferidos por las multitudes para descargar tensiones.

Añade que son muchas las actividades deportivas practica-
das en estos tiempos; sin embargo, el futbol genera y des-
pierta intensos sentimientos, excitación, fanatismo y pasio-
nes encontradas entre las personas y es uno de los pocos
deportes (o quizás el único) que ha sorteado cualquier tipo
de barrera, generacional, de género, económica, política e,
incluso, religiosa.

Sin embargo, señala que los actos de violencia se han ido
apoderando con mayor frecuencia de todo tipo de espectá-
culo deportivo, siendo los estadios de futbol los más afecta-
dos, y que no hay jornada en el mundo en que no haya riñas,
trifulcas, heridos y hasta muerte y sangre, que ensucian el
deporte.

Manifiesta la diputada iniciante que las soluciones para re-
vertir la violencia en este orden en México y en el mundo
no parecen dar respuesta a este grave problema, que cada
vez se da con mayor frecuencia en el futbol mexicano, don-
de el gran negocio económico que este deporte representa
parece ser más importante que la paz e integridad física de
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las familias que asisten, en forma consuetudinaria, a pre-
senciar este espectáculo deportivo, lo cual resulta realmen-
te grave, ya que debería ser la seguridad de los mexicanos
que asisten a este tipo de encuentros la prioridad, tanto pa-
ra los clubes deportivos y los dueños de los estadios como
para las autoridades correspondientes.

Señala que en México hay más de 70 porras registradas ofi-
cialmente en la Federación Mexicana de futbol, pero sólo
20 se autodenominan “barras bravas”, y muchas de ellas
son patrocinadas, aunque se diga lo contrario, por los mis-
mos clubes, y que la violencia generada por este tipo de po-
rras ya no se limita al campo de juego: los aficionados des-
bordados llevan el caos a las calles o acuerdan citas en
otras ciudades para desplegar sus desmanes, que terminan
en ataques, vandalismo y hasta muerte.

Igualmente, expresa que, el deseo es recuperar los estadios
y hacer del futbol un espectáculo familiar de nueva cuenta,
y que la batalla contra la violencia y las llamadas barras de-
berá ser decidida, frontal y sin miramientos, por lo que las
autoridades competentes deberán asumir el problema en su
real dimensión, ya que de lo contrario, la violencia se se-
guirá multiplicando y fortaleciendo, evitando con ello que
las familias vuelvan a los estadios a recuperar los espacios
que realmente les corresponden.

Por otra parte, señala la autora de la iniciativa en estudio
que se puede considerar como principales responsables de
los problemas de violencia que se presentan en los estadios
de futbol a los organizadores, ya que sabiendo la clase de
encuentro que realizan, y la pasión que éstos generan, no
toman en cuenta las medidas de seguridad apropiadas para
evitar dichos actos.

Para erradicar este problema se pueden hacer varias accio-
nes, entre las cuales destaca que los representantes de la
Comisión de Juventud y Deporte de la Cámara de Diputa-
dos legislen en torno de las sanciones que deberán impo-
nerse, y que tendrán que ser ejemplares, para los aficiona-
dos violentos que no respeten las medidas de control
implantadas por las directivas de los equipos que integran
el máximo circuito del futbol mexicano, ya que considera
la iniciante que no es suficiente contar con más policías en
los estadios, o cuidando las calles y avenidas aledañas,
tampoco lo son los cateos que realizan los elementos de se-
guridad pública y privada en los accesos de los estadios,
que tienen como fin evitar que sé introduzcan objetos peli-
grosos que puedan herir a espectadores, dirigentes, árbitros

o jugadores, estas medidas no son suficientes para contener
a los grupos organizados o no en el momento de su desen-
freno.

Y concluye exponiendo que con la aplicación de una nor-
ma jurídica se intenta establecer el orden necesario para
convivir en una sociedad y que la autoridad puede ejercer
mando cuando existen los supuestos jurídicos que sancio-
nan a los individuos por conductas en acciones u omisiones
que dañan o afectan a otros; el establecer el tipo penal per-
mite ejercer jurisdicción de los tribunales y limitar la liber-
tad del gobernado para que este no ofenda al grupo social.

Propone que los delitos cometidos en las instalaciones de-
portivas serán perseguidos de oficio, independientemente
de que se puedan denunciar y sancionar otros por querella
como el delito de lesiones y que las pruebas podrán ser tes-
timoniales, videograbaciones y, desde luego, la flagrancia.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la comisión dictaminadora exponen
las siguientes

Consideraciones

Esta comisión estima pertinente realizar las siguientes con-
sideraciones jurídicas:

Primero. La comisión considera que la propuesta de
adicionar el Libro Segundo del Código Penal Federal,
mediante el Título Vigésimo Séptimo, “De los Delitos
contra el Deporte”, integrado por dos tipos penales, no
se encuentra legalmente justificada, pues recordemos
que uno de los principios limitadores del derecho penal
subjetivo (ius puniendi) es la protección de bienes jurí-
dicos tutelados; así, cuando el legislador propone la cre-
ación de un tipo penal o de una agravante o calificativa,
debe justificar que se lesiona o pone en peligro un bien
jurídico tutelado, en el caso concreto, los tipos penales
propuestos no ponen en peligro o lesionan un bien jurí-
dico distinto a los ya tutelados por el Código Penal Fe-
deral.

Si lo que se pretende es tipificar los actos de violencia
que se realicen por una o varias personas de forma es-
pontánea o de común acuerdo en instalaciones deporti-
vas, no debemos olvidar que el Código Penal Federal ya
considera dichas figuras en los siguientes títulos y capí-
tulos:
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• Título Cuarto, “Delitos contra la Seguridad Públi-
ca”, Capítulo VI, “Asociaciones Delictuosas”.

• Título Décimo Octavo, “Delitos contra la Paz y Se-
guridad de las Personas”, Capítulo I, “Amenazas”.

• Título Décimo Noveno, “Delitos contra la Vida y
la Integridad Corporal”, Capítulos I, “Lesiones”, y
II, “Homicidio”.

• Título Vigésimo Segundo, “Delitos en contra de las
Personas en su Patrimonio”, Capítulos I, “Robo”, y
VI, “Daño en Propiedad Ajena”.

Como se advierte, las figuras que la iniciativa pretende
tipificar ya están consideradas en el Código Penal Fede-
ral, igual que otras figuras delictivas que la iniciativa no
comprende pero podrían llegar a ocurrir en el desarrollo
de un encuentro deportivo, como el delito de armas pro-
hibidas contenido en el Título Cuarto, Capítulo III, el de
desobediencia y resistencia de particulares y los delitos
cometidos contra funcionarios públicos, contenidos en
el Título Sexto, Capítulos I y IV, respectivamente, deli-
tos contra la salud, contenidos en el Título Séptimo, Ca-
pítulo I, “De la Producción, Tenencia, Tráfico, Proseli-
tismo y Otros Actos en materia de Narcóticos”.

De lo contrario, y en el caso de que esta legislatura apro-
bara la iniciativa en estudio, se violaría la garantía cons-
titucional considerada en el artículo 23 y conocida como
non bis in idem, principio que establece que nadie pue-
de ser juzgado por el mismo delito, se le conoce como
la prohibición de múltiple procesamiento o condena por
el mismo hecho.

Debemos entender que la regla para aplicar el principio
en comento es la siguiente: debe haber dos o más pro-
cesos que pretendan juzgar a un inculpado por un mis-
mo delito; luego entonces, deberá existir identidad de
personas, es decir, debe ser el mismo en las dos o más
causas penales. De igual forma, debe ser el mismo deli-
to. Es necesario aclarar que el precepto constitucional
trascrito, se refiere a la conducta desplegada por el pro-
cesado y no al tipo penal en el cual se clasifica dicha
conducta, por ejemplo si una sentencia condenatoria fue
dictada por encontrar responsable a un sujeto en la co-
misión del delito de hostigamiento sexual, y la cual ya
quedo firme y, otra pretende juzgar a la misma persona
por el delito abuso sexual, pero con los mismos hechos,
ésta violaría el principio de referencia, igualmente serí-

an violatorias las resoluciones que sentencien hechos ya
juzgados, cuando éstas solo cambiaran el grado de par-
ticipación del sujeto activo, la gravedad del delito o el
grado de consumación.

Segundo. El combate de la delincuencia no puede dar-
se sobre la única base del aumento indiscriminado de la
represión, es decir, a través de la inflación en el catálo-
go de delitos e incremento de sanciones penales.

La lucha contra la delincuencia no pasa solamente por
cambios legales (incremento de tipos penales, agravan-
tes o penas) sino por el mejoramiento integral de la efi-
cacia institucional.

La eficacia de un sistema de justicia de un Estado social
y democrático no se mide con la mayor rigidez de las
normas ni mucho menos con el número de personas que
se encuentran detrás de las rejas, sino con el cumpli-
miento eficaz y oportuno de la ley.

Tercero. La Ley General de Cultura Física y Deporte
establece en el Título Cuarto, “De la Cultura Física y el
Deporte”, Capítulo VI, “De los Riesgos y Responsabili-
dad Civil”, las obligaciones de los promotores y organi-
zadores de encuentros deportivos, las obligaciones de
las autoridades y las consecuencias para los espectado-
res y participantes del encuentro deportivo por cometer
actos de violencia o que la generen, de la siguiente for-
ma:

Artículo 126. En la celebración de espectáculos
públicos o privados, eventos, cursos, talleres o se-
minarios en materia de cultura física o deporte,
sus promotores tienen la obligación de asegurar
la integridad de los asistentes y la prevención de
la violencia.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo
anterior, además de lo previsto en el reglamento de
la presente ley y en los lineamientos correspondien-
tes que para el efecto expida la Conade, se deberá
estar a lo siguiente:

I. Procurar que se movilicen servicios de policía
preventiva suficientes para afrontar las manifes-
taciones de violencia en el lugar del evento o sus
inmediaciones, así como a lo largo de las vías de
tránsito utilizadas por los espectadores;
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II. Facilitar una cooperación estrecha y un inter-
cambio de información apropiada entre los cuer-
pos de policía de las distintas localidades intere-
sadas o que puedan llegar a estarlo; y

III. Actuar de manera tal, que la proyección y
estructura de los lugares donde se celebren even-
tos deportivos, garanticen la seguridad de los
asistentes, no favorezcan la violencia entre ellos,
permitan un control eficaz de los asistentes, con-
tenga barreras o vallas apropiadas y permitan la
intervención de los servicios médicos y de segu-
ridad pública.

Artículo 127. Con estricto respeto de los procedi-
mientos previstos en otras leyes u ordenamientos
aplicables, los espectadores y participantes que co-
metan actos que generen violencia u otras acciones
reprensibles al interior o exterior de los espacios
destinados a la realización de la cultura física o el
deporte en cualquiera de sus modalidades, serán
sujetos a la sanción aplicable.

Artículo 128. Los integrantes del Sinade, en coordi-
nación con las autoridades competentes, están obli-
gados a revisar continuamente sus reglamentos para
controlar los factores que puedan provocar estallidos
de violencia por parte de deportistas o espectadores.

Artículo 129. En las proximidades de los recintos
en que se celebren acontecimientos deportivos ca-
lificados de alto riesgo, la autoridad competente,
en coordinación con los organizadores, montará
oficinas móviles de denuncias, de equipos de re-
cepción de detenidos y de centros móviles de
atención médica.

Artículo 130. El cuerpo de protección civil pres-
tará toda la ayuda posible a las unidades de poli-
cía, para que los efectivos especializados en la
prevención de la violencia en los espectáculos de-
portivos, se mantengan actualizados en las dispo-
siciones técnicas y métodos de trabajo que, a este
objeto y en el ámbito de su competencia, establezcan
las autoridades responsables.

Artículo 131. La aplicación de las disposiciones
previstas en este capítulo se realizará sin perjuicio
de dar cumplimiento a otros ordenamientos, que en

materia de espectáculos públicos dicte la federación,
los estados, el Distrito Federal y los municipios.

La legislación federal en cita establece, por un lado, las
obligaciones de las autoridades del deporte y la coordina-
ción que deben tener con otras y con los promotores de los
eventos deportivos; y por otro, las responsabilidades de los
espectadores y participantes de estos eventos, al señalar
que, en caso de que se realicen actos violentos en eventos
deportivos por espectadores o participantes, serán sancio-
nados con estricto respeto a los procedimientos previstos
en otras leyes u ordenamientos aplicables, en el caso en
concreto y que nos ocupa, con arreglo a las disposiciones
jurídico penales que ya se encuentran vigentes, lo que se
configura como un motivo más para afirmar que si bien el
espíritu de la iniciativa resulta totalmente loable, ya se en-
cuentra plasmado en la ley.

Cuarto. Esta comisión considera que se correría el ries-
go de transgredir algunos principios universales del de-
recho penal, como la presunción de inocencia, el princi-
pio de culpabilidad, proporcionalidad, mínima
intervención o ultima ratio, así como la garantía de de-
fensa.

Quinto. La inmensa mayoría de estas conductas perte-
necen al ámbito local, con excepción de los delitos con-
tra la salud, pero que tratándose de los demás su com-
petencia corresponde a las autoridades estatales y del
Distrito Federal.

Por lo expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión
de Justicia sometemos a consideración del Pleno de esta
honorable asamblea el siguiente proyecto de

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona en el Libro Segundo el Título Vigé-
simo Séptimo, “De los Delitos contra el Deporte”, del Có-
digo Penal Federal, presentada por la diputada Elizabeth
Morales García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, el 20 de marzo de 2007.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.
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La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros, Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Miguel Ángel
Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, secretarios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo,
Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbri-
ca), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes Andrade, Jesús de León
Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica), Antonio de Jesús Díaz
Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbrica), Arturo Flo-
res Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pilar Ortega Mar-
tínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano Lozano (rú-
brica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso,
Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Noriega (rúbri-
ca), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo
Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

CODIGO CIVIL FEDERAL

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con puntos de
acuerdo por los que se desechan cuatro iniciativas que re-
forman y adicionan diversas disposiciones del Código Ci-
vil Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia le fueron turnadas las iniciativas
que reforman y adicionan diversas disposiciones del Códi-
go Civil Federal en materia de alimentos, a cargo de la di-
putada Martha Laguette Lardizábal, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI; en materia de registro civil, alimentos y
violencia familiar, a cargo del diputado Jorge Leonel San-
doval Figueroa, del Grupo Parlamentario del PRI; en ma-
teria de alimentos, a cargo del diputado Jorge Kahwagi
Macari, del Grupo Parlamentario del PVEM; y en materia
de causales y consecuencias del divorcio, deudores y acre-
edores alimentarios, a cargo del diputado Mario Enrique
del Toro, del Grupo Parlamentario del PRD.

Esta Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6,

incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la considera-
ción de los integrantes de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 20 de septiembre de 2005, la diputada Martha
Laguette Lardizábal, del Grupo Parlamentario del PRI,
presentó la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 308 del Código Civil Federal.

II. Con fecha 11 de noviembre de 2005, el diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
PRI, presentó la iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona diversas disposiciones del Código Civil Federal en
materia de Registro Civil, alimentos y violencia familiar. 

III. Con fecha 11 de noviembre de 2005, el diputado Jorge
Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario del PVEM, pre-
sentó la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona las
fracciones VII, VIII y IX al artículo 444 del Código Civil
Federal.

IV. Con fecha 26 de abril de 2007, el diputado Mario Enri-
que del Toro, del Grupo Parlamentario del PRD, presentó
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones del Código Civil Federal en ma-
teria de divorcio y alimentos.

V. Mediante los oficios números: D.G.P.L. 59-II-4-1615,
del 20 de septiembre de 2005; D.G.P.L. 59-II-3-1900, del
11 de noviembre de 2005; y D.G.P.L. 59-II-3-1901, del 11
de noviembre de 2005, respectivamente, la Presidencia de
la Mesa Directiva turnó a la Comisión de Justicia y Dere-
chos Humanos las iniciativas señaladas en los antecedentes
I a III. 

VI. Mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-2-770, del 26
de abril del 2007, la Mesa Directiva turnó a la Comisión de
Justicia la iniciativa señalada en el antecedente IV.

Contenido

Las iniciativas que se dictaminan proponen:

1. La señalada con el numeral I propone reformar el ar-
tículo 308 del Código Civil Federal, a efecto de que
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dentro del concepto de alimentos se incluyan la atención
médica, la hospitalaria y, en su caso, los gastos de em-
barazo y parto; la educación preescolar y secundaria en
cuanto a los menores; la atención especial para el trata-
miento y la rehabilitación de acreedores alimenticios
con discapacidad y la incorporación preferente de los
adultos mayores al seno familiar.

2. La señalada en el numeral II, propone modificar la re-
ferencia al jefe del Departamento del Distrito Federal
por la actual de jefe de Gobierno, además de diversas
modificaciones en materia de alimentos y de violencia
intrafamiliar.

3. La señalada en el numeral III propone establecer co-
mo causal de pérdida de la patria potestad cuando el que
la ejerza deje de cumplir con su obligación de dar ali-
mentos a sus hijos, ya sea que viva o no en el domicilio
conyugal, o que exista sentencia condenatoria para otor-
gar la pensión alimenticia correspondiente; o bien cuan-
do no sea posible su localización y ésta sea también cau-
sa de incumplimiento de la obligación de dar alimentos.

4. La señalada en el numeral IV, propone reformas y
adiciones diversas al capítulo relativo a las causales y
consecuencias del divorcio.

Si bien las iniciativas plantean una problemática diversa,
todas se refieren a supuestos que están regulados por la le-
gislación local del Distrito Federal, la cual es competencia
de la Asamblea Legislativa de esta entidad federativa y, por
tanto, están fuera del ámbito de competencia del Poder Le-
gislativo federal. 

Consideraciones

Primera. En virtud del decreto publicado el 5 de diciem-
bre de 2006 en el Diario Oficial de la Federación, por el
que se reforman y adicionan los artículos 39 y 43 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se dividió a la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos en dos comisiones: Comisión de Justicia, y Co-
misión de Derechos Humanos, quedando a cargo de la Co-
misión de Justicia la emisión del dictamen de las iniciati-
vas marcadas con los numerales I, II y III del capítulo de
antecedentes. 

Segunda. Es importante señalar que las propuestas plante-
adas por los proponentes de las iniciativas de reformas y
adiciones al Código Civil Federal, motivo del presente dic-

tamen, persiguen objetivos atendibles en cuanto a sus al-
cances y aplicación. Sin embargo, las modificaciones pro-
puestas no son de atenderse en razón de que, por una par-
te, es competencia de la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal y no del Congreso de la Unión legislar en materia
civil del fuero común, y por la otra, las disposiciones con-
tenidas en los artículos cuya reforma se propone corres-
ponden al ámbito del fuero común y no guardan, en forma
alguna, relación con el fuero federal.

Tercera. En efecto, la materia de alimentos a que se refie-
ren las cuatro iniciativas corresponde al fuero común y, por
tanto, es competencia de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal legislar en esa materia. Baste con revisar el Tí-
tulo Sexto, relativo a Alimentos y Violencia familiar, que
forma parte del Libro Primero del Código Civil del DF, en
el cual, lo relativo a alimentos está reglamentada con sufi-
ciencia y amplitud.

En el mismo supuesto se encuentran las iniciativas men-
cionadas en los numerales II y III del apartado de Antece-
dentes, que se refieren además a la materia de violencia in-
trafamiliar. La citada en el numeral II, propone también
modificar la referencia al Jefe del Departamento del Distri-
to Federal por la actual de jefe de Gobierno. Como en el ca-
so de la materia de alimentos, la de violencia familiar tam-
bién es competencia del fuero común y se encuentra
reglamentada en el Código Civil local. Valga decir que so-
bre esta problemática, la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal ha emitido incluso legislación específica, como la
Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar.

En cuanto a la temática relativa a las causales y conse-
cuencias del divorcio, abordada en la iniciativa señalada en
el numeral IV del apartado de antecedentes del presente
dictamen, así como sus implicaciones en materia de deu-
dores y acreedores alimentarios, cae también dentro de la
jurisdicción del fuero común; por tanto, legislar al respec-
to es competencia de la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal, y está regida por las disposiciones contenidas en el
Libro Primero “De las Personas”, Título Quinto “Del Ma-
trimonio”, Capítulo X del Código Civil del Distrito Fede-
ral.

Cuarta. Las hipótesis normativas cuya reforma o adición
se propone, corresponden a cuestiones propias del fuero
común, ajenas por tanto al Código Civil Federal. Es im-
portante señalar que en la mayoría de los casos, práctica-
mente todas las disposiciones a que se refieren las iniciati-
vas en análisis fueron reproducidos prácticamente en su
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totalidad en el Código Civil del Distrito Federal, lo cual
pone de manifiesto que se trata de asuntos que correspon-
den a esta entidad federativa y no a la Federación.

Quinta. Esta dictaminadora considera pertinente incluir en
el presente análisis el Acuerdo por el que esta comisión, en
su sesión plenaria de fecha 4 de diciembre de 2008, des-
echó la iniciativa de reforma a los artículos 41, 148, 151,
631 y 2999 del Código Civil Federal, presentada el 2 de fe-
brero de 2006 por el diputado Jorge Kahwagi Macari, inte-
grante del Grupo Parlamentario del PVEM, la cual propo-
nía que en dichos numerales se sustituyera la referencia al
jefe del Departamento del Distrito Federal por la de Jefe de
Gobierno del Distrito Federal.

En dicho dictamen esta comisión fundamentó su acuerdo
para desechar la propuesta de reforma al Código Civil Fe-
deral en los mismos argumentos que se aducen en el pre-
sente instrumento, por lo que, en congruencia con las deci-
siones que esta dictaminadora ha asumido en anteriores
ejercicios, así como las razones vertidas en párrafos prece-
dentes, son de considerarse inviables las modificaciones y
adiciones que plantean las iniciativas que se analizan.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Justicia

Acuerda

Primero. Se desechan las siguientes iniciativas:

1) Con proyecto de decreto que reforma el artículo 308
del Código Civil Federal, presentado por la diputada
Martha Laguette Lardizábal, del Grupo Parlamentario
del PRI, el 20 de septiembre de 2005.

2) Con proyecto de decreto que adiciona diversas dis-
posiciones del Código Civil Federal en materia de Re-
gistro Civil, alimentos y violencia familiar, presentada
por el diputado Jorge Leonel Sandoval Figueroa, del
Grupo Parlamentario del PRI, el 11 de noviembre de
2005.

3) Con proyecto de decreto que adiciona las fracciones
VII, VIII y IX al artículo 444 del Código Civil Federal,
presentada por el diputado Jorge Kahwagi Macari, del
Grupo Parlamentario del PVEM, el 11 de noviembre de
2005.

4) Con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones del Código Civil Federal en mate-

ria de divorcio y alimentos, presentada por el diputado
Mario Enrique del Toro, del Grupo Parlamentario del
PRD, el 26 de abril de 2007.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros, Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Miguel Ángel
Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, secretarios; Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo,
Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbri-
ca), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes Andrade (rúbrica), Jesús
de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica), Antonio de Jesús
Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbrica), Arturo
Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pilar Ortega
Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano Lozano
(rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fra-
goso, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Noriega
(rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvette Ta-
mayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Están a discusión los puntos de acuerdo. En virtud de
que no se ha registrado orador alguno, se reservan para su
votación en conjunto.

CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que reforma los artí-
culos 306 y 308 del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la LIX
Legislatura le fue turnada para, su estudio, análisis y dicta-
men correspondiente, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 306 y 308 del Código
Federal de Procedimientos Civiles.
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Esta comisión, de conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, incisos f) y g),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de los inte-
grantes de esta honorable asamblea el presente dictamen,
basándose en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 13 de septiembre de 2005
por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el diputado Juan Fernando Perdomo Bueno, del
Grupo Parlamentario de Convergencia, presentó la iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman los artí-
culos 306 y 308 del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles. 

Segundo. La Mesa Directiva, en esa misma fecha, me-
diante oficio número DGPL 59-II-5-1796, acordó se turna-
ra a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos.

Tercero. En virtud del decreto, publicado el 5 de diciem-
bre de 2006 en el Diario Oficial de la Federación, por el
que se reforman y adicionan los artículos 39 y 43 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se dividió a la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos en dos comisiones: Comisión de Justicia y Co-
misión de Derechos Humanos, quedando a cargo de la Co-
misión de Justicia la emisión del dictamen de la iniciativa
a la que se ha hecho referencia.

Contenido de la iniciativa

Expone el autor que es oportuno que los códigos y leyes
mexicanos no tengan espacios o lagunas que generen dudas
al momento de interpretar aspectos procedimentales que a
la postre pueden generar mayor retardo en el despacho de
los asuntos y en el propio sistema de impartición de justi-
cia. 

Continúa manifestando el iniciante que el hecho de que sea
precisada la manera en que se pueden subsanar omisiones
en los litigios, por lo que respecta al señalamiento de do-
micilio en la localidad del juicio, en el que se puedan des-
ahogar notificaciones personales y diligencias judiciales,
no obedece a otra cosa que a la certeza que debe imperar
en los procedimientos.

Por lo que concluye el autor que, la redacción actual de los
preceptos que se pretenden reformar en la ley adjetiva, re-
sulta confusa y genera incertidumbre, ya que de una inter-
pretación laxa de éstos, surgen dudas sobre la posibilidad
de que se reanude la práctica de notificaciones personales,
a partir del señalamiento de domicilio, cuando dicho requi-
sito había sido omitido previamente por algún litigante.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la comisión dictaminadora exponemos
las siguientes 

Consideraciones

Esta comisión estima pertinente realizar las siguientes con-
sideraciones jurídicas:

Primera. La notificación es el acto mediante el cual se ha-
ce saber una resolución judicial o administrativa a la per-
sona reconocida como interesada en su conocimiento o se
le requiere para que cumpla con un acto procesal, como
contestar la demanda, una vista, etcétera, todo de acuerdo
con las formalidades legales preestablecidas.

Segunda. El Código Federal de Procedimientos Civiles es-
tablece en el Título Séptimo, “Actos Procesales en Gene-
ral”, Capítulo III, “Notificaciones”, las formalidades que
deben cumplir las partes en el juicio, y las que deben cum-
plir los funcionarios judiciales, dentro de las cuales se des-
tacan las siguientes, que son contenidas en los artículos que
a continuación se trascriben:

Artículo 305. Todos los litigantes, en el primer escrito
o en la primera diligencia judicial en que intervengan,
deben designar casa situada en la población en que ten-
ga su sede el tribunal, para que se les hagan las notifi-
caciones que deban ser personales. Igualmente, deben
señalar la casa en que ha de hacerse la primera notifica-
ción a la persona o personas contra quienes promuevan,
o a las que les interese que se notifique, por la interven-
ción que deban tener en el asunto. No es necesario se-
ñalar el domicilio de los funcionarios públicos. Estos
siempre serán notificados en su residencia oficial. 

Artículo 306. Cuando un litigante no cumpla con lo
prevenido en la primera parte del artículo anterior, las
notificaciones personales se le harán conforme a las re-
glas para las notificaciones que no deban ser personales.
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Si faltare a la segunda parte del mismo artículo, no se
hará notificación alguna a la persona o las personas con-
tra quienes promueva o a las que le interese que sean no-
tificadas, mientras no se subsane la omisión, a menos
que las personas indicadas ocurran espontáneamente al
tribunal a notificarse. 

Artículo 308. Los tribunales tienen el deber de exami-
nar la primera promoción de cualquier persona, o lo que
expusiere en la primera diligencia que con ella se prac-
ticare, y, si no estuviere la designación de la casa en que
han de hacérsele las notificaciones personales, acorda-
rán, desde luego, sin necesidad de petición de parte ni
certificación de la secretaría sobre la omisión, que se
proceda en la forma prescrita por el artículo 306, mien-
tras aquélla no se subsane.

Artículo 316. Las notificaciones que no deban ser per-
sonales se harán en el tribunal, si vienen las personas
que han de recibirlas a más tardar el día siguiente al que
se dicten las resoluciones que han de notificarse, sin
perjuicio de hacerlo, dentro de igual tiempo, por rotulo,
que se fijará en la puerta del juzgado.

De toda notificación por rotulo se agregará, a los autos,
un tanto de aquél, asentándose la razón correspondiente.

De la anterior trascripción, y de su interpretación armóni-
ca, se advierte que, los particulares, ya sea en su primera
promoción, o bien, en su primera comparecencia ante los
tribunales, deberán designar domicilio para que puedan ser
notificados personalmente en él, cuando así sea necesario,
y que en caso de incumplimiento, el tribunal realizará las
notificaciones mediante las reglas de aquéllas que no son
personales. Igualmente se advierte que el tribunal de oficio
tiene el deber de examinar el escrito inicial del promoven-
te y que, en caso de omitir la designación de domicilio pa-
ra que se realicen las notificaciones personales, acordará
respecto de dicha omisión, ordenando se realicen las noti-
ficaciones con las reglas de aquellas que no son personales,
hasta en tanto no se subsane dicha omisión.

En ese sentido, no existe ninguna confusión ni se genera
incertidumbre con la actual redacción de los artículos 306
y 308 del Código Federal de Procedimientos Civiles, como
lo expresa la iniciativa en estudio. Ello es así, ya que, con-
trario a lo que la propia iniciativa señala en relación con la
interpretación laxa que se realiza de los preceptos legales
que se pretenden reformar, la interpretación que se debe re-
alizar de dichos artículos es de manera armónica, integral,

holista, de todo el capítulo relativo a las notificaciones que
contiene dicho código a efecto de comprender la intención
del legislador.

Con lo anterior se demuestra que la interpretación de las le-
yes debe ser de manera armónica, es decir, cuando es posi-
ble, fáctica y jurídicamente armonizar dos normas, el con-
flicto normativo es sólo aparente y se supera con una
interpretación armónica y racional que permite la vigencia
de ambas, otorgando seguridad jurídica a quien van dirigi-
das dichas disposiciones legales.

Lo antes expuesto es denominado “hermenéutica”, que sig-
nifica el arte de interpretar textos y, en el caso que nos ocu-
pa, textos jurídicos.

La hermenéutica parte de diferentes interpretaciones en
conflicto, presupone la presencia de una controversia y tie-
ne la finalidad de establecer el significado válido. Por lo
que la hermenéutica debe interpretar un todo, que en la ma-
teria del derecho se refiere no sólo a la interpretación de la
totalidad de disposiciones jurídicas sino también a la inter-
pretación de las reglas y principios que constituyen la doc-
trina aplicable al orden jurídico en cuestión.

Por lo que no es posible una interpretación laxa, relajada,
libre como la hizo el autor de la presente iniciativa, ya que
es un principio de la hermenéutica jurídica fundamental
buscar armonizar las normas para su valida interpretación
y entendimiento, ya que la contradicción de la norma sólo
debe ser considerada tal cuando sea insalvable, cuando no
exista posibilidad lógica de armonizar una norma con otra
y que la opción sea mantener una sobre la derogación o no
consideración de la otra.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
la Comisión de Justicia sometemos a consideración del
Pleno de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que se reforma los artículos 306 y 308 del Código Federal
de Procedimientos Civiles, presentada por el diputado Juan
Fernando Perdomo Bueno, del Grupo Parlamentario de
Convergencia, el 13 de septiembre de 2005.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Mi-
guel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica),
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier
Estrada González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Maria-
na Bautista Bravo (rúbrica), Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Li-
liana Carbajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cer-
vantes Andrade, Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen
(rúbrica), Antonio de Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escan-
dón Cadenas (rúbrica), Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rú-
brica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López
Reyna, Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo
Rojas (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez, Silvia Oliva Frago-
so, Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Cama-
rena (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

CODIGO CIVIL FEDERAL

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con punto de acuer-
do por el que se desecha la iniciativa que reforma los artí-
culos 323 Bis y 323 Ter, y adiciona el 323 Quáter al Capí-
tulo III, Título Sexto, del Código Civil Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia fue turnada la iniciativa que re-
forma y adiciona diversas disposiciones del Código Civil
Federal, a cargo del diputado Jesús Martínez Álvarez, del
Grupo Parlamentario de Convergencia.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, inci-
sos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
los integrantes de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen, con base en los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 13 de julio de 2005, el diputado Jesús Martí-
nez Álvarez, del Grupo Parlamentario de Convergencia,
presentó iniciativa que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones del Código Civil Federal, en materia de preven-
ción de la violencia intrafamiliar.

II. En la misma fecha, mediante el oficio número
CP2R2AE.-1152, la Presidencia de la Mesa Directiva de la
Comisión Permanente turnó a la Comisión de Justicia y
Derechos Humanos la iniciativa señalada.

Contenido

La iniciativa propone que en la legislación sustantiva fede-
ral en materia civil se precise que es de interés público que
las familias se desenvuelvan en un ambiente que implique
salud mental, física y psicológica, generado por la ausencia
de los factores que atentan contra la construcción de un
ambiente de esta naturaleza. Es decir, alejado de todas las
conductas que no son sino manifestación de la violencia
entre los integrantes de una familia.

Como apunta el legislador proponente, es la familia el nú-
cleo de la sociedad y piedra angular en la evolución y el
progreso de las comunidades de seres humanos y, por en-
de, debe contar con asideras jurídicas que contribuyan a su
crecimiento y eviten en lo posible las desviaciones que ori-
ginadas en la violencia intrafamiliar.

Tiene razón el iniciante al señalar que las instituciones del
Estado deben garantizar que cada uno de los integrantes de
una familia crezcan y se desarrollen en un ambiente propi-
cio que les provea los elementos mínimos para su adecua-
do crecimiento moral y psicológico, de ahí la necesidad de
impulsar todas las reformas –en este caso, legales– que
abonen al cumplimiento de estos objetivos.

Consideraciones

Primera. En virtud del decreto, publicado el 5 de diciem-
bre de 2006 en el Diario Oficial de la Federación, por el
que se reforman y adicionan los artículos 39 y 43 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se dividió la Comisión de Justicia y Derechos Hu-
manos en la de Justicia, y en la de Derechos Humanos,
quedando a cargo de la Comisión de Justicia la emisión del
dictamen de la iniciativa que nos ocupa.
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Segunda. Toda vez que la Constitución General de la Re-
pública reconoce, entre otras, las garantías de igualdad en-
tre todos los habitantes del país, así como de generación de
condiciones que permitan su desarrollo y desenvolvimien-
to, tanto en el aspecto individual como en el colectivo, ya
sea como miembros de una familia o de una comunidad de-
terminada, corresponde al Estado impulsar los mecanismos
que sirvan al cumplimiento de esta obligación a su cargo.

Como componente de la garantía de igualdad encontramos
la que tiene que ver con el derecho a la protección de la sa-
lud, de la que deriva la de proteger la organización e inte-
gración familiar. Sin embargo, a pesar de que el Estado me-
xicano ha impulsado normas, políticas, programas y
mecanismos diversos para cumplir esos objetivos, la reali-
dad es que la violencia intrafamiliar es todavía práctica re-
currente en el país.

Tercera. No por doloroso puede negarse el hecho de que
en nuestra sociedad persisten problemas culturales que dan
pie al fenómeno de la violencia intrafamiliar, que tienen su
origen básicamente en las condiciones de inequidad que
entre hombres y mujeres estuvieron presentes a lo largo de
varias décadas. En este contexto, los eventos de maltrato
hacia los miembros más vulnerables de una familia se de-
ben principalmente a factores relacionados con su edad, se-
xo o condición física: menores de edad (especialmente ni-
ñas), mujeres embarazadas, adultos mayores, personas con
discapacidad, etcétera.

Cuarta. Si bien no se tienen datos precisos sobre la mag-
nitud y las repercusiones de la violencia doméstica, resul-
tan incontrastables los daños que causa a las personas: bio-
lógicos, físicos, psicológicos, e incluso la muerte, además
de problemas de desintegración familiar y violencia en ám-
bitos más extendidos, como la comunidad a que pertenece
la familia en cuestión.

Quinta. Esta comisión comparte el criterio que aduce el le-
gislador en el sentido de que toca al Estado generar condi-
ciones para la formación, el desarrollo y el desenvolvi-
miento cabal de las personas, en un ambiente de respeto y
equidad que incidan en un ambiente libre de reacciones so-
ciales y familiares violentas. Corresponde al Estado, en
efecto, coadyuvar a la prevención y disminución de la vio-
lencia, y promover un ambiente de convivencia pacífica,
mediante el fomento de una cultura de equidad, de toleran-
cia y de respeto de la dignidad y de las diferencias de todos
los integrantes de la sociedad, como fundamento para la

construcción de las relaciones personales, familiares y so-
ciales.

Sexta. Esta dictaminadora también llama la atención sobre
los compromisos que nuestro país ha adquirido con la sus-
cripción y ratificación de tratados internacionales, que
constituyen derecho positivo, como la Convención para la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer (1979), la Convención sobre los Derechos del Ni-
ño (1989), la Declaración sobre la Eliminación de la Vio-
lencia contra la Mujer (1993) o la Declaración de Belém do
Pará, surgida de la Convención Interamericana para Preve-
nir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer
(1994), que subrayan la necesidad de que el Estado no es-
catime esfuerzo alguno a su alcance para erradicar todas las
prácticas violentas que producen efectos nocivos tanto en
el ámbito familiar como en el social.

No escapa al análisis de esta comisión la profusa legisla-
ción y reglamentación que sobre la materia existe. Es el ca-
so, entre otras, de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, cuyas disposiciones son de
orden público, de interés social y de observancia general en
la República Mexicana; y la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual, según el
artículo 1o., encuentra sustento en el artículo 4o. constitu-
cional y sus disposiciones tienen las mismas características
que la antedicha ley, sin demérito de la legislación del fue-
ro común en materia familiar y civil, que comparte las mis-
mas características.

Séptima. La iniciativa que se analiza en el presente dicta-
men propone la adición de un artículo 323 Quáter al Códi-
go Civil Federal para establecer que “el pleno desarrollo fí-
sico, moral y psicológico de los miembros de la familia
será considerado asunto de interés público, y el Estado pro-
veerá las medidas necesarias que contribuyan al crecimien-
to del núcleo familiar”.

Es importante hacer notar que los esfuerzos que en los ám-
bitos internacional, nacional, estatal y municipal ha venido
realizando el Estado mexicano desde los órganos, organis-
mos e instituciones que lo integran –esfuerzos que tienen
su fundamento en lo dispuesto en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los instrumentos inter-
nacionales suscritos y ratificados por nuestro país y la le-
gislación secundaria en la materia– dan cuenta de que el
pleno desarrollo físico, moral y psicológico de los miem-
bros de la familia es ya considerado asunto de interés pú-
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blico, y que la obligación del Estado de proveer las medi-
das necesarias que contribuyan al crecimiento del núcleo
familiar se encuentra ya establecida en diferentes instru-
mentos que tienen plena aplicación y vigencia en los tres
órdenes de gobierno.

Octava. Visto lo expuesto en los considerandos anteriores
y atentos al alcance de la iniciativa que se analiza, a juicio
de esta comisión no es procedente su aprobación, en razón
de que la adición propuesta es ya norma positiva y se en-
cuentra jurídicamente satisfecha.

Por lo expuesto, la Comisión de Justicia

Acuerda

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 323 Bis y 323 Ter, y se
adiciona el 323 Quáter al Capítulo III, Título Sexto, del
Código Civil Federal, presentada por el diputado Jesús
Martínez Álvarez, del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia, el 13 de julio del 2005.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Justicia, diputados: César Camacho Quiroz (rúbri-
ca), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del Pilar La-
gunes Viveros, Carlos Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Miguel Ángel
Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur Talavera (rúbrica), Fernando
Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica), Faustino Javier Estrada
González, secretarios; Mónica Arriola (rúbrica), Alliet Mariana Bau-
tista Bravo, Luis Enrique Benítez Ojeda (rúbrica), Liliana Carbajal
Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, Raúl Cervantes Andrade,
Jesús de León Tello, José Manuel del Río Virgen (rúbrica), Antonio de
Jesús Díaz Athié (rúbrica), Rutilio Cruz Escandón Cadenas (rúbrica),
Arturo Flores Grande, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), María del Pilar
Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano
Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oli-
va Fragoso, Mario Eduardo Moreno Álvarez, Luis Gustavo Parra Nor-
iega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Yadhira Yvet-
te Tamayo Herrera (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY GENERAL DE POBLACION

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que
se desechan dos iniciativas que reforman diversas dispo-
siciones de la Ley General de Población

Honorable Asamblea:

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, de la LX Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas por los artículos 39, fracciones 1 y 2, y
45, fracción 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, emite y
somete a consideración del Pleno de la honorable Cámara
de Diputados el siguiente dictamen respecto de las iniciati-
vas en materia de población, bajo los siguientes anteceden-
tes y consideraciones:

Antecedentes

Que en fecha 26 de abril de 2007 se presentó la iniciativa
que reforma los artículos 3, 6 y 76 de la Ley General de Po-
blación, a cargo del diputado Alberto Amaro Corona.

Que en esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.

Que en fecha 30 de abril de 2008 se presentó la iniciativa
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Población, a cargo del diputado Alberto Amaro
Corona.  

Que en esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, turnó la iniciativa a esta Comisión de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, para su estudio y
dictamen.  

Contenido de las iniciativas

Las iniciativas presentadas por el diputado Amaro Corona,
proponen que se promueva el establecimiento de una Co-
misión de Asuntos Migratorios en los Congresos locales de
cada una de las 32 entidades federativas, para que coadyu-
ven en la planeación y ejecución de la política migratoria.  
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Asimismo plantea que se promueva la existencia y opera-
ción de una oficina que atienda la política migratoria en ca-
da uno de los gobiernos estatales del país.  

Consideraciones de la comisión

En lo concerniente a la propuesta de promover e impulsar
el establecimiento de una Comisión de Asuntos Migrato-
rios, en los 32 Congresos locales, es un tema que no se con-
sidera como pertinente,  tampoco así en lo referente a las
oficinas en los gobiernos estatales, toda vez que el artículo
40 de nuestra Carta Magna establece:

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano consti-
tuirse en una República representativa, democrática, fe-
deral, compuesta de estados libres y soberanos en to-
do lo concerniente a su régimen interior; pero unidos
en una federación establecida según los principios de
esta ley fundamental.

Por otro lado la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal, no contempla como una de las actividades o
atribuciones conferidas a la Secretaría de Gobernación, el
promover el establecimiento de Comisiones en los Con-
gresos Locales, ni de oficinas en los gobiernos estatales.  

Estas iniciativas incurren en la posibilidad de atentar o ir en
contra de la soberanía y autonomía de los Congresos loca-
les y entidades federativas, además de que la Ley General
de Población no es el instrumento para incidir en esta te-
mática. 

Acuerdo 

Primero. Se desechan las siguientes Iniciativas:

1. Que reforma los artículos 3, 6 y 76 de la Ley General
de Población, presentada por el diputado Alberto Ama-
ro Corona, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, el 26 de abril de 2007 

2. Que reforma los artículos 2, 6, 76, 93 y 94 de la Ley
General de Población, presentada por el diputado Alber-
to Amaro Corona, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, el 30 de abril de 2008.

Segundo. Archívense los asuntos como totalmente concluidos.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: José Nicolás Morales Ramos (rúbrica), presidente; Andrés

Bermúdez Viramontes (rúbrica), José Jacques y Medina (rúbrica), Jo-
sé Edmundo Ramírez Martínez (rúbrica), secretarios; Carlos Augusto
Bracho González (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica), Rosaura
Virgina Denegre Vaught Ramírez (rúbrica), Elia Hernández Núñez,
Omeheira López Reyna (rúbrica), María Dolores González Sánchez,
Francisco Javier Gudiño Ortiz (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica),
Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Silvestre Álvarez Ramón, Al-
berto Amaro Corona (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Joaquín
Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Érick López Barriga, Cameri-
no Eleazar Márquez Madrid, Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, Antonio
de Jesús Díaz Athié, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Guillermina Ló-
pez Balbuena (rúbrica), Isael Villa Villa, José Luis Aguilera Rico, Irma
Piñeyro Arias, Pascual Bellizza Rosique .»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Están a discusión los puntos de acuerdo. En virtud de
que no se...

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: ¿En qué sentido, diputado? Sonido en la curul del di-
putado.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Presidenta, en este punto de acuerdo quisiera ins-
cribirme para apoyar la propuesta que hizo el diputado Al-
berto Amaro, del Grupo Parlamentario del PRD, quien pre-
sentó esta iniciativa y que, en términos muy desafortunados,
desecha la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: ¿Nos permite continuar con la lectura, y lo dejamos al
final, para que pueda usted hacer uso de la tribuna? Gra-
cias, diputado, por su comprensión.

Adelante, secretaria.

LEY FEDERAL DE PROTECCION A LOS 
TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios, con punto de acuerdo por el que se
desecha la iniciativa que expide la Ley Federal de Protec-
ción a los Trabajadores Migrantes y sus Familias
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Honorable Asamblea:

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, de la LX Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, y 45,
fracción 6, incisos e) y f), todos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, emi-
te y somete a consideración del Pleno de esta honorable
Cámara de Diputados el siguiente dictamen respecto de la
iniciativa que crea la Ley Federal de Protección a los Tra-
bajadores Migrantes y sus Familias, presentada en la LIX
Legislatura, bajo los siguientes antecedentes y considera-
ciones.

Antecedentes

Que el 25 de enero de 2006, el diputado Alfonso Juventino
Nava Díaz presentó iniciativa que crea la Ley Federal de
Protección a los Trabajadores Migrantes y sus Familias.

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados dictó el siguiente trámite: Túrnese a la Comisión
de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con opi-
nión de la Comisión de Relaciones Exteriores.

La comisión que dictamina, el 15 de marzo de 2006, apro-
bó por mayoría el dictamen a la iniciativa de referencia,
turnándolo a la Presidencia de la Mesa Directiva, para su
trámite correspondiente ante el Pleno de la Cámara de Di-
putados.

Que al inicio de la LX Legislatura, y por acuerdo de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados, de fecha 5 de sep-
tiembre de 2006, se decidió regresar a las comisiones aque-
llos proyectos de decreto o de ley pendientes, quedando
como proyectos de dictamen.

En fecha 23 de octubre de 2007, se recibió de la Comisión
de Relaciones Exteriores la opinión que emitieron con re-
lación a la iniciativa que crea la Ley Federal de Protección
a los Trabajadores Migrantes y sus Familias, la cual se ane-
xa al presente dictamen.

Establecidos los antecedentes, los integrantes de la Comi-
sión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, de la
LX Legislatura, de la Cámara de Diputados, exponemos el
contenido de la iniciativa objeto del presente dictamen.

Contenido

Reconocer el derecho a la migración de las personas y ga-
rantizar a los trabajadores migrantes y a sus familiares la
protección y el ejercicio de los derechos, tanto a naciona-
les como a extranjeros; garantizar la vida, la integridad fí-
sica y moral de los migrantes; prevenir y combatir la dis-
criminación o racismo, el daño corporal o amenazas hacia
ellos, tanto de autoridades como de particulares.

Adoptar medidas para disminuir los costos en el proceso de
envío de remesas.

Establecer un plan nacional de apoyo a migrantes por par-
te de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE). Im-
plantar programas y directrices de apoyo a trabajadores mi-
grantes, incorporados al Plan Nacional de Desarrollo
(PND).

Promover entre los trabajadores migrantes mexicanos pro-
gramas de inversión en proyectos productivos, y de instru-
mentos y exenciones financieras como incentivos.

Otorgar servicios de salud a los migrantes que necesiten pre-
servar su vida o para evitarles daños irreparables a su salud.

Establecer campañas informativas para integrar al seguro
popular a los trabajadores migrantes y sus familias.

Las Secretarías de Desarrollo Social (Sedesol), de Econo-
mía (SE), y del Trabajo y Previsión Social (STPS) incor-
porarán un fondo anual a sus partidas presupuestales y lo
distribuirán en forma directa a los estados y municipios que
registren mayor número de trabajadores migrantes mexica-
nos en el extranjero. Se destinará al financiamiento, capa-
citación, empleo y obras de interés público.

Establecer, a través de la Comisión Nacional de Fomento a
la Vivienda, programas especiales para trabajadores mi-
grantes mexicanos, para que accedan a créditos de compra
y mejoras de sus viviendas.

La Secretaría de Gobernación (Segob) dispondrá a la po-
blación de una lada gratuita nacional e internacional, que
contenga información de interés para los migrantes y sus
familias.

Incluir en el calendario de fiestas cívicas el 29 de septiem-
bre como Día del Bracero y el 18 de diciembre como el Día
del Migrante.
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Consideraciones

La políticas sobre inmigración, en la mayoría de los países
receptores, se han endurecido, cerrando sus fronteras para
impedir la entrada de migrantes (la mayoría ilegales) y
aplicando medidas como las redadas, penalizando o, inclu-
so, criminalizándolos, aduciendo su derecho a defender la
seguridad nacional. Y, aunque la migración es un derecho
reconocido por la Declaración Universal de los Derechos
del Hombre de la ONU, este derecho es visto desde la emi-
gración, no desde la inmigración. A la inmigración se le
han impuesto muchas barreras, que se han reforzado a par-
tir de los ataques del 11 de septiembre y que se asocia con
el crimen y el terrorismo, la cuestión, dicen, es de seguri-
dad nacional. 

La propuesta de reconocer el derecho a la migración, como
una medida para asegurar los derechos humanos y las ga-
rantías de los migrantes, requiere reformas, como las apro-
badas por esta comisión, con el objetivo de despenalizarla,
y eliminando de la Ley la pena corporal a los migrantes que
son detenidos en su tránsito por el país en busca del famo-
so sueño americano.

Para garantizar la vida, la integridad física y los derechos
de los migrantes, México cuenta con varios programas e
instituciones encargadas de ello. El Instituto Nacional de
Migración (Inami), coordinado por la Segob, tiene progra-
mas de atención y auxilio a migrantes en estado de vulne-
rabilidad. La SRE, a través del Instituto de los Mexicanos
en el Exterior (IME), y a través de sus diferentes progra-
mas de protección consular, brinda atención a los migran-
tes, asesoría jurídica, apoyo en la realización de proyectos
productivos y apoyo en la repatriación de cadáveres o en
estado de indefensión.

El establecimiento de un plan nacional de apoyo a migran-
tes con directrices incorporadas al PND, incluye acciones
tanto internas como externas. La Segob cuenta con la Co-
misión de Política Gubernamental en materia de Derechos
Humanos, encargada de establecer las acciones necesarias
para promover y defender a los migrantes. 

En esta misma lógica, sobre las políticas existentes para la
protección de los derechos humanos de los migrantes, exis-
ten los grupos Beta de protección a migrantes, que tienen
por objeto la protección y defensa de los derechos huma-
nos, y de la integridad física de los migrantes, indepen-
dientemente de su condición de documentados o indocu-
mentados. La operación de estos grupos se lleva a cabo en

tres vertientes: a) de rescate, salvamento y auxilio a mi-
grantes en situación de riesgo; b) de protección de los de-
rechos humanos, realizando operativos de carácter preven-
tivo; y c) de orientación y asistencia, informando de los
derechos y los riesgos a los que los migrantes se enfrentan
al intentar cruzar la frontera por zonas peligrosas. Existe
también el programa Paisano, cuyo objetivo es asegurar un
trato digno y respetuoso para los mexicanos que ingresan,
transitan o salen del país, informando de sus derechos y sus
obligaciones. Este programa fue propuesto para ir eliminan-
do, de manera gradual, los índices de maltrato, extorsión, ro-
bo, corrupción y prepotencia en que incurren servidores pú-
blicos de las distintas dependencias del gobierno federal en
contra de los connacionales en el retorno al país.

Así también existe la Quinta Visitaduría, que pertenece a la
Comisión Nacional de Derechos Humanos, la cual tiene
como funciones la protección de los derechos humanos de
los migrantes, y les brinda asesoría legal para su defensa.

El Banco de México es quien se encarga de llevar la cuen-
ta de las remesas recibidas en el país, y quien tiene facul-
tades para regular los servicios de transferencias de fondos
realizados por instituciones financieras y cualquier otro
agente dedicado profesionalmente a tal actividad.

El IME tiene como objetivo promover estrategias, integrar
programas, recoger propuestas y recomendaciones de las
comunidades de mexicanos en el exterior, tendientes a ele-
var el nivel de vida de las comunidades mexicanas en el ex-
terior. También existe el programa 3 por 1, que coordina la
Secretaría de Desarrollo Social, y el cual consiste en que,
por cada peso que inviertan los migrantes, el gobierno fe-
deral y los locales aportan otro, para financiar proyectos
productivos, así como objetivos tendientes a elevar el nivel
de vida de las comunidades mexicanas en el exterior. Exis-
te además el Proyecto Interinstitucional de Atención a Me-
nores Fronterizos, inscrito en el Programa de Cooperación
del Gobierno de México con la Unicef, con el propósito de
atender de manera integral la problemática de riesgo que
enfrentan los menores en condiciones de vulnerabilidad,
radicados en las franjas fronterizas del país.

México y Estados Unidos de América han firmado el plan
de acción para combatir el tráfico y contrabando de perso-
nas, para garantizar la seguridad y la legalidad de la mi-
gración, para combatir la violencia fronteriza y para asegu-
rar que la repatriación sea segura, ordenada y legal. Como
vemos, se cuenta con una gama importante de programas e
instituciones para atender a los migrantes, sus derechos, su
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integridad y sus garantías. Por lo que, crear una comisión
nacional de atención a migrantes, más que contribuir a so-
lucionar el problema de fondo, sólo incrementaría la buro-
cracia en las instituciones ya existentes. Lo que se requie-
re es  hacer que las instituciones que tenemos sean más
eficientes y que se adapten a las nuevas realidades y de-
mandas que los migrantes requieren.

Habría que tomar en cuenta si se cuenta con la capacidad
en infraestructura para dar servicios médicos a los migran-
tes con grave estado de salud. La SRE otorga servicios de
repatriación de cadáveres y de personas en estado de vul-
nerabilidad, los cuales son programas que llevan a cabo los
consulados y embajadas, en las diversas partes del mundo.

Incorporarse al seguro popular es una acción individual.
Todos quienes no cuenten con seguro pueden afiliarse para
acceder a dicho seguro.

La Sedesol, la SE y la STPS, para que incorporen en un
fondo anual a sus partidas presupuestales, es una propues-
ta poco factible, pues ninguna secretaría va a destinar fon-
dos propios para financiar proyectos de otras entidades. In-
dependientemente de eso, se debería de realizar un estudio
más de fondo donde podamos identificar de dónde o por qué
concepto se podría captar más recursos para este fondo y ver
si no afectaremos a otras partidas presupuestales, en caso de
que sean recursos extraordinarios a lo autorizado para cada
secretaría. Atacar la migración debe ser una acción conjun-
ta, tanto del gobierno federal como de los estatales y mu-
nicipales. No puede ser sólo una acción federal.

Los créditos a vivienda son a más de 20 años, periodo que
un migrante, que espera regresar a su país, no piensa estar
en Estados Unidos de América y, por supuesto, si el mi-
grante es ilegal, no tiene la certidumbre de poder internar-
se en el país extranjero por periodos tan prolongados.

Disponer de una lada gratuita nacional e internacional es
un servicio que corresponde a la Segob organizar y coordi-
nar. Este servicio podría ser complementario a los ya exis-
tentes, tanto en algunas instituciones estatales como en
otras federales. El Inami posee servicios de información y
quejas de manera gratuita a disposición de la población,
quizás una medida complementaria a la que se propone es
darle mayor difusión y coordinarlo para que las institucio-
nes locales o estatales dispongan de este servicio.

El término bracero es superado. La migración de mexica-
nos hacia Estados Unidos de América se ha diversificado,

no sólo trabajan en el campo sino también en los servicios,
en la industria, etcétera. Ningún día festivo, que no sea ofi-
cial, aparece en el calendario de fiestas cívicas. Ni el Día
del Padre ni el Día de la Madre, del profesor, de la mujer,
ni de cualquier otro. Por lo cual, consideramos que lo más
viables sería proponer, en un momento dado, mediante un
punto de acuerdo, que se considere el 29 de septiembre co-
mo Día del Bracero y el 18 de diciembre como el Día del
Migrante.

En una recomendación de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos, se dio a conocer que en nuestro país
las violaciones a los derechos de los migrantes se da, sobre
todo, en las estaciones migratorias, en donde los menores
son separados de sus padres y donde, a muchos  asegura-
dos (no se utiliza la palabra detenidos), permanecen bajo
condiciones insalubres y privados de su libertad. También
se lleva a cabo en los puestos de revisión carretera estable-
cidos para combatir sobre todo al narcotráfico. 

Cabe mencionar que, sobre los conceptos para el caso me-
xicano, migrante es el más adecuado, que designa a las per-
sonas salen del país con el propósito de residir en el ex-
tranjero o de trabajar fuera de su país, es un cambio de
residencia más o menos permanente, por lo común, debido
a factores económicos; estrechamente relacionado con la
falta de empleo, falta de oportunidades, con la desigualdad
social y la marginación. 

Son los obreros, campesinos, empleados, profesionistas,
etcétera, quienes se internen en un país distinto al suyo o
retornen a su país de origen, y también incluye a los fami-
liares que buscan estar cerca de sus familias y que, por ello,
emigran. Incluye al fenómeno visto desde la emigración y
desde la inmigración;  es decir, visto desde la llegada y la
partida. 

Es importante lo antes mencionado porque, aunque la mi-
gración es un derecho reconocido por la Declaración Uni-
versal de los Derechos del Hombre de la ONU, derivado de
la concepción del hombre como un ser racional y libre; la
emigración y la inmigración se distinguen porque la emi-
gración mira al fenómeno como un derecho, no así la in-
migración, a la que se imponen barreras y candados para
evitar la entrada de inmigrantes. 

Migrante está relacionado sobre todo con los trabajadores
que, en su mayoría, emigran para realizar actividades re-
muneradas en un Estado distinto al suyo, como consecuen-
cia de la falta de empleo, a salarios poco remunerados,  a
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la desigualdad social, la exclusión y la marginación en el
país de origen.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios some-
temos a la consideración del Pleno de esta honorable Cá-
mara de Diputados el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que crea la Ley Federal
de Protección a los Trabajadores Migrantes y sus Familias,
presentada por el diputado Alfonso Juventino Nava Díaz,
el 25 de enero de 2006.

Segundo. Archívese el asunto como totalmente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: José Nicolás Morales Ramos (rúbrica), presidente; Andrés
Bermúdez Viramontes (rúbrica), José Jacques y Medina (rúbrica), Jo-
sé Edmundo Ramírez Martínez (rúbrica), secretarios; Carlos Augusto
Bracho González (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica), Rosaura
Virginia Denegre Vaught Ramírez (rúbrica), Elia Hernández Núñez,
Omeheira López Reyna (rúbrica), María Dolores González Sánchez,
Francisco Javier Gudiño Ortiz (rúbrica), Cruz Pérez Cuellar (rúbrica),
Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Silbestre Álvarez Ramón, Al-
berto Amaro Corona (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Joaquín
Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Erick López Barriga, Cameri-
no Eleazar Márquez Madrid (rúbrica), Cuauhtémoc Sandoval Ramírez,
Antonio de Jesús Díaz Athié, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Guiller-
mina López Balbuena (rúbrica), Isael Villa Villa, José Luis Aguilera
Rico, Irma Piñeyro Arias, Pascual Bellizza Rosique.»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE AGUAS NACIONALES

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo por el que se desecha la iniciativa que re-
forma el artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Nacionales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de
Diputados le fue turnada, para su estudio y dictamen, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 29
Bis de la Ley de Aguas Nacionales, presentada por el di-
putado Jesús Martínez Álvarez, el 29 de junio de 2005.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento por lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 60, 87, 88, 93 y 94 del Regla-
mento Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a la consideración de ese honorable
Pleno el presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, celebrada
el 30 de noviembre de 2004, el diputado Jesús Martínez
Álvarez presentó iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Nacionales.

En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva dic-
tó trámite de la iniciativa, turnándola a la Comisión de Re-
cursos Hidráulicos para su análisis y dictamen.

Los integrantes de esta comisión procedimos al estudio y
análisis de la iniciativa, atendiendo el siguiente

Contenido

Señala el iniciador que un importante y alto porcentaje de
la contaminación por aguas residuales vertidas a la zona
costera emana de los ríos y arroyos que desembocan al
mar, lo cual llama a la atención de la población en la ince-
sante búsqueda del equilibrio ambiental. 

Considera que la posible solución para resolver algunos de
los más fundamentales problemas de contaminación gene-
rados por el desecho de aguas residuales, de manera des-
proporcionada y bajo mecanismos no regulados, encuentra
cabida en la coordinación de los tres niveles de gobierno
para vigilar los procedimientos de tratamiento de aguas re-
siduales, y nos hace concluir que nuestros ordenamientos
deben ser más severos y contener una redacción más tajan-
te que detenga el irreparable daño que se está generando al
medio ambiente en México. 
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Señala también que las aguas residuales son consecuencia
de la humanidad y que difícilmente se podría evitar su pre-
sencia; no obstante ello, el daño que se genera en su pro-
cedimiento de desecho y posible reuso podría verse dismi-
nuido de manera considerable, atendiendo al riesgo de
enviar los desechos residuales a los ríos.

Asevera que la tecnología avanza día con día y ello se
constituye en una herramienta útil para detener el efecto
negativo que se genera en el medio ambiente, derivado de
actividades en las que el propio Estado interviene, como es
la extracción en el uso y explotación de los recursos petro-
leros, entre otras diversas. 

Finalmente, manifiesta que esta es una oportunidad afian-
zable para que nuestra legislación apruebe reformas prove-
chosas, en la búsqueda de un medio ambiente acorde con
las necesidades de salud de la humanidad. 

Con base en los razonamientos anteriores el iniciador pro-
pone el proyecto de decreto que reforma las fracciones II y
III del artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Nacionales, para
quedar como sigue: 

Artículo 29 Bis. Además de lo previsto en el artículo ante-
rior, los asignatarios tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Garantizar la calidad de agua conforme a los paráme-
tros referidos en las normas oficiales mexicanas; 

II. Descargar las aguas residuales a los cuerpos recepto-
res, previo tratamiento, cumpliendo con las Normas
Oficiales Mexicanas o las condiciones particulares de
descarga, según sea el caso, procurando su reuso, y 

III. Establecer mecanismos conforme a las normas
oficiales mexicanas, a efecto de detener la afectación
al medio ambiente, o en su caso, asumir los costos
económicos y ambientales generados con motivo de
las descargas que se realicen.

Los integrantes de esta comisión dictaminadora previo el
estudio de la iniciativa objeto de este dictamen, exponemos
las siguientes:

III. Consideraciones de la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos.

Esta comisión reconoce la preocupación del iniciador por
resolver problemas de contaminación generados por el des-

echo de aguas residuales mediante mecanismos no regula-
dos, sin embargo, consideramos que la propuesta de refor-
mas al artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Nacionales es in-
necesaria.

Por un lado, la modificación a la fracción II, sustituyendo
el infinitivo del verbo procurar con el gerundio “procuran-
do” resulta innecesario, ya que en la fracción se establecen
dos obligaciones de los asignatarios de aguas nacionales, la
primera consistente en “descargar las aguas residuales a los
cuerpos receptores previo tratamiento, cumpliendo con las
normas oficiales mexicanas o las condiciones particulares de
descarga, según sea el caso,”; y, la segunda, “procurar su
reuso”, es decir, procurar el reuso de las aguas residuales.

De tal manera, si sustituimos el verbo procurar por su ge-
rundio procurando, estaríamos condicionando la primera
de las obligaciones asentadas en la fracción que nos ocupa
y se entendería que la obligación del asignatario sería des-
cargar las aguas residuales, procurando su reuso.

En cuanto a la reforma de la fracción III del propio artícu-
lo 29 Bis 3, para establecer la obligación de los asignata-
rios de “establecer mecanismos conforme a las normas ofi-
ciales mexicanas, a efecto de detener la afectación al medio
ambiente, o, en su caso, asumir los costos económicos y
ambientales generados con motivo de las descargas que se
realicen”, estimamos es improcedente, pues consideramos
innecesario concentrar en esta fracción lo que ya se esta-
blece en las fracciones II y III del artículo 29 Bis 3 vigen-
te. Disposiciones fortalecidas en el contexto de la ley con
las establecidas en las fracciones I, XII, XIV, XV y XVII,
del artículo 119 de la Ley de Aguas Nacionales.

A mayor abundamiento, estimamos pertinente observar
que el artículo 7 de la ley declara de utilidad pública, “el
mejoramiento de la calidad de las aguas residuales, la pre-
vención y control de su contaminación, la recirculación y
el reuso de dichas aguas, así como la construcción y ope-
ración de obras de prevención, control y mitigación de la
contaminación del agua, incluyendo plantas de tratamiento
de aguas residuales”. En congruencia con lo anterior, el Tí-
tulo Séptimo de la ley vigente regula acertadamente la pre-
vención y control de la contaminación de las aguas y la res-
ponsabilidad por daño ambiental en sus artículos que van
del 85 al 96 Bis 1.

Por lo anterior expuesto y fundado, la Comisión de Recur-
sos Hidráulicos pone a la consideración del honorable Ple-
no de la Cámara de Diputados el siguiente
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Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Nacio-
nales, presentada por el diputado Jesús Martínez Álvarez,
el 29 de junio de 2005.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de mayo de 2008.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Lourdes Alonso Flores (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera
(rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Cuitláhuac Condado
Escamilla (rúbrica), José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo
Ildefonso Mendívil Amparán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz
García (rúbrica), Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Modesto
Brito González (rúbrica), Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Die-
go Cobo Terrazas, Felipe González Ruiz (rúbrica), David Lara Com-
peán (rúbrica), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica), Fausto Fluvio
Mendoza Maldonado (rúbrica), Irineo Mendoza Mendoza, Pedro Mon-
talvo Gómez (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ventura (rúbrica), Anto-
nio Ortega Martínez (rúbrica), José Inés Palafox Núñez, Francisco Ja-
vier Paredes Rodríguez (rúbrica), Santiago Gustavo Pedro Cortés
(rúbrica), Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica), Ramón Salas
López (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Gerardo Octa-
vio Vargas Landeros (rúbrica), César Augusto Verástegui Ostos (rúbri-
ca), Cuauhtémoc Velasco Oliva (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE AGUAS NACIONALES

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo por el que se desecha la iniciativa que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Aguas
Nacionales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de
Diputados fue turnada para estudio y dictamen la iniciativa

con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, presentada
por el diputado Jesús González Schmal el 30 de noviembre
de 2004.

La comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 60, 87, 88, 93 y 94 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
ese honorable Pleno el presente dictamen, al tenor de los
siguientes

I. Antecedentes

1. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados cele-
brada el 30 de noviembre de 2004, el diputado Jesús
González Schmal presentó iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales.

2. En la misma fecha, la presidencia de la Mesa Directi-
va dictó trámite de la iniciativa, turnándola a la Comi-
sión de Recursos Hidráulicos para análisis y dictamen.

Los integrantes de la comisión dictaminadora procedimos al
estudio y análisis de la iniciativa, atendiendo lo siguiente:

II. Contenido de la iniciativa

El iniciador observa que la Ley de Aguas Nacionales no
ofrece un espacio a la sociedad en los organismos que ad-
ministran las aguas nacionales, lo que debe ser corregido,
ya que los espacios a favor de la sociedad en los organis-
mos administradores del agua son una exigencia del dere-
cho constitucional, que determina que la nación, y en ella
la sociedad, es propietaria de las aguas nacionales, y por
tanto se impone la injerencia de la sociedad en las decisio-
nes de orden público e interés social.

Por otro lado, señala que la Ley de Aguas Nacionales no
concede al uso ambiental del agua, el lugar que le corres-
ponde.

Asimismo, refiere que la ley no reconoce expresamente la
función prioritaria del uso del agua para el riego de los pro-
ductos agrícolas para autoconsumo del campesino, aunque
incluye de manera incongruente en el uso doméstico, el rie-
go de plantas de ornato.
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Estima que el recurso de revisión establecido en la Ley de
Aguas Nacionales fue derogado por el artículo segundo
transitorio de la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo, y que su permanencia en la Ley de Aguas Nacionales
supone que alguna autoridad del agua debe conocer de di-
cho recurso que el particular interesado interponga, sin fa-
cultar a autoridad alguna para tal efecto.

Estima que es una sobrecarga para el impetrante, la necesi-
dad de recorrer dos procedimientos de la misma naturale-
za, señalando que al recurso de revisión se le agrega el jui-
cio administrativo de nulidad y que, en cualquiera de los
casos se requiere determinar los tiempos para que la auto-
ridad competente desahogue oportunamente las instancias
a su cargo.

Por otro lado, considera que es menester corregir la defi-
ciencia legislativa que representa la omisión en la Ley de
Aguas Nacionales, de facultar al director de la Comisión
Nacional del Agua para establecer límites de disponibili-
dad en acuíferos del país.

Con base en los motivos expuestos, el iniciador propone el
siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman las fracciones VIII, XV y
LVI del artículo 3o., la fracción X del artículo 7 Bis, la
fracción XXXVII del artículo 9, el artículo 10, el artí-
culo 11 Bis 1, el artículo 12 Bis 2, la fracción XXIV del
artículo 12 Bis 6, el artículo 13, el artículo 13 Bis 2, el
artículo 13 Bis 4, la fracción I del artículo 14 Bis 5, el
artículo 20, el artículo 22, el nombre del Capítulo II del
Título Décimo, el artículo 124 y el artículo décimo
quinto transitorio; y se adicionan la fracción I al artícu-
lo 6, la fracción I Bis al artículo 7, las fracciones XX Bis
y XXVII Bis al artículo 9, las fracciones IX Bis y IX Bis
1 al artículo 12, la fracción V Bis al artículo 12 Bis 2, la
fracción XIII Bis al artículo 12 Bis 6, el numeral 6 al in-
ciso a del artículo 13 Bis 1, la fracción I al artículo 13
Bis 3, tres últimos párrafos al artículo 14 Bis, los artí-
culos 125, 126, 127, 128, 129 y 130, los artículos tran-
sitorios sexto Bis, sexto Bis 1 y sexto Bis 2 de la Ley de
Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

Artículo 2. …

Artículo 3. …

I. a VII. …

VIII. “Asignación”: Título que otorga el Ejecutivo fede-
ral, a través de “la comisión” o del organismo de cuen-
ca que corresponda, conforme a sus respectivas compe-
tencias, para realizar la explotación, uso o
aprovechamiento de las aguas nacionales, a los munici-
pios, a los estados o al Distrito Federal, destinadas a los
servicios de agua con carácter público urbano o domés-
tico; o que otorga al delegado de la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, que correspon-
da, para el uso ambiental.

IX. a XIV. …

XV. “Consejos de Cuenca”. Órganos colegiados de inte-
gración mixta, que serán los representantes de la so-
ciedad, de la respectiva cuenca o región hidrológica,
ante “la comisión”, para participar directa y efecti-
vamente en la toma de decisiones y asunción de com-
promisos, en la administración de las aguas naciona-
les. Realizarán además las funciones de coordinación
y concertación, apoyo, consulta y asesoría, entre “la co-
misión”, incluyendo el organismo de cuenca que corres-
ponda, y las dependencias y entidades de las instancias
federal, estatal o municipal, y los representantes de los
usuarios de agua y de las organizaciones de la sociedad,
de la respectiva cuenca hidrológica o región;

XVI. a LV. …

LVI. “Uso doméstico”: La aplicación de agua nacional
para el uso particular de las personas y del hogar, pri-
mordialmente para con relación al uso del agua pa-
ra el riego de los productos agrícolas para autocon-
sumo, para riego de sus jardines y de árboles de ornato,
incluyendo el abrevadero de animales domésticos que
no constituya una actividad lucrativa, en términos del
Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

LVII. a LXVI. …

Artículos 4. y 5. …

Artículo 6. …
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I. La rectoría en la administración de las aguas para
garantizar la sustentabilidad del recurso, su correc-
ta utilización para satisfacer prioritariamente las ne-
cesidades en los usos doméstico, público urbano y
ambiental, y la justa distribución como elemento de-
terminante en la actividad económica nacional;

I Bis. Reglamentar por cuenca hidrológica y acuífero, el
control de la extracción así como la explotación, uso o
aprovechamiento de las aguas nacionales del subsuelo,
inclusive las que hayan sido libremente alumbradas, y
las superficiales, en los términos del Título Quinto de la
presente ley; y expedir los decretos para el estableci-
miento, modificación o supresión de zonas reglamenta-
das que requieren un manejo específico para garantizar
la sustentabilidad hidrológica o cuando se comprometa
la sustentabilidad de los ecosistemas vitales en áreas de-
terminadas en acuíferos, cuencas hidrológicas, o regio-
nes hidrológicas;

II. a XI. …

Artículo 7. …

I. …

I Bis. La participación directa y efectiva de la socie-
dad en la administración de las aguas nacionales
cuando esta participación se oriente a la protección
del recurso para preservar los caudales requeridos
para satisfacer las necesidades prioritarias en los
usos doméstico, público urbano y ambiental;

II. a XI. …

Artículo 7 Bis. …

I. a IX. …

X. La inclusión de la sociedad en los organismos ad-
ministradores de las aguas nacionales y el estableci-
miento de los mecanismos que garanticen la eficaz
atención de las propuestas fundadas que formulen
los particulares y los grupos sociales, tendientes a la
preservación del recurso para la satisfacción de las
necesidades prioritarias en los usos doméstico, públi-
co urbano y ambiental.

Artículo 8. …

Artículo 9. …

I. a XX. …

XX Bis. Sustanciar y resolver los procedimientos, re-
cursos y medios de impugnación de su competencia,
en los términos de esta Ley y de las disposiciones re-
glamentarias;

XXI. a XXVII. …

XXVII Bis. Determinar los volúmenes medios anua-
les disponibles, de acuerdo a las normas oficiales me-
xicanas emitidas por la comisión. Dichos estudios se
realizarán a nivel cuenca, región o estado. Los resul-
tados de disponibilidad media anual de las aguas na-
cionales serán publicados por la Comisión en el Dia-
rio Oficial de la Federación; 

XXVIII. a LIV. …

Artículos 9 Bis. y 9 Bis 1. …

Artículo 10. El consejo técnico de “la comisión” esta-
rá integrado por los titulares de las Secretarías de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, quien lo pre-
sidirá; de Hacienda y Crédito Público; de Desarrollo
Social; de Energía; de Economía; de Salud; y de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, así como del Instituto Mexicano de
Tecnología del Agua y de la Comisión Nacional Fo-
restal; también, por un representante de cada uno de
los consejos de cuenca establecidos o que se establez-
can en el territorio nacional y un representante de
las asociaciones de ecologistas, designado por la ma-
yoría de los representantes ecologistas ante los orga-
nismos de cuenca. Por cada representante propietario
se designará a los suplentes necesarios con nivel de Sub-
secretario o equivalente. A propuesta del consejo técni-
co, el titular del Ejecutivo federal designará como
miembros del propio consejo, a dos representantes de
los gobiernos de los estados y a un representante de una
organización ciudadana de prestigio y experiencia rela-
cionada con las funciones de “la comisión”. El consejo
técnico se organizará y operará conforme a las reglas
que expida para tal efecto.

Artículos 11., 11 Bis. y 11 Bis 1. …

Artículo 12. …
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I. a IX. …

IX Bis. Determinar los volúmenes medios anuales
disponibles, de acuerdo a las normas oficiales mexi-
canas emitidas por la Comisión. Dichos estudios se
realizarán a nivel cuenca, región o estado. Los resul-
tados de disponibilidad media anual de las aguas na-
cionales serán publicados por la Comisión en el Dia-
rio Oficial de la Federación;

IX Bis 1. Sustanciar y resolver los procedimientos,
recursos y medios de impugnación de su competen-
cia, en los términos de esta Ley y de las disposiciones
reglamentarias;

X. a XII. …

Artículos 12 Bis. y 12 Bis 1. …

Artículo 12 Bis 2.

Párrafo 1. …

Párrafo 2. I. a V. …

V Bis. Sustanciar y resolver los procedimientos, re-
cursos y medios de impugnación de su competencia,
en los términos de esta ley y de las disposiciones re-
glamentarias;

VI a VII. …

Párrafo 3.

Cada organismo de cuenca contará con un consejo con-
sultivo, que estará integrado por representantes designa-
dos por los titulares de las Secretarías de Hacienda y
Crédito Público, de Desarrollo Social, de Energía, de
Economía, de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
de Salud y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, y de la Comisión Nacional Fo-
restal, así como de “la comisión”, quien lo presidirá.
Asimismo, el consejo técnico contará con un represen-
tante de cada uno de los usuarios de los diversos usos
registrados en los consejos de cuenca, constituidos en
el territorio del organismo de cuenca de que se trate,
con un representante de las asociaciones de ecologis-
tas, nombrado por mayoría de las asociaciones regis-
tradas en la comisión, y con un representante desig-
nado por el titular del Poder Ejecutivo estatal por

cada uno de los estados comprendidos en el ámbito
de competencia territorial del organismo de cuenca,
así como del Distrito Federal cuando así correspon-
da. Por cada estado comprendido en el ámbito terri-
torial referido, el consejo consultivo contará con un
representante de los ayuntamientos municipales co-
rrespondientes, para lo cual cada estado se encargará de
gestionar la determinación del representante requerido.
Los representantes referidos en el presente párrafo par-
ticiparán con voz y voto.

Párrafos 4. a 6. …

Artículos 12 Bis 3. a 12 Bis 5. …

Artículo 12 Bis 6. …

I. a XIII. …

XIII Bis. Sustanciar y resolver los procedimientos,
recursos y medios de impugnación de su competen-
cia, en los términos de esta ley y de las disposiciones
reglamentarias;

XIV. a XXXIII. …

Artículo 13. “La comisión”, previo acuerdo de su con-
sejo técnico, establecerá consejos de cuenca, órganos
colegiados de integración mixta, conforme a la fracción
XV del artículo 3 de esta ley. Como representantes de
la sociedad participarán en las tomas de decisiones y
asunción de compromisos en el seno del consejo téc-
nico, a nivel nacional, y del organismo de cuenca a
que pertenezcan, a nivel regional o de cuenca. La co-
ordinación, concertación, apoyo, consulta y asesoría re-
feridas en la mencionada fracción están orientadas a for-
mular y ejecutar programas y acciones para la mejor
administración de las aguas, el desarrollo de la infraes-
tructura hidráulica y de los servicios respectivos y la
preservación de los recursos de la cuenca, así como las
demás que se establecen en este capítulo y en los regla-
mentos respectivos. Los consejos de cuenca no están
subordinados a “la comisión” o a los organismos de
cuenca.

Los consejos de cuenca considerarán la pluralidad de in-
tereses, demandas y necesidades en la cuenca o cuencas
hidrológicas que correspondan.

Artículo 13 Bis. …
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Artículo 13 Bis 1. …

Párrafos 1. y 2. …

Párrafo 3. A. 1. a 5. …

6. Nombrar un representante de usuarios y un re-
presentante de asociaciones de ecologistas, que fun-
girán con ese carácter, en periodos de tres años, no
renovables, como integrantes del consejo técnico de
“la comisión”, a nivel nacional y del organismo de
cuenca correspondiente, a nivel regional.

B. a D. …

Artículo 13 Bis 2. …

I. Los usuarios del agua que participen como vocales en
los consejos de cuenca y como integrantes en el con-
sejo técnico y en el organismo de cuenca correspon-
diente serán elegidos en la asamblea general de usua-
rios, y provendrán de las organizaciones de usuarios del
agua a nivel nacional de los distintos usos acreditadas
ante “la comisión”, así como de las organizaciones de
usuarios del agua por cada estado de los distintos usos
en la cuenca hidrológica o región hidrológica de que se
trate, en un número que asegure proporcionalidad en la
representación de los usos y permita el eficaz funciona-
miento de dichos consejos de cuenca y con arreglo a lo
dispuesto en el artículo 13 Bis de esta ley; la designa-
ción de suplentes será también prevista por la propia
asamblea; la representatividad de cada uso por estado se
determinará en las reglas generales de integración, or-
ganización y funcionamiento del consejo de cuenca;

II. a V. …

VI. A través de los vocales usuarios que tenga designa-
dos, la asamblea general de la cuenca canalizará sus re-
comendaciones y propuestas a los representantes del
consejo de cuenca y, a través de éstos, al consejo téc-
nico y al organismo de cuenca que corresponda; y

VII. …

Artículo 13 Bis 3. …

I. Participar directa y efectivamente en la adminis-
tración de las aguas nacionales como integrantes del
consejo técnico de “la comisión” a nivel nacional, y

del organismo de cuenca que corresponda, a nivel re-
gional;

I Bis. Contribuir a la gestión integrada de los recursos
hídricos en la cuenca o cuencas hidrológicas respecti-
vas, contribuir a reestablecer o mantener el equilibrio
entre disponibilidad y aprovechamiento de los recursos
hídricos, considerando los diversos usos y usuarios, y
favorecer el desarrollo sustentable en relación con el
agua y su gestión;

II. a XXV. …

Artículo 13 Bis 4. Conforme a lo dispuesto a esta ley y
sus reglamentos, “la comisión”, a través de los organis-
mos de cuenca, consultará con los usuarios y con las or-
ganizaciones de la sociedad, en el ámbito de los conse-
jos de cuenca, y resolverá las posibles limitaciones
temporales a los derechos de agua existentes para en-
frentar situaciones de emergencia, escasez extrema, des-
equilibrio hidrológico, sobreexplotación, reserva, conta-
minación y riesgo o se comprometa la sustentabilidad
de los ecosistemas vitales; bajo el mismo tenor, resolve-
rá las limitaciones que se deriven de la existencia o de-
claración e instauración de zonas reglamentadas, zonas
de reserva y zonas de veda. En estos casos tendrán prio-
ridad el uso doméstico, el público urbano y el ambien-
tal.

Artículo 14. …

Artículo 14 Bis. …

I. a V. …

Las iniciativas, propuestas o recomendaciones gene-
radas por la sociedad a través de los representantes
de los consejos de cuenca o de la participación públi-
ca directa, encaminadas a proteger y preservar el re-
curso natural del agua en la satisfacción de las nece-
sidades prioritarias en los usos doméstico, público
urbano y ambiental, serán atendidas debidamente
por “la comisión” la que deberá ofrecer la respuesta
fundada y motivada con sujeción a las disposiciones
establecidas en la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo y en la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental.

El autor de la iniciativa, propuesta o recomendación,
persona física o moral, tendrá el interés jurídico para

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008249



impugnar la respuesta de “la comisión”. Tendrá el
interés jurídico para interponer los medios de im-
pugnación, eficaces y expeditos, implantados en el
Título Décimo, Capítulo II, de esta ley, que lo son, el
recurso de revisión administrativo, el procedimiento
administrativo de arbitraje o tercería, la consulta
pública y la denuncia popular.

La demora injustificada, negligencia o evasivas en la
atención de las iniciativas, propuestas o recomenda-
ciones planteadas por el representante de los conse-
jos de cuenca o por la participación pública directa,
serán causal de responsabilidad administrativa en
los términos de la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos.

Artículos 14 Bis 1. a Bis 4. …

Artículo 14 Bis 5. …

I. El agua es un bien propiedad de la nación vital, vul-
nerable y finito, con valor social, económico y ambien-
tal, cuya preservación en cantidad y calidad y sustenta-
bilidad es tarea fundamental del Estado como rector del
desarrollo nacional y de la sociedad como copropie-
taria del recurso y sujeto del derecho de superviven-
cia, así como prioridad y asunto de seguridad nacional;

II. a XXII. …

Artículo 14 Bis 6. …

Artículos 15. a 19. …

Artículo 20.

Párrafos 1. a 3. …

Párrafo 4.

La explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacio-
nales por dependencias y organismos descentralizados
de la administración pública federal, estatal o munici-
pal, o el Distrito Federal y sus organismos descentrali-
zados se realizará mediante concesión otorgada por el
Ejecutivo federal a través de “la comisión” por medio de
los organismos de cuenca, o por ésta cuando así le com-
peta, de acuerdo con las reglas y condiciones que esta-
blece esta ley y sus reglamentos. Cuando se trate de la
prestación de los servicios de agua con carácter público

urbano, doméstico o ambiental, incluidos los procesos
que estos servicios conllevan, la explotación, uso o
aprovechamiento de aguas nacionales, se realizará me-
diante asignación otorgada por el Ejecutivo federal a
través de “la comisión” por medio de los organismos de
cuenca, o por ésta cuando así le competa, a los munici-
pios, a los estados o al Distrito Federal, en correspon-
dencia con la fracción VIII del artículo 3 de la presente
ley. Los derechos amparados en las asignaciones no po-
drán ser objeto de transmisión.

Párrafos 5. a 8. …

Artículos 21. y 21 Bis. …

Artículo 22. …

Párrafos 1. y 2. …

Párrafo 3.

El consejo de cuenca en coordinación con el organismo
de cuenca que corresponda propondrá a “la comisión” el
orden de prelación de los usos del agua para su aproba-
ción, el cual se aplicará en situaciones normales, para el
otorgamiento de concesiones y asignaciones de la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales,
superficiales y del subsuelo, atendiendo a lo dispuesto
en los artículos 13 Bis 3, y 14 Bis 5 de esta ley. El uso
doméstico, el uso público urbano y el uso ambiental
siempre serán preferentes sobre cualquier otro uso.

Párrafos 4. a 8. …

Artículos 23. a 123 Bis 1. …

Capítulo II

Medios de Impugnación

Artículo 124. Los interesados afectados por los actos,
omisiones o resoluciones de las autoridades adminis-
trativas de la materia que pongan fin al procedi-
miento administrativo, a una instancia o resuelvan
un expediente, podrán interponer cualquiera de los
medios de impugnación consignados en el presente
capítulo.

Artículo 124 Bis. …
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Artículo 125. La personas físicas o morales de las co-
munidades afectadas, tienen el interés jurídico para
impugnar las obras, actividades u omisiones que ori-
ginen o puedan originar, una afectación al recurso
natural del agua destinado a la satisfacción de las ne-
cesidades prioritarias en los usos doméstico, público
urbano y ambiental.

Artículo 126. En virtud de que la protección y pre-
servación del recurso natural del agua constituye un
asunto de seguridad nacional y una exigencia del de-
recho a la supervivencia, las instancias jurídicas ten-
dientes a la obtención de estos fines, podrán interpo-
nerse en cualquier tiempo y deberán de ser
correspondidas con la suspensión de los actos recla-
mados, que se decrete de plano y de oficio en el auto
que admita el recurso, sin exigir fianza o garantía de
alguna clase.

Artículo 127. Los medios de impugnación que con-
templa la presente ley son el recurso de revisión ad-
ministrativo, el procedimiento de arbitraje o terce-
ría, la consulta pública y la denuncia popular.

Artículo 128. La materia, causales de nulidad y re-
glas del procedimiento del recurso de revisión, se su-
jetará a las disposiciones establecidas en la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo. Se exceptúa
lo dispuesto en los artículos 124, 125 y 126 de esta ley,
que no contravienen lo dispuesto en la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo.

Artículo 129. El reglamento de la presente ley debe-
rá establecer las normativas rectoras del procedi-
miento administrativo de arbitraje o tercería. Debe-
rá asegurar la imparcialidad y profesionalismo en el
árbitro o tercero que incorpore al procedimiento.

Si se recurre la imposición de una multa, se suspenderá
el cobro de ésta hasta que se resuelva el recurso, siem-
pre y cuando se garantice su pago en los términos pre-
vistos en las disposiciones fiscales.

Los recursos contra actos o resoluciones que se emitan
en materia fiscal conforme a la presente ley serán re-
sueltos en los términos del Código Fiscal de la Federa-
ción y de su reglamento.

Artículo 130. La consulta popular se reglamentará
de manera análoga a lo determinado en el artículo 34

de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

Transitorios

Primero. a Sexto. …

Sexto Bis. El honorable Congreso de la Unión dis-
pondrá la modificación de la Ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa pa-
ra determinar la derogación de la fracción XIII del
artículo 11 y eliminar la instancia del juicio adminis-
trativo de nulidad, que innecesariamente se acumula
a las instancias administrativas propias de la Ley de
Aguas Nacionales.

Sexto Bis 1. El honorable Congreso de la Unión dis-
pondrá la modificación de la Ley de Amparo para
adicionar la fracción III al artículo 123 y un último
párrafo al artículo 125 para establecer la suspensión
de oficio y la exención de garantía, en los casos con-
templados en el artículo 126 de esta ley, así como pa-
ra establecer la exención de la garantía a que se re-
fiere el artículo 11 Bis 1.

Sexto Bis 2. El honorable Congreso de la Unión dis-
pondrá la modificación de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo para establecer los tiempos
máximos que deberá observar la autoridad en la aten-
ción del recurso de revisión que le fuera interpuesto,
establecer sanciones en contra de la autoridad que no
dictare resolución dentro de los plazos establecidos y
determinar que esa autoridad se tendrá por impedida
para seguir conociendo del negocio desatendido.

Séptimo. a Décimo Cuarto. …

Décimo Quinto. En tanto se cumple lo dispuesto en el
párrafo tercero del artículo 22 de esta ley, se observará
el siguiente orden de prelación de los usos del agua pa-
ra la concesión y asignación de la explotación, uso o
aprovechamiento de aguas nacionales, superficiales y
del subsuelo, aplicable en situaciones normales:

1. Doméstico;

2. Público urbano;

3. Uso para la conservación ecológica o uso ambiental;
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4. Pecuario;

5. Agrícola;

6. Generación de energía eléctrica para servicio público;

7. Industrial;

8. Acuacultura;

9. Generación de energía eléctrica para servicio privado;

10. Lavado y entarquinamiento de terrenos;

11. Uso para turismo, recreación y fines terapéuticos;

12. Uso múltiple; y

13. Otros.

Décimo Sexto. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Los integrantes de esta comisión, previo estudio de la ini-
ciativa objeto del dictamen, exponemos las siguientes

III. Consideraciones de la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos

La comisión dictaminadora considera loable la preocupa-
ción legislativa del diputado iniciador.

1. El artículo 3 de la Ley de Aguas Nacionales, en la
fracción LIV, define el “uso ambiental” o “uso para con-
servación ecológica” como el caudal o volumen mínimo
necesario en cuerpos receptores, incluyendo corrientes
de diversa índole o embalses, o el caudal mínimo de
descarga natural de un acuífero, que debe conservarse
para proteger las condiciones ambientales y el equilibrio
ecológico del sistema.

Por otra parte, el artículo 12 Bis 6 de la propia ley atri-
buye a los organismos de cuenca la facultad para expe-
dir los títulos de concesión, asignación o permisos de

descarga, así como los demás permisos que le competan
conforme a la presente ley, en su ámbito geográfico de
acción.

La administración de las aguas nacionales que deben
conservarse para la protección de las condiciones am-
bientales y el equilibrio ecológico, es atribución de la
autoridad del agua.

Cada cuenca hidrológico-administrativa comprende to-
tal o parcialmente los territorios de diversas entidades
federativas, y los delegados de la Semarnat, tienen co-
mo ámbito territorial de competencia sólo el territorio
correspondiente a una entidad federativa.

Un delegado de la Semarnat no puede atender el uso
ambiental porque la circunscripción de su competencia
no comprende necesariamente un sistema cuyo equili-
brio ecológico y condiciones ambientales, deban prote-
gerse.

Por lo anterior, es improcedente la reforma de la frac-
ción VIII del artículo 3, para establecer que la asigna-
ción que se otorga a los gobiernos estatales y municipa-
les para la prestación del servicio de agua con carácter
público urbano, se otorgue también a los delegados de la
Semarnat, para destinarlas al uso ambiental, máxime si
tomamos en cuenta que, con dicha disposición, estaría-
mos facultando a la Semarnat para que a través de su ór-
gano desconcentrado Conagua se autoconcesione aguas
nacionales.

2. En cuanto a la propuesta de reforma a la fracción XV
del artículo 3 de la ley, estimamos es improcedente, ya
que el artículo 27 constitucional atribuye al Ejecutivo
federal la administración de las aguas nacionales, y la
Ley de Aguas Nacionales, Reglamentaria del Artículo
27 Constitucional, atribuye a la Comisión Nacional del
Agua el ejercicio de las atribuciones que corresponden
a la autoridad en materia hídrica y se constituye como el
órgano superior de carácter técnico, normativo y con-
sultivo de la federación, en materia de gestión integrada
de los recursos hídricos, incluyendo la administración,
regulación, control y protección del dominio público hí-
drico. Asimismo, los consejos de cuenca son órganos
colegiados en cuya integración participan representan-
tes de los tres órdenes de gobierno y los representantes
de los usuarios de agua y de las organizaciones de la so-
ciedad.
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Los consejos de cuenca no son representantes de la so-
ciedad ni pueden participar directa y efectivamente en la
toma de decisiones que por mandato constitucional co-
rresponde a la autoridad del agua.

3. Consideramos inviable la reforma planteada de la
fracción LVI del artículo 3 de la ley, para considerar co-
mo uso doméstico el uso del agua para el riego de los
productos agrícolas para autoconsumo, pues no pode-
mos reconocer como riego agrícola y si reconocemos
como uso doméstico aquel que se da al agua para regar
huertos familiares, cuyos productos, al igual que el
abrevadero de animales domésticos, no constituyen una
actividad lucrativa.

4. En cuanto a la propuesta de adicionar una fracción al
artículo 6, para establecer la competencia del ejecutivo
federal para garantizar la correcta utilización de las
aguas nacionales para satisfacer las necesidades en los
usos doméstico, público urbano y ambiental, considera-
mos es inviable, pues de acuerdo con el artículo 115
constitucional, corresponde al municipio, y en su caso,
a los estados las funciones y servicios públicos de agua
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposi-
ción de sus aguas residuales.

5. En cuanto a las propuestas de adición de una fracción
I Bis al artículo 7 y una fracción X al artículo 7 Bis de
la ley, para considerar de utilidad pública la participa-
ción directa y efectiva de la sociedad en la administra-
ción de las aguas nacionales y declarar de interés públi-
co la inclusión de la sociedad en los organismos
administradores de las aguas nacionales, respectivamen-
te, se estiman improcedentes, pues desvirtúan los con-
ceptos de utilidad e interés públicos, cuyos efectos y al-
cances constituyen el garantizar la legalidad de los actos
de la administración pública en privilegio de los intere-
ses generales sobre los particulares; asimismo, debemos
señalar que la satisfacción de las necesidades priorita-
rias de los usos doméstico y público urbano está a cargo
de los municipios y los estados conforme lo dispone la
fracción III del artículo 115 constitucional.

6. Consideramos también inviable las propuestas de adi-
ción de las fracciones XX Bis al artículo 9 y IX Bis al ar-
tículo 12, V Bis del artículo 12 Bis 2, VIII Bis del artícu-
lo 12 Bis 6, para establecer en éstas, como atribución de
la Comisión Nacional del Agua y su director general, de
los organismos de cuenca y sus directores, respectiva-
mente, “sustanciar y resolver los procedimientos, recur-

sos y medios de impugnación de su competencia, en los
términos de esta ley y de las disposiciones reglamenta-
rias”, en virtud de que la Ley de Aguas Nacionales, en
el artículo 124, sólo establece aspectos generales relati-
vos al recurso de revisión, con el propósito de orientar
elementalmente a los sujetos de la ley; sin embargo, la
Ley de Aguas Nacionales no establece el procedimiento
del recurso de revisión, el cual está totalmente regulado
en el Título Sexto de la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo, de aplicación supletoria de la Ley de
Aguas Nacionales. En todo caso, la fracción LIV del ar-
tículo 9 y la fracción XXXIII del artículo 12 Bis 6 de la
Ley de Aguas Nacionales, ya establecen realizar las de-
más que señalen las disposiciones legales y reglamenta-
rias, así como las previstas en la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo.

7. Nos resultan también improcedentes las propuestas
de adición de las fracciones XXVII Bis al artículo 9, y
IX Bis al artículo 12, para atribuir a la Comisión Nacio-
nal del Agua y su director general la facultad de “deter-
minar los volúmenes medios anuales disponibles, de
acuerdo a las normas oficiales mexicanas emitidas por
la comisión. Dichos estudios se realizarán a nivel cuen-
ca, región o estado. Los resultados de la disponibilidad
media anual de las aguas nacionales serán publicados
por la comisión en el Diario Oficial de la Federación;”,
lo anterior en virtud de que la ley establece como atri-
buciones del director general de la comisión las señala-
das en su artículo 9; entre las atribuciones señaladas a la
Comisión en el artículo 9, la fracción XLV establece la
de “mantener actualizado y hacer público periódica-
mente el inventario de las aguas nacionales… clasificar
las aguas de acuerdo con sus usos , y elaborar balances
en cantidad y calidad del agua por regiones hidrológicas
y cuencas hidrológicas”, disposición que lleva implícita
la determinación de los volúmenes medios anuales, los
cuales en razón de su naturaleza se deben medir por re-
giones o cuencas hidrológicas que no responden a los lí-
mites territoriales de las entidades federativas, lo que di-
ficulta determinar dichos volúmenes por cada entidad
federativa.

8. La propuesta de reformas del artículo 10, cuyo obje-
to es adicionar un representante de cada uno de los con-
sejos de cuenca en el país en la integración del consejo
técnico de la Comisión Nacional del Agua, la estimamos
improcedente, ya que el consejo técnico es el encargado
de las decisiones fundamentales para el ejercicio de la
administración del agua, lo que permite comprender que
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las funciones que el artículo 11 de la ley le atribuye, re-
quieren que sus integrantes, en su mayoría sean repre-
sentantes de las dependencias del Ejecutivo federal en
estricta congruencia con la facultad de administrar las
aguas nacionales que le confiere el artículo 27 constitu-
cional.

Con la propuesta de reforma del artículo 10, las decisio-
nes del consejo técnico serían tomadas por los represen-
tantes de los consejos de cuenca, ya que el consejo se in-
tegraría con veintiséis representantes de los consejos de
cuenca; ocho representantes del Ejecutivo federal; dos
de las entidades federativas, y uno de organización ciu-
dadana.

9. Con mayor razón, consideramos improcedente la re-
forma del párrafo tercero del artículo 12 Bis 2, con la
cual se pretende que el consejo consultivo de cada orga-
nismo de cuenca se integre, en adición de los represen-
tantes de los tres órdenes de gobierno, “con un repre-
sentante de cada uno de los usuarios de los diversos usos
registrados en los consejos de cuenca constituidos en el
territorio del organismo de cuenca de que se trate”, ya
que con dicha disposición no habría un local con espa-
cio suficiente para albergar al consejo consultivo, inte-
grado casi totalmente con los representantes de cada
uno de los usuarios.

10. En cuanto a la propuesta de reforma del artículo 13
de la ley, para que los consejos de cuenca se establezcan
como representantes de la sociedad que participarán en
la toma de decisiones y asunción de compromisos en el
seno del consejo técnico, a nivel nacional, y del orga-
nismo de cuenca a que pertenezcan, a nivel regional o
de cuenca, la comisión dictaminadora la considera in-
viable por las razones expuestas en el punto 2 de estas
consideraciones.

11. En congruencia con lo expresado en el punto 10 de
estas consideraciones, estimamos también improceden-
te la propuesta de adición de un numeral 6 al párrafo
cuarto del Apartado A del artículo 13 Bis 1 de la Ley de
Aguas Nacionales.

12. Las propuestas de reformas a las fracciones I y VI
del artículo 13 Bis 2, y la de adición de una fracción I al
artículo 13 Bis 3, también se consideran improcedentes
en virtud de que están referidas a las propuestas razona-
das y estimadas improcedentes en los puntos 2 y 10 de
estas consideraciones.

13. Respecto a la propuesta de reforma al artículo 13 Bis
4, para que en los casos de zonas reglamentadas, de re-
serva y de veda, tengan prioridad, además de los usos
doméstico y público urbano reconocidos en la ley vi-
gente, el uso ambiental, estimamos es improcedente ya
que el uso ambiental es el caudal o volumen mínimo ne-
cesario en cuerpos receptores que debe conservarse para
proteger las condiciones ambientales, por lo que dichos
caudales o volúmenes mínimos necesarios, están a salvo
de la explotación, uso o aprovechamiento autorizado me-
diante concesiones por la autoridad del agua y, en conse-
cuencia, asegurado en las declaraciones e instrumenta-
ción de zonas reglamentadas, zonas de reserva y zonas
de veda; en otras palabras, el uso ambiental es el recur-
so reservado para la conservación del ambiente que no
es objeto de concesión alguna por el Ejecutivo federal.

14. La propuesta de adición de tres párrafos finales al
artículo 14 Bis la consideramos inviable por las si-
guientes razones:

Hemos razonado que el consejo de cuenca es un órgano
colegiado de integración mixta, de coordinación y con-
certación, apoyo, consulta y asesoría entre la autoridad
del agua y las dependencias y las entidades de los tres
órdenes de gobierno, y los representantes de los usua-
rios de agua y de las organizaciones de la sociedad para
proponer programas y acciones para la mejor adminis-
tración de las aguas, entre otros, y no están subordina-
dos a la comisión ni a los organismos de cuenca como
autoridades del agua. En consecuencia, el consejo de
cuenca y sus integrantes, como tales, no son autoridades
del agua y, por tanto, no pueden ser integrantes con voz
y voto del consejo técnico de la comisión ni ser parte de
los organismos de cuenca.

De ahí que los acuerdos, propuestas y recomendaciones
generadas en los consejos de cuenca, si bien atienden a
necesidades sociales, dichas propuestas y recomenda-
ciones las debe presentar el consejo de cuenca ante la
autoridad del agua correspondiente, y no en nombre de
la sociedad, los representantes que integran dichos con-
sejos, pues representan a grupos de usuarios minorita-
rios de la sociedad.

Por ello es inviable establecer que los representantes de
los consejos de cuenca puedan, sin conocimiento y
acuerdo de los consejos de cuenca presentar en nombre
de éstos las propuestas o recomendaciones generadas
por la sociedad.
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Es claro que habrá propuestas o recomendaciones que
se puedan presentar a título personal o en nombre de un
grupo de individuos, pero no es necesario establecer en
la Ley de Aguas Nacionales la regulación de la actua-
ción de la autoridad del agua en atención a tales peticio-
nes, remitiendo a las Leyes Federales de Procedimiento
Administrativo, y de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, pues tendríamos que
referir también la Ley de Amparo y la propia Constitu-
ción, entre otras.

15. Estimamos improcedente la propuesta de reforma de
la fracción I del artículo 14 Bis 5, en virtud de que si
bien el artículo 27 constitucional establece que las aguas
son propiedad de la nación, también determina que el
dominio de éstas es atribuido a la federación, al estable-
cer que el dominio de la nación sobre las aguas es in-
alienable e imprescriptible y que la explotación, uso o
aprovechamiento de las mismas sólo podrá realizarse
mediante concesiones otorgadas por el Ejecutivo fede-
ral.

Consideramos que la nación, como sinónimo de Estado,
se integra con territorio, población y gobierno y en esa
acepción no cabe distribuir la propiedad nacional en un
régimen de copropiedad entre los tres elementos inte-
grantes del Estado.

16. En relación con la propuesta de reforma del párrafo
cuarto del artículo 20 de la ley, para establecer la proce-
dencia de la asignación de aguas a los municipios, los
estados o al Distrito Federal, cuando se trate de la pres-
tación de los servicios de agua ambiental, consideramos
inviable la propuesta, en virtud de lo siguiente:

Los servicios de agua con carácter público urbano esta-
blecidos en la ley están referidos a los servicios públi-
cos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento
y disposición de sus aguas residuales, a cargo de los mu-
nicipios y, en su caso, de las entidades federativas, pre-
vistos en la fracción III del artículo 115 constitucional.

Por lo anterior, el servicio de agua con carácter público
ambiental sería una nueva figura en la Ley de Aguas Na-
cionales, sin embargo, queda fuera de contexto en el pá-
rrafo cuarto del artículo 20, pues dicho servicio no está
a cargo de las autoridades a que se refiere el artículo 115
constitucional. Por otro lado, reiteramos la definición de
uso ambiental, para enfatizar que la conservación de
caudales o volúmenes para proteger las condiciones am-

bientales y el equilibrio ecológico, no requieren de un
sistema adicional específico.

17. Con la propuesta de reformas del párrafo tercero del
artículo 22 de la ley se insiste en incorporar el uso am-
biental para que conjuntamente con el uso doméstico y
el uso público urbano sean preferentes sobre cualquier
otro uso y como ya hemos reiterado en la definición de
uso ambiental establecido en la fracción LIV del artícu-
lo 3, no precisa de concesión o asignación alguna, pues
son simplemente caudales o volúmenes mínimos nece-
sarios en cuerpos receptores que se conservan para pro-
teger las condiciones ambientales y el equilibrio ecoló-
gico, caudales y volúmenes que no son objeto de
explotación, uso o aprovechamiento diverso; en conse-
cuencia, las aguas correspondientes al uso ambiental
son la máxima prioridad, pues su conservación se privi-
legia frente a la concesión o asignación de aguas para
cualquier otro uso.

A mayor abundamiento, el párrafo que se pretende re-
formar remite la atención a lo dispuesto en los artículos
13 Bis 3 y 14 Bis 5, los cuales establecen como priori-
dad el uso doméstico y el público urbano, en sus frac-
ciones II, y XXII, respectivamente. Conforme a estos
razonamientos, consideramos improcedentes la reforma
del párrafo tercero del artículo 22 de la Ley de Aguas
Nacionales.

18. Respecto a la reforma del Título Décimo de la ley,
que comprende los artículos que van del 124 al 129, pa-
ra modificar el título del Capítulo II y llamarlo “Medios
de Impugnación”, reformando el artículo 124 y adicio-
nando los artículos 125 a 129, con el propósito de ade-
cuar cuestiones relativas a los procedimientos instaurados
por efecto de la interposición de un medio de impugna-
ción por los particulares ante la Comisión Nacional del
Agua, estimamos inviable la propuesta de reformas, en
virtud de que el artículo 124 de la ley vigente dispone de
manera expresa la posibilidad de la interposición del re-
curso de revisión contra los actos o resoluciones defini-
tivas de la autoridad del agua que causen agravio a par-
ticulares, y cuya resolución tendrá por efecto la
revocación, modificación o confirmación el acto recu-
rrido.

Por otra parte, resulta erróneo pretender adicionar un ar-
tículo 127 a la ley, para establecer como medios de im-
pugnación el arbitraje, la denuncia popular, la tercería, y
la consulta pública, ya que tales procedimientos no reú-
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nen las características propias de todo medio de impug-
nación, pues éstos constituyen las vías legalmente esta-
blecidas a favor de los agraviados, cuya principal carac-
terística estriba en la susceptibilidad de combatir un
acto o resolución ante autoridad competente, para que lo
revise y, en su caso, resuelva, anulando, revocando, mo-
dificando o confirmando el acto impugnado, u ordenan-
do su legalidad o ilegalidad, elementos ajenos al arbi-
traje, la denuncia popular, la tercería y la consulta
pública.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos pone a consideración del Pleno de la Cámara de
Diputados el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales, presentada por el Diputado Jesús Gon-
zález Schmal, el 30 de noviembre de 2004.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de mayo de 2008.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Lourdes Alonso Flores (rúbrica en contra), Víctor Manuel Torres
Herrera (rúbrica), Apolonio Méndez Meneses, Cuitláhuac Condado
Escamilla (rúbrica), José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo
Ildefonso Mendívil Amparán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz
García (rúbrica), Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Modesto
Brito González (rúbrica), Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Die-
go Cobo Terrazas, Felipe González Ruiz (rúbrica), David Lara Com-
peán (rúbrica), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica en contra), Fausto
Fluvio Mendoza Maldonado (rúbrica en contra), Irineo Mendoza Men-
doza, Pedro Montalvo Gómez (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ventu-
ra, Antonio Ortega Martínez (rúbrica), José Inés Palafox Núñez, Fran-
cisco Javier Paredes Rodríguez (rúbrica), Santiago Gustavo Pedro
Cortés (rúbrica), Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica), Ramón
Salas López (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Gerardo
Octavio Vargas Landeros (rúbrica), César Augusto Verástegui Ostos
(rúbrica), Cuauhtémoc Velasco Oliva (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se desecha la iniciativa que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados de la
LIX Legislatura fue turnada, para estudio y posterior dicta-
men, la iniciativa que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Salud, presentada por el dipu-
tado Fernando Espino Arévalo, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México.

La Comisión de Salud de la LX Legislatura, con funda-
mento en las atribuciones que le otorgan los artículos 39,
44, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60,
65, 66, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, de acuerdo con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la inicia-
tiva mencionada desarrolla su trabajo conforme el procedi-
miento que a continuación se describe:

I. En el capítulo de antecedentes se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo en
turno para el dictamen de la referida iniciativa y de los
trabajos previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo correspondiente a contenido se sinteti-
za el alcance de la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo de consideraciones, la comisión dic-
taminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar la iniciativa en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados con fecha
14 de marzo de 2006 fue presentada la iniciativa que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Fernando Espino Arévalo, del
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Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva turnó la menciona-
da iniciativa a la Comisión de Salud, para estudio y poste-
rior dictamen.

II. Contenido

En la exposición de motivos, el promovente afirma que la
voracidad de los productores de bebidas alcohólicas es tal,
que cada día buscan por diversos medios incrementar su
mercado de consumidores. Así, hoy podemos ver en los di-
ferentes medios de comunicación, impresos y electrónicos,
cómo se difunde indiscriminadamente gran cantidad de
mensajes, los cuales por supuesto buscan persuadir a los
consumidores presentes a incrementar su consumo o a
quienes no lo hacen a iniciarse en él.

Asevera que debemos enfrentarnos a una publicidad llama-
da “subliminal”, donde un parpadeo lumínico, insinuando
la marca del producto, dio origen a un término nuevo para
identificar los mensajes indirectos de la publicidad, los que
hurgan en el subconsciente y se depositan en él, produ-
ciendo una especie de reverberación en la pantalla humana
de la memoria.

Según el promovente, una de las medidas propuestas para
disminuir los alarmantes índices de alcoholismo entre
nuestros jóvenes e individuos en edades productivas, es po-
ner límites a la publicidad de bebidas alcohólicas.

Por ese motivo propone reformar los artículos 186, frac-
ción II, 301, 308, 309 y 421, y adicionar el artículo 309 Bis
a la Ley General de Salud, para limitar la publicidad del ta-
baco, así como prohibir en todo el territorio nacional la pu-
blicidad y promoción de bebidas alcohólicas, sin distinción
de la forma o el medio en que la misma se presente.

III. Consideraciones

Con fecha 30 de mayo de 2008 fue publicado en el Diario
Oficial de la Federación el decreto por el que se expide la
Ley General para el Control del Tabaco; y deroga y refor-
ma diversas disposiciones de la Ley General de Salud.

Uno de los objetivos de la nueva ley es precisamente regu-
lar la publicidad del tabaco, por lo cual el Capítulo II esta-
blece lo relativo a publicidad, promoción y patrocinio y cu-
yos artículos 23, 24 y 25 señalan lo siguiente:

Artículo 23. Queda prohibido realizar toda forma de
patrocinio, como medio para posicionar los elemen-
tos de la marca de cualquier producto del tabaco o
que fomente la compra y el consumo de productos
del tabaco por parte de la población.

La publicidad y promoción de productos del tabaco
únicamente serán dirigidas a mayores de edad a tra-
vés de revistas para adultos, comunicación personal
por correo o dentro de establecimientos de acceso ex-
clusivo para aquéllos.

La industria, los propietarios o administradores de
establecimientos donde se realice publicidad o pro-
moción de estos productos deberán demostrar la ma-
yoría de edad de los destinatarios de la misma.

Artículo 24. Se prohíbe emplear incentivos que fo-
menten la compra de productos del tabaco y no po-
drá distribuirse, venderse u obsequiarse, directa o
indirectamente, ningún artículo promocional que
muestre el nombre o logotipo de productos del taba-
co.

Artículo 25. Las publicaciones de comunicaciones in-
ternas para la distribución entre los empleados de la
industria tabacalera no serán consideradas publici-
dad o promoción para efectos de esta ley.

El decreto citado reforma en el artículo tercero transitorio
el artículo 308, penúltimo párrafo, para guardar congruen-
cia con la nueva ley.

Respecto a las reformas que se pretenden en materia de pu-
blicidad de las bebidas alcohólicas, consideramos innece-
sario reformar el artículo 186 y la fracción II, pues el artí-
culo vigente señala lo siguiente:

Artículo 186. Para obtener la información que orien-
te las acciones contra el alcoholismo y el abuso de be-
bidas alcohólicas, se realizarán actividades de inves-
tigación en los siguientes aspectos:

I. Causas del alcoholismo y acciones para controlar-
las;

II. Efectos de la publicidad en la incidencia del alco-
holismo y en los problemas relacionados con el con-
sumo de bebidas alcohólicas;
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III. Hábitos de consumo de alcohol en los diferentes
grupos de población; y

IV. Efectos del abuso de bebidas alcohólicas en los
ámbitos familiar social, deportivo, de los espectácu-
los, laboral y educativo.

De aprobarse la propuesta en sus términos, las acciones
contra el alcoholismo se restringirían únicamente a la pre-
vención y lo que el promovente denomina “control” del al-
coholismo, siendo que el texto vigente abarca todo un uni-
verso de acciones para combatir dicha enfermedad, por lo
cual creemos más adecuada la redacción actual del artícu-
lo 186.

La iniciativa incurre en el mismo error de restricción en
cuanto a la información sobre los efectos de la publicidad
en la incidencia del alcoholismo, ya que, de aprobarse la
propuesta, esta información se constreñiría exclusivamen-
te a niños y a jóvenes, excluyendo a todos los demás sec-
tores de la población, efecto contrario a uno de los princi-
pios fundamentales de la ley, que es precisamente su
carácter general.

Respecto a las reformas planteadas sobre los artículos 301,
308 y 309 en la iniciativa, el objetivo que perseguían ha si-
do cumplido de una mejor forma por el decreto por el que
se expide la Ley General para el Control del Tabaco; y de-
roga y reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, al que hemos hecho referencia.

En relación con la reforma del artículo 309 Bis, es impor-
tante señalar que dicho artículo fue derogado mediante el
Decreto citado con antelación.

Aunado a eso, cabe señalar la imposibilidad de llevar a ca-
bo una reforma que, como señala la propuesta en estudio,
“prohíba en todo el territorio nacional la publicidad y pro-
moción de bebidas alcohólicas, sin distinción de la forma o
el medio en que se presente”, toda vez que dicha prohibi-
ción sería contraria a lo dispuesto en el artículo 5o. consti-
tucional, ya que la publicidad es una actividad lícita y, en el
caso de las bebidas alcohólicas, se regula por la propia Ley
General de Salud, en el Título Décimo Tercero, así como en
el Reglamento de la Ley General de Salud en materia de Pu-
blicidad, que en el Título Cuarto establece los parámetros
que debe seguir la publicidad de bebidas alcohólicas.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud de
la LX Legislatura, con las atribuciones que otorgan los ar-

tículos 73, fracción XVI, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, ponen a su consideración el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud, presenta-
da por el diputado Fernando Espino Arévalo, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, el
14 de marzo de 2006.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez (rúbrica), María Oralia Ve-
ga Ortiz (rúbrica), Antonio Xavier López Adame (rúbrica), Juan Abad
de Jesús (rúbrica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Ariz-
mendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Contreras Ju-
lián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conrado de los
Santos Molina (rúbrica), Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Nemesio Do-
mínguez Domínguez, Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz
Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rú-
brica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica),
Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando Enrique Mayans Canabal (rú-
brica), Roberto Mendoza Flores, Elizabeth Morales García, Gilberto
Ojeda Camacho, Martha Rocío Partida Guzmán, Jorge Quintero Bello,
José Ignacio Alberto Rubio Chávez, María Gloria Guadalupe Valen-
zuela García (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se desecha la iniciativa que reforma y adiciona
los artículos 195 y 216 de la Ley General de Salud

A la Comisión de Salud fue turnada para estudio y poste-
rior dictamen la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona los artículos 195 y 216 de la Ley General
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de Salud, presentada por el diputado Carlos Alberto Puen-
te Salas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México.

La Comisión de Salud, con fundamento en las atribuciones
que otorgan los artículos 39, 44, 45 y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, 56, 60, 65, 66, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de es-
ta honorable asamblea el presente dictamen, de acuerdo
con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la inicia-
tiva mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo con-
forme el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo de antecedentes se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo en
turno para el dictamen de la referida iniciativa y de los
trabajos previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo correspondiente a contenido se sinteti-
za el alcance de la propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo de consideraciones, la comisión dic-
taminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de
respaldar o desechar las iniciativas en análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 30 de abril de 2008 fue pre-
sentada por el diputado Carlos Alberto Puente Salas, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 195 y 216 de la Ley General de Sa-
lud.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados turnó la iniciativa a la Comisión de Salud para es-
tudio y posterior dictamen.

II. Contenido

En la exposición de motivos, el promovente señala que la
Carta Europea contra la Obesidad reconoce que la epidemia
de la obesidad es un desafío en materia de salud pública.

Afirma que, según la Federación Internacional de Diabe-
tes, en el caso de la diabetes tipo 2, se observa que el au-
mento de la incidencia en jóvenes es prácticamente univer-
sal, es decir, existe una alarmante tendencia que viene
impulsada en gran parte por el aumento del sobrepeso y la
obesidad.

Señala que el Instituto Nacional de Salud Pública ha reve-
lado que millones de mexicanos tienen problemas de so-
brepeso u obesidad, particularmente que más de 4 millones
de niños de entre 5 y 11 años sufren estos trastornos, afir-
mando que de cada 100 niños, 20 presentan sobrepeso, cuyo
origen ciertamente tiene diversas causas, entre ellas, genéti-
cas, metabólicas, psicológicas, socioculturales, sedentarias,
neuroendocrinas y de nutrición con altos contenidos calóri-
cos.

Asegura que los refrescos forman parte del bombardeo in-
escrupuloso de la comida chatarra, es decir, son parte de
una dieta alta en grasas saturadas y azúcares y baja en fi-
bra, vitaminas y minerales, altísima en densidad energética
y promotora de estilos de vida no saludables y que su in-
gesta puede desatar la obesidad y, a su vez, constituir un de
riesgo para desarrollar enfermedades crónicas no transmi-
sibles como la diabetes, el cáncer, la hipertensión y las en-
fermedades cardiovasculares.

Asevera que el consumo de refrescos debe ser considerado
un problema de salud pública y que el etiquetado de los re-
frescos no declara en su totalidad la información nutricio-
nal en el rotulado.

Por esos motivos propone que se adicionen un segundo pá-
rrafo al artículo 195 y un tercero al artículo 216 de la Ley
General de Salud para señalar las precauciones necesarias
de salud y de nutrición contra el sobrepeso y la obesidad en
el etiquetado de bebidas y que las mismas contengan la le-
yenda “Este producto no es nutritivo”.

III. Consideraciones

Es importante mencionar nuestra preocupación por el evi-
dente aumento de la obesidad en nuestro país, inquietud
que compartimos con el promovente de la iniciativa en es-
tudio. Sin embargo consideramos imperativo señalar algu-
nas precisiones respecto a su propuesta y que a continua-
ción detallaremos.

Resulta inadecuado señalar en el proyecto de decreto que
se adiciona un segundo párrafo al artículo 195, ya que di-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008259



cho artículo consta de dos párrafos y de aprobarse la ini-
ciativa en sus términos el segundo párrafo de dicho artícu-
lo y que se refiere a la actualización de la farmacopea sería
abrogado, por que creemos que se trata de un error de la
propuesta en estudio; y en todo caso creemos que ésta bus-
caba adicionar una párrafo tercero al mismo artículo.

Según lo que establecen las fracciones XIII y XIV del artí-
culo 3o. de la Ley General de Salud son materia de salu-
bridad general la educación para la salud y la orientación y
vigilancia en materia de nutrición.

El artículo 194 de la misma ley faculta a la Secretaría de
Salud para ejercer el control sanitario del conjunto de acti-
vidades referentes al proceso, importación y exportación
de alimentos y bebidas no alcohólicas, lo anterior, con ba-
se en lo que establezcan las normas oficiales mexicanas y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 194. Para efectos de este título, se entiende
por control sanitario el conjunto de acciones de
orientación, educación, muestreo, verificación y en
su caso, aplicación de medidas de seguridad y san-
ciones, que ejerce la Secretaría de Salud con la par-
ticipación de los productores, comercializadores y
consumidores, en base a lo que establecen las normas
oficiales mexicanas y otras disposiciones aplicables.

El ejercicio del control sanitario será aplicable al

I. Proceso, importación y exportación de alimen-
tos, bebidas no alcohólicas, bebidas alcohólicas,
productos de perfumería, belleza y aseo, tabaco,
así como de las materias primas y, en su caso, adi-
tivos que intervengan en su elaboración;

II. Proceso, uso, mantenimiento, importación, ex-
portación, y disposición final de equipos médicos,
prótesis, órtesis, ayudas funcionales, agentes de
diagnóstico, insumos de uso odontológico, mate-
riales quirúrgicos, de curación y productos higié-
nicos; y

III. Proceso, uso, importación, exportación, apli-
cación y disposición final de plaguicidas, nutrien-
tes vegetales y substancias tóxicas o peligrosas
para la salud, así como de las materias primas
que intervengan en su elaboración.

El control sanitario del proceso, importación y
exportación de medicamentos, estupefacientes y
substancias psicotrópicas y las materias primas
que intervengan en su elaboración, compete en
forma exclusiva a la Secretaría de Salud, en fun-
ción del potencial de riesgo para la salud que es-
tos productos representan.

La propia ley, en el artículo 197, define claramente que por
proceso se entiende el conjunto de actividades relativas a la
obtención, elaboración, fabricación, preparación, conser-
vación, mezclado, acondicionamiento, envasado, manipu-
lación, transporte, distribución, almacenamiento y expen-
dio o suministro al público de los productos a que se refiere
el artículo 194 de la ley.

Aunado a las actividades de control sanitario, la Secretaría
de Salud tiene la facultad de proporcionar a la Secretaría de
Economía los elementos técnicos en materia de nutrición,
para la expedición de las normas oficiales mexicanas, co-
mo se señala en la fracción VIII del artículo 115.

La adición propuesta es innecesaria, ya que las competen-
cias de las Secretarías de Salud, y de Economía están sufi-
cientemente claras en la legislación vigente; es decir, re-
sulta obvio señalar que “ninguna norma oficial mexicana
debe omitir señalar precauciones necesarias para la salud”.

También el artículo 307, referente a publicidad, establece
parámetros para los alimentos y las bebidas no alcohólicas,
ya que a la letra dice:

Artículo 307. Tratándose de publicidad de alimentos
y bebidas no alcohólicas, ésta no deberá asociarse di-
recta o indirectamente con el consumo de bebidas al-
cohólicas.

La publicidad no deberá inducir a hábitos de ali-
mentación nocivos, ni atribuir a los alimentos indus-
trializados un valor superior o distinto al que tengan
en realidad.

La publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas
deberá incluir en forma visual, auditiva o visual y
auditiva, según sea para impresos, radio o cine y te-
levisión, respectivamente, mensajes precautorios de
la condición del producto o mensajes promotores de
una alimentación equilibrada.
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La adición propuesta al artículo 195 resulta inconveniente,
ya que constriñe un requerimiento precautorio únicamente
enfocado al sobrepeso y obesidad, así como a los alimentos
y bebidas no alcohólicas, siendo que el texto vigente del ar-
tículo 195 se refiere a una diversidad de productos que no
necesariamente son alimentos o bebidas no alcohólicas.

En relación con la adición propuesta de un tercer párrafo al
artículo 216, creemos que no es viable, toda vez que tanto
la Ley General de Salud como su reglamento en materia de
control sanitario de actividades, establecimientos, produc-
tos y servicios, el Reglamento de Control Sanitario de Pro-
ductos y Servicios, el Reglamento de la Ley General de Sa-
lud en materia de Publicidad y las Normas Oficiales
Mexicanas NOM-086-SSA1-1994 y NOM-051-SCFI-
1994 consideran disposiciones en este sentido.

La propia ley, en el artículo 210, establece la obligación
que tienen los productos empacados y envasados de cum-
plir las normas oficiales mexicanas y demás disposiciones
aplicables; de igual forma ocurre para el caso particular de
los alimentos y bebidas no alcohólicas, en el que se esta-
blece que las etiquetas se emitan a propuesta de la Secreta-
ría de Salud.

El artículo 212 de la ley vigente señala lo siguiente:

Artículo 212. La naturaleza del producto, la fórmu-
la, la composición, calidad, denominación distintiva
o marca, denominación genérica y específica, etique-
tas y contra etiquetas, deberán corresponder a las es-
pecificaciones establecidas por la Secretaría de Sa-
lud, de conformidad con las disposiciones aplicables,
y responderán exactamente a la naturaleza del pro-
ducto que se consume, sin modificarse; para tal efec-
to se observará lo señalado en la fracción VI del ar-
tículo 115.

Las etiquetas o contra etiquetas para los alimentos y
bebidas no alcohólicas, deberán incluir datos de va-
lor nutricional, y tener elementos comparativos con
los recomendados por las autoridades sanitarias, a
manera de que contribuyan a la educación nutricio-
nal de la población.

En la marca o denominación de los productos, no po-
drán incluirse clara o veladamente indicaciones con
relación a enfermedades, síndromes, signos o sínto-
mas, ni aquellos que refieran datos anatómicos o fi-
siológicos.

En cumplimento de lo señalado, el artículo 25 del Regla-
mento para el Control Sanitario de Productos y Servicios
refiere cuáles son los elementos considerados como infor-
mación sanitaria, incluyendo los ingredientes, el aporte nu-
tricional y las condiciones de procesamiento de los produc-
tos, así como las leyendas precautorias y de advertencia.
Aunado a lo anterior, señala el propio artículo que las nor-
mas oficiales mexicanas determinarán la información sanita-
ria específica que deberá contener la etiqueta correspon-
diente a cada tipo de producto.

Artículo 25. Para efectos del etiquetado de los pro-
ductos objeto de este Reglamento se considera como
información sanitaria general la siguiente:

I. La denominación genérica o específica del pro-
ducto;

II. La declaración de ingredientes;

III. La identificación y domicilio del fabricante,
importador, envasador, maquilador o distribui-
dor nacional o extranjero, según el caso;

IV. Las instrucciones para su conservación, uso,
preparación y consumo;

V. El o los componentes que pudieran representar
un riesgo mediato o inmediato para la salud de
los consumidores, ya sea por ingestión, aplicación
o manipulación del producto;

VI. El aporte nutrimental;

VII. La fecha de caducidad;

VIII. La identificación del lote;

IX. La condición de procesamiento a que ha sido
sometido el producto, cuando éste se asocie a ries-
gos potenciales;

X. Las leyendas precautorias, y

XI. Las leyendas de advertencia.

Las normas correspondientes a cada tipo de produc-
to determinarán la información sanitaria general
que deberá contener la etiqueta o la específica cuan-
do, por el tamaño del empaque o envase o por las
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condiciones del proceso, no pueda aparecer toda la
información que se requiera.

Cuando se trate de productos de importación enva-
sados de origen, la información que contengan las
etiquetas deberá aparecer escrita en idioma español,
previamente a su comercialización, en los términos
de la norma correspondiente.

La adición propuesta ya es materia de otros ordenamientos
jurídicos, aunado alo cual consideramos que estas normas
también contienen lo que pretende adicionar la iniciativa
en el artículo 195.

Por otra parte, consideramos incorrecta la referencia que el
promovente hace en la iniciativa, respecto a las bebidas de-
nominadas “refrescos” ya que la ley, en su conjunto, sólo
menciona las bebidas no alcohólicas, concepto que incluye
gran diversidad de bebidas, y que resulta más adecuada e
inclusiva, ya que el promovente no señala qué se debe en-
tender por “refresco”, incurriendo su propuesta en vague-
dad y dificultando así la aplicación de la ley.

Encontramos loable la preocupación del promovente por el
problema de la obesidad, sin embargo, y derivado de todas
las consideraciones señaladas, la aprobación de la iniciati-
va en sus términos resulta inconveniente.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud de
la LX Legislatura, con las atribuciones que otorgan los ar-
tículos 73, fracción XVI, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, ponen a su consideración el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 195 y 216 de la Ley
General de Salud, presentada por el diputado Carlos Alber-
to Puente Salas, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, el 30 de abril de 2008.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez (rúbrica), María Oralia Ve-
ga Ortiz (rúbrica), Antonio Xavier López Adame (rúbrica), Juan Abad
de Jesús (rúbrica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Ariz-

mendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Contreras Ju-
lián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conrado de los
Santos Molina (rúbrica en contra), Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Ne-
mesio Domínguez Domínguez, Ángel Humberto García Reyes (rúbri-
ca), Beatriz Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Garmendia
Hernández (rúbrica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez Rodrí-
guez (rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando Enrique Ma-
yans Canabal (rúbrica), Roberto Mendoza Flores, Elizabeth Morales
García, Gilberto Ojeda Camacho, Martha Rocío Partida Guzmán, Jor-
ge Quintero Bello, José Ignacio Alberto Rubio Chávez, María Gloria
Guadalupe Valenzuela García (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se desecha la iniciativa que adiciona un artículo
233 Bis a la Ley General de Salud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LX Legislatura fue turnada
para estudio y dictamen la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona el artículo 233 Bis a la Ley Ge-
neral de Salud, presentada por el diputado Luis Enrique
Benítez Ojeda, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional (PRI).

La Comisión de Salud, con fundamento en las atribuciones
que otorgan los artículos 39, numerales 1 y 3, 43, 44, 45 y
demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89
y 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen, de acuerdo con la siguiente metodología:

I. Antecedentes

Con fecha 15 de abril de 2008 se publicó en la Gaceta Par-
lamentaria la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona el artículo 233 Bis a la Ley General de Salud,
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a cargo del diputado Luis Enrique Benítez Ojeda, integran-
te del Grupo Parlamentario del PRI.

Con fecha 30 de abril de 2008, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó dicha iniciativa a la Comisión de
Salud, para estudio y posterior dictamen.

II. Contenido

La iniciativa que se estudia propone que las etiquetas o em-
paque de los medicamentos que se comercialicen o distri-
buyan en el territorio nacional contengan en lenguaje brai-
lle el nombre del producto, sustancia activa, fecha de
caducidad y precio, como elementos mínimos para que las
personas con discapacidad visual puedan, a través de esta
medida, tener la información necesaria sobre los medica-
mentos que les son prescritos, y que deben adquirir.

III. Consideraciones

Comprendiendo la preocupación del promovente por faci-
litar la identificación de medicamentos para las personas
con debilidad visual, los diputados integrantes de esta co-
misión dictaminadora hemos realizado un análisis a fondo
de la propuesta. Las principales consideraciones para dic-
taminar la minuta que se estudia, fueron las siguientes:

Primera. Coincidimos con los siguientes argumentos
planteados en la exposición de motivos de la iniciativa:

• La Carta Magna y pactos internacionales de los
que México forma parte señalan la prohibición de
discriminación motivada por las discapacidades, así
como el derecho de toda persona a la protección de
la salud. Por otro lado, las personas con debilidad vi-
sual son un sector que aún no disfruta plenamente de
estos derechos.

• El gobierno mexicano ha implantado algunas ac-
ciones para que las personas con debilidad visual
tengan facilidades en las actividades cotidianas. Sin
embargo, es deseable que se complementen estas
medidas, siguiendo el ejemplo de otros países, don-
de ya es obligatorio rotular medicamentos en len-
guaje braille.

Segunda. La Secretaría de Salud, en su opinión institu-
cional, considera la iniciativa loable y jurídicamente
procedente, con la salvedad de las siguientes observa-
ciones:

• Se debe establecer un plazo para el cumplimiento
por parte de las empresas fabricantes, pues de lo
contrario, tras la publicación del decreto, los labora-
torios, comercializadores y farmacias caerían en in-
cumplimiento inmediato.

• Se considera necesaria la opinión de la Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios
(Cofepris), toda vez que dicho órgano desconcentra-
do es el área técnica competente para determinar la
factibilidad operativa de la disposición propuesta.

Tercera. Atendiendo las observaciones de la secretaría,
se estudió con mayor detalle la directiva 2001/83/EC
del Parlamento Europeo (Directive 2001/83/EC of the
European Parliament and of the Council. Official Jour-
nal of the European Communities), que establece la
obligatoriedad del etiquetado braille. Se encontraron los
siguientes datos relevantes:

• Solamente los medicamentos de libre acceso están
obligados a cumplir con el etiquetado braille.

• La información en braille debe incluir en todos los
casos el nombre del medicamento; se recomienda in-
cluir la concentración y nombre genérico, pero no es
obligatorio.

• Las características y detalles específicos sobre el
etiquetado son establecidos en reglamentos y legis-
lación local.

Tomando en cuenta los puntos anteriores, en México no
sería viable intentar etiquetar todos los medicamentos
con sistema braille, ya que esto no ocurre en ningún país.

Determinamos que las características y detalles del eti-
quetado no deben incluirse en la ley, como propone la
iniciativa, sino en reglamentos y normas establecidas
por la propia autoridad sanitaria (Cofepris en este caso),
de acuerdo con su capacidad y tiempos.

Cuarta. En septiembre de 2007 se presentó la proposi-
ción con punto de acuerdo para exhortar a la Secretaría
de Salud, revise la Norma Oficial Mexicana NOM-072-
SSA1-1993, a fin de incluir como requisito el etiqueta-
do de medicamentos, su denominación distintiva y ge-
nérica, en sistema braille. Esta proposición fue
dictaminada en sentido negativo, ya que

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008263



• Según datos del INEGI, existen 250 mil personas
con ceguera total (0.25 por ciento de la población to-
tal), y no todas conocen o utilizan el sistema braille.
Este sistema está cayendo en desuso, reemplazado
por el texto electrónico.

• La impresión de etiquetas braille requiere maqui-
naria específica, en su mayoría importada. A pesar
de que el costo sería absorbido por particulares, los
estudios presupuestales no garantizan la inversión,
ya que el porcentaje poblacional beneficiado sería
muy bajo.

• La NOM-072-SSA1-1993 se encuentra en revi-
sión, a fin de presentar una propuesta de modifica-
ción que incluya la propuesta de incluir el etiqueta-
do en sistema braille.

Quinta. La iniciativa en estudio contiene el término
“personas invidentes”, que actualmente no está definido
ni contenido en la Ley General de Salud. En todo caso,
sería “personas con discapacidad visual”, cuya plena in-
clusión en igualdad de oportunidades es materia de la
Ley General de las Personas con Discapacidad, y no de
la General de Salud.

Por tanto, a pesar de que coincidimos con el espíritu de
la iniciativa, concluimos que no es viable modificar la
Ley General de Salud en este sentido. Debe buscarse la
inclusión de estas propuestas en otras leyes, reglamen-
tos y normas aplicables.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud,
con las atribuciones que otorgan el artículo 73, fracción
XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pone
a consideración de la asamblea el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 233 Bis a la Ley General de
Salud, presentada por el diputado Luis Enrique Benítez
Ojeda, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, el 30 de abril de 2008.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez (rúbrica), María Oralia Ve-
ga Ortiz (rúbrica), Antonio Xavier López Adame (rúbrica), Juan Abad
de Jesús (rúbrica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Ariz-
mendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Contreras Ju-
lián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conrado de los
Santos Molina (rúbrica), Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Nemesio Do-
mínguez Domínguez, Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz
Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rú-
brica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica),
Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando Enrique Mayans Canabal (rú-
brica), Roberto Mendoza Flores, Elizabeth Morales García, Gilberto
Ojeda Camacho, Martha Rocío Partida Guzmán, Jorge Quintero Bello,
José Ignacio Alberto Rubio Chávez, María Gloria Guadalupe Valen-
zuela García (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se desecha la iniciativa que adiciona la fracción
V al artículo 119 de la Ley General de Salud

Honorable Asamblea:

En sesión celebrada el 30 de abril de 2008 fue turnada a la
Comisión de Salud, para estudio y dictamen, la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción
V al artículo 119 de la Ley General de Salud, a cargo del
diputado Gilberto Ojeda Camacho, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional (PRI).

Los integrantes de la comisión dictaminadora, con funda-
mento en los artículos 39, numerales 1 y 3, 43, 44, 45 y de-
más relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89 y
93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen, que se realiza conforme a la siguiente
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Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la inicia-
tiva mencionada desarrolla su trabajo conforme al procedi-
miento que a continuación se describe:

En el capítulo de antecedentes se da constancia del trámite
de inicio del proceso legislativo, del recibo de turno para el
dictamen de la referida iniciativa y de los trabajos previos
de esta comisión.

En el capítulo correspondiente a contenido se exponen los
motivos y alcance de la propuesta de reformas y adiciones
en estudio, asimismo, se hace una breve referencia de los
temas que la componen.

En el capítulo de consideraciones, la comisión dictamina-
dora expresa los argumentos de valoración de la propuesta
y los motivos que sustentan el resolutivo del dictamen a la
iniciativa en el análisis.

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 30 de abril de 2008, el di-
putado Gilberto Ojeda Camacho, del Grupo Parlamentario
del PRI, presentó ante el Pleno la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona la fracción V al artículo
119 de la Ley General de Salud.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva turnó la menciona-
da iniciativa a la Comisión de Salud, para estudio y poste-
rior dictamen.

II. Contenido

En la exposición de motivos, el promovente advierte que el
fenómeno del cambio climático mundial ocasionará im-
pactos diversos en la salud humana, la mayoría de éstos de
carácter negativo.

Hace referencia al Programa para el Medio Ambiente de la
Organización de las Naciones Unidas el cual, según cita el
diputado, es elocuente cuando concluye que el resurgimien-
to de padecimientos infecciosos que se creían erradicados,
como cólera, dengue, malaria y fiebre amarilla, tiene rela-
ción directa con el cambio climático y la degradación del
ambiente.

Los desequilibrios ecológicos, producto de la destrucción
de selvas y bosques, de la contaminación de aguas costeras

y lagunas, así como de cauces hidráulicos y de los ecosis-
temas en general, han creado condiciones para el resurgi-
miento de agentes patógenos transportados por vectores.

Las consecuencias directas como causales negativas del
calentamiento global y sus efectos en la humanidad tienen
y tendrán múltiples manifestaciones.

Por ello, como explica el diputado en la exposición de mo-
tivos, especialistas en el estudio y análisis del cambio cli-
mático advierten que los efectos actuales y potenciales que
se deriven del calentamiento global sobre la salud de la po-
blación obligan a las instituciones públicas del sector a
contar con información confiable y oportuna sobre este fe-
nómeno de la naturaleza.

Tomando como idea primordial que la salud humana de-
pende del comportamiento que registre el ambiente. Por
ello urge contar con información que permita inferir las
consecuencias del cambio climático en el mundo sobre la
salud de la población.

La iniciativa tiene como finalidad establecer el lineamien-
to necesario para la recolección de esta información, esto
permitirá a las autoridades correspondientes anticipar acer-
ca del grado de vulnerabilidad de la sociedad por efectos
del cambio climático para, de esa manera, planear e instau-
rar con oportunidad las estrategias adecuadas de preven-
ción y auxilio a la población.

III. Consideraciones

A. La dictaminadora coincide con el gran problema que re-
presenta el calentamiento global, ya que como es sabido la
temperatura media de la superficie terrestre ha subido más
de 0.6o C desde los últimos años del siglo XIX. Se prevé
que aumente de nuevo entre 1.4o C y 5.8o C para 2100, lo
que representa un cambio rápido y profundo. Aun cuando
el aumento real sea el mínimo previsto, será mayor que en
cualquier siglo de los últimos 10 mil años.

B. Para iniciar el análisis de la iniciativa en cuestión es ne-
cesario conocer la definición que sobre cambio climático
presenta el Convenio Marco de las Naciones Unidas:

Artículo 1

Definiciones

Para los efectos de la presente convención:
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1. Por “efectos adversos del cambio climático” se en-
tiende los cambios en el medio ambiente físico o en la
biota resultantes del cambio climático que tienen efectos
nocivos significativos en la composición, la capacidad de
recuperación o la productividad de los ecosistemas natu-
rales o sujetos a ordenación, o en el funcionamiento de
los sistemas socioeconómicos, o en la salud y el bienes-
tar humanos.

2. Por “cambio climático” se entiende un cambio de cli-
ma atribuido directa o indirectamente a la actividad hu-
mana que altera la composición de la atmósfera mundial
y que se suma a la variabilidad natural del clima obser-
vada durante períodos de tiempo comparables.

Este fenómeno que se ha definido en los párrafos anterio-
res, ha motivado que existan diversas disposiciones jurídi-
cas internacionales y nacionales, que regulan entre otras
materias, lo relacionado al cambio climático, con la finali-
dad de prevenir las consecuencias de este fenómeno de
acuerdo con su ámbito de competencia.

C. La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
establece las bases de la organización de la administración
pública federal en centralizada y paraestatal. Asimismo, se
encarga de distribuir la competencia de cada dependencia
o entidad para el despacho de sus asuntos.

El artículo 32 Bis establece que la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales tendrá, ente otras faculta-
des, evaluar la calidad del ambiente y establecer y promo-
ver el sistema de información ambiental, así como condu-
cir las políticas nacionales sobre el cambio climático.

En la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente se establece como facultad de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales la integración del
sistema nacional de información ambiental y de recursos
naturales, la cual tendrá por objeto registrar, organizar, ac-
tualizar y difundir la información ambiental nacional.

Por esas razones, podemos concluir que la dependencia fa-
cultada para el registro, la organización, la actualización y
la difusión de la información ambiental nacional es la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la cual
es responsable de generar dicha información y ponerla a
disposición para su consulta.

No así la Secretaría de Salud, toda vez que dicha facultad
ya se establece en los ordenamientos jurídicos menciona-
dos y es aplicada por las dependencias pertinentes, y a la
Secretaría de Salud no compete generar información que
permita pronosticar las variaciones del comportamiento
climático.

D. Respecto a la materia sanitaria, actualmente se estable-
ce en la Ley General de Salud que es la Secretaría de Sa-
lud, con los gobiernos de las entidades federativas, en el
ámbito de sus respectivas competencias, y de conformidad
con la Ley de Información Estadística y Geográfica y con
los criterios de carácter general que emita la Secretaría de
Economía, captará, producirá y procesará la información
necesaria para el proceso de planeación, en diversos aspec-
tos en los que destacan; los factores demográficos, econó-
micos, sociales y ambientales vinculados a la salud, reco-
nociendo esto como materia de salubridad general en el
artículo 3 y otorgando la concurrencia correspondiente en
el artículo 104 de la Ley General de Salud.

Por lo que se refiere a las autoridades sanitarias, señala en
el artículo 111, que establecerán las normas y tomarán las
medidas tendientes a la protección de la salud humana an-
te los riesgos y daños dependientes de las condiciones del
ambiente.

Aunado a lo anterior, entre los objetos del artículo 112 re-
ferente a la educación para la salud destaca el proporcionar
a la población los conocimientos sobre las causas de enfer-
medades y de los daños provocados por los efectos nocivos
del ambiente en la salud.

La Secretaría de Salud, en su ámbito de competencia, cuen-
ta con las facultades a efecto de prevenir los daños del am-
biente en la salud de la población, asimismo tiene las atri-
buciones para realizar acciones y programas en contra de
los daños en la salud de las personas causados por las con-
diciones del ambiente.

E. El Sistema Nacional de Información Estadística y Geo-
gráfica tiene la finalidad de suministrar al Estado informa-
ción de calidad en diversos rubros, entre los cuales resalta
el medio ambiente, incluso se creó el Subsistema Nacional
de Información Geográfica y del Medio Ambiente, por lo
que la comisión dictaminadora considera que la finalidad
que persigue el proyecto de decreto en estudio se encuen-
tra superada.
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Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud,
con las atribuciones que otorgan los artículos 73, fracción
XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, po-
nemos a su consideración el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona una Fracción V al artículo 119 de la Ley
General de Salud, a cargo del Diputado Gilberto Ojeda Ca-
macho, del Grupo Parlamentario del PRI, el 30 de abril de
2008.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez (rúbrica), María Oralia Ve-
ga Ortiz (rúbrica), Antonio Xavier López Adame (rúbrica), Juan Abad
de Jesús (rúbrica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Ariz-
mendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Contreras Ju-
lián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conrado de los
Santos Molina (rúbrica), Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Nemesio Do-
mínguez Domínguez, Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz
Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rú-
brica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica),
Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando Enrique Mayans Canabal (rú-
brica), Roberto Mendoza Flores, Elizabeth Morales García, Gilberto
Ojeda Camacho, Martha Rocío Partida Guzmán, Jorge Quintero Bello,
José Ignacio Alberto Rubio Chávez, María Gloria Guadalupe Valen-
zuela García (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pun-
to de acuerdo por el que se desecha la iniciativa que refor-
ma el artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo

Honorable Asamblea:

La Comisión de la Función Pública de la Cámara de Dipu-
tados, con base en las facultades que le confieren los artí-
culos 39, numerales 1 y 2, fracción XVIII, 45, numeral 6,
incisos e) y f), y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su con-
sideración el siguiente dictamen, sobre la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 28
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo,
presentada por el diputado José Gildardo Guerrero Torres.

Antecedentes

I. La iniciativa que se dictamina fue publicada en la Gace-
ta Parlamentaria número 2470-II, el martes 25 de marzo y
presentada el 3 de abril de 2008 por el diputado José Gil-
dardo Guerrero Torres, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional.

II. En la última fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados la turnó para estudio y dicta-
men a la Comisión de la Función Pública.

III. Recibida en la comisión, y una vez sometida a estudio
y análisis, se preparó un proyecto de dictamen por la ne-
gativa, que fue sometido a la consideración y discusión del
pleno de la citada comisión, que lo aprobó en la sesión ce-
lebrada el 2 de septiembre de 2008, por 18 votos a favor, 0
votos en contra y 0 abstenciones.

Análisis de la iniciativa

Plantea el diputado proponente en la exposición de motivos
de la iniciativa que se dictamina que el derecho adminis-
trativo caracteriza su fisonomía como el régimen de la ac-
tividad empresarial pública y como base normativa funda-
mental de la seguridad que presta el Estado.

Que las Leyes Federal de Procedimiento Administrativo, y
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración
Pública Federal establecen los principios de la actuación de
las autoridades, entre los que se encuentran los de econo-
mía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad y buena fe,
así como el ideal de integrar a los mejores elementos al ser-
vicio público en aras de fortalecer al Estado mexicano a
través de las prestaciones de servicios públicos de calidad
que soporten el desarrollo económico y social integral.
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Que ha identificado un área de oportunidad que podría con-
tribuir al mejoramiento y eficacia de la prestación de servi-
cios públicos, específicamente, lo que se refiere a la aten-
ción al público, sustanciación y resolución de trámites
administrativos, a través de no considerar como días inhá-
biles los periodos generales de vacaciones, tanto de la ad-
ministración pública centralizada, como de la administra-
ción pública paraestatal y del Poder Judicial, con lo que
además se refuerza el concepto de que las dependencias de-
berán garantizar durante los periodos referidos la atención,
substanciación y resolución de trámites administrativos.

La comisión dictaminadora determina que no es de apro-
barse la iniciativa objeto del presente dictamen, en aten-
ción de las siguientes

Consideraciones

Primera. El artículo 28 de la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo establece que las actuaciones y diligen-
cias administrativas se practicarán en días y horas hábiles
y que en los plazos fijados no se contarán los días inhábi-
les: sábados, domingos, 1 de enero, 5 de febrero, 21 de
marzo, 1 de mayo, 5 de mayo, 1 y 16 de septiembre, 20 de
noviembre, 1 de diciembre de cada seis años cuando co-
rresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo federal, y
25 de diciembre, así como los días en que tengan vacacio-
nes generales las autoridades competentes o aquellos en
que se suspendan las labores, los que se harán del conoci-
miento público mediante acuerdo del titular de la depen-
dencia respectiva, el cual se tendrá que publicar en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

El iniciante propone que para lograr mayor agilidad admi-
nistrativa y para que se preste mejor el servicio público, los
periodos generales de vacaciones de las autoridades com-
petentes no sean considerados inhábiles para la atención al
público, la sustanciación y la resolución de trámites admi-
nistrativos.

Segunda. Es de resaltar el espíritu de la propuesta de mé-
rito, toda vez que busca que el servicio público se preste
con mayor eficacia, por lo cual se plantea dicha modifica-
ción. Sin embargo, ésta no se considera viable, no obstan-
te que la dictaminadora comparte la convicción de que el
servicio público debe prestarse de manera más eficiente y
eficaz.

No se comparte la idea del proponente en el sentido de que
si los días que son considerados inhábiles se tomarán en

cuenta como hábiles, cuando se habla del periodo general
de vacaciones de las autoridades competentes, se tendría
una percepción más favorable sobre los servidores públi-
cos, toda vez que el hecho de que estos periodos sean con-
siderados días hábiles no lograría, necesariamente, que los
funcionarios públicos fueran más productivos en sus labo-
res, máxime cuando se pretende que en los periodos gene-
rales de vacaciones se sigan prestando los servicios que
normalmente se prestan.

Por el contrario, se considera apropiado que la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo establezca en el artículo
de referencia que cada autoridad determine vía acuerdo,
siempre y cuando se de a conocer mediante su publicación
en el Diario Oficial de la Federación, los días en que los
plazos no transcurrirán cuando existen vacaciones genera-
les, lo cual da certeza jurídica al gobernado si, efectiva-
mente, el acuerdo es publicado en el medio oficial corres-
pondiente.

Tercera. Además, hay relaciones contractuales (laborales)
entre las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal con sus trabajadores, sindicalizados o no, que
podrían afectarse si se aprobara esta propuesta, toda vez
que en ésta se precisa que durante el periodo de vacaciones
generales de las autoridades competentes se debe garanti-
zar la atención al público, la sustanciación así como la re-
solución de trámites administrativos.

La redacción actual del artículo que nos ocupa sólo esta-
blece que para los plazos fijados en días no se considerarán
hábiles los periodos generales de vacaciones de las autori-
dades competentes, lo cual a juicio de esta comisión es co-
rrecto, toda vez que dicha disposición es clara al establecer
que sólo por una publicación oficial se podrán considerar
días inhábiles para el cumplimiento de los plazos los pe-
riodos generales de vacaciones además de los días que por
ley deben ser considerados así, por tanto, si se aprobara la
propuesta de mérito se obligaría a las autoridades adminis-
trativas a tener siempre personal laborando, pero no sólo en
la recepción de documentos de término, sino en las demás
áreas que tendrían que estar disfrutando de las vacaciones
generales previamente establecidas, pues por poner un ca-
so, si existe un requerimiento ordenado por alguna autori-
dad a un particular quien a su vez lo debe solventar dentro
de un plazo determinado, no sólo debe permanecer abierta
la oficina que tiene que recibir la promoción (escrito), sino
también debe permanecer abierta la oficina o el área que
esté sustanciando el procedimiento por si el particular ne-
cesita consultar el expediente, solicitar copias, etcétera.
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Cuarta. Otros ordenamientos, como la Ley de Amparo o la
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es-
tablecen que cuando hay periodos de vacaciones los plazos
no correrán por ser inhábiles estos días, lo que demuestra,
por práctica procesal, que los términos deben suspenderse
cuando hay vacaciones de las autoridades.

La Ley Federal de Procedimiento Administrativo no esta-
blece plazos respecto a las actuaciones de los órganos del
Poder Judicial de la Federación como afirma el iniciante en
la iniciativa.

En virtud de lo expuesto en las consideraciones anteriores,
la Comisión de la Función Pública, con base en las atribu-
ciones legales y reglamentarias con que cuenta, pone a su
consideración el siguiente

Dictamen

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 28 de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, presentada por el diputado José
Gildardo Guerrero Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, número de expediente 3595.

Segundo. Archívese el presente expediente como asunto
totalmente concluido.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín González
Roaro (rúbrica), presidente; José Guillermo Velázquez Gutiérrez (rú-
brica), Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), Jesús Evodio Veláz-
quez Aguirre, René Lezama Aradillas (rúbrica), secretarios; Moisés Al-
calde Virgen (rúbrica), Jesús Sergio Alcántara Núñez, Alma Edwivges
Alcaraz Hernández (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo (rúbrica), Je-
sús Arredondo Velázquez (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres,
María Eugenia Campos Galván, Andrés Carballo Bustamante (rúbri-
ca), José de la Torre Sánchez, Joaquín Conrado de los Santos Molina
(rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica), Adriana Díaz Contreras,
María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Arturo Flores Grande
(rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Carlos Orsoe Morales
Vázquez, Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Héctor Padilla Gutiérrez,
Rafael Plácido Ramos Becerril (rúbrica), Marcos Salas Contreras (rú-
brica), Ramón Valdés Chávez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pun-
to de acuerdo por el que se desecha la iniciativa que refor-
ma el artículo 44 de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo

Honorable Asamblea: 

La Comisión de la Función Pública de esta honorable Cá-
mara de Diputados, con base en las facultades conferidas
en los artículos 39, numerales 1 y 2, fracción XVIII, y 45,
numeral 6, incisos e) y f), y demás relativos de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 87 y 88 del Reglamento Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración el siguiente dictamen sobre la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 44 de
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, presenta-
da por el diputado Juan Francisco Rivera Bedoya. 

Antecedentes

I. La iniciativa que se dictamina fue publicada en la Gace-
ta Parlamentaria número 2455-II, el jueves 28 de febrero
del 2008, y presentada el 30 de abril de ese mismo año por
el diputado Juan Francisco Rivera Bedoya, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

II. En esta última fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados la turnó, para su estudio y
dictamen, a la Comisión de la Función Pública.

III. Recibida en la comisión, y una vez sometida a estudio
y análisis, se preparó un proyecto de dictamen por la nega-
tiva, que  fue sometido a la consideración y discusión del
pleno de la comisión, que lo aprobó en la sesión celebrada
el 2 de septiembre del 2008, por 18 votos a favor, cero vo-
tos en contra y cero abstenciones. 

Análisis de la iniciativa

El diputado proponente establece en el texto de su iniciati-
va que es importante que los actos de las autoridades se
ajusten a derecho, sujetando su actuación al principio de le-
galidad. Que le corresponde al Estado llevar a cabo la tute-
la de los derechos de los administrados, mediante la debi-
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da previsión en la ley de los medios necesarios que garan-
ticen que los gobernados puedan acceder a instancias den-
tro del propio procedimiento administrativo, al cual pueden
acudir ante la eventualidad de que los actos de las autori-
dades se aparten de la legalidad y vulneren su esfera jurí-
dica. 

Que los actos ilegales no pueden ser susceptibles de ser de-
tenidos en cuanto a su alcance y aplicación hasta no hayan
sido considerados o revisados, ya sea de oficio o a petición
de parte interesada por el superior jerárquico de la autori-
dad que los emitió, o, en su caso, por el titular de la de-
pendencia, si hubiese sido éste quien da origen al acto por
el cual se inicia el procedimiento administrativo. 

Que resulta conveniente que en la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo se establezca un coherente y sencillo
medio para detener la aplicación o los efectos de los actos y
resoluciones emanadas de las autoridades administrativas,
como lo es la suspensión de la aplicación, además de que ac-
tualmente en la ley no se contempla ninguna figura que per-
mita suspender la aplicación del acto emitido por alguna
autoridad, una vez que ha dado inicio el procedimiento ad-
ministrativo a petición de parte interesada, hasta en tanto
éste no ha sido estudiado o revisado para establecer si es
irregular o adolece de alguno de los elementos o requisi-
tos del acto administrativo, de donde pudiera producirse
su nulidad y que ésta sea declarada por el superior jerár-
quico de la autoridad que lo emitió o por el titular de una
dependencia. 

Que algunas de las disposiciones que contiene la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo hacen nugatoria la
aplicación del contenido del artículo 44, objeto de dicha re-
forma, por ser éste demasiado ambiguo, por lo que propo-
ne el iniciante la suspensión de los actos administrativos
que sean objeto del procedimiento administrativo iniciado
a petición de parte interesada. 

Ello, con objeto de que los actos administrativos sean revi-
sados por el superior jerárquico de la autoridad que lo emi-
tió o del titular de una dependencia, si éste lo hubiese emi-
tido, para establecer si es irregular o adolece de alguno de
los elementos o requisitos de ley. 

Esta comisión dictaminadora determina que no es de apro-
barse la iniciativa objeto del presente dictamen, en aten-
ción a las siguientes

Consideraciones

Primera. El objeto de la iniciativa consiste en reformar el
artículo 44 de la Ley Federal de Procedimiento Adminis-
trativo para establecer la posibilidad de que, cuando se ini-
cie el procedimiento administrativo a petición de parte in-
teresada, se pueda otorgar la suspensión del acto respecto a
su aplicación y efectos, con lo que se busca que no se cau-
se algún daño o perjuicio al particular que solicitó el inicio
del procedimiento administrativo. 

Para este fin se establecen, en la propuesta de referencia,
determinados requisitos para la suspensión del acto, como
que lo solicite expresamente el recurrente; no se cause per-
juicio al interés social ni se contravengan disposiciones de
orden público o se deje sin materia el proceso administra-
tivo; no se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a me-
nos que se garanticen éstos para el caso de no obtener re-
solución favorable; y se precisa que para que surta efectos
la suspensión que, en su caso se conceda, el actor deberá
otorgar garantía ante la autoridad administrativa que está
tramitando el procedimiento administrativo en un término
no mayor a tres días a partir de que tenga conocimiento de
que le fue otorgada la suspensión. 

Cabe destacar lo loable de la iniciativa objeto del presente
dictamen, toda vez que lo que se busca es evitar que el go-
bernado sufra afectaciones en su esfera jurídica por actua-
ciones indebidas o ilegales por parte de las autoridades de
la administración pública federal. Sin  embargo, no es po-
sible aprobar la propuesta de mérito por las siguientes ra-
zones. 

Segunda. Es necesario precisar que la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo entró en vigor en 1995, con ob-
jeto de unificar todos los procedimientos administrativos
que se tramitaban, de oficio o a petición de parte, ante las
autoridades de la administración pública federal. 

Incluso, el Poder Judicial de la Federación ha determinado
que es una ley marco, por lo cual todas las autoridades de-
ben llevar a cabo los procedimientos que tramiten, de con-
formidad con las reglas previstas en dicho ordenamiento
legal, y, en su defecto, en las leyes que las regulan, es de-
cir, de cada materia en particular. 

Así, el Estado, cuando legisla, juzga o administra, lo hace
a través de un procedimiento. El procedimiento adminis-
trativo por ende es el cauce formal de la función adminis-
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trativa. El sometimiento de la acción administrativa a un
cauce formal se ha justificado desde dos perspectivas dis-
tintas: como una garantía del interés público y como dere-
chos de los particulares. 

Tercera. El artículo 14 de la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo establece que el procedimiento adminis-
trativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte inte-
resada. 

El procedimiento se inicia de oficio cuando en la propia ad-
ministración el órgano competente decide actuar por ini-
ciativa propia, por orden de un órgano superior; por suge-
rencia razonada de cualquiera de los órganos subordinados,
por pedimento de cualquier otro órgano de la administra-
ción o cualquier otro ente público, o por la denuncia o que-
ja de particulares. 

En cambio, el procedimiento se inicia a instancia de parte
interesada cuando es promovido por cualquier persona físi-
ca o jurídica, pública o privada, que invoque un derecho
subjetivo o un interés legítimo, para lo cual es necesario
que se cumplan ciertos requisitos subjetivos y objetivos. 

Los requisitos subjetivos son los que se refieren a la capa-
cidad jurídica y legitimación para hacer valer sus propios
intereses legítimos o derechos subjetivos. Por su parte, los
requisitos objetivos son los que se refieren a los elementos
que deben contener las promociones presentadas por los
particulares. 

Conforme a lo anterior, se dice que no le asiste la razón al
iniciante, en virtud de que lo que plantea es suspender un
procedimiento que se inicia a petición de parte, respecto a
su aplicación y efectos, pero pierde de vista que cuando se
inicia un procedimiento de este tipo no hay acto que sea
susceptible de suspenderse, pues éste inicia con la presen-
tación por parte del gobernado de la petición (promoción)
correspondiente, no con la notificación de algún acto con-
creto emitido por autoridad competente.

De esta manera, no es posible establecer en la ley adminis-
trativa la posibilidad de que se suspendan los “actos o efec-
tos” cuando se ha dado inicio a los procedimientos que son
impulsados a petición de parte, pues por lo general, a tra-
vés de este tipo de procedimiento, se le hace a la autoridad
administrativa una petición, o bien, se le solicita que se
conceda una autorización (permiso o licencia), pero no
existe un acto que, materialmente, sea susceptible de sus-
penderse. 

Cuarta. Además, vale la pena señalar que sólo los actos
definitivos son susceptibles de suspenderse cuando son im-
pugnados, ya sea en sede administrativa o en la vía juris-
diccional, pero no puede suspenderse un procedimiento
que ha iniciado a petición de parte interesada. De hecho, el
acto administrativo es consecuencia de un procedimiento
administrativo, lo cual son dos supuestos distintos que el
proponente confunde. 

Lo anterior obedece a que la propia Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo establece que el acto administra-
tivo será válido hasta en tanto su invalidez no haya sido de-
clarada por la autoridad administrativa o jurisdiccional,
según sea el caso. 

Quinta. Resulta oportuno comentar que la redacción pro-
puesta por el iniciante, respecto a la reforma al artículo 44,
se refiere a como si se estuviera solicitando la suspensión
de un acto administrativo que es definitivo, que pone fin a
un procedimiento, o que resuelve un expediente 
y que es recurrido por el particular ante la propia autoridad
que lo emitió, situación que, de hecho, ya se encuentra re-
gulada en el Titulo Sexto de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, en concreto, en su artículo 87. 

Por su parte, el artículo en mención establece lo siguiente:

Artículo 87. La interposición del recurso suspenderá la
ejecución del acto impugnado, siempre y cuando 

I. Lo solicite expresamente el recurrente; 

II. Sea procedente el recurso; 

III. No se siga perjuicio al interés social o se contra-
vengan disposiciones de orden público; 

IV. No se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a
menos que se garanticen éstos para el caso de no ob-
tener resolución favorable; y 

V. Tratándose de multas, el recurrente garantice el
crédito fiscal en cualesquiera de las formas prevista
en el Código Fiscal de la Federación. 

La autoridad deberá acordar, en su caso, la suspensión o la
denegación de la suspensión dentro de los cinco días si-
guientes a su interposición, en cuyo defecto se entenderá
otorgada la suspensión.
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Como se puede apreciar, la legislación en cita ya establece
la figura de la suspensión de los actos administrativos
cuando son impugnados en sede administrativa, de ahí que
la pretensión del iniciante ya está prevista en la ley. 

Por último, cabe hacer mención que cuando se inicia un
procedimiento administrativo existen medidas de seguri-
dad que, por lo general, son aplicadas por la autoridad ad-
ministrativa en los procedimientos que se inician de oficio
y que la propia ley establece en sus artículos 80 y 81, sin
perjuicio de las demás medidas que se instituyen en las le-
yes administrativas. 

En virtud de los motivos expuestos en las consideraciones
anteriores, esta Comisión de la Función Pública, con base
en las atribuciones legales y reglamentarias con las que
cuenta, pone a su consideración el siguiente 

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 44 de la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, presentada por el diputado Juan
Francisco Rivera Bedoya, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, el 30 de
abril de 2008.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmente
concluido.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín Ernesto
González Roaro (rúbrica), presidente; José Guillermo Velázquez Gu-
tiérrez (rúbrica), Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), Jesús Evo-
dio Velázquez Aguirre, René Lezama Aradillas (rúbrica), secretarios;
Moisés Alcalde Virgen (rúbrica), Jesús Sergio Alcántara Núñez, Alma
Edwviges Alcaraz Hernández (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo (rú-
brica), Jesús Arredondo Velázquez (rúbrica), Carlos Armando Biebrich
Torres (rúbrica), María Eugenia Campos Galván, Andrés Carballo Bus-
tamante (rúbrica), José de la Torre Sánchez, Joaquín Conrado de los
Santos Molina (rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica), Adriana Dí-
az Contreras, María del Carmen Fernández Ugarte (rúbrica), Arturo
Flores Grande (rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Carlos
Orsoe Morales Vázquez, Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Héctor Pa-
dilla Gutiérrez, Rafael Plácido Ramos Becerril (rúbrica), Marcos Salas
Contreras (rúbrica), Ramón Valdez Chávez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. No habiéndose
registrado orador, se reserva para su votación en conjunto.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2007

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con puntos de acuerdo por los que se desechan dos ini-
ciativas que reforman y adicionan los artículos 18 y 28 del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2007

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 74 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
legisladores de la LIX Legislatura presentaron iniciativas
en materia de Presupuesto de Egresos de la Federación:

1. Con proyecto de decreto que reforma y adiciona el ar-
tículo 28 del decreto de Presupuesto de Egresos para el
Ejercicio Fiscal de 2007, relativo a la operación del Pro-
grama de Desarrollo Humano Oportunidades, a cargo
del diputado Alberto Amador Leal, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

2. Con proyecto de decreto que reforma y adiciona el ar-
tículo 18 del decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007, relativo a la
distribución de los tiempos fiscales de radio y televi-
sión, suscrita por el diputado Alberto Amador Leal, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6,
inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 65, 66, 85, 87, 88, 94 y de-
más aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
presenta a esta honorable asamblea el siguiente dictamen:

La comisión se abocó al estudio y análisis para su formu-
lación, de conformidad con los siguientes

I. Antecedentes

1. En la sesión ordinaria realizada el 10 de enero de 2007
–LX Legislatura–, el Presidente de la Mesa Directiva de la
Diputación Permanente del Congreso de la Unión, Cámara

Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados272



de Diputados, dio cuenta de la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 28 del decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2007, relativo a la operación del Programa de
Desarrollo Humano Oportunidades, a cargo del diputado
Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

2. En la sesión ordinaria realizada el 17 de enero de 2007
–LX Legislatura–, el Presidente de la Mesa Directiva de la
Comisión Permanente dio cuenta de la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 18 del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2007, relativo a la distribución de los
tiempos fiscales de radio y televisión, suscrita por el dipu-
tado Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

II. Propuestas legislativas

1. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na el artículo 28 del decreto de Presupuesto de Egresos pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2007, relativo a la operación del
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades, a cargo
del diputado Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, propone:

Modificar el artículo 28 del Presupuesto de Egresos para el
Ejercicio Fiscal de 2007 a efecto de que las Reglas Opera-
ción del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades
dispongan que en cada entidad federativa deberá consti-
tuirse un consejo estatal, presidido por el gobernador, co-
mo responsable del programa, cuyo secretario técnico sea
nombrado por el gobierno federal. Asimismo, propone que
en los municipios el programa esté a cargo de un consejo,
encabezado por el presidente municipal, y que el enlace
operativo sea nombrado por el cabildo.

2. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na el artículo 18 del decreto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007, relativo a la
distribución de los tiempos fiscales de radio y televisión,
suscrita por el diputado Alberto Amador Leal, propone:

Modificar los porcentajes establecidos para la distribución
de los tiempos fiscales otorgados por las empresas de co-
municación que operan mediante concesión federal. Pro-
pone destinar 10 por ciento en lugar de 20 por ciento a los
entes autónomos, y otorgarlo al Poder Legislativo para que
cuente con 40 por ciento y no 30 por ciento como actual-

mente señala el artículo 18 del Presupuesto de Egresos pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2007. Establece de igual forma que
50 por ciento del porcentaje otorgado se destinará a la di-
fusión de las actividades genéricas y otro 50 por ciento a la
difusión de las actividades legislativas y de mediación so-
cial de los legisladores.

III. Análisis

1. Por lo que hace la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona el artículo 28 del decreto de Presupues-
to de Egresos para el Ejercicio Fiscal de 2007, relativo a la
operación del Programa de Desarrollo Humano Oportuni-
dades, esta comisión está de acuerdo con lo planteado por
el diputado Alberto Amador respecto a llevar a cabo un
proceso gradual de descentralización de facultades y recur-
sos hacia los municipios, pues con ello estaríamos fortale-
ciendo nuestro sistema federal. Consideramos que es im-
perativo acabar con esa centralización que tanto ha
lesionado al país; sin embargo, la propuesta de establecer
en el Presupuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal de
2007 la creación de consejos estatales y municipales con el
fin de garantizar la coordinación y concurrencia de las ac-
ciones de los tres órdenes, así como lograr la complemen-
tariedad e integralidad del Programa de Desarrollo Huma-
no Oportunidades, no es el vía idónea, en virtud de que este
ordenamiento jurídico sólo tiene vigencia por un año, lo
que impediría a todas luces la continuidad de propuesta.

El actual artículo 28 del Presupuesto de Egresos para este
ejercicio fiscal establece que, según las Reglas de Opera-
ción del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades,
habrá en cada entidad federativa un comité técnico, forma-
do por las dependencias federales y las estatales involucra-
das en la planeación, programación y operación del pro-
grama que promuevan una mejor ejecución, así como en
los ayuntamientos un área de enlace con el programa, me-
diante acuerdo del cabildo.

En torno de la propuesta de establecer que la coordinación
nacional, y los consejos estatales y los municipales notifi-
carán por escrito a la Auditoría Superior de la Federación
sobre los problemas u obstáculos que surjan en la ejecución
del programa para que ésta aplique las medidas correspon-
dientes, resulta improcedente, en virtud de que la Auditoría
Superior es un órgano encargado, de acuerdo con el artícu-
lo 79 de la Constitución Política, de fiscalizar el cumpli-
miento de los objetivos contenidos en los programas fede-
rales, a través de los informes que se rindan en los términos
de la ley, lo que indica entonces que esta entidad no puede
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sino revisar de manera posterior a la aplicación de los re-
cursos a las autoridades que ejerzan alguno, y no durante la
operación de los objetivos de los programas. No obstante,
cabe señalar que la redacción del artículo 28 del Presu-
puesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal de 2007 vigente
establece que la coordinación nacional deberá notificar si
existe algún problema en la operación del programa si éste
ha persistido por más de tres meses a la Secretaría de la
Función Pública, con lo que se estaría otorgando una for-
ma de proteger la buena operación del programa.

2. Respecto a la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona el artículo 18 del decreto de Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2007, relativo a la distribución de los tiempos fiscales de
radio y televisión, esta comisión considera, igual que el di-
putado Alberto Amador Leal, que la comunicación que de-
be darse entre los legisladores y los ciudadanos a que re-
presentamos debe ser cada vez más cercana, amplia y
constante.

No obstante, consideramos que esta comunicación, tal y
como la plantea el diputado Amador, conlleva más que a un
intercambio de conocimientos, opiniones, criterios, con-
ceptos y juicios: conlleva a un asunto de rendición de cuen-
tas por el legislador, pues propone que 40 por ciento del
tiempo que se otorgue al Poder Legislativo se destine a la
“difusión de actividades genéricas y a las actividades le-
gislativas y de mediación social de los legisladores”, cues-
tiones que en todo caso deben legislarse en otro ordena-
miento jurídico y no necesariamente en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, que tiene vigencia de un año.

Asimismo, esta comisión observó en su análisis que la pro-
puesta es omisa porque no señala qué se entenderá por
“mediación social” y por “difusión de actividades genéri-
cas”, y por no establecerse se llegaría a una interpretación
discrecional.

Finalmente, pretender legislar que los tiempos que se otor-
guen se transmitan mediante los medios de comunicación
de los distritos y las entidades federativas que representan
resulta imposible, pues el espectro radioeléctrico no se ad-
ministra mediante esos parámetros o criterios.

Por lo expuesto, se propone a esta soberanía el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desechan la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona el artículo 28 del decreto de Pre-
supuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal de 2007 res-
pecto a la operación del Programa de Desarrollo Humano
Oportunidades, suscrita por el diputado Alberto Amador
Leal.

Segundo. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona el artículo 18 del decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2007 respecto a la distribución de los tiempos fiscales
de radio y televisión, suscrita por el diputado Alberto
Amador Leal.

Tercero. Archívense las iniciativas como total y definitiva-
mente concluidas.

Así lo acordaron los integrantes de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril
de 2008.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Raúl
Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Édgar Martín Ramírez
Pech (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga (rúbri-
ca), Susana Monreal Ávila (rúbrica en abstención), Joel Ayala Almei-
da, Javier Guerrero García (rúbrica), Jorge Emilio González Martínez,
Alejandro Chanona Burguete, Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola,
Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica), secretarios; Alejandro
Enrique Delgado Oscoy, Andrés Marco Antonio Bernal Gutiérrez (rú-
brica), Artemio Torres Gómez (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbri-
ca en abstención), César Flores Maldonado, César Duarte Jáquez (rú-
brica), Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Enrique Iragorri
Durán, Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Faustino Soto Ramos,
Francisco Elizondo Garrido, Francisco Rueda Gómez, Jesús Arredon-
do Velázquez (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Aguirre (rúbrica), Je-
sús Ramírez Stabros (rúbrica), José Alejandro Aguilar López (rúbrica),
Juan Adolfo Orcí Martínez, Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Mario
Alberto Salazar Madera (rúbrica), Martín Ramos Castellanos (rúbrica),
Moisés Alcalde Virgen, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Están a discusión los puntos de acuerdo. En virtud de
que no se ha registrado orador alguno, se reservan para su
votación en conjunto.
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LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con punto de acuerdo por el que se desecha la iniciati-
va que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública le fue tur-
nada, para su estudio, análisis y dictamen, la iniciativa que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
a cargo del diputado Jorge Emilio González Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. 

Esta comisión dictaminadora, con fundamento por lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, incisos e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como por los 56, 60, 65, 87, 88, 93 y 94 del
Reglamento de para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea el presente dictamen
de conformidad con los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha  11 octubre de 2007, el diputado Jorge Emi-
lio González Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentó al Pleno
de la Cámara de Diputados la iniciativa que reforma,
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
con objeto de fortalecer la facultad exclusiva de la Cá-
mara de Diputados, en materia de Presupuesto de Egre-
sos  de la Federación, establecida en el artículo 74, frac-
ción IV, y demás relativos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.  

II. En la misma fecha, la Presidencia de la honorable
Cámara de Diputados dio trámite a la iniciativa de refe-
rencia, ordenando que ésta le fuera turnada a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su análisis,
estudio y dictaminación.

Contenido 

En la exposición de motivos, la iniciativa prevé que la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es-
tablece que dentro de las facultades exclusivas de la Cá-
mara de Diputados  del honorable Congreso de la Unión se
encuentra la de “aprobar anualmente el Presupuesto de
Egresos de la Federación, previo análisis, discusión y, en
su caso, modificación del proyecto enviado por el Ejecuti-
vo federal, una vez aprobadas las contribuciones que, a jui-
cio, deben decretarse para cubrirlo, así como revisar la
Cuenta Pública del año anterior, con base en el artículo 74,
fracción IV, de la Constitución.

Al respecto, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria establece que el Ejecutivo Federal, por
conducto de la secretaría, deberá enviar a la Cámara de Di-
putados, a más tardar 20 días naturales después de publica-
do el Presupuesto de Egresos de la Federación en el Diario
Oficial, todos los  tomos y anexos del Presupuesto con las
modificaciones respectivas que conformarán el Presupues-
to aprobado; lo anterior, con base en el artículo 42, fracción
VI, segundo párrafo, de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria. 

En ese orden de ideas, la iniciativa prevé que, dentro de los
10 días hábiles posteriores a la publicación del Presupues-
to de Egresos  de la Federación en el Diario Oficial de la
Federación, el Ejecutivo federal deberá enviar copia de los
comunicados correspondientes a la distribución de los pre-
supuestos aprobados al Centro de Estudios de Finanzas Pú-
blicas, para que éste analice  y determine su dicha distribu-
ción correspondiente a la aprobada por la Cámara de
Diputados. 

Lo anterior fortalecerá la facultad exclusiva de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión en materia de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación, que establece el ar-
tículo 74, fracción IV, y demás relativos de la Constitución
Política  de los Estados Unidos Mexicanos, entre otras dis-
posiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se establece que la iniciativa no afectará ni au-
mentará, respectivamente, el equilibrio y el déficit  presu-
puestarios, toda vez que la Cámara de Diputados ya cuen-
ta con los recursos humanos, financieros y materiales
suficientes para examinar. 
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Consideraciones

Esta comisión de dictamen considera que el procedimiento
que se prevé establecer en la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria para la revisión de la publica-
ción de la distribución  del Presupuesto de Egresos de la fe-
deración para el Ejercicio Fiscal rebasa las facultades que
establece el artículo 74 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que la Cámara de
Diputados está facultada únicamente para aprobar anual-
mente, previo examen y discusión y, en su caso, modifica-
ción el Proyecto de Presupuesto de Egresos; no así el dic-
tamen de Presupuesto de Egresos, tal como lo pretende la
iniciativa. 

Por todo lo expuesto en el cuerpo del presente dictamen,
los integrantes de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica someten a la consideración de esta honorable asam-
blea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado
Jorge Emilio González Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. 

Segundo. Archívese el expediente que corresponda como
asunto total y definitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de julio de 2008.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Raúl
Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Édgar Martín Ramírez
Pech (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga (rúbri-
ca), Susana Monreal Ávila (rúbrica), Joel Ayala Almeida, Javier Gue-
rrero García, Jorge Emilio González Martínez, Alejandro Chanona
Burguete (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola, Elsa de
Guadalupe Conde Rodríguez, secretarios; Alejandro Enrique Delgado
Oscoy (rúbrica),  Andrés Marco Antonio Bernal Gutiérrez, Artemio To-
rres Gómez (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbrica), César Duarte
Jáquez (rúbrica), Charbel Jorge Estefan Chidiac, Enrique Iragorri Du-
rán, Ernesto Ruiz Velasco de Lira, Faustino Soto Ramos (rúbrica),
Francisco Elizondo Garrido (rúbrica en contra), Francisco Javier Cal-
zada (rúbrica), Adolfo Escobar Jardinez (rúbrica), Francisco Rueda
Gómez (rúbrica), Jesús Arredondo Velázquez (rúbrica), Jesús Evodio
Velázquez Aguirre, Jesús Ramírez Stabros, José Alejandro Aguilar Ló-
pez (rúbrica), Juan Adolfo Orcí Martínez (rúbrica), Liliana Carbajal
Méndez (rúbrica), Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Martín Ra-

mos Castellanos (rúbrica), Moisés Alcalde Virgen (rúbrica), Pablo Tre-
jo Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

La Presidencia saluda con mucho gusto a la organización
Alianza de Jubilados y Pensionados, de Coatepec, Vera-
cruz, que hoy visitan este recinto, invitados por nuestro
compañero el diputado Adolfo Mota. Bienvenidos.

Adelante, Secretaría.

PRESUPUESTO DE EGRESOS
DE LA FEDERACION 2007

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con puntos de acuerdo por los que se desechan dos ini-
ciativas de decreto interpretativo del artículo décimo cuar-
to transitorio y del anexo 7, “Programa Especial
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable”, y por el
que se aclaran y explican la aplicación y el destino especí-
fico de los recursos establecidos en ese anexo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública fueron tur-
nadas, para estudio, análisis y dictaminen, dos propuestas
de iniciativa de decreto interpretativo, presentadas por los
diputados Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, y Diego Cobo Te-
rrazas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, con fundamento en los artículos 70, 71,
fracción II, 72 y 74 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6,
inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 65, 66, 85, 87, 88, 94 y de-
más aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración el dictamen, según los siguientes
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Antecedentes

1. Con fecha 22 de febrero de 2007 se presentó ante el Ple-
no de la Cámara de Diputados una iniciativa de decreto in-
terpretativo del artículo décimo cuarto transitorio y del
anexo 7, “Programa Especial Concurrente para el Desarro-
llo Rural Sustentable”, del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007, por la diputa-
da Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática; y

2. Con fecha 22 de febrero de 2007 se presentó ante el Ple-
no de la Cámara de Diputados una iniciativa de decreto in-
terpretativo por el que se aclaran y explican la aplicación y
el destino específico de los recursos establecidos en el
Anexo 7, “Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Rural Sustentable”, Ramo 16, “Medio Ambiente y
Recursos Naturales”, rubro “Otro programa”, mil 100 mi-
llones de pesos, del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2007, presentada por el di-
putado Diego Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

Contenido

1. De la iniciativa de decreto interpretativo del artículo dé-
cimo cuarto transitorio y del anexo 7, “Programa Especial
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable”, del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2007, presentada por la diputada Aleida Alavez
Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, expone:

Que el motivo del presente decreto es ejercer la facultad
de interpretación establecida en el artículo 72, inciso f,
del artículo 72 de la Constitución con el único propósi-
to de interpretar el artículo décimo cuarto transitorio del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2007.

Que el artículo décimo cuarto transitorio sujeto a inter-
pretación establece la etiquetación de 450 millones de
pesos extraordinarios al Programa de Conservación y
Restauración de los Ecosistemas Forestales (Procoref),
a cargo de la Comisión Nacional Forestal, y 300 millo-
nes de pesos para la producción de germoplasma, los
que aparecen en el Programa Especial Concurrente para
el Desarrollo Rural Sustentable, en el anexo 7 de este
decreto.

Que el etiquetamiento de los 750 millones de pesos en
el décimo cuarto transitorio del Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007 tuvo
como espíritu promover en estricta justicia que parte de
los recursos de ambos programas lleguen a los estados
más pobres e históricamente marginados tanto social co-
mo ambientalmente del país, como Chiapas y Oaxaca,
evitando además la tentación de que sean usados por el
Ejecutivo federal con tintes políticos y clientelista.

Que la Cámara de Diputados aprobó en la sesión ordi-
naria del 22 de diciembre de 2006 una ampliación de
mil 275 millones de pesos para el Ramo 16, “Secretaría
de Medio Ambiente y Desarrollo Rural”, en el anexo 7,
“Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Ru-
ral Sustentable”, por lo cual quedó un total aprobado de
14 mil 289.9 millones de pesos en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2007.

Que el espíritu de la asignación por la Cámara de Dipu-
tados de mil 100 millones de pesos al rubro “Otros pro-
gramas” del Ramo 16, “Medio Ambiente y Recursos
Naturales”, del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2007 no va dirigido a
que dichos recursos se otorguen para aumentar el pre-
supuesto de programas que cuentan con recursos eti-
quetados en él.

Que pretender asignar los 450 millones de pesos del
Procoref y los 300 millones de pesos para la producción
de germoplasma, del rubro “Otros programas” del Ra-
mo 16, “Medio Ambiente y Recursos Naturales”, del
anexo 7, “Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Sustentable”, del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007 significaría
que la Comisión Nacional Forestal llegaría a disponer
de 5 mil 216.4 millones de pesos de presupuesto total
anual, es decir, un incremento con relación a 2006 de
138.3 por ciento.

En tal virtud, la iniciativa propone que los 450 millones
de pesos para el Procoref y los 300 millones para la pro-
ducción de germoplasma, previsto en el artículo décimo
cuarto transitorio del decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007, para
Guerrero, Oaxaca y Chiapas, se aplicarán con los re-
cursos asignados a la Comisión Nacional Forestal, or-
ganismo descentralizado de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, del monto aproba-
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do para la ejecución de estos programas, incluso se-
ñalados, en el anexo 7, “Programa Especial Concurren-
te para el Desarrollo Rural Sustentable”.

2. La iniciativa de decreto interpretativo por el que se acla-
ran y explican la aplicación y el destino específico de los
recursos establecidos en el anexo 7, “Programa Especial
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable”, Ramo
16, “Medio Ambiente y Recursos Naturales”, rubro “Otro
programa”, mil 100 millones de pesos, del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007,
presentada por el diputado Diego Cobo Terrazas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
la cual señala:

El Congreso de la Unión, o alguna de las Cámaras en que
se divide, ya sea de Diputados o de Senadores, puede in-
terpretar las leyes o decretos que considere convenientes
cuando se observen los mismos trámites para su formación,
en beneficio de todos y cada uno de los mexicanos.

Por ello mediante el presente decreto se aclaran, se expli-
can y se establecen el destino y la aplicación de los mil 100
millones de pesos aprobados en el anexo 7, “Programa Es-
pecial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable”,
Ramo 16, “Medio Ambiente y Recursos Naturales”, rubro
“Otros programas”, del Presupuesto de Egresos de Egresos
para el Ejercicio Fiscal de 2007.

Que los 1.1 miles de millones de pesos representan alrede-
dor de 3.8 por ciento del presupuesto asignado al gasto pro-
gramable del Ramo Administrativo 16, “Medio Ambiente
y Recursos Naturales”, y este último aproximadamente
1.28 por ciento del gasto neto total previsto en el PEF de
2007.

Que los recursos asignados a ese ramo, 29 mil 6 millones
275 mil 388 pesos, no representan significativamente los
costos por agotamiento y degradación del ambiente en que
incurre el país, que se estima en más de 9.2 por ciento del
PIB.

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública sabe de la
importancia que tiene ejercer las facultades que la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos nos otor-
ga como legisladores para desempeñar nuestra labor. Por
ello reconocemos la labor de los diputados Aleida Alavez

Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, y Diego Cobo Terrazas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, ambas
propuestas, con el fin de interpretar el artículo décimo
cuarto transitorio del decreto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007, respecto al
anexo 7, “Programa Especial Concurrente para el Desarro-
llo Rural Sustentable”, Ramo 16, “Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales”.

Esta comisión reconoce que el decreto de Presupuesto de
Egresos representa el instrumento mediante el cual se
orienta la actividad económica del país, por lo que es im-
portante que en su aplicación y cumplimiento no se dé otro
sentido. En tal virtud, y en caso de que se considere que
hay un resquicio en la norma que permita al órgano ejecu-
tor darle un sentido distinto, el legislador está facultado
constitucionalmente para confirmar la intención de la nor-
ma aprobada. Sin embargo, esta facultad de interpretación
auténtica no puede ir más allá del hecho de aclarar el sen-
tido de la norma y no modificarla, como pretenden hacerlo
las iniciativas en estudio.

Lo anterior, en virtud de que las propuestas en estudio pre-
tenden asignar y etiquetar los recursos, por mil 100 millo-
nes de pesos, aprobados para el rubro “Otros programas”
del anexo 7, “Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Rural Sustentable”, Ramo 16, “Medio Ambiente y
Recursos Naturales”.

Ese tipo de ordenamiento tiene vigencia de un año, por lo
que el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2007 dejó de ser derecho positivo a par-
tir de la publicación del Presupuesto para el ejercicio fiscal
de 2008. En virtud de ello, las iniciativas analizadas en el
presente dictamen han quedado sin materia por el simple
transcurso del tiempo.

Por lo expuesto, se propone a esta soberanía el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa de decreto interpretativo
del artículo décimo cuarto transitorio y del anexo 7, “Pro-
grama Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sus-
tentable”, del Presupuesto de Egresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal de 2007, presentada por la diputada
Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, el 22 de febrero de 2007.
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Segundo. Se desecha la iniciativa de decreto interpretativo
por el que se aclaran y explican la aplicación y el destino
específico de los recursos establecidos en el anexo 7, “Pro-
grama Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sus-
tentable”, Ramo 16, “Medio Ambiente y Recursos Natura-
les”, rubro “Otro programa”, mil 100 millones de pesos,
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2007, presentada por el diputado Diego Co-
bo Terrazas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, el 22 de febrero de 2007.

Tercero. Archívense las iniciativas como asuntos total y
definitivamente concluidos.

Así lo acordaron los integrantes de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de abril
de 2008.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Raúl
Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Édgar Martín Ramírez
Pech (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga (rúbri-
ca), Susana Monreal Ávila (rúbrica en abstención), Joel Ayala Almei-
da, Javier Guerrero García (rúbrica), Jorge Emilio González Martínez,
Alejandro Chanona Burguete, Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola,
Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica), secretarios; Alejandro
Enrique Delgado Oscoy, Andrés Marco Antonio Bernal Gutiérrez (rú-
brica), Artemio Torres Gómez (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbri-
ca en abstención), César Flores Maldonado, César Duarte Jáquez (rú-
brica), Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Enrique Iragorri
Durán, Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Faustino Soto Ramos,
Francisco Elizondo Garrido, Francisco Rueda Gómez, Jesús Arredon-
do Velázquez (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Aguirre (rúbrica), Je-
sús Ramírez Stabros (rúbrica), José Alejandro Aguilar López (rúbrica),
Juan Adolfo Orcí Martínez, Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Mario
Alberto Salazar Madera (rúbrica), Martín Ramos Castellanos (rúbrica),
Moisés Alcalde Virgen, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Están a discusión los puntos de acuerdo. No habién-
dose registrado ningún orador, se reservan al final para su
votación.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2006

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con punto de acuerdo por el que se desecha la iniciati-

va que reforma el artículo tercero transitorio del decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2006

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 74 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicano, el
diputado Israel Beltrán Montes, integrante de esta LX Le-
gislatura, presentó una iniciativa en materia de Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2006, a saber: 

1. Iniciativa que reforma el artículo tercero transitorio
del decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2006. 

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, in-
ciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como los artículos 65, 66, 85,
87, 88, 94 y demás aplicables del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta a esta honorable asamblea el siguiente:

Dictamen

La comisión se abocó a su estudio y análisis para su for-
mulación de conformidad con los siguientes:

I. Antecedentes

En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, realiza-
da el 17 de octubre del 006, –LX Legislatura–, el diputado
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
dio cuenta de la iniciativa que reforma el Artículo Tercero
Transitorio del Decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006, a cargo del di-
putado Israel Beltrán Montes, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

II. Propuesta legislativa

Los diputados del sector agrario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, proponen la reforma al artículo tercero
transitorio del PEF 2006, sustentándose en que existe una
contradicción en lo preceptuado en la Ley de Energía para
el Campo en su artículo 5 y el Presupuesto de Egresos.
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Por su parte el artículo 5 de la Ley de Energía para el Cam-
po establece que “Los precios y tarifas de estímulos que se
autoricen para las diferentes actividades agropecuarias, se-
rán iguales para todos los productores del país”, mientras
que en el Presupuesto se establece en su artículo Tercero
Transitorio que “…Este apoyo será entregado únicamente
a aquellos usuarios que no tengan adeudos superiores a los
200 mil pesos con la Comisión Federal de Electricidad”. 

En ese orden de ideas, la redacción de este último contra-
pone lo establecido en lo preceptuado en la Ley de Energía
para el Campo, en virtud de que no respeta el principio de
igualdad establecido en la ley. 

III. Análisis

La propuesta de reforma consiste en conservar la primera
parte del primer párrafo del Artículo Tercero Transitorio, el
cual señala que: “Se asignan $685,600,000.00 en el Presu-
puesto de la Secretaria de Agricultura durante el 2006, pa-
ra disminuir, en beneficio de los productores el impacto en
los costos de producción por el concepto de energía eléc-
trica en el bombeo de agua para riego de cultivos agríco-
las”; y quitar la última parte, atendiendo al principio de
igualdad, “Este apoyo será entregado únicamente a aque-
llos, usuarios que no tengan adeudos superiores a los 200
mil pesos con la Comisión Federal de Electricidad”.

Esta comisión reconoce la importancia que representa el
campo para el desarrollo de nuestro país, también recono-
ce los avances que se dieron en la aprobación de la Ley de
Energía para el Campo; así como los argumentos expresa-
dos por los Diputados del Sector Agrario del Partido Revo-
lucionario Institucional en su iniciativa. 

Sin embargo, esta comisión después de un estudio realiza-
do a la propuesta, acordó dictaminarla en sentido negativo,
basados en dos grandes argumentos: el primero, es sin du-
da el principio de anualidad que rige a este tipo de ordena-
miento normativo, por lo que los aspectos establecidos en
ese presupuesto ya fueron ejercidos durante ese año, y si a
lo anterior le añadimos que ya fue aprobado por esta Cá-
mara de Diputados el pasado mes de diciembre el Presu-
puesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal 2007, la pro-
puesta de modificar el PEF para el año 2006, queda si
materia.

El otro argumento, no por ello menos importante, es que
durante su aplicación en el año 2006, la Sagarpa, en coor-
dinación con la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y

la Comisión Federal de Electricidad con opinión de la Co-
misión de Hacienda, Agricultura y Ganadería de la Cáma-
ra de Diputados, aprobaron el “acuerdo que establece el Li-
neamiento para la aplicación del apoyo para disminuir el
impacto en los costos de producción por el concepto de
energía eléctrica en el bombeo de agua para el riego agrí-
cola”, con lo que se dio cumplimiento a lo ordenado en el
artículo Tercero Transitorio, tan es así que al corte del mes
de noviembre, según cifras proporcionadas por la Coordi-
nación General de Política Sectorial, se incorporaron cerca
de 15 mil productores. 

En ese orden de ideas, y en virtud de que no se tiene mate-
ria puesto que ya fueron aplicados estos beneficios, esta so-
beranía propone el siguiente: 

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
tercero transitorio del decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006, presen-
tada por el diputado Israel Beltrán Montes, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, el 17
de octubre de 2006.

Segundo. Archívense la iniciativa como total y definitiva-
mente concluida. 

Así lo acordaron los integrantes de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 23 días
del mes de abril de 2008. 

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Raúl
Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Édgar Martín Ramírez
Pech (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga (rúbri-
ca), Susana Monreal Ávila (rúbrica en abstención), Joel Ayala Almei-
da, Javier Guerrero García (rúbrica), Jorge Emilio González Martínez,
Alejandro Chanona Burguete, Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola,
Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica), secretarios; Alejandro
Enrique Delgado Oscoy, Andrés Marco Antonio Bernal Gutiérrez (rú-
brica), Artemio Torres Gómez (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbri-
ca en abstención), César Flores Maldonado, César Duarte Jáquez (rú-
brica), Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Enrique Iragorri
Durán, Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Faustino Soto Ramos,
Francisco Elizondo Garrido, Francisco Rueda Gómez, Jesús Arredon-
do Velázquez (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez (rúbrica), Jesús Ramí-
rez Stabros (rúbrica), José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Juan
Adolfo Orcí Martínez, ), Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Mario Al-
berto Salazar (rúbrica), Martín Ramos Castellanos (rúbrica), Moisés
Alcalde Virgen, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»
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La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2007

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, con punto de acuerdo por el que se desecha la iniciati-
va que reforma diversas disposiciones del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, frac-
ciones II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicano, la senadora Minerva Hernández Ramos, del
Grupo Parlamentario de la Revolución Democrática, pre-
sentó una iniciativa en materia de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007, a saber:

1. Iniciativa que reforma diversas disposiciones del pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2007, presentada por la senadora
Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parlamentario de
la Revolución Democrática.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 numeral 6 in-
ciso f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como los artículos 65, 66, 85,
87, 88, 94 y demás aplicables  del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presenta a esta honorable asamblea el si-
guientes

Antecedentes

En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, realizada
el 19 de diciembre del 2006, –LX Legislatura–, el diputado
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
dio cuenta con un oficio de la Cámara de Senadores, con el
que remiten la iniciativa con proyecto de decreto por el que

se reforman diversas disposiciones del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007,
presentada por la senadora Minerva Hernández Ramos, del
Grupo Parlamentario de la Revolución Democrática.

Propuesta de la iniciativa

La iniciativa pretende fortalecer y salvaguardar los recur-
sos que reciben las entidades federativas como el Programa
de Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Fede-
rativas; busca que los recursos autorizados para el rubro del
PAFEF, no sean susceptibles de disminución o recortes
presupuestarios por parte de la Secretaria de Hacienda, que
una vez publicado el decreto en el Diario Oficial de la Fe-
deración, se den a conocer a más tardar el 15 de enero de
2007 sus lineamientos generales y reglas de operación a
efecto de que las entidades federativas puedan contar con
plazos más amplios para su planeación y ejecución; asi-
mismo propone que el Ejecutivo federal pueda compartir
del 40 por ciento que por ley le corresponde en tiempos fis-
cales 10 por ciento a las entidades federativas con la fina-
lidad de incentivar su promoción turística en donde no ne-
cesariamente la federación desembolsa recursos,
simplemente es voluntad política para fortalecer y abonar
el crecimiento económico de los estados.

En materia de transparencia propone que la Secretaría se
obligue a reportar trimestralmente y de manera detallada
por unidad responsable y por programa los subejercicios
que resulten durante el ejercicio fiscal y las causas que lo
originaron, ya que tan sólo este año observamos que al ter-
cer trimestre hubieron subejercicios por 27 mil 770 millo-
nes de pesos, sin que se conozca que programas o rubros
dejaron de ejercer, ya que se reporta a nivel Secretaría de
manera general.

Propone reorientar los rubros que corresponden a los gas-
tos de los ex presidentes a programas sociales e inversiones
útiles para la nación en proyectos prioritarios y eliminar el
gasto destinado a las pensiones que actualmente gozan.

Finalmente, el artículo 5 de la Ley de Energía para el Cam-
po establece que “Los precios y tarifas de estímulos que se
autoricen para las diferentes actividades agropecuarias, se-
rán iguales para todos los productores del país”, mientras
que en el Presupuesto se establece en su artículo Tercero
Transitorio que “… Este apoyo será entregado únicamente
a aquellos usuarios que no tengan adeudos  superiores a los
200 mil pesos con la Comisión Federal de Electricidad”.
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En ese orden de ideas, la redacción de este último contra-
pone lo establecido en lo preceptuado en la Ley de Energía
para el Campo, en virtud de que no respeta el principio de
igualdad establecido en la Ley.

Análisis

Del estudio realizado a la iniciativa presentada se despren-
de que las propuestas pretenden dar certidumbre a los re-
cursos destinados al Programa de Apoyos para el Fortale-
cimiento de las Entidades Federativas, al establecer en el
decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal 2007, la imposibilidad de que dicho pro-
grama sea sujeto a recortes.

Sin embargo, es necesario señalar que con las reformas a
diversos artículos del Capítulo V de la Ley de Coordina-
ción Fiscal y de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria publicada el 27 de diciembre de 2006
en el Diario Oficial de la Federación, se atienden las inten-
ciones de la propuesta.

En virtud de que en el decreto mencionado del 27 de di-
ciembre de 2006 se transforma el PAFEF en el Fondo de
Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades Fe-
derativas, como un octavo fondo del Ramo 33, dentro del
Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal. De esta for-
ma, por lo que da certidumbre a los montos y esquemas de
distribución del PAFEF.

En ese orden de ideas, y en razón de que ya fueron aproba-
das las reformas mediante la modificación a la Ley de Coor-
dinación Fiscal y a la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria, quedan sin efecto dichas propuestas.

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversas disposiciones del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2007, presentada por la senadora Minerva Hernández
Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, el 19 de diciembre de 2006

Segundo. Archívense la iniciativa como total y definitiva-
mente concluida.

Así lo acordaron los integrantes de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 23 días
del mes de abril de 2008.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Raúl
Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Édgar Martín Ramírez
Pech (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga (rúbri-
ca), Susana Monreal Ávila (rúbrica en abstención), Joel Ayala Almei-
da, Javier Guerrero García (rúbrica), Jorge Emilio González Martínez,
Alejandro Chanona Burguete, Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola
Gordillo, Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica), secretarios;
Alejandro Enrique Delgado Oscoy, Andrés Marco Antonio Bernal (rú-
brica), Artemio Torres Gómez (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbri-
ca en abstención), César Flores Maldonado, César Duarte Jáquez (rú-
brica), Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Enrique Iragorri
Durán, Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Faustino Soto Ramos,
Francisco Elizondo Garrido, Francisco Rueda Gómez, Jesús Arredon-
do Velázquez (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Aguirre (rúbrica), Je-
sús Ramírez Stabros (rúbrica), José Alejandro Aguilar López (rúbrica),
Juan Adolfo Orci Martínez, Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Mario
Alberto Salazar Madera (rúbrica), Martín Ramos Castellanos (rúbrica),
Moisés Alcalde Virgen, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE VIVIENDA

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Vivienda, con punto de
acuerdo por el que se desecha la minuta que reforma el ar-
tículo 14, y adiciona un primer párrafo al 25 y una fracción
al 30 de la Ley de Vivienda

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Vivienda le fue turnada para su estudio,
análisis y dictamen, la minuta con proyecto de decreto que
reforma el artículo 14, adiciona un primer párrafo al artí-
culo 25 y una fracción al artículo 30 de la Ley de Vivien-
da, presentada por los senadores Marcos Carlos Cruz Mar-
tínez, Alberto Miguel Martínez Mireles, Omar Raymundo
Gómez Flores y Jorge Doroteo Zapata García integrantes
de la Comisión de Vivienda pertenecientes a la LlX Legis-
latura de la Cámara de Senadores del honorable Congreso
de la Unión.

La Comisión de Vivienda, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39, fracción XL y 45 numeral 6, incisos e)
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y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; así como por los artículos 56, 60,
87, 88, 93 y demás relativos al Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta a la honorable asamblea el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

1. Con fecha a 26 de abril de 2006, los senadores Mar-
cos Carlos Cruz Martínez, Alberto Miguel Martínez Mi-
reles, Omar Raymundo Gómez Flores y Jorge Doroteo
Zapata García integrantes de la Comisión de Vivienda,
de la LlX Legislatura de Cámara de Senadores del Con-
greso de la Unión, presentaron al Pleno, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 14, adiciona
un primer párrafo al artículo 25 y una fracción al artícu-
lo 30 de la Ley de Vivienda.

2. la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
Senadores, la turno a comisiones para su estudio, análi-
sis y dictamen el 26 de abril de 2006.

3. Elaborado el dictamen en comisiones, fue presentado
ante el Pleno de la Cámara de Senadores el 27 de abril
de 2006, aprobado por esa Cámara en la misma fecha
(con dispensa de primera y segunda lecturas, sin discu-
sión); se integró la minuta y se remitió a la Cámara de
Diputados para sus efectos constitucionales.

4. Con fecha 5 de septiembre de 2006, la minuta fue pre-
sentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados y tur-
nada a la Comisión de Vivienda para su estudio, análisis
y elaboración del dictamen.

De acuerdo a los antecedentes mencionados, los diputados
integrantes de la Comisión de Vivienda de la LX Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
exponemos las siguientes:

Consideraciones

Primera. Conforme a los antecedentes, resulta que la mi-
nuta pendiente de dictaminar por la Comisión de Vivienda,
tuvo su origen en una iniciativa que buscó reformar el artí-
culo 14, adicionar un primer párrafo al artículo 25 y una
fracción al artículo 30 de la Ley de Vivienda, la cual se pre-
sento el 26 de abril de 2006 y se aprobó al día siguiente por
el Pleno de la Cámara Senadores (de origen) y enviada pa-

ra sus efectos legislativos a la Cámara de Diputados (revi-
sora); siendo que ese momento no se había completado el
proceso de creación de la nueva Ley de Vivienda, sino has-
ta su publicación el 27 de junio de 2006 (dos meses des-
pués), la cual abrogó a la anterior Ley Federal de Vivienda.

Esta Cámara revisora –a través de la Comisión de Vivien-
da– al analizar el proceso de aprobación del citado dicta-
men por la Cámara de Senadores (de origen), tiene la pre-
sunción de que dicho documento en su ámbito de validez
temporal no tiene efectos legales, toda vez que la minuta
aprobada se realizó con anterioridad a la aprobación de la
nueva Ley de Vivienda, publicada en el Diario Oficial de la
Federación con fecha 27 de junio de 2006, lo que significa
que existe una anomalía en el procedimiento, debido a que
se aprobaron modificaciones a una ley que no tenía en su
momento vigencia y en esa circunstancia se envió a la Cá-
mara revisora para sus efectos constitucionales.

Segunda. El derecho constitucional mexicano considera
que la publicación de una ley, es un acto necesario para la
manifestación de la existencia de la norma. Por ello, una
norma no publicada debe considerarse inexistente, porque
todavía no ha ingresado formalmente al ordenamiento jurí-
dico vigente. Dicha situación impide radicalmente su apli-
cación, dado que ningún operador jurídico puede aplicar
algo que todavía no existe; además, la publicación por ser
un requisito formal del procedimiento legislativo estableci-
do en la Constitución Política, debe considerarse como un
elemento de validez de la norma.

Las infracciones previstas en el procedimiento legislativo,
acerca de la no publicación de un ordenamiento jurídico
puede constituir vicios capaces de provocar la invalidez y,
por lo tanto, la nulidad de de dicha norma.

Racionalmente las normas jurídicas deben obligar a partir
del momento de la iniciación de su vigencia, resultaría in-
equitativo que el Estado exigiera el cumplimiento de dis-
posiciones no nacidas propiamente. Por ello la ley se da a
conocer a los individuos que deben cumplirla. General-
mente la iniciación de la vigencia de las leyes queda supe-
ditada al acto material de su publicación, concediéndose un
tiempo necesario para ser conocidas.

Tercera. Para la Comisión de Vivienda y de acuerdo a lo
establecido en el artículo 45, numeral 6, inciso D), de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, nuestra tarea consiste en dictaminar, atender o
resolver las iniciativas, proyectos y proposiciones turnadas
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a la Comisión, en torno a su viabilidad jurídica y social,
con todos los requisitos de formalidad y solemnidad que
establece la ley y que se exigen en la práctica parlamenta-
ria, como ser formulada por escrito, tener un título, conte-
ner el nombre y firma de la persona que presenta la inicia-
tiva, una parte expositiva de motivos, el texto legal que se
propone, el artículo transitorio que señala la entrada en vi-
gor, la fecha de elaboración y ser publicada en la Gaceta
Parlamentaria. Asimismo, que las leyes o normas que sean
sujetas de alguna modificación o reforma cumpla con el
ámbito de validez de una ley, en cuanto a su ámbito perso-
nal, materia, espacialidad y de temporalidad.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
la Comisión de Vivienda de LX Legislatura, someten a la
consideración de está honorable asamblea y para los efectos
del inciso D), del artículo 72 constitucional el siguiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la minuta con proyecto de decreto que
reforma el artículo 14, adiciona un primer párrafo al artí-
culo 25 y una fracción al artículo 30 de la Ley de Vivien-
da, remitida por la Cámara de Senadores y turnada a la Co-
misión de Vivienda por la Mesa Directiva el 5 de
septiembre de 2006.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Distrito Federal, a los
diecinueve días del mes de junio del año dos mil ocho.

La Comisión de Vivienda, diputados: Diego Aguilar Acuña (rúbri-
ca), Aracely Escalante Jasso (rúbrica, Daniel Chávez García (rúbrica),
Raúl García Vivián, Eduardo Ortiz Hernández (rúbrica, María Elena
Torres Baltazar (rúbrica), Claudia Sánchez Juárez (rúbrica), Martín Ze-
peda Hernández (rúbrica, Joel Arellano Arellano, Alma Cardona Bena-
vides, Martha Margarita García Müller (rúbrica), Óscar González Mo-
rán (rúbrica), José Luis Murillo Torres (rúbrica), Alejandro Sánchez
Domínguez (rúbrica), Luis Gerardo Serrato Castell, Marisol Mora
Cuevas (rúbrica), Alberto López Rojas (rúbrica), Mario Vallejo Esté-
vez, María Soledad López Torres (rúbrica), David Mendoza Arellano
(rúbrica), Juan Manuel San Martín Hernández (rúbrica), Gerardo Vi-
llanueva Albarrán (rúbrica), Tomás Gloria Requena (rúbrica), Elmar
Darinel Díaz Solórzano (rúbrica), Alfredo Barba Hernández (rúbrica),
Lourdes Eulalia Quiñones Canales, Jesús Ricardo Canavati Tafich (rú-
brica), Beatriz Manrique Guevara (rúbrica), Robinson Uscanga Cruz
(rúbrica), Julián Ezequiel Reynoso Esparza (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. No se ha regis-

trado ningún orador; se reserva para su votación, al finali-
zar, en conjunto.

LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES 
DE INFORMACION CREDITICIA

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con punto de acuerdo por el que se desecha la minuta que
reforma y adiciona la Ley para regular las Sociedades de
Información Crediticia

Honorable Asamblea:

Con fundamento en los artículos 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, el Senado de la República remitió la minuta con
proyecto de decreto que reforma y adiciona la Ley para re-
gular las Sociedades de Información Crediticia.

La comisión que suscribe, con base en las facultades que le
confieren los artículos 72 de la Constitución de los Estados
Unidos Mexicanos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 87
y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al
análisis de la minuta señalada y, conforme a las delibera-
ciones que realizaron los miembros de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, reunidos en pleno presentan a es-
ta honorable asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

a) El 6 de diciembre de 2005, la senadora Lydia Made-
ro García, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentó la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona la Ley para regular las Socieda-
des de Información Crediticia.

b) En sesión celebrada por la Cámara de Senadores del
Congreso de la Unión el 22 de marzo de 2006, las Co-
misiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y de
Estudios Legislativos presentaron dictamen que fue
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aprobado por 85 votos en pro, el cual fue turnado a la
Cámara de Diputados para los efectos constitucionales.

c) Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público procedieron al análisis de la minuta enuncia-
da, con base en lo siguiente:

Descripción de la minuta

La minuta con proyecto de decreto de la Cámara de Senado-
res tiene por objeto que, en el caso del reporte de crédito es-
pecial, la información formulada documental o electrónica-
mente por una sociedad que contenga el historial crediticio
de un cliente que lo solicita en términos de esta ley, y que in-
cluya la denominación de las entidades financieras y empre-
sas comerciales acreedoras, también incluya la lista de los
usuarios que hayan solicitado a la sociedad, en los 12 meses
inmediatos anteriores a la fecha de solicitud que haga dicho
cliente, datos sobre la información crediticia de él.

Consideraciones de la comisión

La que dictamina considera que no es de aprobarse la mi-
nuta materia de análisis, ya que propone la ampliación de
información en el reporte de crédito especial que se pro-
porciona en forma documental o electrónicamente para que
incluya el historial crediticio del cliente y se adicione el
nombre de las entidades financieras y empresas comercia-
les acreedoras, así como la lista de los usuarios que hayan
solicitado la información en los 12 meses inmediatos ante-
riores a la fecha de solicitud, esto generaría mayores gastos
operativos tras la inclusión de más información en el re-
porte de crédito especial. Asimismo, la mayor seguridad de
las personas que requieren crédito no justifica la inclusión
de la información relativa a los usuarios que hayan solici-
tado datos del cliente. Además, en el reporte que actual-
mente se maneja está considera la información suficiente.

Por las razones expuestas, la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público considera que no es de aprobarse la minuta
materia de este dictamen y se devuelva a la Cámara de ori-
gen conforme al inciso d) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y se somete a
consideración del Pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente

Acuerdo

Único. Se desecha conforme al inciso d) del artículo 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

la minuta con proyecto de decreto que reforma y adiciona
la Ley para regular las Sociedades de Información Crediti-
cia, turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
el 22 de marzo de 2006.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 23 de abril de 2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega
(rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo
Rodríguez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rú-
brica), José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sán-
chez, Ismael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín
Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída
Marina Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rú-
brica), Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Itz-
cóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Váz-
quez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate
(rúbrica), Carlos Alberto García González (rúbrica), Juan Nicasio Gue-
rra Ochoa, Javier Guerrero García (rúbrica), José Martín López Cisne-
ros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maa-
wad Robert (rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz (rúbrica), José
Murat, Miguel Ángel Navarro Quintero, Raúl Alejandro Padilla Oroz-
co (rúbrica), Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Jorge
Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez
(rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY DE PROTECCION Y DEFENSA AL USUARIO
DE SERVICIOS FINANCIEROS

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con punto de acuerdo por el que se desecha la minuta que
reforma el primer párrafo del artículo 68 de la Ley de Pro-
tección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros

Honorable Asamblea:

Con fundamento en los artículos 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Inte-
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rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, el Senado de la República remitió la minuta proyecto
de decreto por el que se que reforma el primer párrafo del
artículo 68 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de
Servicios Financieros.

Esta comisión resulta competente para dictaminar la minu-
ta presentada por la Cámara de Senadores, de conformidad
con el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y con lo dispuesto en los artículos 39,
44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, y 87 y 88 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

La que suscribe se abocó al análisis de la minuta señalada
y, conforme a las deliberaciones y el análisis que realizaron
sus miembros reunidos en pleno, presenta a esta honorable
asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores del 26 de
mayo de 2004, el senador Rubén Zarazúa Rocha presentó
la iniciativa con proyecto de decreto por el que se que re-
forma el primer párrafo del artículo 68 de la Ley de Pro-
tección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros.

El 24 de febrero de 2005, la Cámara de Senadores en se-
sión ordinaria se presentó el dictamen relativo a la iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se que reforma el pri-
mer párrafo del artículo 68 de la Ley de Protección y
Defensa al Usuario de Servicios Financieros, el cual fue
aprobado por 85 votos y turnado a la Cámara de Diputados
en la misma fecha.

Con fecha 28 de febrero de 2005, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados turnó a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público la minuta en comento para estudio y dicta-
men.

Descripción de la minuta

La minuta en cuestión propone que el texto del citado artí-
culo 68 quede de la siguiente manera:

Artículo 68. El usuario podrá, a su elección, presentar
reclamación ante la Comisión Nacional contra alguna
institución financiera, o iniciar directamente el juicio
correspondiente ante el juez competente. En caso de que

opte por presentar la reclamación ante la Comisión Na-
cional se deberá agotar el procedimiento conciliatorio
conforme a las siguientes reglas:

I. a X. …

…

Consideraciones de la comisión

La que dictamina estima que no es de aprobarse la minuta
en comento, con base en lo siguiente:

• El procedimiento conciliatorio previsto en el Capítulo
I del Título Quinto, “De los Procedimientos de Conci-
liación y Arbitraje”, de la Ley de Protección y Defensa
al Usuario de Servicios Financieros, se inicia invaria-
blemente a petición del usuario de servicios financieros
que presente una reclamación.

• Adicionalmente, no es un requisito de procedibilidad
para instaurar un juicio por una reclamación relativa a
servicios financieros que el usuario de dichos servicios
hubiere agotado el procedimiento de conciliación pre-
visto en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de
Servicios Financieros.

• Se considera que la reforma no es necesaria, ya que de
la redacción actual del artículo 68 que se pretende re-
formar se desprende que la Comisión Nacional para la
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros debe seguir obligatoriamente las reglas del
procedimiento conciliatorio contenidas en dicho artícu-
lo.

• Finalmente, se concluye que tramitar el procedimiento
conciliatorio en la Comisión Nacional para la Protec-
ción y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
es opcional para el particular, y en caso de que el usua-
rio decida acudir a dicha instancia, se deben seguir las
reglas señaladas en el citado artículo 68.

Por lo expuesto, se concluye que dicha reforma resulta in-
viable, por lo que la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico somete a consideración de esta asamblea el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la minuta para los efectos del artículo
72, inciso d), de la Constitución Política de los Estados
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Unidos Mexicanos, por el que se reforma el primer párrafo
del artículo 68 de la Ley de Protección y Defensa al Usua-
rio de Servicios Financieros, turnada a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público el 28 de febrero de 2005.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Sala de la comisiones de la Cámara de Diputados, a 23 de abril de
2008.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel
Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega
(rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo
Rodríguez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rú-
brica), José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sán-
chez, Ismael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica),
Carlos Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín
Humberto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída
Marina Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rú-
brica), Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Itz-
cóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Váz-
quez, Ramón Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate
(rúbrica), Carlos Alberto García González (rúbrica), Juan Nicasio Gue-
rra Ochoa, Javier Guerrero García (rúbrica), José Martín López Cisne-
ros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier
Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz (rúbrica), Jo-
sé Murat, Miguel Ángel Navarro Quintero, Raúl Alejandro Padilla
Orozco (rúbrica), Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rúbrica),
Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo
Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACION Y
ENAJENACION DE BIENES DEL SECTOR PUBLICO -

LEY DE PROTECCION AL AHORRO BANCARIO

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con punto de acuerdo por el que se desecha la minuta que
adiciona la Ley Federal para la Administración y Enajena-
ción de Bienes del Sector Público, y el artículo 62 Bis a la
Ley de Protección al Ahorro Bancario

Honorable Asamblea:

Con fundamento en el artículo 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, 86 y 89 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, el Senado de la República remitió la minuta con
proyecto de decreto por el que se adiciona la Ley Federal
para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público y se adiciona un artículo 62 Bis a la Ley de Pro-
tección al Ahorro Bancario.

Esta comisión resulta competente para dictaminar la minu-
ta presentada por la Cámara de Senadores de conformidad
con el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y con lo dispuesto en los artículos 39,
44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos. Asimismo, se abocó al análisis de la
minuta antes señalada y conforme a las deliberaciones y el
análisis que de ésta realizaron los miembros de esta comi-
sión, reunidos en pleno, presenta a esta honorable asamblea
el siguiente dictamen.

Antecedentes

En sesión ordinaria del Senado de la República, el 18 de
octubre de 2005, el senador Jorge Abel López Sánchez pre-
sentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la Ley Federal para la Administración y Enajena-
ción de Bienes del Sector Público, y se adiciona un artícu-
lo 62 Bis a la Ley de Protección al Ahorro Bancario. 

El 13 de diciembre de 2005, en sesión ordinaria de la Cá-
mara de Senadores, se presentó el dictamen, el cual fue
aprobado por 78 votos y turnado a la Cámara de Diputados. 

En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados turnó a la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co la minuta en comento para su estudio y dictamen 

Descripción

La minuta de la honorable Cámara de Senadores propone
adicionar los artículos 32, con una fracción IX, pasando la
actual IX a ser X; y 38 Quáter de la Ley Federal para la Ad-
ministración y Enajenación de Bienes del Sector Público, y
un artículo 62 Bis a la Ley de Protección al Ahorro Banca-
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rio, con objeto de adecuar el marco jurídico del Instituto de
Protección al Ahorro Bancario, para implantar el programa
de ofrecer a los pequeños y medianos deudores la posibili-
dad de recomprar sus deudas, sin la intermediación de las
administradoras de cartera, otorgando una especie de “de-
recho al tanto”. 

Consideraciones 

La que dictamina estima que no es de aprobarse la minuta,
con base en lo siguiente:

La propuesta de reformas es contraria al artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
toda vez que dicho precepto establece la obligación de que
las enajenaciones de todo tipo de bienes deberán asegurar
al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás cir-
cunstancias pertinentes y que, en caso de realizarse bajo un
procedimiento distinto a la licitación pública, de acuerdo
con las bases, reglas y requisitos que establezcan las leyes
respectivas, se deberán acreditar los principios de efica-
cia, eficiencia, imparcialidad y honradez que rigen esta
materia.

Con tal propuesta, se establece un régimen que rompe con
los principios constitucionales, toda vez que obliga tanto a
las instituciones oficiales como a los intermediarios a in-
currir en pérdidas y gastos para cumplir con lo que se pro-
pone.

Además, podría invocarse la inconstitucionalidad para una
falta de equidad al privilegiarse asimétricamente a quienes
se vieron afectados por una crisis en particular respecto de
deudores de otras instituciones que sufrieran igualmente
quebrantos importantes.

También, las implicaciones en cuanto a la operación para
poder poner a disposición de los deudores los bienes, deri-
van a todas luces en actos retroactivos en perjuicio de las
instituciones que ya celebraron una serie de actos median-
te los cuales los activos de que se trate muy probablemen-
te ya fueron enajenados a un tercero.

Al haber quedado, en julio de 2004, sin efectos el Progra-
ma de Capitalización y Compra de Cartera, en virtud de la
suscripción del nuevo programa a que se refiere el artículo
quinto transitorio de la Ley de Protección al Ahorro Ban-
cario, las instituciones de crédito involucradas práctica-
mente han concluido con la enajenación de la cartera res-

pectiva, por la que resultaría en principio improcedente ad-
quirir créditos enajenados a terceros y respecto de un pro-
grama a la fecha extinto.

En tal virtud, se concluye que dicha minuta no es de apro-
barse.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y
Crédito Público somete a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la minuta con proyecto de decreto por el
que se adiciona la Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Público y se adiciona un
artículo 62 Bis a la Ley de Protección al Ahorro Bancario,
con base en el  artículo 72 inciso D de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, turnada a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público el  13 de diciembre
de 2005 

Sala de la Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 23 de
abril de 2008. 

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez, Is-
mael Ordaz Jiménez, Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Carlos
Alberto Puente Salas, Juan Ignacio Samperio Montaño, Joaquín Hum-
berto Vela González, Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Mari-
na Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica),
Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), Itzcóatl To-
natiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Vázquez, Ra-
món Ceja Romero (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Carlos
Alberto García González (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier
Guerrero García (rúbrica), José Martín López Cisneros (rúbrica), Lo-
renzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rú-
brica), María de Jesús Martínez Díaz (rúbrica), José Murat, Miguel
Ángel Navarro Quintero, Raúl Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), Do-
lores María del Carmen Parra Jiménez (rúbrica), Jorge Alejandro Sa-
lum del Palacio, Faustino Soto Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. En virtud de que
no se ha registrado orador alguno, se reserva para su vota-
ción en conjunto.

Año III, Primer Periodo, 30 de septiembre de 2008 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados288



LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se desecha la minuta que reforma la fracción III
del artículo 112 de la Ley General de Salud

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Salud de la honorable Cámara de Dipu-
tados, LX Legislatura, le fue turnada, para su estudio y dic-
tamen, la minuta proyecto de decreto que reforma la frac-
ción III del artículo 112 de la Ley General de Salud.

Los integrantes, con fundamento por lo dispuesto en los ar-
tículos 73, fracción XVI, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 39, numerales 1 y 3; 43, 44,
45, numeral 6, inciso e) y f), y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; 55, 56, 60, 87, 88, 89 y 93 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente dictamen. 

I. Antecedentes

En sesión celebrada el 4 de octubre de 2007 por el Senado
de la República, la senadora María Elena Orantes López,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, presentó la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma la fracción III del artículo 112 de la
Ley General de Salud, y que fue turnada a las Comisiones
Unidas de Salud, y de Estudios Legislativos.

En sesión celebrada el 27 de noviembre de 2007, las Co-
misiones Unidas de Salud, y de Estudios Legislativos so-
metieron ante el Pleno de la Cámara de Senadores el dicta-
men relativo que fue aprobado por la colegisladora. 

En sesión celebrada el 29 de noviembre de 2007por la Cá-
mara de Diputados, la Mesa Directiva de la honorable Cá-
mara de Diputados dio cuenta de la minuta proyecto de de-
creto que reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley
General de Salud.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva turnó la menciona-
da minuta a la Comisión de Salud, para su estudio y poste-
rior dictamen.

II. Contenido

La minuta objeto del presente dictamen busca reformar la
fracción III del artículo 112 de la Ley General de Salud, pa-
ra establecer como objetivos de la educación para la salud
orientar y capacitar a la población en el desarrollo de los
hábitos saludables y actividad física.

Lo anterior fue aprobado ya que la colegisladora coincidió
con la promovente en su interpretación de la norma y con-
sideró que la reforma sería determinante para que la Secre-
taría de Salud enfocara mayores recursos en la prevención
de padecimientos como la diabetes, hipertensión y coleste-
rol total en pacientes con hipercolesterolemia.

Asimismo, señala que la reforma planteada dará una pauta
para abordar el tema de la nutrición infantil en el desarro-
llo integral de los mexicanos.

III. Consideraciones

A pesar de que coincidimos en la preocupación que mani-
fiesta la colegisladora respecto a la educación para la salud,
sobre todo en lo referente a la nutrición, es necesario hacer
algunas precisiones.

Para esta comisión, la reforma resulta redundante, toda vez
que la propia Ley General de Salud contiene diversas dis-
posiciones que establecen acciones tendientes a mejorar la
conducta nutricional.

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de
salubridad general

XIV. La orientación y vigilancia en materia de nutrición.

Artículo 6o. El sistema nacional de salud tiene los si-
guientes objetivos:

I. Proporcionar servicios de salud a toda la población y
mejorar la calidad de éstos, atendiendo a los problemas
sanitarios prioritarios y a los factores que condicionen y
causen daños a la salud, con especial interés en las ac-
ciones preventivas.

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección
de la salud, se consideran servicios básicos de salud los
referentes a

IX. La promoción del mejoramiento de la nutrición y…
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Artículo 111. La promoción de la salud comprende

II. Nutrición

Artículo 114. Para la atención y mejoramiento de la nu-
trición de la población, la Secretaría de Salud participa-
rá, de manera permanente, en los programas de alimen-
tación del gobierno federal.

La Secretaría de Salud, las entidades del sector salud y
los gobiernos de las entidades federativas, en sus res-
pectivos ámbitos de competencia, formularán y desarro-
llarán programas de nutrición, promoviendo la partici-
pación en éstos de los organismos nacionales e
internacionales cuyas actividades se relacionen con la
nutrición, alimentos y su disponibilidad, así como de los
sectores sociales y privado.

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo

I. Establecer un sistema permanente de vigilancia epi-
demiológica de la nutrición;

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, trata-
miento y control de la desnutrición y obesidad, encami-
nados a promover hábitos alimentarios adecuados, pre-
ferentemente en los grupos sociales más vulnerables.

III. Normar el establecimiento, operación y evaluación
de servicios de nutrición en las zonas que se determinen,
en función de las mayores carencias y problemas de sa-
lud;

IV. Normar el valor nutritivo y características de la ali-
mentación en establecimientos de servicios colectivos y
en alimentos y bebidas no alcohólicas.

V. Promover investigaciones químicas, biológicas, so-
ciales y económicas, encaminadas a conocer las condi-
ciones de nutrición que prevalecen en la población y es-
tablecer las necesidades mínimas de nutrimentos, para
el mantenimiento de las buenas condiciones de salud de
la población;

VI. Recomendar las dietas y los procedimientos que
conduzcan al consumo efectivo de los mínimos de nu-
trimentos por la población en general, y proveer en la
esfera de su competencia a dicho consumo;

VII. Establecer las necesidades nutritivas que deban sa-
tisfacer los cuadros básicos de alimentos. Tratándose de
las harinas industrializadas de trigo y de maíz, se exigi-
rá la fortificación obligatoria de éstas, indicándose los
nutrientes y las cantidades que deberán incluirse.

VIII. Proporcionar a la Secretaría de Comercio y Fo-
mento Industrial los elementos técnicos en materia nu-
tricional para los efectos de la expedición de las normas
oficiales mexicanas.

El propio artículo 112 ya establece como un objetivo de la
educación para la salud el hecho de orientar y capacitar a
la población en materia de nutrición, por lo cual considera-
mos irrelevante la reforma que propone la colegisladora,
toda vez que es un tema que se aborda en todo el cuerpo de
la ley vigente.

Asimismo, es importante señalar que la Ley General de
Cultura Física y Deporte tiene por objeto establecer las ba-
ses generales de coordinación y colaboración entre la fede-
ración, los estados, el Distrito Federal y los municipios, así
como de la concertación para la participación de los secto-
res social y privado en materia de cultura física y deporte,
teniendo dentro de sus  finalidades fomentar el óptimo,
equitativo y ordenado desarrollo de la cultura física y el de-
porte en todas sus manifestaciones y expresiones;

Elevar por medio de la cultura física y el deporte el nivel
de vida social y cultural de los habitantes en las entidades
federativas, Distrito Federal y municipios;

Fomentar el desarrollo de la cultura física y el deporte co-
mo medio importante en la preservación de la salud y pre-
vención de enfermedades;

Derivado de lo anterior, resulta evidente que la legislación
nacional contempla, de una forma sumamente amplia, la
importancia de la educación en materia de nutrición, y el
fomento de la actividad física y el deporte, por lo que con-
sideramos innecesaria la reforma propuesta.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, los inte-
grantes de esta comisión, de conformidad  con lo estableci-
do en el inciso D del artículo 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, ponen a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente
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Acuerdo

Único. Se desecha la minuta proyecto de decreto que re-
forma la fracción III del artículo 112 de la Ley General de
Salud, enviada por la Cámara de Senadores el 29 de no-
viembre de 2007.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano, Adriana Rebeca Vieyra Olivares
(rúbrica), Efraín Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz (rúbrica),
Antonio Javier López Adame (rúbrica), Juan Abad de Jesús (rúbrica),
Margarita Arenas Guzmán, Efraín Arizmendi Uribe, Ricardo Cantú
Garza, Maricela Contreras Julián, María Mercedes Corral Aguilar, Jo-
aquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Daniel Dehesa Mora
(rúbrica), Nemesio Domínguez Domínguez, Ángel Humberto García
Reyes, Beatriz Eugenia García Reyes (rúbrica),Yolanda Mercedes Gar-
mendia Hernández (rúbrica), Tomás Gloria Requena, Lorena Martínez
Rodríguez (rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando Enrique
Mayans Canabal (rúbrica), Roberto Mendoza Flores (rúbrica), Eliza-
beth Morales García, Gilberto Ojeda Camacho, Jorge Quintero Bello
(rúbrica), José Ignacio Alberto Rubio Chávez (rúbrica), María Gloria
Guadalupe Valenzuela García (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a discusión el punto de acuerdo. No habiéndose
registrado ningún orador, se reserva para su votación al fi-
nalizar la lectura, en conjunto.

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se aprueban los puntos de acuerdo que no fueron re-
servados.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a la asamblea si se aprueban los puntos de acuer-
do que no fueron reservados. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo (votación), gracias.

Señora presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobados los puntos de acuerdo. Archívense los
expedientes como asuntos totalmente concluidos. Y por
lo que se refiere a los cinco últimos, de las Comisiones
de Vivienda, de Hacienda y Crédito Público, y de Salud,
devuélvanse a la Cámara de Senadores para los efectos
del inciso d) del artículo 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

LEY GENERAL DE POBLACION

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se reservaron dos puntos de acuerdo. El primero, co-
rrespondiente al dictamen de la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, por el que se desechan
dos iniciativas que reforman diversas disposiciones de la
Ley General de Población.

Ha solicitado el uso de la palabra el diputado Cuauhtémoc
Sandoval Ramírez, del Grupo Parlamentario del PRD.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez: Con su
permiso, señora presidenta.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, esta-
mos ahora discutiendo un dictamen negativo de la Comi-
sión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, por-
que se desechan dos reformas a la Ley General de
Población.

Éstas son muy importantes y tienen que ver con una inicia-
tiva que ha presentado nuestro compañero diputado Alber-
to Amaro, en el sentido de que el Congreso de la Unión ex-
horta a los gobiernos estatales a formar oficinas especiales
de atención a migrantes, y también para que los Congresos
de los estados que no tienen Comisiones de Migración, las
integren.

Nos parece que éstos son temas muy importantes porque
asistimos en los últimos días, en las últimas semanas, a…
han arreciado las deportaciones de mexicanos de los Esta-
dos Unidos. Como todo mundo hemos visto, solamente en
los últimos días en California hay mil 157 mexicanos in-
documentados que fueron detenidos y van a ser deporta-
dos.

Esta tendencia se observa también en otros estados de la
Unión Americana, justo en el momento en que está a pun-
to de finalizar la campaña electoral presidencial en los Es-
tados Unidos.

Entonces, nosotros necesitamos que haya oficinas de aten-
ción a los migrantes en todos los gobiernos estatales, inde-
pendientemente del color partidario que tengan, que se de-
diquen a esta labor de promoción de la defensa de nuestros
paisanos en Estados Unidos.

No se trata, como dice el dictamen, de injerencia en los
asuntos internos de los estados, ya que éstos son libres y
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soberanos para decidir su administración, su ley de admi-
nistración pública estatal, sino de lo que se trata es un ex-
horto para que se creen, donde no hay, estas comisiones de
atención a migrantes en los gobiernos de los estados y tam-
bién se formen comisiones en las legislaturas locales.

Ambas propuestas de ninguna manera vulneran la sobera-
nía de los estados y sí toman en cuenta un tema que para
nosotros es fundamental, que es el tema de nuestros traba-
jadores migratorios en los Estados Unidos. Que no sola-
mente sufren estas deportaciones, sino están sufriendo tam-
bién esta recesión económica que hay en Estados Unidos,
que cada día se está incrementando y que está propiciando
que muchos paisanos nuestros pierdan sus empleos.

Por tanto, tal como lo dijo ayer el secretario de Hacienda,
el monto de las remesas que envían este año va a bajar,
aproximadamente, a 20 mil millones de dólares, cuando el
año pasado fue de 23 mil millones.

Entonces, nos parece que hay que retomar este asunto, si
es necesario con otra redacción; pero el tema fundamen-
tal que está aquí presente en estos proyectos de iniciativas
es que los gobiernos de los estados creen oficinas espe-
ciales. Miren ustedes, de los 2 mil 465 municipios que hay
en el país, aproximadamente, la cifra es que 99 por ciento
de los municipios tiene migrantes en Estados Unidos, por
eso es importante, incluso, después bajar a nivel municipal,
que haya también oficinas municipales de atención a los
migrantes. 

Pero el primer paso tiene que ser estas oficinas estatales.
Que en los congresos locales también haya comisiones de
asuntos migratorios.

Por eso, compañera presidenta, compañeras legisladoras y
compañeros legisladores, nos parece importante no des-
echar este punto de acuerdo. Retomarlo en el espíritu que
tiene. Y le pediría al diputado Alberto Amaro, que está pre-
sente, que diera su opinión al respecto. Que el Congreso de
la Unión exhortara a los gobiernos estatales y a los Con-
gresos estatales para que se creen estas oficinas de atención
a los migrantes. Eso es todo, compañera presidenta. Mu-
chas gracias.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Cuauhtémoc Sandoval Ra-
mírez.

No habiendo…

El diputado Alberto Amaro Corona (desde la curul): …
Presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A sus órdenes, diputado Alberto Amaro.

El diputado Alberto Amaro Corona (desde la curul):
Ciudadana presidenta, que me permita hacer uso de la tri-
buna para aclarar por qué se desechan estas dos iniciativas.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Para hablar en contra se concede el uso de la palabra
al diputado Alberto Amaro.

El diputado Alberto Amaro Corona: Compañeras y com-
pañeros, debido a la intervención de mi compañero, dipu-
tado Cuauhtémoc Sandoval, quiero comentar con todos us-
tedes que hace unos días apenas, en el seno de la comisión,
analizamos estas dos iniciativas que reforman varias dispo-
siciones de la Ley General de Población. Decidimos dese-
charlas porque consideramos que vulneran la autonomía de
los estados.

Pero no podemos dejar de insistir en esto. Fue en el mismo
seno de la comisión donde aprobamos por mayoría, per-
dón, por unanimidad de los que estábamos presentes, un
punto de acuerdo donde pedimos que se formen comisio-
nes en los órganos legislativos estatales, así como en los
Ejecutivos estatales. Esto debido al alto índice de migra-
ción que existe hacia Estados Unidos.

Es en esos términos como fue aprobado en la Comisión de
Población, Fronteras y Asuntos Migratorios. Entonces, yo
solicitaría a esta Presidencia que, ya que se toca este tema,
de una vez se pudiera poner a consideración este punto de
acuerdo que estoy mencionando.

Es en esos términos como este órgano legislativo viene tra-
bajando. Fue en el seno de la comisión donde se aprobó, re-
pito, por unanimidad de los presentes de esa comisión.

Tenemos que tomar en cuenta varias cosas que ya se dije-
ron acá. Tenemos que tomar en cuenta que ningún estado
de la república escapa de este tema migratorio y hace unos
momentos en esta tribuna también hacía referencia el com-
pañero Cuauhtémoc Sandoval, donde decía que 99 por
ciento de los municipios cuentan con población migrante.
Por su atención gracias, señora presidenta.
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La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado. No habiéndose registrado ningún
otro orador, consulte la Secretaría a la asamblea, en vota-
ción económica, si se aprueban los puntos de acuerdo en
discusión.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a la asamblea si se aprueban los puntos de acuer-
do en discusión.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Señora presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Por favor, sonido a la curul del diputado Rodríguez
Prats.

El diputado Juan José Rodríguez Prats (desde la curul):
Tengo entendido —perdón si estoy equivocado— que está-
bamos discutiendo el dictamen negativo de una iniciativa
en la cual parece ser que todos coincidimos en que se rati-
fica el dictamen negativo. El señor está proponiendo un
punto de acuerdo. Éste sería en otra ocasión, en otra sesión
—hasta donde da mi entender—, no sé si estoy mal.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Lo que se está poniéndose a votación, señor diputado,
es el dictamen, no la propuesta del diputado.

Adelante, secretaria.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): Señora presidenta.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A sus órdenes, diputado Cuauhtémoc Sandoval.

El diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (desde la
curul): La intervención del diputado Amaro aclara que, si
bien se va a desechar esta iniciativa, se retomó en un pun-
to de acuerdo unánime de la Comisión de Población que
contiene lo mismo, nada más que en el tono de punto de
acuerdo. Podríamos votarlo de una vez, porque es el tema,
o bien lo dejamos para la siguiente sesión, tomando en
cuenta la urgencia y la necesidad de que este tema sea re-
tomado.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Estamos discutiendo este punto de acuerdo, diputado,

no podemos traer otro que no se haya puesto a considera-
ción de la asamblea. Por eso es que insistimos en que es es-
te dictamen que va en sentido negativo. La asamblea final-
mente determinará con su voto cuál es el proceder en
relación a este dictamen. Adelante, secretaria.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a la asamblea si se aprueban los puntos de acuer-
do en discusión. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo
(votación).

Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobados los puntos de acuerdo. Archívense los
expedientes como asuntos totalmente concluidos.

LEY GENERAL DE POBLACION

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El siguiente punto de acuerdo del dictamen de la Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios por
el que se desecha la iniciativa que reforma la fracción II del
artículo 7o. y adiciona el artículo 11 de la Ley General de
Población.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con punto de acuerdo por el que se dese-
cha la iniciativa que reforma la fracción II del artículo 7, y
adiciona el 11 de la Ley General de Población

Honorable Asamblea:

Esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, de la LX Legislatura, con fundamento en las atribu-
ciones conferidas en los artículos 39, fracciones 1 y 2, y 45,
fracción 6, incisos e) y f), todos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, emi-
te y somete a consideración del Pleno de esta honorable
Cámara de Diputados el siguiente dictamen respecto de la
iniciativa que reforma la fracción II del artículo 7 y adicio-
na el artículo 11 de la Ley General de Población, bajo los
siguientes antecedentes y consideraciones.
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Antecedentes

Que el 14 de febrero de 2008, el diputado Manuel Cárde-
nas Fonseca presentó la iniciativa que reforma la fracción
II del artículo 7 y adiciona el artículo 11 de la Ley General
de Población.  

En fecha 19 de febrero de 2008, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados dictó el siguiente trámite: 

Túrnese a la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios.

Establecidos los antecedentes, los integrantes de la comi-
sión exponemos el contenido de la iniciativa objeto del pre-
sente dictamen.

Contenido

La intención del diputado proponente es adecuar la Ley
General de Población para obligar a las autoridades migra-
torias a cumplir con su obligación en uso de las facultades
de ejecución, control y supervisión de los servicios migra-
torias que la propia norma les otorga.

El aspecto central de la iniciativa es adicionar el término
“exhaustivamente” al artículo 7, fracción II, de la ley en
cuestión, que hace referencia en la actualidad, en el texto
vigente, a la atribución de la Secretaría de Gobernación de
vigilar la entrada y la salida de los nacionales y extranje-
ros.  

Consideraciones

La iniciativa no proporciona mayores elementos de seguri-
dad o que garanticen la protección y salvaguarda de las
fronteras, ni aporta mejoras significativas al cuidado y al
fortalecimiento de la política migratoria del país.

El adicionar el término “exhaustivamente” al inciso II del
artículo 7 de la ley, no va a producir ningún cambio real en
cuanto a la vigilancia de la entrada y la salida de los nacio-
nales y extranjeros.

No existe ninguna justificación técnica ni jurídica para
aprobar lo propuesto por el diputado proponente.  

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la comi-
sión sometemos a la consideración del Pleno de esta hono-
rable Cámara de Diputados el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma la fracción
II del artículo 7 y adiciona el artículo 11 de la Ley General
de Población, presentada por el diputado Manuel Cárdenas
Fonseca, el 14 de febrero de 2008.  

Segundo. Archívese el asunto como totalmente concluido.

Palacio Legislativo, a 10 de septiembre de 2008.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: José Nicolás Morales Ramos (rúbrica), presidente; Andrés
Bermúdez Viramontes (rúbrica), José Jacques y Medina (rúbrica), Jo-
sé Edmundo Ramírez Martínez (rúbrica), secretarios; Carlos Augusto
Bracho González (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica), Rosaura
Virginia Denegre Vaught Ramírez (rúbrica), Elia Hernández Núñez,
Omeheira López Reyna (rúbrica), María Dolores González Sánchez,
Francisco Javier Gudiño Ortiz (rúbrica), Cruz Pérez Cuellar (rúbrica),
Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Silbestre Álvarez Ramón, Al-
berto Amaro Corona (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Joaquín
Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Erick López Barriga, Cameri-
no Eleazar Márquez Madrid, Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, Antonio
de Jesús Díaz Athié, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Guillermina Ló-
pez Balbuena (rúbrica), Isael Villa Villa, José Luis Aguilera Rico, Irma
Piñeyro Arias, Pascual Bellizza Rosique.»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Este dictamen lo ha reservado el diputado Manuel
Cárdenas Fonseca, a quien se concede el uso de la palabra.

El diputado Manuel Cárdenas Fonseca: Con el permiso
de la Presidencia.

Compañeros legisladores, el tema que hoy nos ocupa y que
es una iniciativa que presentó el suscrito para reformar la
fracción II del artículo 7o., y hacerle una adición al artícu-
lo 11 de la Ley General de Población, atiende a la necesi-
dad de que la ley establezca que se revise la identidad de
quienes entran y salen del país.

Las argumentaciones que da la comisión dictaminadora, no
nada más no son válidas, sino que, por el contrario, no
atienden las observaciones de la Oficina del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos
en México. Lo que está pidiendo el suscrito aquí es que se
regrese este dictamen que viene en sentido negativo a la
comisión, para que se reconsidere y se reformule en el sen-
tido de la iniciativa presentada.
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Para estos efectos le he expresado a los coordinadores par-
lamentarios de los Partidos Revolucionario Institucional y
de la Revolución Democrática, y al vicecoordinador parla-
mentario del Partido Acción Nacional, así como a los com-
pañeros del Partido Convergencia. A los otros no pude por
razones de tiempo… en el momento en que me doy cuenta
que viene este dictamen en sentido negativo.

El asunto es muy grave. El que no estemos atendiendo
quién entra al país es lo que nos tiene postrados ante la de-
lincuencia organizada, en sus muy variables manifestacio-
nes y en sus muy variables ramos de atención, sea lavado
dinero, contrabando de armas, de niños, de órganos, en fin.

Díganme ustedes si podríamos estar de acuerdo en que es-
te país esté lleno de grupos de delincuentes, como de los
que todos los días nos quejamos que son los kaibiles, los
maras salvatruchas, los zetas, las mafias de oriente. Cómo
poder procesar información de inteligencia si las autorida-
des encargadas del tema son omisas en verificar la identi-
dad de quien entra y quien sale del país.

El aprobar el dictamen en sentido negativo, como lo pre-
sentan ahorita, es estar de acuerdo en que este país sea tra-
siego, cuna de cualquier tipo de delincuentes porque pue-
den entrar y salir del país con la complacencia de las
autoridades.

Debo entender que fue una omisión en la dinámica legisla-
tiva de la comisión dictaminadora. Debo entender que las
prisas y los tiempos para sacar una nueva Ley de Población
no les permitió observar que actualmente la identidad sólo
se atiende cuando se llega por la vía aérea.

Por la vía marítima no se atiende y por la vía terrestre tam-
poco se atiende, salvo cuando por revisión de mercancías,
que es materia mercantil y comercial, el representante de la
Secretaría de Hacienda llame —si acaso éste está— al en-
cargado de Migración.

Por eso las bancadas que no estén de acuerdo en que este
país sea el lugar propicio para que se desenvuelva la delin-
cuencia organizada en sus múltiples manifestaciones po-
drán acompañarme en esta petición de que el dictamen se
regrese a comisión para que sea debidamente analizado,
discutido y replanteado.

Quienes, en las prisas legislativas, no quisieran acompañar
esta sentida petición del suscrito —de quien hace uso de la
voz— estarían siendo permisivos de que nuestro país siga

sin tener el más mínimo registro de información inteligen-
te de los delincuentes que viven, gozan y hacen negocio
con la impunidad que hoy tenemos.

Por tanto, pido respetuosamente a la Presidencia que so-
meta a consideración del pleno la propuesta de un servidor,
en el sentido de que se vaya a favor de la propuesta de que
se regrese a la comisión y no a favor del dictamen en sen-
tido negativo que se había propuesto a la asamblea.

Por sus consideraciones, muchas gracias.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado Cárdenas Fonseca.

No habiéndose registrado ningún otro orador, consulte la
Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se
aprueba; y quiero aclararlo: si se aprueba el punto de acuer-
do del dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán: Por
instrucciones de la Presidencia se pregunta a la asamblea si
es de aprobarse el que se deseche la iniciativa que reforma
la fracción II del artículo 7o. y adiciona el artículo 11 de la
Ley General de Población. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobado el punto de acuerdo. Archívese el expe-
diente como asunto totalmente concluido.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO - 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA TENENCIA O USO

DE VEHICULOS - LEY FEDERAL DEL IMPUESTO
SOBRE AUTOMOVILES NUEVOS

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: La Presidencia recibió iniciativa que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de las Leyes del Impuesto al
Valor Agregado, del Impuesto sobre la Tenencia o Uso de
Vehículos, y de la Federal del Impuesto sobre Automóviles
Nuevos, de los diputados Jorge Emilio González Martínez,
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José Antonio Arévalo González, Diego Cobo Terrazas y
Carlos Alberto Puente Salas, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

La Secretaria diputada Margarita Arenas Guzmán:
«Iniciativa que  reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes del Impuesto al Valor Agregado, del Impues-
to sobre Tenencia o Uso de Vehículos, y Federal del Im-
puesto sobre Automóviles Nuevos, suscrita por los diputa-
dos Jorge Emilio González Martínez, José Antonio Arévalo
González y Diego Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario
del PVEM

Los diputados Jorge Emilio González Martínez, José Anto-
nio Arévalo González y Diego Cobo Terrazas, de la LX Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, a nombre
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, con fundamento en los artículos 4o, párrafo cuar-
to, 71, fracción II, 72, 73, fracción XXX, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, frac-
ción II, 56, 63 y 64 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y demás disposiciones jurídicas aplicables, pre-
sentan ante esta honorable asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Un auto híbrido es el que funciona con dos o más fuentes
de energía combinadas. Estos autos surgieron por la nece-
sidad de crear medios de transporte menos contaminantes
y que utilicen menor cantidad de combustible. Los híbridos
disponibles comercialmente utilizan como fuente principal
la electricidad almacenada en baterías y, como fuente al-
terna, la combustión de gasolina, diesel o gas; el sistema
electrónico determina qué fuente usar y cuándo hacerlo.

Los motores de combustión tienen eficiencia menor a 40
por ciento, es decir, que 6 de cada 10 litros se pierden en
forma de calor, ruido y vibraciones. Como contraparte, los
modelos híbridos experimentales han alcanzado una efi-
ciencia de hasta 90 por ciento y sus emisiones contaminan-
tes con respecto a los de combustión son hasta 83 por cien-
to menores en bióxido de carbono (CO2). Por consiguiente,
los híbridos tienen un potencial importante para ahorrar
combustible y reducir emisiones contaminantes en el sec-
tor del transporte.

Los híbridos comerciales tienen alto rendimiento en zonas
urbanas: utilizan hasta 35 por ciento menos combustible,

ya que el motor eléctrico recarga sus baterías al frenar y el
motor de combustión se desgasta menos, porque no se usa
en recorridos cortos; así, el sistema completo genera menos
ruido y tiene mayor estabilidad.

Actualmente se están desarrollando otras tecnologías para
crear transportes más eficientes y menos contaminantes,
con base en celdas de hidrógeno, aire comprimido y bate-
rías solares, entre otros. Estas opciones aún no se materia-
lizan en modelos comerciales, de modo que los autos hí-
bridos son la única muestra tangible del transporte
ecológico-eficiente y representan una tecnología en transi-
ción que requiere apoyo para desarrollarse plenamente.

Cabe mencionar que los modelos híbridos no son los úni-
cos autos eficientes que existen en el mercado. El Consejo
Americano para una Economía Eficiente en Energía
(ACEE) publica anualmente las estadísticas de automóvi-
les eficientes. 

En 2008, los 10 mejores son los siguientes:

* El rendimiento está calculado con base en los kilómetros por litro.

Fuente: Vehículos más verdes del 2008. Consejo Americano para una
Economía Eficiente en Energía, www.greenercars.org/highlights_gree-
nest.htm 

Analizando la tabla anterior, concluimos que si nuestro ob-
jetivo es lograr una mejora ambiental y ahorrar recursos,
debemos impulsar los autos con menores emisiones totales,
sin importar que sean híbridos o no.

A nivel internacional, ya se observa la tendencia de utilizar
el reporte de emisiones contaminantes como criterio para
incentivos fiscales. El Reino Unido fue el primer país en
establecer este criterio, seguido por varios miembros de la
Unión Europea.
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La siguiente tabla muestra la porción del ved (Vehicle Ex-
cise Duty) que se calcula con base en las emisiones. Esto
equivaldría a que una parte de la tenencia fuera calculada
con este criterio.

Fuente: Tasas para el ved. Agencia de licencias de conductores y vehí-
culos. Reino Unido, www.dvla.gov.uk/media/pdf/forms/v149.pdf

A pesar de que México actualmente no está obligado a re-
ducir sus emisiones contaminantes, se espera que próxima-
mente adquiera este compromiso. En una perspectiva rea-
lista, nuestro sector transporte tendrá que reducir sus
emisiones a por lo menos 160 gramos de bióxido de carbo-
no equivalente por kilómetro (g CO2e/km) para el año
2012.

El esquema actual de impuestos para automóviles en nuestro
país concentra la recaudación en los vehículos nuevos, pro-
vocando que los autos con 10 años de antigüedad paguen 0.3
por ciento del valor de adquisición, en contra del 3 por cien-
to que pagan los nuevos. Por consiguiente, los vehículos más
antiguos pagan menos cuando más contaminan.

La Asociación Mexicana de Distribuidores de Automóviles
ha detectado que el método actual de recaudación impide
la renovación del parque vehicular y promueve la perma-
nencia de los autos obsoletos, favoreciendo la inseguridad
y contaminación.

Con base en lo anterior, proponemos adicionar dentro de la
tenencia anual un impuesto sobre las emisiones de carbono
para vehículos terrestres. Esto sería aplicable a los auto-
móviles de año modelo 2009 en adelante. Los vehículos
con menores emisiones tienen exención total y los de ma-
yores emisiones tienen el mayor impuesto. Por simplici-
dad, nuestra propuesta establece solamente tres categorías:
la primera de 0 a 149.9, la segunda de 150 a 199.9 y la ter-
cera de 200 o más gramos de bióxido de carbono equiva-
lente por kilómetro (g CO2e/km).

Bajo el esquema propuesto, los autos híbridos y otros mo-
delos eficientes que se venden en México tendrían exen-
ción total, puesto que sus emisiones con menores a 149.9
gCO2/km. 

Por ejemplo:

Honda Civic híbrido, 100 gCO2/km
Smart Fortwo, 119 gCO2/km
Renault Mégane, 133 gCO2/km
Jetta diesel, 135 gCO2/km
Seat Ibiza, 141 gCO2/km

Algunos autos que entrarían en la segunda categoría (150 a
199.9 g CO2e/km) son los siguientes:

Pontiac, 165.5 gCO2/km
Volks Wagen, 179 gCO2/km
Peugeot, 185.6 gCO2/km
Mazda, 192 gCO2/km
Chevrolet, 197.2 gCO2/km

Los autos más contaminantes entrarían en la última cate-
goría (más de 200 g CO2e/km):

Cadillac, 235.7 gCO2/km
Hummer, 247.5 gCO2/km
Lincoln, 310 gCO2/km
BMW M5, 530 gCO2/km
Rolls Royce Phantom, 574

El Centro Mario Molina indica, en un estudio reciente,1
que los autos, de acuerdo a su tipo, tienen las siguientes
emisiones promedio:

Emisiones ponderadas de CO2 por clase de vehículos y promedio. He-
cho por el Centro Mario Molina con información de la Conae, de la
AMIA, entre otras.

El objetivo del impuesto que pretendemos crear será coad-
yuvar a la reducción efectiva de emisiones del sector trans-
porte antes del año 2012. Como complemento, propone-
mos que la tenencia aplicable a los automóviles eléctricos
o híbridos nuevos sea de cero por ciento en vez del actual
0.16 por ciento del valor total. Cabe destacar que el impac-
to presupuestal calculado que tendrá la tasa reducida actual
para automóviles eléctricos es el siguiente:
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• En 2008, 5.6 millones de pesos, representando un
0.00005 por ciento del producto interno bruto (PIB).

• En 2009, se espera la misma cantidad, con la misma
proporción del PIB.

Considerando que la Ley del Impuesto sobre Tenencia o
Uso de Vehículos será abrogada a partir del 1 de enero de
2012, por decreto publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración del 21 de diciembre de 2007, al llegar esa fecha,
deberán establecerse otras medidas legislativas para actua-
lizar los impuestos sobre emisiones, de acuerdo a la situa-
ción que prevalezca en el sector y a los compromisos de re-
ducción de emisiones que haya adquirido México para
entonces.

En consecuencia, la reforma que proponemos en el im-
puesto sobre tenencia se convierte en el primer paso para
difundir en el sector transporte la tendencia mundial hacia
la cultura de “quien contamina más, paga más”.

Además de la tenencia, la legislación mexicana actual in-
dica la aplicación de los siguientes impuestos a los auto-
móviles:

• Impuesto general de importación. Deberá pagarse un
arancel ad valorem del 10 por ciento de impuesto gene-
ral de importación; el citado impuesto deberá determi-
narse y pagarse con actualizaciones desde la fecha en la
que se haya realizado la importación temporal y hasta la
fecha de pago del pedimento de importación definitiva.

• Derecho de trámite aduanero. Se pagará una cuota de
8 al millar. Si el valor es menor a 179.99 pesos, se pa-
gará este último. Referencia: regla 2.6.24 de las reglas
de carácter general en materia de comercio exterior.

• Impuesto sobre automóviles nuevos (ISAN). En la im-
portación de automóviles usados se establecen las con-
diciones para la importación definitiva de vehículos au-
tomotores usados (DOF 22 de agosto de 2005). Están
obligados al pago del ISAN las personas físicas y las
morales que importen en definitiva al país automóviles
que corresponden a los 10 años modelo inmediato ante-
riores.

• Impuesto al valor agregado (IVA). Deberá aplicarse
una tasa del 15 por ciento, establecida en el artículo 1o.
de la Ley del IVA, o la tasa del 10 por ciento, si la im-
portación se realiza por un importador residente en la re-

gión fronteriza en los términos del artículo 2o. de la Ley
del IVA, considerando como base gravable el 30 por
ciento del valor en aduana del vehículo, adicionado con
el impuesto general de importación y las demás contri-
buciones que se paguen con motivo de su importación
definitiva.

• Otros impuestos locales, pagos de derechos, pagos de
verificación y normas específicas que los estados esta-
blecen.

Es importante destacar que el impuesto general de impor-
tación y el derecho de trámite aduanero se consideran pa-
gos esenciales para tener el control sobre la importación
definitiva de estos vehículos. Por consiguiente, resultaría
más factible un apoyo adicional a los autos ecológico-efi-
cientes por medio del ISAN y del IVA.

La Ley de Ingresos de la Federación 2008 estableció un es-
tímulo fiscal consistente en la exención del pago del ISAN
para los autos cuya propulsión sea a través de baterías eléc-
tricas recargables, y aquéllos eléctricos que además cuen-
ten con un motor de combustión interna. El impacto presu-
puestal calculado que tendrá esta medida es el siguiente:

• En 2008, 0.8 millones de pesos, representando un
0.00001 por ciento del PIB.

• En 2009, 1.1 millones de pesos, con la misma propor-
ción.

Por consiguiente, nuestra propuesta consiste en otorgar a
los autos híbridos y eléctricos una exención definitiva del
ISAN.

Asimismo, proponemos una exención total del IVA para
estos automóviles, en virtud de que consideramos no mer-
mará significativamente las finanzas públicas, ya que para
2009 se han proyectado 496 mil 942 millones de pesos, y
la exención de este gravamen representaría la venta anual
de 10 a 100 vehículos, cifra menos que representativa de
los 2.02 por ciento de gastos fiscales previstos para el 2009
del PIB.

Por último, no proponemos un artículo transitorio que es-
tablezca la periodicidad de la exención propuesta, porque
será el propio legislador el que tendrá que modificar la ley
cuando estas nuevas tecnologías alcancen su penetración
en el mercado y un uso amplio entre el consumidor, elimi-
nando entonces dicha exención.
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El cambio climático, producido mayormente por las emi-
siones de carbono a la atmósfera, y nuestro futuro en el ám-
bito petrolero deben ser alicientes suficientes para impulsar
tecnologías energéticas eficientes. Lo que esta iniciativa
propone es que el mercado adopte estas tecnologías con la
celeridad que requiere nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados Jorge Emilio
González Martínez, José Antonio Arévalo González y Die-
go Cobo Terrazas, de la LX Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, a nombre del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, someten a la conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto que adiciona la fracción VI al artículo 5o. y re-
forma el artículo 14-B de la Ley del Impuesto sobre Te-
nencia o Uso de Vehículos; adiciona la fracción IV al ar-
tículo 8o de la Ley Federal del Impuesto sobre
Automóviles Nuevos; y adiciona la fracción X al artícu-
lo 9o de la Ley del Impuesto al Valor Agregado

Artículo Primero. Se adiciona la fracción VI al artículo
5o. y se reforma el artículo 14-B, ambos de la Ley del Im-
puesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 5o. Tratándose de automóviles, omnibuses, ca-
miones y tractores no agrícolas tipo quinta rueda, el im-
puesto se calculará como a continuación se indica:

I. a V. … 

VI. Para automóviles nuevos modelo 2009, y poste-
riores, se aplicará adicionalmente a lo señalado en
las fracciones anteriores un impuesto sobre emisio-
nes de carbono, calculado de la siguiente forma:

El reporte de emisiones de carbono deberá realizar-
se de acuerdo a las disposiciones que la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales expida para
tal efecto. Previamente a la enajenación de un vehí-
culo nuevo, el enajenante deberá informar el índice
de emisiones al consumidor.

Para los efectos de este artículo, se entiende por vehículos
destinados a transporte de más de 15 pasajeros, o para el
transporte de efectos los camiones, vehículos pick up sin
importar el peso bruto vehicular, tractores no agrícolas tipo
quinta rueda, y minibuses, microbuses y autobuses integra-
les, cualquiera que sea su tipo y peso bruto vehicular.

Artículo 14-B. Tratándose de automóviles eléctricos nue-
vos, y de aquéllos eléctricos que además cuenten con mo-
tor de combustión interna nuevos, el impuesto se pagará a
la tasa del cero por ciento.

Párrafo segundo (se deroga).

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción IV al artículo
8o. de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles
Nuevos, para quedar como sigue:

Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en esta
ley en los siguientes casos:

I. a III. …
IV. En la enajenación o importación de automóviles
eléctricos, y aquéllos eléctricos que además cuenten
con motor de combustión interna.

Artículo Tercero. Se adiciona la fracción X al artículo 9o.
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado para quedar co-
mo sigue:

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes:

I. a IX. …

X. Automóviles eléctricos nuevos y aquéllos eléctri-
cos que además cuenten con motor de combustión in-
terna nuevos.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2009.

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales deberá emitir antes del 1 de enero de 2009 el lis-
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tado de los vehículos modelo 2009 y sus respectivas emi-
siones de carbono.

Tercero. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales deberá emitir una norma oficial mexicana referente
al reporte de emisiones de carbono en automóviles en un
plazo no mayor a 6 meses posteriores a la publicación del
presente decreto en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Centro Mario Molina. 2008. Propuesta de Normatividad en Materia
de Rendimiento de Combustibles y de Emsiones de Bióxido de Carbo-
no para Vehículos Ligeros Nuevos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 11 de septiembre de
2008.— Diputados: Jorge Emilio González Martínez, José Antonio
Arévalo González, Diego Cobo Terrazas (rúbrica).»

La Presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.
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